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PODER EJECUTIVO 
SECRETARIA DE RELACIONES EXTERIORES 

REGLAMENTO Interior de la Secretaría de Relaciones Exteriores. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Presidencia de la 
República. 

ANDRÉS MANUEL LÓPEZ OBRADOR, Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, en ejercicio de la 
facultad que me confiere el artículo 89, fracción I de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
y con fundamento en los artículos 14, 17, 17 Bis, 18 y 28 de la Ley Orgánica de la Administración Pública 
Federal, he tenido a bien expedir el siguiente 

REGLAMENTO INTERIOR DE LA SECRETARÍA DE RELACIONES EXTERIORES 

CAPÍTULO I 

De la Competencia y Organización de la Secretaría 

ARTÍCULO 1. La Secretaría de Relaciones Exteriores, en lo sucesivo la Secretaría, tiene a su cargo las 
atribuciones y el despacho de los asuntos que expresamente le encomiendan la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, la Ley del Servicio Exterior 
Mexicano, la Ley sobre la Celebración de Tratados, la Ley de Cooperación Internacional para el Desarrollo y 
otras leyes, así como los reglamentos, decretos, acuerdos y demás disposiciones jurídicas que expida el 
Presidente de los Estados Unidos Mexicanos. 

ARTÍCULO 2. En la Secretaría queda prohibida cualquier restricción, en cuanto a la igualdad en la 
elegibilidad de mujeres y hombres, para acceder con cualquier carácter o cargo, en las unidades 
administrativas y órganos administrativos desconcentrados que integran a esta dependencia. 

ARTÍCULO 3. Corresponde a la Secretaría: 

I. Ejecutar la política exterior de México de conformidad con los principios establecidos en la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 

II. Promover, propiciar y coordinar las acciones en el exterior de las dependencias y entidades 
de la Administración Pública Federal, de conformidad con las atribuciones que a cada una 
de ellas corresponda; 

III. Dirigir el Servicio Exterior Mexicano; 

IV. Intervenir en toda clase de tratados, acuerdos y convenciones de los que el país  sea parte, 
y 

V. Supervisar el cumplimiento de los objetivos consignados en el Programa de Cooperación 
Internacional para el Desarrollo. 

ARTÍCULO 4. La Secretaría realizará sus actividades en forma programada. En cada programa se 
precisará la participación que corresponda a las unidades administrativas y a los órganos administrativos 
desconcentrados de la Secretaría, así como a las representaciones de México en el exterior, tomando en 
cuenta los lineamientos del Plan Nacional de Desarrollo y las políticas, prioridades y modalidades que para el 
logro de objetivos y metas dicte el Titular del Ejecutivo Federal. 

ARTÍCULO 5. Las representaciones de México en el exterior dependerán administrativamente de la 
Secretaría en términos de la Ley del Servicio Exterior Mexicano y de su Reglamento. Los titulares de dichas 
representaciones elaborarán en coordinación con las subsecretarías de la Secretaría, sus programas de 
trabajo y de conformidad con la suficiencia presupuestal asignada para su ejecución; asimismo, serán 
responsables de cumplir con los objetivos y programas de trabajo que se establezcan y de la aplicación de los 
recursos que les sean autorizados. 

Las representaciones de México en el exterior administrarán los recursos humanos, materiales, financieros 
e informáticos que les sean asignados, de conformidad con la suficiencia presupuestal asignada y con los 
lineamientos internos que, en el ámbito de su competencia, emitan las direcciones generales de la Unidad de 
Administración y Finanzas, en términos de las disposiciones jurídicas aplicables. 
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ARTÍCULO 6. Al frente de la Secretaría habrá un Secretario del Despacho, quien para el desahogo de los 
asuntos de su competencia se auxiliará de: 

A. Las unidades administrativas siguientes: 

I. Subsecretaría de Relaciones Exteriores; 

II. Subsecretaría para América Latina y el Caribe; 

III. Subsecretaría para Asuntos Multilaterales y Derechos Humanos; 

IV. Jefatura de Unidad para América del Norte; 

V. Dirección Ejecutiva de Diplomacia Cultural y Turística; 

VI. Dirección Ejecutiva de Estrategia y Diplomacia Pública; 

VII. Unidad de Administración y Finanzas; 

VIII. Consultoría Jurídica; 

IX. Direcciones Generales: 

a) De Protocolo; 

b) De Coordinación Política; 

c) De Comunicación Social; 

d) De Asuntos Jurídicos; 

e) Para África, Asia Central y Medio Oriente; 

f) Para Asia-Pacífico; 

g) Para Europa; 

h) De Asuntos Especiales; 

i) De Protección Consular y Planeación Estratégica; 

j) De Servicios Consulares; 

k) Para Centroamérica y el Caribe; 

l) Para América del Sur; 

m) De Organismos y Mecanismos Regionales Americanos; 

n) Para Temas Globales; 

ñ) Para la Organización de las Naciones Unidas; 

o) De Derechos Humanos y Democracia; 

p) De Vinculación con las Organizaciones de la Sociedad Civil; 

q) De Impulso Económico Global; 

r) De Diplomacia Cultural; 

s) De Diplomacia Turística; 

t) De Prospectiva; 

u) Del Servicio Exterior y de Recursos Humanos; 

v) De Programación, Organización y Presupuesto; 

w) De Bienes Inmuebles y Recursos Materiales; 

x) De Tecnologías de Información e Innovación; 

y) De Coordinación Interinstitucional; 

z) De Oficinas de Pasaportes, y 

aa) Del Acervo Histórico Diplomático, y 

X. Las Secciones Mexicanas de las Comisiones Internacionales de Límites y Aguas siguientes: 

a) Entre México y Estados Unidos, y 

b) Entre México y Guatemala, y entre México y Belice, y 

XI. Las Oficinas de Pasaportes, y 
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B. Los órganos administrativos desconcentrados siguientes: 

I. El Instituto Matías Romero; 

II. El Instituto de los Mexicanos en el Exterior, y 

III. La Agencia Mexicana de Cooperación Internacional para el Desarrollo. 

ARTÍCULO 7. Los titulares de las unidades administrativas, órganos administrativos desconcentrados y 
direcciones generales, de la Secretaría, podrán auxiliarse de coordinadores, directores de área, subdirectores, 
jefes de departamento, y demás personal que se requiera de acuerdo con las necesidades del servicio, 
siempre y cuando se cuente con la autorización presupuestal y organizacional, así como con la suficiencia 
presupuestal, en términos de las disposiciones jurídicas aplicables. Asimismo, podrán auxiliarse de los 
miembros del Servicio Exterior Mexicano de Carrera que se encuentren adscritos a sus unidades 
administrativas y cuya remuneración se regirá conforme a las disposiciones jurídicas aplicables al Servicio 
Exterior Mexicano. 

En ejercicio de sus atribuciones, las unidades administrativas y órganos administrativos desconcentrados 
de la Secretaría, actuarán de manera coordinada y se proporcionarán apoyo, información y datos que 
requieran, con la debida oportunidad. 

CAPÍTULO II 

De las facultades del Secretario 

ARTÍCULO 8. Al Secretario de Relaciones Exteriores, en lo sucesivo el Secretario, le corresponde 
originalmente el despacho y el ejercicio de las atribuciones que, a la Secretaría le confieren las leyes y demás 
disposiciones normativas que de ellas derivan, quien, para la mejor distribución y desarrollo del trabajo, podrá 
delegar sus facultades en servidores públicos subalternos, excepto aquellas que por disposición de ley o 
reglamentaria sean indelegables. Los acuerdos de delegación de facultades deberán ser publicados en el 
Diario Oficial de la Federación. 

La delegación de facultades a que se refiere el párrafo anterior y la asignación de estas a los servidores 
públicos de las unidades administrativas y órganos administrativos desconcentrados de la Secretaría, no 
impedirán al Secretario el ejercicio directo de tales facultades. 

La Secretaría contará con una Unidad de Transparencia, la cual estará a cargo de un Titular que será 
designado por el Secretario, y tiene las facultades que le confieren la Ley Federal de Transparencia y Acceso 
a la Información Pública, la Ley General de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos 
Obligados y demás disposiciones jurídicas aplicables. Dicha Unidad contará con los recursos humanos, 
materiales y financieros necesarios para su operación y ejercicio de sus facultades, y coordinará las acciones 
relacionadas con transparencia, acceso a la información, protección de datos personales y rendición de 
cuentas de las unidades administrativas, órganos administrativos desconcentrados y Oficinas de Pasaportes, 
de la Secretaría, así como de las representaciones de México en el exterior. 

De conformidad con la legislación vigente en la materia, la Secretaría contará con un Comité de 
Transparencia, el cual será presidido por el Titular de la Unidad de Transparencia; quien contará con las 
facultades que la ley de la materia le confiera. 

El Secretario contará con una dirección administrativa, quien fungirá como enlace con las unidades 
administrativas de la Unidad de Administración y Finanzas en materia de programación organización y 
presupuesto, recursos humanos, materiales y tecnologías de la información, para atender las necesidades 
que en esas materias requieran las unidades administrativas y órganos administrativos desconcentrados de 
su adscripción. 

ARTÍCULO 9. El Secretario tiene las siguientes facultades indelegables: 

I. Conducir la ejecución que se haga de la política exterior del país, la cual, de conformidad 
con los principios establecidos en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
fija el Titular del Ejecutivo Federal, así como establecer, dirigir y controlar las políticas de la 
Secretaría; 

II. Planear, coordinar y evaluar, en los términos de las disposiciones jurídicas aplicables, la 
ejecución de la política exterior que desarrolla la Secretaría y el Servicio Exterior Mexicano, 
para lo cual procederá de conformidad con las metas, objetivos, estrategias y directrices que 
determine el Presidente de la República; 
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III. Coordinar las relaciones económicas y de cooperación de México con el exterior, así como 
dirigir las acciones de promoción económica, comercial, de inversiones y turística que 
realizan las representaciones de México en el exterior, en coadyuvancia con las autoridades 
competentes; 

IV. Asistir al Presidente de la República en el manejo de las relaciones exteriores, así como 
desempeñar las comisiones y funciones que este le confiera; 

V. Someter al acuerdo del Presidente de la República los asuntos encomendados a la 
Secretaría que así lo ameriten, e informarle sobre el desarrollo de los mismos; 

VI. Representar al Presidente de la República en las controversias constitucionales y acciones 
de inconstitucionalidad a que se refiere el artículo 105 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos y la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en los casos en que lo 
determine el Titular del Ejecutivo Federal; 

VII. Asistir a las reuniones convocadas por el Presidente de la República de conformidad con lo 
dispuesto por los artículos 6o. y 7o. de la Ley Orgánica de la Administración Pública 
Federal; 

VIII. Proponer al Presidente de la República, a través de la Consejería Jurídica del Ejecutivo 
Federal, proyectos de iniciativas de leyes, reglamentos, decretos, acuerdos y demás 
instrumentos jurídicos, sobre asuntos que sean de la competencia de la Secretaría, y cuya 
suscripción o expedición corresponda al Titular del Ejecutivo Federal; 

IX. Refrendar para su validez y observancia constitucional los reglamentos, decretos y 
acuerdos expedidos por el Presidente de la República, cuando se refieran a asuntos de la 
competencia de la Secretaría, en términos de lo dispuesto por la Ley Orgánica de la 
Administración Pública Federal; 

X. Autorizar con su firma las resoluciones a que se refiere de la Ley de Extradición 
Internacional, así como resolver las solicitudes de entrega temporal, reextradición y 
consentimiento a la excepción al Principio de Especialidad, previstas en los tratados y 
convenios suscritos por México sobre la materia; 

XI. Dar cuenta al Congreso de la Unión del estado que guardan los asuntos competencia de la 
Secretaría e informar en los casos en que se discuta una ley o se estudie un asunto 
concerniente al ámbito de su competencia o para que respondan a interpelaciones o 
preguntas, cuando sea requerido para ello por cualquiera de las Cámaras que lo integran; 

XII. Acordar las acciones necesarias para dar cumplimiento al programa sectorial a cargo de la 
Secretaría y, en su caso, los programas que deriven del Plan Nacional de Desarrollo que 
recaigan en el ámbito de competencia de la Secretaría, así como los correspondientes al 
cumplimiento de los compromisos internacionales de México, en coordinación con las 
dependencias y entidades de la Administración Pública Federal; 

XIII. Autorizar, previamente a su formalización, a las unidades administrativas que estén 
adscritas a la Oficina del Secretario, para suscribir convenios, acuerdos, bases o cualquier 
otro instrumento jurídico de colaboración, coordinación o concertación, en representación de 
la Secretaría; 

XIV. Formular la parte del Informe Presidencial que corresponda a la Secretaría, así como el 
Informe de Labores de la dependencia; 

XV. Autorizar la apertura, cierre o redefinición de Consulados Honorarios, y el nombramiento y 
término de funciones de los Cónsules y Vicecónsules Honorarios de México, a propuesta del 
Subsecretario correspondiente a la región geográfica de que se trate y del Jefe de Unidad 
para América del Norte; 

XVI. Autorizar la apertura, cierre o redefinición de las representaciones de México en el exterior a 
propuesta del Subsecretario correspondiente a la región geográfica de que se trate y del 
Jefe de Unidad para América del Norte. En los casos de Consulados Generales se requerirá 
además de la previa recomendación de la Comisión de Personal del Servicio Exterior 
Mexicano; 
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XVII. Expedir, a propuesta del Subsecretario de la región geográfica que corresponda y del Jefe 
de Unidad para América del Norte, los acuerdos de exención del pago de derechos por la 
expedición de las visas ordinarias en pasaportes extranjeros, en consideración a aspectos 
de reciprocidad internacional o en forma unilateral, con el fin de estimular el turismo y los 
intercambios comerciales o culturales, cuando se estime conveniente; 

XVIII. Ordenar al Titular de la Unidad de Administración y Finanzas la expedición de los 
nombramientos del personal de la Secretaría y del Servicio Exterior Mexicano, así como de 
sus traslados, salvo los nombramientos emitidos por el Presidente de la República o por otra 
autoridad de conformidad con las disposiciones jurídicas aplicables; 

XIX. Designar y, en su caso, remover a las autoridades centrales y ejecutoras en los tratados o 
convenios internacionales, competencia de la Secretaría; 

XX. Acordar con los servidores públicos de la Secretaría los asuntos que les haya 
encomendado; 

XXI. Aprobar la organización y funcionamiento de la Secretaría y adscribir orgánicamente las 
unidades administrativas y órganos administrativos desconcentrados a que se refiere este 
Reglamento; 

XXII. Establecer las comisiones internas que sean necesarias para el buen funcionamiento de la 
Secretaría y designar a los integrantes de las mismas y a quien deba presidirlas, así como 
establecer las unidades de coordinación, asesoría y apoyo técnico que requiera el 
funcionamiento administrativo de la Secretaría; 

XXIII. Establecer comisiones, consejos, comités y cualquier órgano colegiado que sean necesarios 
para el ejercicio de sus facultades y de las que le sean encomendadas, así como aprobar a 
los miembros que correspondan en el ámbito de la competencia de la Secretaría; 

XXIV. Expedir el Manual General de Organización de la Secretaría y disponer su publicación en el 
Diario Oficial de la Federación, así como expedir los demás manuales de organización, de 
procedimientos y de servicios necesarios para el buen funcionamiento de la Secretaría; 

XXV. Aprobar los programas de trabajo de la Secretaría y el anteproyecto de presupuesto de 
egresos correspondiente y, en su caso, sus modificaciones en términos de las disposiciones 
jurídicas aplicables; 

XXVI. Resolver los procedimientos de responsabilidad patrimonial del Estado y los demás 
procedimientos y recursos administrativos que se interpongan en contra de resoluciones 
dictadas por él mismo o por los servidores públicos y unidades administrativas que le 
dependan directamente, así como los demás que legalmente le correspondan; 

XXVII. Expedir las Disposiciones Administrativas de Carácter General del Apoyo Económico 
Complementario previsto en la Ley del Servicio Exterior Mexicano, previa opinión de la 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público; 

XXVIII. Resolver las dudas que se susciten con motivo de la interpretación y aplicación de este 
Reglamento, y de los casos no previstos en el mismo correspondientes a las actividades de 
la Secretaría, y 

XXIX. Ejercer las demás facultades que con el carácter de no delegables le confieren 
expresamente otras disposiciones jurídicas aplicables. 

CAPÍTULO III 

De las Facultades de los Subsecretarios 

ARTÍCULO 10. Las Subsecretarías de la Dependencia están a cargo de un Subsecretario, 
respectivamente quienes tienen las facultades siguientes: 

I. Acordar con el Secretario el despacho de los asuntos de las unidades administrativas y, en 
su caso, de los órganos administrativos que se le adscriban; 

II. Desempeñar las funciones y comisiones que el Secretario le encomiende o delegue, y 
mantenerlo informado sobre el desarrollo de las mismas; 

III. Impulsar y dar seguimiento conforme al ámbito de su competencia, a los asuntos de interés 
para la política exterior de México; 

IV. Representar a la Secretaría en los actos que el Secretario determine y participar, en su 
caso, en foros y eventos nacionales e internacionales en asuntos relativos a las materias 
competencia de las unidades administrativas bajo su responsabilidad; 
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V. Vigilar el estricto cumplimiento de las normas legales y disposiciones administrativas en 
todos los asuntos de su competencia; 

VI. Dictar las medidas necesarias para el mejor funcionamiento de las unidades administrativas 
y, en su caso, de los órganos administrativos desconcentrados que se le adscriban, así 
como controlar y evaluar el trabajo y los resultados de las actividades de los mismos; 

VII. Formular el anteproyecto de presupuesto de la Subsecretaría a su cargo, en coordinación 
con la Dirección General de Programación, Organización y Presupuesto, y de conformidad 
con las disposiciones jurídicas aplicables; 

VIII. Suscribir los documentos relativos al ejercicio de sus facultades y aquellos que le sean 
señalados por delegación de facultades o le correspondan por suplencia; 

IX. Suscribir, conforme al ámbito de su competencia, los convenios, acuerdos, bases o 
cualquier otro instrumento jurídico de colaboración, coordinación o concertación que celebre 
en representación de la Secretaría y, en su caso, autorizar previamente a su formalización, 
por escrito a las unidades administrativas o los órganos administrativos desconcentrados 
que se le adscriban, la celebración de los mismos; 

X. Coordinar las acciones en el exterior de las dependencias y entidades de la Administración 
Pública Federal y proporcionarles la cooperación, información y opiniones que soliciten, de 
conformidad con las instrucciones que emita el Secretario; 

XI. Recibir de las representaciones de México en el exterior de la región de su competencia, de 
ser el caso, la comunicación de la aparición en localidades extranjeras de enfermedades 
sujetas a reglamentación internacional, o de cualquier otra enfermedad que represente un 
grave riesgo para la salud nacional para que esta unidad administrativa sea la encargada de 
remitir la comunicación correspondiente a las Secretarías de Salud y de Gobernación; 

XII. Emitir instrucciones, sobre asuntos de su competencia, a los titulares de las 
representaciones diplomáticas y consulares de México o a los servidores públicos que los 
suplan durante sus ausencias; 

XIII. Autorizar al personal del Servicio Exterior Mexicano y de sus dependientes económicos su 
salida del país en el que se encuentren adscritos, con cargo al presupuesto de la Secretaría, 
en casos fortuitos o de fuerza mayor; 

XIV. Proponer al Secretario, la apertura, cierre o redefinición de concurrencias y 
circunscripciones consulares, de las representaciones de México en el exterior, del ámbito 
de su competencia; 

XV. Proponer al Secretario, la apertura, cierre o redefinición de Consulados Honorarios, y el 
nombramiento y término de funciones de los Cónsules y Vicecónsules Honorarios de 
México, del ámbito de su competencia; 

XVI. Resolver los recursos administrativos que se interpongan en contra de las resoluciones 
dictadas por los servidores públicos de las unidades administrativas y, en su caso, de los 
órganos administrativos desconcentrados que se le adscriban, así como los demás que 
legalmente les correspondan; 

XVII. Expedir copias certificadas de los documentos y constancias materia de su competencia 
que obren en sus archivos, y 

XVIII. Ejercer las demás facultades que le confieran otras disposiciones jurídicas y las que 
corresponden a las unidades administrativas y, en su caso, órganos administrativos 
desconcentrados que se le adscriban, así como realizar las funciones que le encomiende el 
Secretario. 

Cada una de las Subsecretarías cuenta con una dirección administrativa, quien funge como enlace con las 
unidades administrativas de la Unidad de Administración y Finanzas en materia de programación organización 
y presupuesto, recursos humanos, materiales y tecnologías de la información, para atender las necesidades 
que en esas materias requieran las unidades administrativas y órganos administrativos desconcentrados de 
su adscripción. La dirección administrativa de la Subsecretaría para Asuntos Multilaterales y Derechos 
Humanos atenderá los asuntos en la materia de la Consultoría Jurídica. 

ARTÍCULO 11. Al Subsecretario para América Latina y el Caribe le corresponde, además de las 
facultades señaladas en el artículo 10 del Reglamento, coordinar las atribuciones de la Sección Mexicana de 
las Comisiones Internacionales de Límites y Aguas entre México y Guatemala y entre México y Belice, así 
como emitir lineamientos sobre asuntos políticos bilaterales en materia de límites y aguas internacionales. 
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CAPÍTULO IV 

De las Facultades del Jefe de Unidad para América del Norte 

ARTÍCULO 12. La Jefatura de Unidad para América del Norte está a cargo de un Jefe de Unidad quien es 
responsable de la dirección y administración de la misma y tiene las facultades siguientes: 

I. Analizar, revisar y presentar a su superior jerárquico opciones de política exterior y participar 
en la planeación, el diseño, la ejecución y la evaluación de los programas de acción 
internacional, para los países y organizaciones de la región y para la región en su conjunto, 
a corto, mediano y largo plazo, basándose en los lineamientos en política exterior; 

II. Impulsar y dar seguimiento desde la perspectiva política, al conjunto de asuntos del interés 
para México con los países y organizaciones de la región; 

III. Elaborar análisis e informes políticos, para la formulación de la política bilateral, multilateral 
y regional en el ámbito de su competencia; 

IV. Evaluar las solicitudes de asilo político que sometan a su atención las representaciones de 
México en el exterior bajo su ámbito de competencia, y determinar y notificar lo conducente, 
conforme a los lineamientos que al efecto establezca la Secretaría, por conducto de la 
representación que conozca de la solicitud; 

V. Coadyuvar con las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal, Estatal y 
Municipal, así como con las unidades administrativas y órganos administrativos 
desconcentrados competentes de la Secretaría, cuando así le sea solicitado, en la 
promoción, actualización y seguimiento del marco jurídico que norme las relaciones de 
México con los países y organizaciones de la región; 

VI. Coordinar la recopilación y análisis de información sobre la situación interna y posición 
internacional de los países de la región y, en su caso, transmitirla a otras dependencias y 
entidades de la Administración Pública Federal, así como a otras instancias nacionales; así 
como transmitir instrucciones sobre asuntos de política bilateral o trilateral a los titulares de 
las representaciones diplomáticas y consulares; 

VII. Proponer al Secretario, la apertura, cierre, definición o redefinición de concurrencias y 
circunscripciones consulares, de las representaciones de México en el exterior, en América 
del Norte, así como de las que les correspondan a sus unidades administrativas adscritas; 

VIII. Proponer al Secretario, la apertura, cierre o redefinición de Consulados Honorarios, y el 
nombramiento y término de funciones de los Cónsules y Vicecónsules Honorarios de 
México, en América del Norte; 

IX. Evaluar la aplicación de las directrices e instrucciones transmitidas a las misiones 
diplomáticas de México en la región sobre política exterior o programas de acción, 
proponiendo a las mismas los ajustes que sean aconsejables de acuerdo con las 
circunstancias y las necesidades de política exterior; 

X. Coordinar, en consulta con las unidades administrativas y órganos administrativos 
desconcentrados de la Secretaría con competencia en los temas de que se trate, la 
conducción de las relaciones políticas bilaterales de México con los países y organizaciones 
de su competencia, mediante la atención oportuna de los asuntos que le formulen las 
representaciones de los gobiernos acreditados ante el gobierno de México; 

XI. Planear, programar, desarrollar y evaluar las actividades relacionadas con la concertación, 
preparación, realización y seguimiento de las visitas de funcionarios de alto nivel, en 
coordinación con las unidades administrativas competentes de la Secretaría y de las 
dependencias y entidades de la Administración Pública Federal; 

XII. Planear, preparar, organizar, dirigir y dar seguimiento a las reuniones de consultas políticas 
gubernamentales y reuniones binacionales que se realicen con los países y organizaciones 
de la competencia de la región, en coordinación con las unidades administrativas y órganos 
administrativos desconcentrados competentes; 

XIII. Dirigir, planear, supervisar y, en su caso, ejecutar, conjuntamente con las dependencias y 
entidades competentes de la Administración Pública Federal, las acciones que deriven de 
los mecanismos de cooperación existentes y futuros entre México-Canadá, México-Estados 
Unidos de América, y de forma trilateral entre estos países, así como evaluar los avances y 
resultados de esas iniciativas; 
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XIV. Participar, cuando se le requiera y en coordinación con las unidades administrativas 
correspondientes de la Secretaría, en la elaboración de evaluaciones sobre la organización 
interna de las representaciones diplomáticas y consulares de México en la región, para 
atender sus necesidades y requerimientos en materia de recursos humanos y financieros; 

XV. Emitir opinión sobre la aceptación y uso de condecoraciones que otorgan los gobiernos de 
los Estados Unidos de América y Canadá a ciudadanos mexicanos, de conformidad con la 
fracción III del Apartado C) del Artículo 37 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos y demás disposiciones jurídicas aplicables; 

XVI. Participar, fungir como enlace y coordinar con otras dependencias y entidades de la 
Administración Pública Federal, Estatal y Municipal, en la planeación, formulación, ejecución 
y evaluación de políticas de cooperación fronteriza, incluyendo el desarrollo de 
infraestructura en la frontera norte, así como en la negociación de acuerdos bilaterales y 
regionales en la materia; 

XVII. Coordinar y convocar las reuniones del Grupo Binacional México-Estados Unidos de 
América sobre Puentes y Cruces Internacionales para la definición de proyectos y la 
construcción y modificación de infraestructura fronteriza; 

XVIII. Coordinar y convocar las reuniones del Comité Ejecutivo Bilateral de la Iniciativa para la 
Administración de la Frontera en el Siglo XXI, así como evaluar los avances y resultados de 
la instrumentación de dicha Iniciativa; 

XIX. Autorizar al personal del Servicio Exterior Mexicano y de sus dependientes económicos, su 
salida del país en el que se encuentren adscritos, con cargo al presupuesto de la Secretaría, 
en casos fortuitos o de fuerza mayor; 

XX. Recibir y dar respuesta a las solicitudes de opinión que formule la Secretaría de 
Gobernación, referente a fijar o suprimir los lugares destinados al tránsito internacional de 
personas de la región de su competencia; 

XXI. Recibir de las representaciones de México en el exterior de la región de su competencia, de 
ser el caso, la comunicación de la aparición en localidades extranjeras de enfermedades 
sujetas a reglamentación internacional, o de cualquier otra enfermedad que represente un 
grave riesgo para la salud nacional para que esta unidad administrativa sea la encargada de 
remitir la comunicación correspondiente a las Secretarías de Salud y de Gobernación; 

XXII. Coordinar las funciones de la Sección Mexicana de la Comisión Internacional de Límites y 
Aguas entre México y Estados Unidos; 

XXIII. Emitir los lineamientos sobre asuntos políticos bilaterales en materia de límites y aguas 
internacionales con Estados Unidos de América; 

XXIV. Opinar a la unidad administrativa competente, sobre los permisos que soliciten los 
gobiernos de Estados Unidos de América y Canadá para la realización de toda clase de 
investigaciones científicas y de colectas en el territorio nacional o en aguas jurisdiccionales 
de México; 

XXV. Promover la aplicación y cumplimiento de los tratados de límites y aprovechamientos de las 
aguas de los ríos internacionales en la frontera norte; así como de recursos transfronterizos, 
con el fin de garantizar su aprovechamiento equitativo y eficiente, en beneficio del desarrollo 
nacional; 

XXVI. Supervisar, las labores de la Sección Mexicana de la Comisión Internacional de Límites y 
Aguas entre México y Estados Unidos; 

XXVII. Participar en la elaboración de los lineamientos sobre asuntos políticos bilaterales en 
materia de límites y aguas internacionales y ser el conducto institucional para transmitir 
instrucciones de esa naturaleza a la Sección Mexicana de la Comisión Internacional de 
Límites y Aguas entre México y Estados Unidos; 

XXVIII. Coordinar y convocar los trabajos intersecretariales con dependencias del Ejecutivo Federal 
competentes y otros niveles de gobierno para el desarrollo de proyectos, construcción y 
modificación de infraestructura fronteriza con implicación en las relaciones bilaterales con 
Estados Unidos de América; 
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XXIX. Acordar con el Secretario el despacho de los asuntos de las unidades administrativas que 
este adscriba orgánicamente bajo su responsabilidad, así como desempeñar las funciones y 
comisiones que se le encomiende o delegue, y mantenerlo informado sobre el desarrollo de 
las mismas; 

XXX. Coordinar las labores de las unidades administrativas a su cargo, dictando las medidas 
necesarias para su mejor funcionamiento, así como controlar y evaluar el trabajo y los 
resultados de las actividades de las mismas; 

XXXI. Representar a la Secretaría en los actos que el Secretario determine y participar, en su 
caso, en foros y eventos nacionales e internacionales en materias de su competencia; 

XXXII. Formular el anteproyecto de presupuesto de la unidad administrativa a su cargo, en 
coordinación con la Dirección General de Programación, Organización y Presupuesto, y de 
conformidad con las disposiciones jurídicas aplicables; 

XXXIII. Suscribir los documentos relativos al ejercicio de sus facultades y aquellos que le sean 
señalados por delegación o le correspondan por suplencia; 

XXXIV. Suscribir, conforme al ámbito de su competencia, los convenios, acuerdos, bases o 
cualquier otro instrumento jurídico de colaboración, coordinación o concertación que celebre 
en representación de la Secretaría y, en su caso, autorizar por escrito, a las unidades 
administrativas que se le adscriban, la celebración de los mismos previamente a su 
formalización; 

XXXV. Resolver los recursos administrativos que se interpongan en contra de las resoluciones 
dictadas por los servidores públicos de las unidades administrativas que se encuentren bajo 
su adscripción, así como los demás que jurídicamente les correspondan; 

XXXVI. Expedir copias certificadas de los documentos y constancias materia de su competencia 
que obren en sus archivos, y 

XXXVII. Ejercer las demás facultades que le confieran otras disposiciones jurídicas y las que 
corresponden a las unidades administrativas que se le adscriban, así como realizar las 
funciones que le encomiende el Secretario. 

CAPÍTULO V 

De las Facultades del Director Ejecutivo de Diplomacia Cultural y Turística 

ARTÍCULO 13. La Dirección Ejecutiva de Diplomacia Cultural y Turística está a cargo de un Director 
Ejecutivo quien es responsable de la dirección y administración de la misma y tiene las facultades siguientes: 

I. Definir, concertar y coordinar las acciones de la diplomacia en materia cultural y turística, a 
desarrollar con las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal; 

II. Desarrollar los trabajos de negociación, coordinación y gestión de todas aquellas iniciativas 
de promoción en materias de su competencia que el gobierno de México realice en el 
mundo, así como aquellas del mundo hacia México; 

III. Dirigir la programación y coordinación de actividades en materia de diplomacia cultural al 
interior de la Secretaría, en coordinación con las unidades administrativas y órganos 
administrativos desconcentrados competentes; 

IV. Dictar las medidas necesarias para el mejor funcionamiento de las unidades administrativas 
a su cargo, así como controlar y evaluar el trabajo y los resultados de las actividades de las 
mismas; 

V. Coordinar, supervisar y dar seguimiento a las actividades que realicen las unidades 
administrativas a su cargo en materia de promoción cultural y turística, conforme a las 
políticas que dicte el Secretario; 

VI. Emitir instrucciones sobre asuntos en materia de promoción cultural y turística, a los titulares 
de las representaciones de México en el exterior; 

VII. Coordinar programas de diplomacia en materia cultural y turística, con las distintas 
Representaciones de México en el Exterior; 

VIII. Coordinar y desarrollar proyectos y programas en materia de su competencia con 
organismos internacionales; 
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IX. Dictar lineamientos en materia de promoción cultural y turística para su aplicación en las 
representaciones de México en exterior; 

X. Participar y, en su caso, operar, de manera directa o a través de sus unidades 
administrativas adscritas, los órganos colegiados de cualquier naturaleza que establezca el 
Secretario, que correspondan al ámbito de su competencia, de conformidad con las 
disposiciones jurídicas aplicables; 

XI. Acordar con el Secretario el despacho de los asuntos de las unidades administrativas que 
están bajo su adscripción, así como desempeñar las funciones y comisiones que se le 
encomiende o delegue, y mantenerlo informado sobre el desarrollo de las mismas; 

XII. Coordinar las labores de las unidades administrativas a su cargo, dictando las medidas 
necesarias para su mejor funcionamiento, así como coordinar sus acciones, en su caso, con 
las demás unidades administrativas y órganos administrativos desconcentrados de la 
Secretaría de acuerdo a lo establecido por su superior jerárquico; 

XIII. Representar al Secretario en foros nacionales e internacionales en materias de su 
competencia; 

XIV. Formular el anteproyecto de presupuesto de la unidad administrativa a su cargo, en 
coordinación con la Dirección General de Programación, Organización y Presupuesto, y de 
conformidad con las disposiciones jurídicas aplicables; 

XV. Suscribir los documentos relativos al ejercicio de sus facultades y aquellos que le sean 
señalados por delegación o le correspondan por suplencia; 

XVI. Suscribir, conforme al ámbito de su competencia, los convenios, acuerdos, bases o 
cualquier otro instrumento jurídico de colaboración, coordinación o concertación que celebre 
en representación de la Secretaría y, en su caso, autorizar por escrito, a las unidades 
administrativas o a los órganos administrativos desconcentrados que se le adscriban, la 
celebración de los mismos previamente a su formalización; 

XVII. Resolver los recursos administrativos que se interpongan en contra de las resoluciones 
dictadas por los servidores públicos de las unidades administrativas que se encuentren bajo 
su adscripción y, en su caso, de los órganos administrativos desconcentrados que se le 
adscriban, así como los demás que jurídicamente le correspondan; 

XVIII. Expedir copias certificadas de los documentos y constancias materia de su competencia 
que obren en sus archivos, y 

XIX. Ejercer las demás facultades que le confieran otras disposiciones jurídicas y las que 
corresponden a las unidades administrativas que se le adscriban, así como realizar aquellas 
funciones que le encomiende el Secretario. 

CAPÍTULO VI 

De las Facultades del Director Ejecutivo de Estrategia y Diplomacia Pública 

ARTÍCULO 14. La Dirección Ejecutiva de Estrategia y Diplomacia Pública está a cargo de un Director 
Ejecutivo quien es responsable de la dirección y administración de la misma y tiene las facultades siguientes: 

I. Proponer a su superior jerárquico, los modelos y estrategias para la ejecución, dirección y 
administración de la política exterior; así como los modelos y estrategias que permitan la 
modernización y mejora de las acciones de política exterior que desarrollan las 
representaciones de México en el exterior; 

II. Diseñar y promover, en coordinación con las Subsecretarías que correspondan de acuerdo 
con la región de que se trate, las estrategias y mecanismos necesarios para promover, 
propiciar y asegurar la coordinación de acciones en el exterior de las dependencias y 
entidades de la Administración Pública Federal y otros entes públicos nacionales, en su 
relación con diversos actores internacionales, de conformidad con las disposiciones 
jurídicas aplicables; 

III. Dirigir el desarrollo e implementación de políticas, procedimientos y mecanismos de control 
que se adecuen y alineen a las estrategias y mecanismos de coordinación de acciones en el 
exterior con entes públicos nacionales en su relación con diversos actores internacionales; 

IV. Definir y ejecutar en coordinación con las representaciones de México en el exterior y 
demás unidades administrativas y órganos administrativos competentes de la Secretaría, las 
estrategias que contribuyan al fomento y presencia del país a nivel internacional; 
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V. Diseñar y proponer al superior jerárquico, acciones para incentivar la imagen de México en 
el mundo; 

VI. Establecer estrategias de coordinación y comunicación con las representaciones de México 
en el exterior, a fin de que las mismas cuenten con información homogénea de impacto en 
la escena global y pública; así como fomentar la consolidación y el fortalecimiento de los 
vínculos de México con otros actores internacionales; 

VII. Proponer al Secretario, a las unidades administrativas y órganos administrativos 
desconcentrados de la Secretaría, las estrategias en materia de prospectiva, innovación 
diplomática y diplomacia pública, que deban implementarse en las representaciones de 
México en el exterior y fortalecer la presencia del país en el mundo. 

VIII. Diseñar mecanismos, dinámicas y estrategias que contribuyan al seguimiento, definición y 
mejora de la política exterior de México, con base en el análisis de los resultados de la 
evaluación que lleven a cabo las unidades administrativas competentes, y con la finalidad 
de establecer vínculos de comunicación y de coordinación entre diversos actores, que 
permitan, bajo una visión de Estado, el cumplimiento de los fines del proyecto nacional; 

IX. Definir e implementar los diagnósticos que sean necesarios a fin de identificar los actores 
internacionales estratégicos que contribuyan a la política exterior de México; 

X. Proponer al superior jerárquico acciones estratégicas en política exterior, considerando el 
análisis global y las situaciones geopolíticas de cada adscripción, con base en la 
información que generen en su conjunto las representaciones de México en el exterior, con 
la finalidad de hacer cruces temáticos y categorización de información, que permitan 
identificar eventos que puedan tener impacto en el cumplimiento de los objetivos de la 
política exterior; 

XI. Definir pronósticos y tendencias de innovación en materia de relaciones diplomáticas a nivel 
internacional, con la finalidad de contribuir con el diseño de estrategias que atiendan los 
proyectos transversales de largo plazo; 

XII. Participar y, en su caso, operar de manera directa o a través de sus unidades 
administrativas adscritas, los órganos colegiados de cualquier naturaleza que establezca el 
Secretario, que correspondan al ámbito de su competencia, de conformidad con las 
disposiciones jurídicas aplicables; 

XIII. Coordinar las labores de las unidades administrativas a su cargo, dictando las medidas 
necesarias para su mejor funcionamiento, así como coordinar sus acciones, en su caso, con 
las demás unidades administrativas y órganos administrativos desconcentrados de la 
Secretaría de acuerdo a lo establecido por su superior jerárquico; 

XIV. Representar al Secretario en foros nacionales e internacionales en materias de su 
competencia; 

XV. Formular el anteproyecto de presupuesto de la unidad administrativa a su cargo, en 
coordinación con la Dirección General de Programación, Organización y Presupuesto, y de 
conformidad con las disposiciones jurídicas aplicables; 

XVI. Suscribir los documentos relativos al ejercicio de sus facultades y aquellos que le sean 
señalados por delegación o le correspondan por suplencia; 

XVII. Suscribir, conforme al ámbito de su competencia, los convenios, acuerdos, bases o 
cualquier otro instrumento jurídico de colaboración, coordinación o concertación que celebre 
en representación de la Secretaría y, en su caso, autorizar por escrito, a las unidades 
administrativas o a los órganos administrativos desconcentrados que se le adscriban, la 
celebración de los mismos previamente a su formalización; 

XVIII. Resolver los recursos administrativos que se interpongan en contra de las resoluciones 
dictadas por los servidores públicos de las unidades administrativas que se encuentren bajo 
su adscripción y, en su caso, de los órganos administrativos desconcentrados que se le 
adscriban, así como los demás que jurídicamente le correspondan; 

XIX. Expedir copias certificadas de los documentos y constancias materia de su competencia 
que obren en sus archivos, y 

XX. Ejercer las demás facultades que le confieren otras disposiciones jurídicas y las que 
correspondan a las unidades administrativas que se le adscriban, así como realizar aquellas 
funciones que le encomiende el Secretario. 
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CAPÍTULO VII 

De las Facultades del Titular de la Unidad de Administración y Finanzas 

Artículo 15. La Unidad de Administración y Finanzas está a cargo de un Titular de Unidad, designado por 
la persona titular de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, considerando la propuesta que para tal 
efecto presente el Oficial Mayor de dicha Dependencia, y tiene las facultades siguientes: 

I. Establecer, de conformidad con las disposiciones jurídicas aplicables, directrices, criterios, 
sistemas y procedimientos internos que permitan la mejor optimización de la organización y 
funcionamiento de la Secretaría, así como para la implementación de la normativa aplicable 
a la Secretaría en materia de recursos humanos, financieros, materiales, servicios generales 
y tecnologías de información y comunicaciones; 

II. Dictar las medidas necesarias para el mejor funcionamiento de las unidades administrativas 
a su cargo, así como controlar y evaluar el trabajo y los resultados de las actividades de las 
mismas; 

III. Atender las necesidades administrativas de las unidades administrativas y de los órganos 
administrativos desconcentrados de la Secretaría, de acuerdo con las políticas generales 
fijadas por el Secretario y demás disposiciones jurídicas aplicables, en coordinación con los 
titulares de dichas unidades administrativas y órganos administrativos desconcentrados; 

IV. Emitir instrucciones sobre asuntos de su competencia a los titulares de las representaciones 
de México en el exterior; 

V. Asesorar a los titulares de las unidades administrativas y órganos administrativos 
desconcentrados de la Secretaría, en la forma de establecer sus objetivos y llevar a cabo 
las acciones preventivas que permitan determinar inconsistencias, problemas de operación 
o aplicación de la normativa administrativa, y cuyos señalamientos contribuyan a corregir, 
retroalimentar y mejorar su operación; 

VI. Presidir los comités y órganos colegiados de la Secretaría, materia de su competencia, así 
como aquellos que el Secretario le instruya; 

VII. Promover ante las unidades administrativas y órganos administrativos desconcentrados de 
la Secretaría la atención de los requerimientos formulados por los órganos fiscalizadores en 
lo relacionado con las auditorías que los mismos practiquen a la Secretaría; 

VIII. Someter a la consideración del Secretario la actualización del Manual General de 
Organización, de los manuales de organización, de procedimientos y de servicios al público; 

IX. Aprobar las normas, lineamientos, procedimientos, directrices y criterios para la adquisición, 
arrendamiento, ocupación, aprovechamiento, enajenación, obra pública y servicios 
relacionados con la misma, de los inmuebles de que dispone el Estado Mexicano en el 
extranjero y los que pretenda disponer para uso de las representaciones de México en el 
exterior; 

X. Aprobar el plan de administración de bienes inmuebles en el exterior, así como autorizar su 
actualización y acciones de mejora a propuesta de la Dirección General de Bienes 
Inmuebles y Recursos Materiales; 

XI. Instruir a las unidades administrativas bajo su adscripción para que difundan las 
disposiciones normativas que regulen las materias de su competencia y, en su caso, 
establezcan criterios o directrices que les permitan cumplir las citadas disposiciones; 

XII. Instruir a las unidades administrativas bajo su adscripción para que expidan disposiciones 
normativas internas que regulen las materias de su competencia, para las representaciones 
de México en el exterior; 

XIII. Supervisar los asuntos que son competencia de las unidades administrativas bajo su 
adscripción; 

XIV. Registrar y archivar un ejemplar de los instrumentos jurídicos que sean de su competencia; 

XV. Dirigir y coordinar la elaboración del anteproyecto de presupuesto de la Secretaría, y 
someterlo a la consideración del Secretario, de conformidad con las disposiciones jurídicas 
aplicables; 

XVI. Dar seguimiento a los avances en el cumplimiento de los programas, así como al ejercicio 
del presupuesto autorizado a la Secretaría; 
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XVII. Coordinar la elaboración de la Cuenta de la Hacienda Pública Federal de la Secretaría y 
presentarla a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, de conformidad con las 
disposiciones jurídicas aplicables; 

XVIII. Formular todo tipo de consultas en materia fiscal y presupuestal, a la Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público, así como a cualquier otra autoridad de carácter fiscal; 

XIX. Ejercer las facultades y cumplir con las obligaciones a que se refiere el artículo 13 de la Ley 
General de Mejora Regulatoria; 

XX. Proponer al Secretario las medidas técnicas y administrativas que se estimen convenientes 
para el mejor funcionamiento y organización de la Secretaría, incluyendo las modificaciones 
que requiera la estructura de la dependencia, así como controlar y evaluar el trabajo y los 
resultados de las actividades, en cuanto a la gestión de calidad y eficiencia en materia de 
recursos de la Secretaría; 

XXI. Dirigir las relaciones laborales de la Secretaría, así como promover la capacitación y 
actualización de la estructura ocupacional de esta; 

XXII. Participar en la Comisión de Personal del Servicio Exterior Mexicano e informarle de las 
condiciones del propio servicio, para efecto de que se consideren en los casos de ingreso, 
capacitación, cambios, promoción, medidas disciplinarias y prestaciones; 

XXIII. Expedir, por orden del Secretario, los nombramientos del Servicio Exterior Mexicano y del 
personal de la Secretaría comisionado en el extranjero, así como sus traslados, realizando 
los trámites administrativos necesarios para su cumplimiento, y autenticar las firmas de 
dichos servidores públicos; 

XXIV. Expedir los nombramientos de los servidores públicos de la Secretaría, salvo de aquellos 
que le corresponda realizar al Titular del Ejecutivo Federal o a otra autoridad por disposición 
expresa de la ley; 

XXV. Dirigir la planeación y administración de los recursos materiales de la Secretaría, 
promoviendo lo necesario para el control y mantenimiento de estos, así como el buen uso y 
servicio de los bienes muebles e inmuebles destinados a las unidades administrativas, 
órganos administrativos desconcentrados, Oficinas de Pasaportes y representaciones de 
México en el exterior; 

XXVI. Suscribir los contratos, convenios y acuerdos relativos al ejercicio de sus facultades, y que 
impliquen obligaciones patrimoniales con cargo a la Secretaría; así como los demás 
documentos que impliquen actos de administración, de acuerdo con las disposiciones 
jurídicas aplicables, contando con la validación jurídica de la Dirección General de Asuntos 
Jurídicos, debiendo constar en ellos la firma de validación del titular de la unidad 
administrativa responsable de su instrumentación y, en su caso, del Director General de 
Bienes Inmuebles y Recursos Materiales; 

XXVII. Resolver los procedimientos de rescisión de contratos, en términos de la normativa aplicable 
en la materia; 

XXVIII. Preservar el patrimonio artístico de la Federación que se encuentre bajo resguardo de la 
Secretaría; 

XXIX. Dirigir la política de “techo único” de las representaciones de México en el exterior, para 
lograr el mejor uso y aprovechamiento de los inmuebles ubicados fuera del territorio 
nacional, de conformidad con las disposiciones jurídicas aplicables; 

XXX. Aprobar los lineamientos administrativos que regulen la expedición de pasaportes; así como 
autorizar los pasaportes diplomáticos y oficiales; 

XXXI. Dirigir y controlar el desempeño y gestión administrativa de las Oficinas de Pasaportes de la 
Secretaría; 

XXXII. Autorizar la apertura, suspensión o cierre de Oficinas Estatales y Municipales de Enlace, a 
propuesta del Director General de Oficinas de Pasaportes; 

XXXIII. Autorizar las disposiciones de carácter administrativo e informático que permitan homologar 
los criterios de operación de las unidades administrativas, órganos administrativos 
desconcentrados y representaciones de México en el exterior; así como autorizar el Plan 
Operativo Anual de Informática, los programas y proyectos en materia de Tecnologías de la 
Información, Comunicaciones y Seguridad de la Información, que elabore y proponga la 
Dirección General de Tecnologías de Información e Innovación; 
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XXXIV. Coadyuvar a través de la Dirección General de Coordinación Interinstitucional en la 
planeación, ejecución y seguimiento de la organización de eventos institucionales hasta su 
conclusión, de conformidad con los requerimientos de cada área, en estricto apego a las 
políticas institucionales, medidas de austeridad, transparencia y disciplina presupuestaria; 

XXXV. Desempeñar las funciones y comisiones que el Secretario le encomiende o delegue, y 
mantenerlo informado sobre el desarrollo de las mismas; 

XXXVI. Representar a la Secretaría en los actos que el Secretario determine; 

XXXVII. Expedir copias certificadas de los documentos y constancias materia de su competencia 
que obren en sus archivos, y 

XXXVIII. Ejercer las demás facultades que le confieran otras disposiciones jurídicas, y el Secretario, 
dentro del marco de su competencia, así como las que correspondan a las unidades 
administrativas que se le adscriban. 

La Unidad de Administración y Finanzas contará con una Dirección Administrativa, quien fungirá como 
enlace en materia de programación organización y presupuesto, recursos humanos, materiales y tecnologías 
de la información del personal adscrito a esta unidad administrativa. 

CAPÍTULO VIII 

De las Atribuciones de la Consultoría Jurídica 

ARTÍCULO 16. La Consultoría Jurídica está a cargo de un Consultor Jurídico, quien tiene las facultades 
siguientes: 

I. Acordar con el Secretario el despacho de los asuntos de su competencia, incluyendo los 
asuntos de las unidades administrativas que están bajo su adscripción, así como 
desempeñar las funciones y comisiones que el propio Secretario le delegue o encomiende, 
y mantenerlo informado sobre el desarrollo de las mismas; 

II. Asesorar al Secretario sobre asuntos de derecho internacional público y privado, así como 
en derecho extranjero; 

III. Proponer al Secretario las medidas conducentes para la adecuada participación de México 
en los foros internacionales correspondientes y en las conferencias sobre codificación y 
desarrollo progresivo del derecho internacional público y privado, así como formular y 
coordinar con las unidades administrativas y órganos administrativos desconcentrados 
competentes, tanto de la Secretaría, como de otras dependencias y entidades de la 
Administración Pública Federal, las posiciones sobre asuntos jurídicos que regirán la 
participación de México en dichos foros; 

IV. Coordinar la intervención y defensa del gobierno de México o de cualquiera de sus 
entidades en litigios o procedimientos ante tribunales extranjeros, así como representar al 
Estado mexicano en aquellos litigios o procedimientos ante tribunales internacionales. En 
los litigios ante tribunales internacionales en materia de derechos humanos, la coordinación 
de la intervención y defensa del Estado mexicano se ejercerá de forma articulada con la 
Dirección General de Derechos Humanos y Democracia; 

V. Participar, proponer y coordinar la formulación de opiniones y comentarios que sea 
conveniente hacer llegar a tribunales internacionales o extranjeros para la defensa de los 
intereses de México y de sus nacionales; 

VI. Autorizar la renuncia a las inmunidades, privilegios u otras prerrogativas de que goza el 
Estado mexicano en el extranjero, así como sus representaciones, sus bienes, sus 
funcionarios y los cónyuges o familiares de estos, de conformidad con el derecho 
internacional, considerando para tales efectos la opinión que pudieran tener otras áreas de 
la Secretaría al respecto; 

VII. Mantenerse enterado y apoyar jurídicamente a las dependencias y entidades de la 
Administración Pública Federal que así lo soliciten en los litigios de los que sean parte ante 
tribunales extranjeros; 

VIII. Realizar, en coordinación con la Dirección General de Asuntos Jurídicos y otras 
dependencias y entidades de la Administración Pública Federal competentes, los trámites 
necesarios para la recuperación de bienes arqueológicos, artísticos y culturales que se 
localicen en el extranjero y que hayan salido ilícitamente del territorio nacional; 
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IX. Brindar apoyo jurídico a la Dirección General de Protección Consular y Planeación 
Estratégica, en la defensa de los mexicanos en el extranjero; 

X. Brindar apoyo jurídico a la Dirección General de Servicios Consulares, en materia de 
documentación consular, a solicitud de la misma, de cualquiera de las representaciones de 
México en el exterior o de otras unidades administrativas y órganos administrativos 
desconcentrados de la Secretaría; 

XI. Elaborar los dictámenes y resolver las consultas que sobre derecho internacional público y 
privado, o extranjero, le requiera el Secretario o le soliciten otras áreas de la Secretaría; 

XII. Emitir opinión jurídica a las unidades administrativas y órganos administrativos 
desconcentrados de la Secretaría, así como a las representaciones de México en el exterior, 
cuando lo soliciten, sobre los convenios, acuerdos y contratos, en los que se aplique el 
derecho extranjero o se celebren en el extranjero, a ser suscritos por dichas unidades, 
órganos o representaciones o, en su caso, por el Secretario; 

XIII. Tomar las medidas conducentes para el cumplimiento de la Ley sobre la Celebración de 
Tratados; 

XIV. Emitir opinión a las autoridades competentes de la Administración Pública Federal que lo 
soliciten sobre la procedencia de celebrar tratados internacionales; participar en la 
negociación de tratados internacionales; y, en su caso, llevar a cabo todas las gestiones 
necesarias para su formalización; 

XV. Emitir opinión jurídica a las autoridades competentes de la Administración Pública Federal 
que lo soliciten, sobre la conveniencia de modificar, terminar, suspender, denunciar o retirar 
reservas a los tratados internacionales celebrados por los Estados Unidos Mexicanos y 
realizar los trámites y gestiones apropiados para dar cumplimiento a los requisitos 
constitucionales para la entrada en vigor, modificación, terminación, suspensión, denuncia o 
retiro de reservas a estos, de conformidad con lo que establezca la legislación aplicable; 

XVI. Mantener el registro de los tratados internacionales celebrados por los Estados Unidos 
Mexicanos, así como de sus modificaciones, terminaciones, suspensiones, denuncias o 
retiro de reservas, y de los acuerdos interinstitucionales celebrados por las dependencias o 
entidades de la Administración Pública Federal; 

XVII. Formular los dictámenes correspondientes sobre la procedencia de acuerdos 
interinstitucionales que pretenda suscribir cualquier dependencia u organismo 
descentralizado de la Administración Pública Federal, Estatal o Municipal; 

XVIII. Cumplir con los compromisos derivados de tratados internacionales celebrados por los 
Estados Unidos Mexicanos, cuando haya sido designada como autoridad ejecutora; 

XIX. Emitir, para efectos administrativos, las interpretaciones de los tratados internacionales 
celebrados por los Estados Unidos Mexicanos; 

XX. Dar seguimiento, en coordinación con las unidades administrativas y órganos 
administrativos desconcentrados de la Secretaría, a la instrumentación de los compromisos 
asumidos por los Estados Unidos Mexicanos, derivados de los tratados internacionales cuya 
ejecución recaiga en el ámbito de la competencia directa de la propia Secretaría; y 
coadyuvar con las unidades administrativas y órganos administrativos desconcentrados de 
la Secretaría, y con las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal, en 
la armonización de la legislación nacional que facilite el cumplimiento de los compromisos 
internacionales previstos en los tratados internacionales celebrados por los Estados Unidos 
Mexicanos; 

XXI. Expedir copias certificadas de los documentos y constancias que obren en sus archivos, a 
petición de autoridades jurisdiccionales y administrativas; 

XXII. Proporcionar la información sobre tratados internacionales celebrados o a ser celebrados 
por los Estados Unidos Mexicanos y sobre el registro de acuerdos interinstitucionales que le 
sea requerida, de conformidad con las disposiciones aplicables y los lineamientos que 
establezca el Secretario; 

XXIII. Asistir a la Dirección General de Protocolo en la atención de los asuntos jurídicos que 
involucren a las misiones o funcionarios diplomáticos, consulares o de organismos e 
instituciones internacionales acreditados ante el gobierno de México; 
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XXIV. Informar a las autoridades nacionales sobre las inmunidades, privilegios u otras 
prerrogativas de que gozan los Estados extranjeros, sus misiones diplomáticas, oficinas 
consulares, bienes, agentes o funcionarios en México, así como sobre las que gozan los 
organismos internacionales con sede en México y los funcionarios y bienes de estos, de 
conformidad con el derecho internacional; 

XXV. Coordinar, con instituciones nacionales y extranjeras, acciones para la formación y 
especialización de servidores públicos de la Secretaría en las unidades administrativas y 
órganos desconcentrados de derecho internacional público, privado y extranjero en 
coordinación con las áreas competentes de la Secretaría; 

XXVI. Llevar a cabo seminarios y talleres de difusión en materia de derecho internacional público y 
privado; 

XXVII. Custodiar y utilizar el Gran Sello de la Nación; 

XXVIII. Atender las consultas que la Dirección General de Asuntos Jurídicos formule en materia de 
cooperación jurídica internacional; 

XXIX. Coordinar las labores de las unidades administrativas a su cargo, dictando las medidas 
necesarias para su mejor funcionamiento, así como coordinar sus acciones, en su caso, con 
las demás unidades administrativas y órganos desconcentrados de la Secretaría; 

XXX. Dictar las medidas necesarias para el mejor funcionamiento de las unidades administrativas 
a su cargo, así como controlar y evaluar el trabajo y los resultados de las actividades de las 
mismas; 

XXXI. Designar al servidor público encargado del despacho de los asuntos en tanto se designa al 
servidor público correspondiente, en el caso de las vacantes del titular de las unidades 
administrativas que le sean adscritas; 

XXXII. Proponer al superior jerárquico el ingreso, promoción y la terminación de la relación laboral 
del personal adscrito a su unidad administrativa, de conformidad con las disposiciones 
jurídicas aplicables; 

XXXIII. Formular el anteproyecto de presupuesto de la Consultoría Jurídica, en coordinación con la 
Dirección General de Programación, Organización y Presupuesto, y de conformidad con las 
disposiciones jurídicas aplicables, y 

XXXIV. Ejercer las demás facultades que las disposiciones jurídicas confieran a la Secretaría, que 
sean afines a las señaladas en las fracciones anteriores, así como realizar las funciones que 
le encomiende el Secretario. 

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 7 del Reglamento, el Consultor Jurídico, para el ejercicio de 
sus facultades, se auxiliará del Consultor Jurídico Adjunto “A” y del Consultor Jurídico Adjunto “B”, posiciones 
que serán ocupadas exclusivamente por miembros del Servicio Exterior Mexicano de Carrera, y cuya 
remuneración se regirá conforme a las disposiciones jurídicas aplicables al Servicio Exterior Mexicano, 
además se auxiliará de las Direcciones de Área, Subdirecciones y Jefaturas de Departamento que 
correspondan de acuerdo con su estructura autorizada y manual de organización. 

CAPÍTULO IX 

De las Facultades de los Directores Generales 

ARTÍCULO 17. Las Direcciones Generales de la Secretaría están a cargo de un Director General, 
respectivamente quienes tienen las facultades comunes siguientes: 

I. Planear, programar, organizar, dirigir, controlar y evaluar el desempeño de las actividades 
encomendadas a la Dirección General a su cargo; 

II. Acordar con su superior jerárquico la atención, estudio y resolución de los asuntos que sean 
competencia de la Dirección General a su cargo; 

III. Formular los dictámenes, opiniones e informes que les sean solicitados por las diferentes 
unidades administrativas de la Secretaría y por las dependencias y entidades de la 
Administración Pública Federal, conforme al ámbito de sus respectivas competencias; 

IV. Formular el anteproyecto de presupuesto de la Dirección General a su cargo, en 
coordinación con la Dirección General de Programación, Organización y Presupuesto y la 
dirección administrativa que corresponda, de conformidad con las disposiciones jurídicas 
aplicables; 
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V. Coordinar sus actividades con las demás unidades administrativas y órganos 
administrativos desconcentrados de la Secretaría, para asegurar el desarrollo de posiciones 
consistentes en los ámbitos bilateral y multilateral, así como para promover la interlocución 
política, la imagen y el perfil económico de México en el exterior; 

VI. Firmar y notificar, por conducto del servidor público que comisione, los oficios de trámite, las 
notas diplomáticas dirigidas a las representaciones extranjeras acreditadas en México, así 
como las resoluciones y acuerdos de la autoridad superior cuando así se le ordene o 
delegue y aquellos que emitan de conformidad con las facultades que les correspondan; 

VII. Proponer al superior jerárquico el ingreso, la promoción y la terminación de la relación 
laboral del personal adscrito a la Dirección General a su cargo, de conformidad con las 
disposiciones jurídicas aplicables; 

VIII. Elaborar y mantener actualizados, en coordinación con la Dirección General de 
Programación, Organización y Presupuesto, los manuales de organización y 
procedimientos, de la Dirección General a su cargo; 

IX. Participar en las comisiones, comités u otros cuerpos colegiados cuando así se establezca 
por ley, lo señalen disposiciones aplicables o lo disponga su superior jerárquico, con la 
representación que en cada caso se le designe; 

X. Proporcionar la información y la colaboración que les sea requerida por otras unidades 
administrativas y órganos administrativos desconcentrados de la Secretaría o por otras 
dependencias o entidades de la Administración Pública Federal, dentro del ámbito de sus 
facultades, de conformidad con las disposiciones jurídicas aplicables; 

XI. Participar en la negociación y, cuando corresponda, según sus facultades específicas, en la 
promoción, actualización y seguimiento de los tratados internacionales y acuerdos 
interinstitucionales que suscriba la Secretaría, con el apoyo de las unidades administrativas 
y órganos administrativos desconcentrados competentes, así como de otras dependencias o 
entidades de la Administración Pública Federal; 

XII. Incorporar en sus programas anuales de trabajo las actividades, metas e indicadores 
necesarios que den cuenta del cumplimiento y seguimiento de los tratados internacionales 
que recaen en su ámbito de competencia, en coordinación con la Consultoría Jurídica y 
otras dependencias o entidades de la Administración Pública Federal; 

XIII. Autorizar, instruir y vigilar el ejercicio del presupuesto asignado a la Dirección General a su 
cargo, de conformidad con las disposiciones jurídicas aplicables; 

XIV. Participar en seminarios, conferencias, simposios, coloquios y congresos sobre temas de su 
competencia; 

XV. Verificar, en coordinación con la Dirección General de Bienes Inmuebles y Recursos 
Materiales, que los convenios, contratos y pedidos que la Secretaría celebre con 
arrendadores, contratistas, proveedores y prestadores de servicios, que sean administrados 
por la dirección general, sean cumplidos en los términos pactados o fijados; 

XVI. Validar las gestiones realizadas para el pago de las facturas que presenten a la Secretaría 
los arrendadores, los contratistas, proveedores o prestadores de servicios, ante la Dirección 
General de Programación, Organización y Presupuesto, previa validación de los bienes o 
servicios recibidos a entera satisfacción de la Secretaría, de conformidad con las 
disposiciones jurídicas aplicables; 

XVII. Elaborar en los tiempos que señale la normativa aplicable, la justificación de la contratación 
que se pretenda, proporcionando a través de la dirección administrativa a la Dirección 
General de Bienes Inmuebles y Recursos Materiales la información correspondiente, que 
servirá de base para dictar el fallo respectivo y participar en todos los actos relacionados en 
los procedimientos de contratación y los posteriores que deriven de ellos; 

XVIII. Gestionar por conducto de la dirección administrativa ante la Dirección General de Bienes 
Inmuebles y Recursos Materiales, en los tiempos que señale la normativa aplicable, los 
trámites necesarios para la prórroga de los contratos o pedidos y, la entrega de cualquier 
tipo de bienes o prestación de servicios, en los que sea la unidad requirente o 
administradora, debiendo proporcionar la justificación correspondiente; 
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XIX. Tramitar por conducto de la Dirección General de Tecnologías de Información e Innovación, 
las autorizaciones en materia de tecnologías de la información y comunicaciones, así como 
seguridad tecnológica, tanto en territorio nacional como en el exterior de conformidad con 
las disposiciones jurídicas aplicables en la materia; 

XX. Elaborar propuestas para crear, reorganizar o suprimir unidades de la Dirección General a 
su cargo, y someterlas a consideración de su superior jerárquico para presentarlas a la 
Dirección General del Servicio Exterior y de Recursos Humanos, de conformidad con las 
disposiciones jurídicas aplicables; 

XXI. Rendir los informes que en materia de su competencia le requiera la Comisión Nacional de 
Derechos Humanos y el Consejo Nacional para Prevenir la Discriminación o cualquier otra 
autoridad con atribuciones para ello; 

XXII. Suscribir documentos relacionados con el ejercicio de sus facultades y aquellos que les 
sean señalados por delegación de facultades o le corresponda por suplencia; 

XXIII. Expedir copias certificadas de los documentos y constancias materia de su competencia 
que obren en sus archivos, y 

XXIV. Ejercer las demás facultades que las disposiciones jurídicas confieran a la Secretaría, que 
sean afines a las señaladas en las fracciones anteriores, así como realizar las funciones que 
les encomiende el Secretario o su superior jerárquico. 

ARTÍCULO 18. La Dirección General de Protocolo está a cargo de un Director General, quien tiene las 
facultades siguientes: 

I. Vigilar y ser el conducto para la aplicación de las disposiciones relativas a las inmunidades y 
privilegios de las misiones diplomáticas y consulares acreditadas en México, así como de su 
personal, y hacer valer, en su caso, las reciprocidades que procedan; 

II. Vigilar y ser el conducto para la aplicación de las disposiciones relativas a las inmunidades y 
privilegios de los organismos internacionales con sede o representación en México, basados 
en los acuerdos de sede correspondientes; 

III. Transmitir, a solicitud de las representaciones extranjeras acreditadas en México, la 
exención de pago de impuestos de los inmuebles propiedad de estas, así como fabricar, 
custodiar y asignar las placas y tarjetas de circulación para vehículos de las embajadas, 
consulados y organismos internacionales y de sus funcionarios acreditados en el territorio 
mexicano; 

IV. Transmitir a las embajadas, consulados y organismos internacionales con sede o 
representación en México, los requerimientos de franquicias de importación y exportación 
de menajes de casa y vehículos, así como importación de bienes de consumo para los 
funcionarios y personal técnico administrativo de estos; 

V. Mantener un registro del trato que reciben las representaciones de México en el exterior 
para efectos de aplicar un trato recíproco; 

VI. Acreditar a los funcionarios y personal técnico administrativo, así como de servicio, adscritos 
a las embajadas, consulados y organismos internacionales con sede o representación en 
México, así como expedirles la documentación de identidad y otorgar las visas 
correspondientes; 

VII. Autorizar, otorgar y revocar visas a los miembros del cuerpo diplomático, consular, técnico 
administrativo, de servicio y de organismos internacionales acreditado ante el gobierno de 
México, a petición de las representaciones extranjeras y de acuerdo con las disposiciones 
jurídicas aplicables; 

VIII. Coadyuvar con la Dirección General de Coordinación Política, en los asuntos relacionados 
con las representaciones extranjeras acreditadas en México y su trato con los gobiernos de 
las entidades federativas y municipios; 

IX. Publicar los directorios del cuerpo diplomático y consular y de los organismos 
internacionales con representación o sede en México; 

X. Elaborar, para firma del Presidente de la República y del Secretario, el Exequátur que se 
otorga a los cónsules generales y cónsules honorarios a fin de que puedan cumplir con sus 
funciones, así como las autorizaciones definitivas y las cancelaciones correspondientes; 
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XI. Tramitar la publicación en el Diario Oficial de la Federación del Exequátur y de las 
autorizaciones definitivas y cancelaciones en términos de la legislación aplicable; 

XII. Expedir los permisos a que se refieren las fracciones II, III y IV del apartado C) del artículo 
37 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 

XIII. Tramitar ante la Secretaría de la Defensa Nacional, la autorización de permisos 
extraordinarios de ingreso y portación temporal de armas de fuego a los servidores públicos 
extranjeros que acompañen como agentes de seguridad, en visitas oficiales, a Jefes de 
Estado, Jefes de Gobierno, Ministros o equivalentes, de conformidad con lo establecido en 
la ley de la materia; 

XIV. Tramitar ante el Instituto Federal de Telecomunicaciones, permisos temporales para el uso 
de radiofrecuencias que, con motivo de visitas de Jefes de Estado, Jefes de Gobierno, 
Ministros o equivalentes en México, soliciten las Misiones Extranjeras acreditadas en 
territorio nacional; 

XV. Tramitar, ante las autoridades competentes, los permisos de sobrevuelo y aterrizaje en 
territorio nacional para aeronaves oficiales civiles o militares que transporten Jefes de 
Estado, Jefes de Gobierno, Ministros o equivalentes, ya sea en visita a México, o bien, en 
tránsito; 

XVI. Solicitar, a las autoridades competentes, la exención del pago por derecho de uso, goce o 
aprovechamiento del espacio aéreo mexicano, para aeronaves que transporten Jefes de 
Estado, Jefes de Gobierno, Ministros o equivalentes, en visita oficial a México; 

XVII. Coordinar los viajes al extranjero del Presidente de la República y del Secretario, así como 
en aquellos eventos internacionales organizados por la Secretaría en los que intervengan 
los servidores públicos mencionados; 

XVIII. Coordinar las actividades relacionadas con las visitas que realicen a México Jefes de 
Estado, Jefes de Gobierno, titulares de relaciones exteriores y otros funcionarios extranjeros 
de alto nivel; 

XIX. Establecer los lineamientos protocolarios aplicables a las particularidades de las visitas de 
Estado, oficiales y de trabajo; 

XX. Cuidar el oportuno envío de mensajes de carácter protocolario a Jefes de Estado y de 
Gobierno; 

XXI. Llevar el control de las nóminas de gabinete de los países con los que México mantiene 
relaciones diplomáticas; 

XXII. Organizar los actos oficiales que le correspondan a la Secretaría, encabezados por el 
Presidente de la República o el Secretario, a los que asistan dignatarios y funcionarios de 
misiones extranjeras; 

XXIII. Orientar y asesorar a las unidades administrativas y órganos administrativos 
desconcentrados de la Secretaría en los aspectos protocolarios relacionados con las 
actividades del Secretario, así como de los actos y ceremonias que aquellas organizan; 

XXIV. Organizar y participar en las ceremonias de presentación de cartas credenciales y copias, 
ante el Presidente de la República y la autoridad designada por el Secretario, 
respectivamente; 

XXV. Proporcionar asesoría sobre temas de ceremonial mexicano a las dependencias y entidades 
de la Administración Pública Federal y de los gobiernos estatales que lo soliciten; 

XXVI. Tramitar la entrega de la condecoración de la Orden Mexicana del Águila Azteca a 
diplomáticos acreditados en México, al término de su misión, y a personalidades 
extranjeras, llevando el registro correspondiente; 

XXVII. Resguardar las existencias y el buen estado de las joyas de la Orden Mexicana  del Águila 
Azteca; 

XXVIII. Fungir como Secretario del Consejo de la Orden Mexicana del Águila Azteca; 

XXIX. Resguardar la “Insignia Benito Juárez al Mérito Internacional” y coordinar su entrega; 

XXX. Utilizar el Gran Sello de la Nación en los actos competencia de la Dirección General; 
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XXXI. Registrar y legalizar las Patentes y Despachos de ascenso y retiro de los integrantes de las 
Fuerzas Armadas de México; 

XXXII. Preparar, en coordinación con la Secretaría de la Defensa Nacional, la Oficina de la 
Presidencia de la República y demás instancias competentes, el programa de la cónyuge 
del Presidente de la República cuando acompañe al Primer Mandatario en las visitas de 
estado, oficiales, de trabajo, cumbres y otros eventos de alto nivel en el extranjero; cuando 
reciba a mandatarios y altas autoridades extranjeras en visitas a nuestro país y, cuando la 
cónyuge, atienda invitaciones o realice actividades con autoridades extranjeras en México o 
en el exterior; 

XXXIII. Preparar y coadyuvar en la operación del programa protocolizado de cónyuges de 
Mandatarios en las visitas de alto nivel que realicen a nuestro país; 

XXXIV. Coordinar, en el ámbito de su competencia, el uso y calendarización de las salas y espacios 
de conferencias de la Secretaría para los diversos eventos que concurran; 

XXXV. Administrar el acervo de banderas de la Secretaría, y 

XXXVI. Ejercer las demás facultades que las disposiciones jurídicas confieran a la Secretaría, que 
sean afines a las señaladas en las fracciones anteriores, así como realizar las funciones que 
le encomiende el Secretario. 

ARTÍCULO 19. La Dirección General de Coordinación Política, está a cargo de un Director General, quien 
tiene las facultades siguientes: 

I. Coadyuvar, en coordinación con la Secretaría de Gobernación, en las acciones que 
correspondan al Ejecutivo Federal que sean competencia de la Secretaría, en sus 
relaciones con el Poder Legislativo Federal, en especial con: 

a) El proceso de aprobación de instrumentos jurídicos internacionales por parte del 
Senado de la República; 

b) El proceso de ratificación, ya sea por el Senado de la República o por la Comisión 
Permanente del Congreso de la Unión, de los nombramientos de embajadores y 
cónsules generales; 

c) El proceso de ratificación ante el Senado de la República, de los empleados 
superiores de la Secretaría, e 

d) La elaboración de los informes o las solicitudes de permiso que se presenten ante 
la Cámara de Senadores o ante la Comisión Permanente del Congreso de la 
Unión, para que el Presidente de la República pueda ausentarse del territorio 
nacional, en términos del artículo 88 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos; 

II. Actuar como instancia de apoyo en las comparecencias y presentaciones del Secretario y 
de otros servidores públicos de la Secretaría ante el Poder Legislativo Federal, en 
coordinación con la Secretaría de Gobernación; 

III. Atender, en coordinación con la Secretaría de Gobernación, las solicitudes de información 
sobre los temas y acciones de política exterior que formulen a la Secretaría, los miembros 
del Poder Legislativo, Poder Judicial, las legislaturas locales, gobiernos estatales y 
municipales, así como las organizaciones políticas; 

IV. Dar seguimiento a las disposiciones legislativas relativas a la política exterior y, con la 
colaboración de las áreas competentes de la Secretaría, responder los puntos de acuerdo 
presentados y aprobados por miembros del Poder Legislativo federal o locales, en 
coordinación con la Secretaría de Gobernación; 

V. Apoyar, en coordinación con la Secretaría de Gobernación, a las delegaciones de 
legisladores, tanto federales como locales, que realicen visitas o giras oficiales al extranjero, 
así como a las delegaciones de legisladores extranjeros que realicen visitas o giras oficiales 
a nuestro país, mediante el suministro de información y la integración de agendas de 
trabajo; 

VI. Proponer, con el apoyo de las representaciones de México en el exterior y las áreas 
competentes de la Secretaría, las agendas de trabajo para las giras oficiales que realicen en 
el extranjero legisladores, mandatarios y funcionarios estatales y municipales del país, así 
como durante las visitas que estos reciban de autoridades extranjeras; 
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VII. Promover mecanismos de coordinación entre la Secretaría y las entidades federativas, los 
municipios, las alcaldías de la Ciudad de México, las organizaciones políticas y las 
asociaciones de gobiernos estatales y municipales en el país, y cualquier otra instancia, en 
asuntos internacionales de su competencia; 

VIII. Coordinar, con las áreas competentes de la Secretaría, la atención de las solicitudes de 
gobiernos extranjeros y sus representantes, para establecer vínculos con los gobiernos de 
las entidades federativas y de los municipios; 

IX. Promover y apoyar, en coordinación con la Dirección General de Protocolo, las actividades 
del Cuerpo Diplomático en las entidades federativas, municipios y alcaldías de la Ciudad de 
México, así como la vinculación de los actores locales con el Cuerpo Diplomático; 

X. Propiciar, en coordinación con la Consultoría Jurídica, la suscripción de acuerdos 
interinstitucionales entre cualquier dependencia u organismo descentralizado de la 
Administración Pública Federal, Estatal o Municipal y uno o varios órganos 
gubernamentales extranjeros u organizaciones internacionales, así como dar seguimiento y 
apoyar a la instrumentación de dichos acuerdos interinstitucionales, de conformidad con las 
disposiciones jurídicas aplicables; 

XI. Atender, en coordinación con las áreas competentes de la Secretaría, las solicitudes de 
información que sobre política exterior y mecanismos de cooperación internacional 
descentralizada formulen los gobiernos de las entidades federativas, municipios y alcaldías 
de la Ciudad de México, así como difundir su contenido a estos; 

XII. Promover, en coordinación con las áreas competentes de la Secretaría, la realización de 
eventos encaminados a la capacitación, estudio, difusión y comprensión de la política 
exterior mexicana; así como de la diplomacia parlamentaria y la internacionalización de 
gobiernos locales, principalmente entre grupos académicos, políticos, sociales y 
empresariales de los estados y municipios del país; 

XIII. Recabar la información estatal y municipal que involucre la imagen y operación de la 
Secretaría; 

XIV. Participar, en coordinación con las unidades administrativas y órganos administrativos 
desconcentrados competentes de la Secretaría, en la internacionalización de gobiernos 
locales a través de la firma de acuerdos interinstitucionales, promoción económica 
internacional, cooperación descentralizada, territorialización de las agendas globales de 
desarrollo, participación en redes internacionales de gobiernos locales, capacitación en 
temas internacionales; vinculación con la diáspora, entre otros temas de la agenda 
internacional local; 

XV. Coadyuvar, en coordinación con las unidades administrativas de la Secretaría y con las 
representaciones de México en el exterior, a una mayor participación de los gobiernos de 
los estados y de los municipios en las acciones de política exterior del país; 

XVI. Apoyar, en coordinación con las unidades administrativas de la Secretaría, a los gobiernos 
estatales y municipales para la articulación de estrategias de internacionalización que 
deriven en políticas públicas, en consonancia con la política exterior, y 

XVII. Ejercer las demás facultades que las disposiciones jurídicas confieran a la Secretaría, que 
sean afines a las señaladas en las fracciones anteriores, así como realizar las funciones que 
le encomiende el Secretario. 

ARTÍCULO 20. La Dirección General de Comunicación Social está a cargo de un Director General, quien 
tiene las facultades siguientes: 

I. Captar, sistematizar, analizar y evaluar información concerniente a México originada en 
fuentes nacionales e internacionales, a fin de brindar apoyo a las distintas unidades 
administrativas, servidores públicos de la Secretaría, así como a otras dependencias 
gubernamentales; 

II. Establecer mecanismos de coordinación con las dependencias y entidades de la 
Administración Pública Federal a fin de coadyuvar en las actividades de difusión de 
información y promoción en el exterior; 

III. Elaborar la estrategia y el programa anual de comunicación social de la Secretaría en 
concordancia con los lineamientos que para ese efecto defina la Coordinación General de 
Comunicación Social y Vocería del Gobierno de la República y la Secretaría de 
Gobernación; 
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IV. Mantener relación permanente con los medios informativos nacionales e internacionales, y 
difundir a través de ellos la política exterior mexicana, así como los objetivos, programas y 
acciones de la Secretaría; 

V. Analizar y evaluar el flujo de información sobre acontecimientos nacionales e 
internacionales e identificar tendencias de comunicación en los medios; 

VI. Dar seguimiento, analizar y evaluar el trato que se dé a la Secretaría en los medios 
nacionales e internacionales de información, a fin de detectar eventos que puedan repercutir 
desfavorablemente sobre su labor e imagen y realizar acciones preventivas o campañas 
para evitar la desinformación; 

VII. Coordinar la realización de encuestas y sondeos de opinión respecto a las actividades de la 
Secretaría; 

VIII. Crear archivos temáticos de información generada en los medios de comunicación, sobre 
eventos actuales en el ámbito nacional e internacional; 

IX. Conservar y actualizar el archivo de comunicados e información oficial que difunda la 
Secretaría; 

X. Preservar y actualizar el archivo fotográfico y de video de las actividades relevantes de la 
Secretaría; 

XI. Operar como enlace para el intercambio de información con otras dependencias 
gubernamentales en los temas de su competencia; 

XII. Distribuir material seleccionado de las principales publicaciones nacionales e 
internacionales entre las diversas áreas de la Secretaría; 

XIII. Desarrollar actividades, programas y sistemas destinados a promover y fortalecer la 
presencia de la Secretaría en el ámbito nacional y la imagen de México en el exterior; 

XIV. Elaborar información sobre los programas y actividades del gobierno de México y los 
sucesos relevantes de la vida nacional, y distribuirla permanentemente a las 
representaciones de México en el exterior, así como a las unidades administrativas y a los 
órganos administrativos desconcentrados de la Secretaría; 

XV. Coordinar las actividades y atender las necesidades de los agregados de prensa en las 
representaciones diplomáticas y consulares, y 

XVI. Ejercer las demás facultades que las disposiciones jurídicas confieran a la Secretaría, que 
sean afines a las señaladas en las fracciones anteriores, así como realizar las funciones que 
le encomiende el Secretario. 

ARTÍCULO 21. La Dirección General de Asuntos Jurídicos está a cargo de un Director General, quien 
tiene las facultades siguientes: 

I. Resolver los procedimientos y las solicitudes que en materia de nacionalidad y 
naturalización se formulen a la Secretaría, así como imponer las sanciones a que se refiere 
la Ley de Nacionalidad y su Reglamento; 

II. Expedir certificados y constancias de nacionalidad mexicana, declaratorias de nacionalidad 
mexicana por nacimiento y cartas de naturalización; 

III. Brindar apoyo jurídico a la Dirección General de Servicios Consulares y a las Oficinas de 
Pasaportes, en materia de nacionalidad y naturalización; 

IV. Tramitar y resolver las solicitudes de personas extranjeras para adquirir el dominio de 
tierras, aguas y sus accesiones; así como para adquirir bienes inmuebles ubicados fuera de 
la zona restringida, y para la obtención de concesiones de explotación de minas, aguas o 
minerales en la República Mexicana; 

V. Registrar los siguientes avisos a que se refiere la Ley de Inversión Extranjera: 

a) Aviso de suscripción del convenio previsto en el artículo 27, fracción I de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en los instrumentos 
públicos en los que se haga constar la constitución de sociedades que establezcan 
la cláusula de admisión de extranjeros; 
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b) Aviso de suscripción del convenio previsto en el artículo 27, fracción I de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, cuando una sociedad 
modifique la cláusula de exclusión de extranjeros por la de admisión de extranjeros 
en las sociedades ya constituidas, y 

c) Aviso de adquisición de inmuebles por sociedades mexicanas con cláusula de 
admisión de extranjeros en la zona restringida que se destinen a un fin no 
residencial; 

VI. Expedir a las instituciones de crédito, los permisos para la constitución o modificación de 
fideicomisos sobre bienes inmuebles ubicados en zona restringida, que permitan su uso y 
aprovechamiento a los extranjeros; 

VII. Imponer las sanciones a que se refiere la Ley de Inversión Extranjera y su Reglamento, 
respecto de los asuntos que sean competencia de la Secretaría; 

VIII. Intervenir en los procedimientos de extradición y tramitar las solicitudes de detención 
provisional y formal correspondientes conforme a lo que establece la Ley de Extradición 
Internacional, así como las solicitudes de entrega temporal, de reextradición y de 
consentimiento a la excepción a la Regla de Especialidad previstos en los tratados y 
convenios celebrados por México con otros Estados en la materia; 

IX. Tramitar las solicitudes de auxilio jurídico internacional que requieran las autoridades 
Federales, Estatales, Municipales o extranjeras, así como intervenir en los procedimientos 
para el traslado internacional de reos; 

X. Convocar, organizar y participar en reuniones, talleres o eventos, en el marco de los 
acuerdos de cooperación jurídica internacional suscritos por México, así como en cualquier 
otro que corresponda al ámbito de su competencia; 

XI. Tramitar, previo análisis y dictamen de su procedencia, las comisiones rogatorias 
consulares, los exhortos o cartas rogatorias que se reciben del extranjero o que las 
autoridades competentes de México dirijan al extranjero; 

XII. Cumplir con los compromisos derivados de tratados internacionales, cuando haya sido 
designada como autoridad central; 

XIII. Actuar en nombre y representación legal de la Secretaría y de las autoridades 
comprendidas en el Capítulo I de este Reglamento, para la imposición de las acciones y 
recursos legales que favorezcan sus derechos e intereses, ante las autoridades judiciales, 
administrativas y laborales, contempladas en el artículo 123, apartado A y B de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos sean del fuero común o del fuero 
federal, en cualquier juicio o asunto de orden jurisdiccional en que tenga injerencia o interés 
jurídico la Secretaría, con todos los derechos procesales que las leyes reconocen a las 
personas, para ser ejercidas en su oportunidad; 

XIV. Representar al Presidente de la República en todos los trámites establecidos por la Ley de 
Amparo, Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, en aquellos asuntos que corresponda a la Secretaría representar al 
Titular del Ejecutivo Federal, en términos del segundo párrafo del artículo 9 de la citada Ley; 

XV. Intervenir en las controversias constitucionales y en las acciones de inconstitucionalidad en 
las que el Secretario de Relaciones Exteriores represente al Presidente de la República; 

XVI. Representar al Secretario, a los Subsecretarios, al Titular de la Unidad de Administración y 
Finanzas y demás servidores públicos de la Secretaría señalados como autoridades 
responsables, en todo el procedimiento para la substanciación y resolución del juicio de 
amparo y del juicio contencioso administrativo federal; 

XVII. Suscribir oficios, escritos y todas aquellas promociones que exija el trámite procesal de los 
juicios, incluyendo el de amparo o de cualquiera otra controversia, en representación o en 
ausencia del Secretario, Subsecretarios, Titular de la Unidad de Administración y Finanzas, 
Jefe de Unidad y Directores Generales, según corresponda; así como desahogar los 
trámites y asistir a las audiencias y diligencias convocadas por los órganos jurisdiccionales; 

XVIII. Interponer los recursos o cualquier otro medio de impugnación en contra de las resoluciones 
y sentencias dictadas por los órganos del Poder Judicial de la Federación, por el Tribunal 
Federal de Justicia Administrativa, y por el Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje; o 
Centros de Conciliación locales, Centro Federal de Conciliación y Registro Laboral y los 
Tribunales del Poder Judicial de las Entidades Federativas; 
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XIX. Representar al Secretario ante el Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje, así como ante 
los Tribunales Estatales de Conciliación y Arbitraje en los conflictos que se susciten con 
motivo de la aplicación de la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado, 
Reglamentaria del Apartado “B” del artículo 123 Constitucional; así también, representar al 
Secretario ante los Centros de Conciliación locales, Centro Federal de Conciliación y 
Registro Laboral y los Tribunales del Poder Judicial de las Entidades Federativas cuando 
sea llamada a juicio en la calidad de obligado solidario representar formular dictámenes, 
demandas de ceses de sus empleados, contestación de demandas laborales, formulación y 
absolución de posiciones, desistimientos o allanamientos y, en general, todas aquellas 
promociones que se requieran en el curso del procedimiento; 

XX. Autorizar al personal necesario ante las distintas autoridades judiciales, administrativas y del 
trabajo, a efecto de que en representación de la Secretaría lleven a cabo las diligencias 
procesales correspondientes; 

XXI. Opinar sobre las sanciones que pretenda imponerse al personal de base de la Secretaría, 
de conformidad con la normativa aplicable; 

XXII. Recabar, por conducto de la autoridad competente, la opinión del Presidente de la 
República, sobre la resolución que emita la Subcomisión de Asuntos Disciplinarios en los 
procedimientos disciplinarios del Servicio Exterior Mexicano, en caso de embajadores y 
cónsules generales; 

XXIII. Remitir al Tribunal Federal de Justicia Administrativa, los expedientes de los procedimientos 
disciplinarios del Servicio Exterior Mexicano, relacionados con faltas administrativas graves; 

XXIV. Formular y presentar denuncias o querellas ante el Ministerio Público competente, de los 
hechos que la ley señale como delito por los que se afecta a la Secretaría, así como de 
posibles delitos cometidos por servidores públicos de la Secretaría en el desempeño de sus 
funciones, integrando a la carpeta de investigación todos los datos de prueba y dando la 
intervención que corresponde a la autoridad competente, en términos de lo dispuesto por el 
Código Nacional de Procedimientos Penales para salvaguardar los intereses de la 
Secretaría y en caso de ser procedente solicitar la reparación de daño; 

XXV. Fungir como asesor jurídico o representante legal de la Secretaría y de los servidores 
públicos adscritos a esta, conforme lo disponga el Código Nacional de Procedimientos 
Penales ante las autoridades ministeriales y judiciales competentes, para salvaguardar los 
intereses de la Secretaría allegándose previamente, para este efecto, todos los elementos 
de prueba necesarios y suficientes; 

XXVI. Hacer del conocimiento de la Consejería Jurídica del Ejecutivo Federal todos aquellos 
asuntos contenciosos que, como representante de la Federación, le competan; 

XXVII. Coordinar la sustanciación, conforme a las disposiciones legales aplicables, de los recursos 
que interpongan los particulares contra actos y resoluciones de la Secretaría que den fin a 
una instancia o resuelvan un procedimiento y, en su caso, proponer o emitir la resolución 
que proceda; 

XXVIII. Representar a la Secretaría ante las autoridades competentes en los asuntos relacionados 
con propiedad industrial y derechos de autor, así como realizar todas las acciones legales 
conducentes para su debido uso, en el ámbito nacional, de conformidad con las 
disposiciones jurídicas aplicables; 

XXIX. Revisar y, en su caso, aprobar los proyectos de reglamentos, decretos, acuerdos y demás 
instrumentos normativos que deba suscribir o refrendar el Secretario; 

XXX. Formular proyectos de iniciativas de leyes o decretos, así como de reglamentos, acuerdos, 
circulares y demás disposiciones del marco jurídico nacional, relacionadas con la 
competencia de la Secretaría y pronunciarse sobre las que propongan las demás unidades 
administrativas; 

XXXI. Emitir opinión sobre las disposiciones del marco jurídico nacional que sean sometidas a su 
revisión, por el Secretario y las unidades administrativas, competencia de la Secretaría, que 
deban ser publicadas en el Diario Oficial de la Federación y, en su caso, tramitar  su 
publicación; 
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XXXII. Revisar, expedir y difundir los lineamientos y normas técnicas de carácter general 
establecidas en la ley y demás disposiciones relativas a las materias cuya aplicación 
corresponda a la Secretaría y que no estén expresamente conferidas a otra unidad 
administrativa; 

XXXIII. Opinar sobre los convenios, acuerdos y bases de colaboración, coordinación y concertación 
de acciones, que en el ámbito nacional suscriban los servidores públicos competentes de la 
Secretaría, cuando así lo soliciten; 

XXXIV. Emitir validación jurídica sobre los contratos, convenios modificatorios y adendas que 
pretenda celebrar la Secretaría, así como emitir opinión jurídica respecto del modelo de 
pedido que elabore la Dirección General de Bienes Inmuebles y Recursos Materiales; 

XXXV. Emitir validación jurídica sobre el marco legal de los anteproyectos de manuales de 
organización y procedimientos que propongan las demás unidades administrativas y 
órganos administrativos desconcentrados de la Secretaría, en el ámbito de su competencia; 

XXXVI. Actuar como enlace en asuntos jurídicos de su competencia con las áreas correspondientes 
de las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal; 

XXXVII. Coordinar con las demás unidades administrativas competentes de la Secretaría, el análisis 
sobre el sistema jurídico nacional, cuando así le sea requerido por tener impacto en las 
atribuciones de la Secretaría; 

XXXVIII. Fijar, sistematizar y difundir los criterios necesarios para aplicar de manera uniforme las 
disposiciones jurídicas que sean de su competencia; 

XXXIX. Compilar y difundir leyes, reglamentos, decretos, acuerdos y demás disposiciones de 
observancia general, aplicables al ámbito nacional respecto de asuntos de la competencia 
de la Secretaría; 

XL. Atender los requerimientos que las autoridades ministeriales, jurisdiccionales y 
administrativas soliciten a la Secretaría, en los plazos y con las formalidades establecidas 
en las disposiciones jurídicas aplicables, siempre que esta unidad administrativa sea la 
competente; 

XLI. Opinar cuando se le solicite, sobre los proyectos de tratados en materia de cooperación 
jurídica internacional; 

XLII. Certificar los documentos que obren en los archivos de la Secretaría cuando deban ser 
exhibidas ante autoridades judiciales, administrativas o del trabajo y, en general, para 
cualquier procedimiento, proceso o averiguación, y 

XLIII. Ejercer las demás facultades que las disposiciones jurídicas confieran a la Secretaría, que 
sean afines a las señaladas en las fracciones anteriores, así como realizar las funciones que 
le encomiende el Secretario. 

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 7 del Reglamento, el Director General de Asuntos Jurídicos, 
para el ejercicio de sus facultades, se auxiliará del Coordinador de Servicios Legales, del Director de lo 
Jurídico Contencioso, del Director de Cooperación Penal Internacional, del Director de Cooperación Procesal 
Internacional, del Director de lo Consultivo y de Normatividad; de los Subdirectores de Naturalización, de 
Fideicomisos, de Asuntos Penales, de Asuntos Laborales; así como de los Jefes de Departamento y demás 
personal adscrito a la Dirección General de Asuntos Jurídicos, de acuerdo con su estructura autorizada y 
manual de organización. 

Asimismo, el Titular se auxiliará del Coordinador de Enlace y Seguimiento de Procedimientos, posición 
que será ocupada exclusivamente por un miembro del Servicio Exterior Mexicano de Carrera, y cuya 
remuneración se regirá conforme a las disposiciones jurídicas aplicables al Servicio Exterior Mexicano. 

ARTÍCULO 22. La Coordinación de Servicios Legales está a cargo de un Coordinador, quien tiene las 
facultades siguientes: 

I. Intervenir en los asuntos de carácter legal en que tenga injerencia la Secretaría, en materia 
consultiva, de contratos y convenios; 

II. Establecer estrategias y mecanismos para la atención de los asuntos jurídicos en materia 
administrativa, laboral, penal y civil, con base en la normativa vigente, con la finalidad de 
contribuir en las actuaciones de carácter legal que tutelen los intereses de la Secretaría; 

III. Coadyuvar, en el ámbito de competencia de la Dirección General de Asuntos Jurídicos, en 
la atención de los diversos juicios y procedimientos en los que la Secretaría forme parte; 
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IV. Coadyuvar en la supervisión de la atención de las solicitudes de cooperación jurídica 
internacional en materia penal, civil y mercantil, a fin de cumplir con los compromisos 
asumidos por el Gobierno de México en los tratados internacionales en la materia, o bien, 
conforme al principio de reciprocidad internacional; 

V. Suscribir los documentos necesarios en los distintos procedimientos y trámites que se llevan 
a cabo en la Dirección General de Asuntos Jurídicos; 

VI. Suscribir certificados, declaraciones de nacionalidad mexicana por nacimiento y cartas de 
naturalización mexicana, así como cualquier documento concernientes a procedimientos de 
nacionalidad y naturalización; 

VII. Validar los procedimientos de: 

a) Pérdida de la nacionalidad mexicana por naturalización; 

b) Nulidad de certificados; 

c) Declaraciones de nacionalidad mexicana por nacimiento, y 

d) Cartas de naturalización mexicana; 

VIII. Imponer multas por infracciones administrativas establecidas en la Ley de Nacionalidad, así 
como en la Ley de Inversión Extranjera y su Reglamento; 

IX. Validar los trámites para la autorización para adquirir el dominio de tierras, aguas y sus 
accesiones, a personas físicas o morales extranjeras; 

X. Validar los trámites para el otorgamiento de permisos de adquisición de bienes inmuebles 
ubicados fuera de la zona restringida, a favor de personas físicas o morales extranjeras; 

XI. Validar los trámites para la expedición a las instituciones de crédito, de los permisos para la 
constitución o modificación de fideicomisos sobre bienes inmuebles ubicados en zona 
restringida, que permitan su uso y aprovechamiento a los extranjeros; 

XII. Autorizar la modificación de los fideicomisos, cuando exista ampliación de la materia o 
cambio de fines; 

XIII. Representar a la Dirección General de Asuntos Jurídicos en las sesiones de órganos 
colegiados constituidos por la Secretaría y en todos aquellos en los que sea parte, previa 
designación de su superior jerárquico; 

XIV. Certificar los documentos que obren en los archivos de la Dirección General de Asuntos 
Jurídicos concernientes a procedimientos de nacionalidad, naturalización y artículo 27 
constitucional, y 

XV. Ejercer las demás facultades que las disposiciones jurídicas confieran a la Dirección 
General de Asuntos Jurídicos, que sean afines a las señaladas en las fracciones anteriores, 
así como realizar las funciones que le encomiende su superior jerárquico. 

ARTÍCULO 23. La Dirección General para África, Asia Central y Medio Oriente está a cargo de un Director 
General, quien tiene las facultades siguientes: 

I. Desarrollar el diálogo político y dar seguimiento a la evolución de los acontecimientos en los 
países de África y de Medio Oriente, así como de las subregiones de Asia Sudoccidental, 
que comprende la Península Arábiga, Iraq e Irán, y de Asia Central, incluyendo además 
Pakistán. Asimismo, atenderá la relación de México, en su dimensión política, con los 
diversos foros regionales y subregionales como la Unión Africana, la Comunidad Económica 
de Estados de África Occidental y con la Liga de los Estados Árabes, en coordinación con 
las unidades administrativas, órganos administrativos desconcentrados de la Secretaría y de 
las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal; 

II. Coordinar la recopilación y análisis de información sobre la situación interna y posición 
internacional de los países de la región, y presentar al superior jerárquico opciones de 
política bilateral y multilateral con los países y organizaciones de la región y cuando sea 
necesario transmitirlas a otras dependencias y entidades de la Administración Pública 
Federal, así como a otras instancias nacionales; 

III. Participar en la planeación, el diseño, la ejecución y la evaluación de los programas de 
trabajo, específicos para los países y organizaciones de la región, así como para la región 
en su conjunto, a corto, mediano y largo plazo, con base en los lineamientos de política 
exterior que se definan en el Programa Sectorial de Relaciones Exteriores; 
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IV. Planear, coordinar, programar, supervisar y evaluar las actividades relacionadas con la 
concertación, preparación, realización y seguimiento, desde la perspectiva política, de las 
visitas de funcionarios de alto nivel, en colaboración con las unidades administrativas 
competentes de la Secretaría y de las dependencias y entidades de la Administración 
Pública Federal; 

V. Planear, coordinar, preparar, organizar, dirigir y dar seguimiento, desde la perspectiva 
política, a las reuniones que en materia de consultas políticas gubernamentales y reuniones 
binacionales se realicen con los países y organizaciones de la competencia de la región, en 
colaboración con las unidades administrativas competentes de la Secretaría; 

VI. Evaluar las solicitudes de asilo político que sometan a su atención las representaciones de 
México en el exterior bajo su ámbito de competencia, así como determinar y notificar lo 
conducente, conforme a los lineamientos que al efecto establezca la Secretaría, por 
conducto de la representación que conozca de la solicitud; 

VII. Coordinar, en consulta con las unidades administrativas de la Secretaría con competencia 
en los temas de que se trate, la conducción de las relaciones políticas bilaterales de México 
con los países y organizaciones de su competencia, a través de la atención oportuna de los 
asuntos que le formulen las representaciones de los gobiernos acreditados ante el gobierno 
de México; 

VIII. Contribuir, cuando así sea solicitado por las unidades administrativas competentes de la 
Secretaría, a la formulación de políticas de cooperación bilateral y regional sobre temas de 
la nueva agenda multilateral; 

IX. Emitir instrucciones sobre asuntos de su competencia a los titulares de las representaciones 
diplomáticas y consulares de México en el exterior y evaluar su cumplimiento; 

X. Establecer los lineamientos para la elaboración de los programas anuales de trabajo de las 
representaciones de México en la región de su competencia, proponiendo los ajustes que 
sean aconsejables de acuerdo con las circunstancias y los objetivos de política exterior; 

XI. Presentar a su superior jerárquico, propuestas para la apertura o cierre, así como la 
definición de concurrencias de las misiones diplomáticas y representaciones consulares en 
la región de su competencia; 

XII. Coadyuvar con la Dirección General de Protocolo en la tramitación de los permisos de 
sobrevuelo y aterrizaje en territorio nacional, para aeronaves oficiales civiles o militares que 
transporten funcionarios gubernamentales, ya sea en visita a México, o bien, en tránsito, así 
como en la gestión de los permisos correspondientes de aeronaves mexicanas ante 
gobiernos extranjeros, para el mismo objeto; 

XIII. Participar, en coordinación con las unidades administrativas correspondientes de la 
Secretaría, en la elaboración de evaluaciones sobre la organización interna de las 
representaciones diplomáticas y consulares de México en el exterior, para atender sus 
necesidades y requerimientos en materia de recursos humanos y financieros, y 

XIV. Ejercer las demás facultades que las disposiciones jurídicas confieran a la Secretaría, que 
sean afines a las señaladas en las fracciones anteriores, así como realizar las funciones que 
le encomiende el Secretario o su superior jerárquico. 

ARTÍCULO 24. La Dirección General para Asia-Pacífico está a cargo de un Director General, quien tiene 
las facultades siguientes: 

I. Desarrollar el diálogo político y dar seguimiento a la evolución de los acontecimientos en los 
países del subcontinente indio, con excepción de Pakistán; las naciones del noreste y 
sureste de Asia, así como las naciones insulares del Pacífico Sur. De igual forma, le 
corresponde fomentar el diálogo político con los países de la región en el marco de su 
participación en los foros y organismos regionales, así como el seguimiento de los asuntos 
relacionados con la participación de México en el Foro de Cooperación América Latina-Asia 
del Este y en los diversos foros regionales y subregionales de Asia-Pacífico, en 
coordinación con las unidades administrativas, órganos administrativos desconcentrados de 
la Secretaría y de las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal 
competentes; 
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II. Coordinar la recopilación y análisis de información sobre la situación interna y posición 
internacional de los países de la región, y presentar al superior jerárquico opciones de 
política bilateral y multilateral con los países y organizaciones de la región y cuando sea 
necesario transmitirlas a otras dependencias y entidades de la Administración Pública 
Federal, así como a otras instancias nacionales; 

III. Participar en la planeación, el diseño, la ejecución y la evaluación de los programas de 
trabajo, específicos para los países y organizaciones de la región, así como para la región 
en su conjunto, a corto, mediano y largo plazo, con base en los lineamientos de política 
exterior que se definan en el Programa Sectorial de Relaciones Exteriores; 

IV. Planear, coordinar, programar, supervisar y evaluar las actividades relacionadas con la 
concertación, preparación, realización y seguimiento, desde la perspectiva política, de las 
visitas de funcionarios de alto nivel, en colaboración con las unidades administrativas 
competentes de la Secretaría y de las dependencias y entidades de la Administración 
Pública Federal; 

V. Planear, coordinar, preparar, organizar, dirigir y dar seguimiento, desde la perspectiva 
política, a las reuniones que en materia de consultas políticas gubernamentales y reuniones 
binacionales se realicen con los países y organizaciones de la competencia de la región, en 
colaboración con las unidades administrativas competentes de la Secretaría; 

VI. Evaluar las solicitudes de asilo político que sometan a su atención las representaciones de 
México en el exterior bajo su ámbito de competencia, así como determinar y notificar lo 
conducente, conforme a los lineamientos que al efecto establezca la Secretaría, por 
conducto de la representación que conozca de la solicitud; 

VII. Coordinar, en consulta con las unidades administrativas de la Secretaría con competencia 
en los temas de que se trate, la conducción de las relaciones políticas bilaterales de México 
con los países y organizaciones de su competencia, a través de la atención oportuna de los 
asuntos que le formulen las representaciones de los gobiernos acreditados ante el gobierno 
de México; 

VIII. Contribuir, cuando así sea solicitado por las unidades administrativas competentes de la 
Secretaría, a la formulación de políticas de cooperación bilateral y regional sobre temas de 
la nueva agenda multilateral; 

IX. Emitir instrucciones sobre asuntos de su competencia a los titulares de las representaciones 
diplomáticas y consulares de México en el exterior y evaluar su cumplimiento; 

X. Establecer los lineamientos para la elaboración de los programas anuales de trabajo de las 
representaciones de México en la región de su competencia, proponiendo los ajustes que 
sean aconsejables de acuerdo con las circunstancias y los objetivos de política exterior; 

XI. Presentar a su superior jerárquico, propuestas para la apertura o cierre, así como la 
definición de concurrencias de las misiones diplomáticas y representaciones consulares en 
la región de su competencia; 

XII. Coadyuvar con la Dirección General de Protocolo en la tramitación de los permisos de 
sobrevuelo y aterrizaje en territorio nacional, para aeronaves oficiales civiles o militares que 
transporten funcionarios gubernamentales, ya sea en visita a México, o bien, en tránsito, así 
como en la gestión de los permisos correspondientes de aeronaves mexicanas ante 
gobiernos extranjeros, para el mismo objeto; 

XIII. Participar, en coordinación con las unidades administrativas correspondientes de la 
Secretaría, en la elaboración de evaluaciones sobre la organización interna de las 
representaciones diplomáticas y consulares de México en el exterior, para atender sus 
necesidades y requerimientos en materia de recursos humanos y financieros, y 

XIV. Ejercer las demás facultades que las disposiciones jurídicas confieran a la Secretaría, que 
sean afines a las señaladas en las fracciones anteriores, así como realizar las funciones que 
le encomiende el Secretario o su superior jerárquico. 
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ARTÍCULO 25. La Dirección General para Europa está a cargo de un Director General, quien tiene las 
facultades siguientes: 

I. Desarrollar el diálogo político y dar seguimiento a la evolución de los acontecimientos con 
las instituciones de la Unión Europea y sus países miembros; asimismo, atender la 
participación de México como Observador Permanente del Consejo de Europa en su 
dimensión política, en coordinación con las unidades administrativas, órganos 
administrativos desconcentrados de la Secretaría y de las dependencias y entidades de la 
Administración Pública Federal; 

II. Coordinar la recopilación y análisis de información sobre la situación interna y posición 
internacional de los países de la región, y presentar al superior jerárquico opciones de 
política bilateral y multilateral con los países y organizaciones de la región y cuando sea 
necesario transmitirlas a otras dependencias y entidades de la Administración Pública 
Federal, así como a otras instancias nacionales; 

III. Participar en la planeación, el diseño, la ejecución y la evaluación de los programas de 
trabajo, específicos para los países y organizaciones de la región, así como para la región 
en su conjunto, a corto, mediano y largo plazo, con base en los lineamientos de política 
exterior que se definan en el Programa Sectorial de Relaciones Exteriores; 

IV. Planear, coordinar, programar, supervisar y evaluar las actividades relacionadas con la 
concertación, preparación, realización y seguimiento, desde la perspectiva política, de las 
visitas de funcionarios de alto nivel, en colaboración con las unidades administrativas 
competentes de la Secretaría y de las dependencias y entidades de la Administración 
Pública Federal; 

V. Planear, coordinar, preparar, organizar, dirigir y dar seguimiento, desde la perspectiva 
política, a las reuniones que en materia de consultas políticas gubernamentales y reuniones 
binacionales se realicen con los países y organizaciones de la competencia de la región, en 
colaboración con las unidades administrativas competentes de la Secretaría; 

VI. Evaluar las solicitudes de asilo político que sometan a su atención las representaciones bajo 
su ámbito de competencia, así como determinar y notificar lo conducente, conforme a los 
lineamientos que al efecto establezca la Secretaría, por conducto de la representación que 
conozca de la solicitud; 

VII. Coordinar, en consulta con las unidades administrativas de la Secretaría con competencia 
en los temas de que se trate, la conducción de las relaciones políticas bilaterales de México 
con los países y organizaciones de su competencia, a través de la atención oportuna de los 
asuntos que le formulen las representaciones de los gobiernos acreditados ante el gobierno 
de México; 

VIII. Contribuir, cuando así sea solicitado por las unidades administrativas competentes de la 
Secretaría, a la formulación de políticas de cooperación bilateral y regional sobre temas de 
la nueva agenda multilateral; 

IX. Emitir instrucciones sobre asuntos de su competencia a los titulares de las representaciones 
diplomáticas y consulares de México en el exterior y evaluar su cumplimiento; 

X. Establecer los lineamientos para la elaboración de los programas anuales de trabajo de las 
representaciones de México en la región de su competencia, proponiendo los ajustes que 
sean aconsejables de acuerdo con las circunstancias y los objetivos de política exterior; 

XI. Presentar a su superior jerárquico, propuestas para la apertura o cierre, así como la 
definición de concurrencias de las misiones diplomáticas y representaciones consulares en 
la región de su competencia; 

XII. Coadyuvar con la Dirección General de Protocolo en la tramitación de los permisos de 
sobrevuelo y aterrizaje en territorio nacional, para aeronaves oficiales civiles o militares que 
transporten funcionarios gubernamentales, ya sea en visita a México, o bien, en tránsito, así 
como en la gestión de los permisos correspondientes de aeronaves mexicanas ante 
gobiernos extranjeros, para el mismo objeto; 

XIII. Participar, en coordinación con las unidades administrativas correspondientes de la 
Secretaría, en la elaboración de evaluaciones sobre la organización interna de las 
representaciones diplomáticas y consulares de México en el exterior, para atender sus 
necesidades y requerimientos en materia de recursos humanos y financieros, y 

XIV. Ejercer las demás facultades que las disposiciones jurídicas confieran a la Secretaría, que 
sean afines a las señaladas en las fracciones anteriores, así como realizar las funciones que 
le encomiende el Secretario o su superior jerárquico. 
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ARTÍCULO 26. La Dirección General de Asuntos Especiales está a cargo de un Director General, quien 
tiene las facultades siguientes: 

I. Asistir y asesorar al Secretario y al Jefe de Unidad para América del Norte en la propuesta, 
ejecución y evaluación de la política exterior en materia de relaciones de seguridad y 
cooperación sobre seguridad con Estados Unidos de América y Canadá en los ámbitos 
bilateral y regional, con documentos de trabajo y recomendaciones de carácter político que 
contribuyan a los procesos de toma de decisiones; 

II. Coordinar, fungir de enlace, dar seguimiento y supervisar la ejecución de las directrices de 
política exterior en materia de relaciones de seguridad y cooperación sobre seguridad con 
Estados Unidos de América y Canadá, con las demás unidades administrativas y órganos 
administrativos desconcentrados de la Secretaría, otras dependencias y entidades de la 
Administración Pública Federal y órganos públicos autónomos, sin perjuicio de las 
competencias propias de cada una de ellas; 

III. Impulsar y dar seguimiento, desde la perspectiva política, al conjunto de asuntos de interés 
de México en materia de relaciones de seguridad y cooperación sobre seguridad con 
Estados Unidos de América y Canadá; 

IV. Recibir de los servidores públicos de las entidades federativas, de los municipios y de las 
demarcaciones territoriales de la Ciudad de México, un informe escrito de cualquier reunión, 
intercambio de información, llamadas telefónicas o comunicaciones que sostengan esos 
servidores públicos con agentes extranjeros; 

V. Elaborar análisis e informes políticos de aquellas cuestiones y acontecimientos en los 
Estados Unidos de América y Canadá que involucren o afecten intereses de México en 
materia de relaciones de seguridad y cooperación sobre seguridad; y en caso de requerir 
atención y respuesta, coordinar y plantear una posición concertada con las demás unidades 
administrativas y órganos administrativos desconcentrados de la Secretaría, así como con 
cualquier otra autoridad competente de los tres órdenes de gobierno; inclusive los órganos 
públicos autónomos; 

VI. Contribuir, cuando así sea solicitado por las unidades administrativas y órganos 
administrativos desconcentrados competentes de la Secretaría, a la formulación de políticas 
de cooperación bilateral y regional con Estados Unidos de América y Canadá, en los temas 
de su competencia; 

VII. Participar en la negociación, coordinación, ejecución y seguimiento de los distintos 
mecanismos de diálogo, coordinación y cooperación sobre seguridad con Estados Unidos 
de América y Canadá en los ámbitos bilateral y regional, sin menoscabo de las atribuciones 
que competan a otras unidades administrativas y órganos administrativos desconcentrados 
de la Secretaría, otras dependencias y entidades de la Administración Pública Federal, así 
como órganos públicos autónomos; 

VIII. Dar seguimiento a las actividades de las Embajadas en México de los Estados Unidos de 
América y Canadá en temas referentes a relaciones de seguridad y cooperación sobre 
seguridad; 

IX. Dirigir, planear, supervisar y, en su caso, ejecutar, conjuntamente con las dependencias y 
entidades competentes de la Administración Pública Federal, las acciones que deriven de 
los mecanismos de diálogo, coordinación y cooperación sobre seguridad con Estados 
Unidos de América y Canadá en los ámbitos bilateral y regional, así como evaluar los 
avances y resultados de esas iniciativas; 

X. Promover el acercamiento, diálogo y consulta con el sector académico y actores relevantes 
de la sociedad en materia de seguridad con Estados Unidos de América y Canadá, cuando 
se considere necesario; 

XI. Planear, preparar, organizar y dar seguimiento a las reuniones bilaterales y regionales en 
materia de relaciones de seguridad y cooperación sobre seguridad con Estados Unidos de 
América y Canadá; 

XII. Promover y difundir los avances y resultados de los programas en materia de relaciones de 
seguridad y cooperación sobre seguridad con Estados Unidos de América y Canadá en los 
ámbitos bilateral y regional en coordinación con la Dirección General de Comunicación 
Social; 
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XIII. Atender las solicitudes de opinión de la Secretaría que son presentadas por diversas 
dependencias mexicanas de seguridad en torno a la conformidad de las donaciones de 
bienes de seguridad nacional y bienes enviados por los gobiernos de Estados Unidos de 
América y Canadá mediante los mecanismos vigentes de cooperación sobre seguridad con 
estos países; 

XIV. Autorizar, conforme a la legislación interna, el derecho internacional y normativa interna, la 
expedición de visas y la acreditación de los funcionarios de las agencias de seguridad y 
procuración de justicia adscritos a las embajadas y consulados de los Estados Unidos de 
América y Canadá en México, en coordinación con las unidades administrativas 
correspondientes; 

XV. Coadyuvar con la Dirección General de Protocolo en la tramitación de permisos de 
navegación, sobrevuelo, atraque o aterrizaje en territorio nacional para buques y aeronaves 
oficiales, tanto civiles como militares, que transporten funcionarios gubernamentales de 
Estados Unidos de América y Canadá en visita a México o en tránsito; 

XVI. Emitir opinión sobre la aceptación y uso de condecoraciones que otorgan los gobiernos de 
Estados Unidos de América y Canadá a personal de seguridad, procuración de justicia y 
fuerzas armadas de México, de conformidad con la fracción III del Apartado C) del Artículo 
37 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y demás disposiciones 
jurídicas aplicables, y 

XVII. Ejercer las demás facultades que las disposiciones jurídicas confieran a la Secretaría, que 
sean afines a las señaladas en las fracciones anteriores, así como realizar las funciones que 
le encomiende el Secretario o su superior jerárquico. 

ARTÍCULO 27. La Dirección General de Protección Consular y Planeación Estratégica está a cargo de un 
Director General, quien tiene las facultades siguientes: 

I. Supervisar la instrumentación de la protección y asistencia consulares, y coordinar las 
acciones de cooperación en esta materia con otros países e instancias regionales y 
multilaterales, así como el intercambio de buenas prácticas, con un enfoque basado en 
derechos humanos; 

II. Dictar los lineamientos y directrices que normen los programas integrales y acciones 
tendientes a garantizar la protección y asistencia consulares a las personas mexicanas en el 
exterior que así lo soliciten, conforme al derecho internacional y la legislación aplicable tanto 
de los Estados Unidos Mexicanos como del Estado receptor; 

III. Recabar, analizar y sistematizar la información que permita el diseño de políticas de 
protección y asistencia consulares, y de protección preventiva, así como su instrumentación; 

IV. Elaborar programas de protección y asistencia consulares y, en su caso, ordenar, revisar y 
aprobar los que deban ser preparados por las representaciones de México en el exterior, así 
como supervisar su instrumentación y cumplimiento; 

V. Instruir a las representaciones de México en el exterior y a las Oficinas de Pasaportes 
foráneas de la Secretaría para que cumplan de manera oportuna y eficaz las acciones y 
programas de protección y asistencia consulares, y de protección preventiva; 

VI. Estandarizar los procedimientos y criterios de los programas integrales y acciones de 
protección y asistencia consulares; 

VII. Dar acceso, en el ámbito de su competencia, a la información relacionada con la protección 
y asistencia consulares, de conformidad con la Ley de Seguridad Nacional, la Ley General 
de Transparencia y Acceso a la Información Pública, la Ley Federal de Transparencia y 
Acceso a la Información Pública, la Ley General de Protección de Datos Personales en 
Posesión de Sujetos Obligados y demás disposiciones jurídicas aplicables; 

VIII. Coordinar con la Dirección General de Tecnologías de Información e Innovación la correcta 
administración de las herramientas informáticas para la protección y asistencia consulares, 
así como de protección preventiva; 

IX. Instrumentar, en coordinación con el Instituto Matías Romero, acciones de capacitación y 
actualización en materia de protección y asistencia consulares, así como de protección 
preventiva, para los servidores públicos que intervienen en las tareas relacionadas a estas 
materias; 
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X. Intervenir cuando se requiera, de manera concertada con otras dependencias y entidades 
de la Administración Pública Federal, estatal o municipal, así como con órganos autónomos, 
en la negociación, ejecución y supervisión de tratados, acuerdos o programas, para 
asegurar la instrumentación de medidas que garanticen la protección y asistencia 
consulares de las personas mexicanas en el exterior; 

XI. Realizar las funciones derivadas de su designación como autoridad central o figura análoga 
en tratados, acuerdos y mecanismos de cooperación internacionales en materia familiar 
como adopción; restitución de niños, niñas y adolescentes, y pensión alimenticia, en 
coordinación con instituciones federales, estatales y municipales; 

XII. Ser el conducto para la recepción y entrega de los objetos personales y valores obtenidos 
y/o recuperados por las representaciones de México en el exterior como resultado de la 
protección y asistencia consulares, así como autorizar su destrucción o declarar su 
abandono a favor del Gobierno Federal, con base en los lineamientos y directrices que se 
elaboren conforme a la fracción II del presente artículo; 

XIII. Brindar protección y asistencia consulares en los casos de violación grave de derechos 
humanos de las personas mexicanas en el exterior, en coordinación con las demás 
unidades administrativas y órganos administrativos desconcentrados de la Secretaría que 
resulten competentes; 

XIV. Participar en coordinación con las autoridades y unidades administrativas competentes de la 
Secretaría, así como con otras dependencias federales, estatales y municipales, en el 
diseño e instrumentación de la política migratoria de México, de acuerdo a sus facultades; 

XV. Proporcionar opinión técnica a los titulares de las representaciones de México en el exterior, 
cuando estos lo requieran, respecto a la expedición de pasaportes por razones de 
protección consular debidamente justificadas, de conformidad con lo dispuesto por la Ley 
del Servicio Exterior Mexicano y su Reglamento; 

XVI. Fungir como enlace de la Secretaría con autoridades federales, estatales y municipales 
respecto a las personas mexicanas repatriadas, cuando así se requiera; 

XVII. Proponer y opinar sobre la apertura, cierre o redefinición de las oficinas consulares de 
México en el exterior; 

XVIII. Participar, en coordinación con las unidades administrativas de la Secretaría que 
correspondan según área geográfica o materia, en la preparación de evaluaciones 
relacionadas con la organización interna de las oficinas consulares, con el propósito de 
atender sus necesidades y requerimientos en materia de recursos humanos; 

XIX. Determinar las acciones de protección y asistencia consulares, así como de protección 
preventiva, considerando la opinión de otras unidades administrativas de la Secretaría con 
competencia por área geográfica o materia; 

XX. Determinar las acciones de protección y asistencia consulares en situaciones de 
emergencia, considerando la opinión de otras unidades administrativas de la Secretaría con 
competencia por área geográfica o materia, incluyendo la emisión de alertas, avisos de viaje 
y otro tipo de notificaciones para las personas migrantes y viajeras mexicanas que se 
encuentren en el exterior; 

XXI. Coordinar, dirigir y promover acciones y programas de protección y asistencia consulares 
dirigidas a personas mexicanas en el exterior que formen parte de grupos en situación de 
vulnerabilidad, incluyendo las especificadas en los subprogramas correspondientes y las 
derivadas de otras iniciativas o esquemas de atención que se generen; 

XXII. Dirigir, planear, supervisar y, en su caso, ejecutar, conjuntamente con las dependencias y 
entidades de la Administración Pública Federal, así como con órganos autónomos, las 
acciones que deriven de los mecanismos de cooperación en materia de protección y 
asistencia consulares, y de protección preventiva, así como evaluar los avances y 
resultados de esas iniciativas; 

XXIII. Apoyar al Jefe de Unidad para América del Norte en tareas de planeación estratégica, y 

XXIV. Ejercer las demás facultades que las disposiciones jurídicas confieran a la Secretaría, que 
sean afines a las señaladas en las fracciones anteriores, así como realizar las funciones  
que le encomiende el Secretario. 
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De conformidad con lo dispuesto en el artículo 7 del Reglamento, el Director General de Protección 
Consular y Planeación Estratégica, para el ejercicio de sus facultades, se auxiliará del Coordinador de 
Protección y Programas Legales en Estados Unidos de América, del Coordinador de Protección Global y del 
Coordinador de Políticas de Protección; posiciones que serán ocupadas exclusivamente por miembros del 
Servicio Exterior Mexicano de Carrera, y cuya remuneración se regirá conforme a las disposiciones jurídicas 
aplicables al Servicio Exterior Mexicano, además se auxiliará del Coordinador de Derecho de Familia y del 
Director de Procesos de Protección y Programas Institucionales, de acuerdo con su estructura autorizada y 
manual de organización. 

ARTÍCULO 28. La Coordinación de Derecho de Familia está a cargo de un Coordinador, quien tiene las 
facultades siguientes: 

I. Tramitar y dar seguimiento a solicitudes de restitución internacional y de organización de 
derechos de visita presentadas conforme a tratados, acuerdos y mecanismos de 
cooperación internacional de los que México sea parte; 

II. Participar en el trámite de las solicitudes de adopción internacional iniciadas conforme a 
tratados, acuerdos y mecanismos de cooperación internacional de los que México sea parte; 

III. Validar la procedencia de la emisión del certificado de conformidad de una adopción 
internacional, y someter a consideración de su superior jerárquico la expedición del mismo; 

IV. Supervisar los casos de custodia de niñas, niños y adolescentes que se encuentren en el 
extranjero bajo el cuidado de autoridades especializadas en protección a la niñez o 
familiares; 

V. Intervenir en el desahogo de solicitudes de recuperación internacional de alimentos 
formuladas conforme a tratados, acuerdos y mecanismos de cooperación internacional de 
los que México sea parte; 

VI. Proponer a su superior jerárquico la posición de México en foros internacionales, así como 
conferencias sobre codificación y desarrollo progresivo del derecho internacional privado, en 
materia familiar; 

VII. Promover la suscripción de instrumentos e implementación de mecanismos que tengan 
como objetivo la mejor atención de los casos de su competencia; 

VIII. Asesorar y opinar en materia jurídica sobre los temas de la competencia de la Dirección 
General, a solicitud de las áreas que la integran, y 

IX. Ejercer las demás facultades que las disposiciones jurídicas confieran a la Dirección 
General de Protección Consular y Planeación Estratégica, que sean afines a las señaladas 
en las fracciones anteriores, así como realizar las funciones que le encomiende su superior 
jerárquico. 

ARTÍCULO 29. La Dirección General de Servicios Consulares está a cargo de un Director General, quien 
tiene las facultades siguientes: 

I. Emitir criterios de aplicación de la normativa que regule el desarrollo de las labores 
consulares en materia de prestación de servicios consulares, así como coordinar la 
aplicación de dichos criterios y normativa; 

II. Emitir criterios para la aplicación, en las oficinas diplomáticas y consulares de México en el 
exterior, de la normativa que regule la expedición de pasaportes, certificados de matrícula 
consular, legalización de documentos públicos, expedición de certificados, actos del registro 
civil, actos notariales, cartillas del Servicio Militar Nacional, declaratorias de nacionalidad 
mexicana, visados a documentos, visas y servicios migratorios a extranjeros, 
abanderamiento y dimisión de embarcaciones mexicanas y demás actos jurídicos 
competencia de las oficinas consulares, así como coordinar la aplicación de dichos criterios 
y normativa; 

III. Colaborar, en el ámbito de su competencia, con la Dirección General de Oficinas de 
Pasaportes en la expedición de pasaportes ordinarios en las Oficinas de Pasaportes  de la 
Secretaría; 

IV. Emitir instrucciones a las representaciones de México en el exterior respecto de asuntos 
técnico-consulares y coordinar sus acciones para los mismos efectos con las demás 
unidades administrativas y órganos administrativos desconcentrados de la Secretaría 
competentes en asuntos políticos, culturales, de cooperación internacional para el 
desarrollo, comercial, turística y de imagen de México; 
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V. Diseñar y emitir criterios para la aplicación de la normativa que regule el desarrollo de 
programas especiales que se instrumenten en las representaciones de México, de acuerdo 
a las necesidades de documentación consular que se registren en cada región geográfica; 

VI. Instrumentar, en coordinación con el Instituto Matías Romero, y otras instituciones 
académicas o de investigación que se consideren convenientes, acciones de capacitación y 
actualización para los servidores públicos que intervienen en la prestación de los servicios 
consulares; 

VII. Proponer al superior jerárquico la apertura, cierre o redefinición de las oficinas consulares 
de México; 

VIII. Proponer al Secretario, por conducto del Subsecretario que corresponda, la apertura, cierre 
o redefinición de Consulados Honorarios, así como el nombramiento y término de funciones 
de los Cónsules y Vicecónsules Honorarios de México; elaborar las cartas patentes para el 
ejercicio de sus funciones y, en coordinación con las representaciones correspondientes, 
supervisar todo lo relativo al funcionamiento de dichas oficinas; 

IX. Participar, en coordinación con las unidades administrativas competentes, en la preparación 
de evaluaciones relacionadas con la organización interna de las misiones diplomáticas y 
representaciones consulares, con el propósito de atender sus necesidades y requerimientos 
en materia de recursos materiales y humanos, así como proponer la asignación de personal; 

X. Establecer mecanismos para la coordinación entre la Secretaría y otras dependencias y 
entidades de la Administración Pública Federal, y otros órganos constitucionales autónomos 
para el diseño e instrumentación de servicios que deben prestar las oficinas consulares por 
mandato de disposiciones legales o reglamentarias aplicables; 

XI. Participar en el diseño e instrumentación de la política migratoria de México, en 
coordinación con las autoridades, unidades administrativas y órganos administrativos 
desconcentrados competentes de la Secretaría, así como otras dependencias y entidades 
de la Administración Pública Federal; 

XII. Participar con las unidades administrativas y órganos administrativos desconcentrados 
competentes de la Secretaría y otras dependencias y entidades de la Administración Pública 
Federal, en la elaboración de lineamientos y propuestas de México en materia de 
documentación migratoria; 

XIII. Proponer al Secretario, por conducto del Subsecretario de la región geográfica que 
corresponda o del Jefe de Unidad para América del Norte, según sea el caso, la exención 
del pago de derechos por la expedición de las visas ordinarias en pasaportes extranjeros, 
en consideración a aspectos de reciprocidad internacional o en forma unilateral, con el fin de 
estimular el turismo y los intercambios comerciales o culturales, cuando se estime 
conveniente; 

XIV. Fungir de enlace de la Secretaría con el Instituto Nacional de Migración, respecto al ingreso 
de extranjeros a territorio nacional mediante las visas que se otorgan en las oficinas 
consulares; 

XV. Coordinar, con las instancias competentes de la Secretaría, las medidas de simplificación 
administrativa, modernización tecnológica y desregulación, tendientes a mejorar la 
prestación de los servicios consulares y migratorios que ofrecen las representaciones de 
México en el exterior; 

XVI. Coordinar, con la Dirección General de Tecnologías de Información e Innovación, la correcta 
administración de los sistemas de cómputo desarrollados para los servicios consulares, a fin 
de facilitar la generación de información y estadísticas en la materia; 

XVII. Llevar las estadísticas de los actos consulares y migratorios que efectúen las oficinas 
consulares, vigilar que los informes sean rendidos de conformidad con las disposiciones 
aplicables en la materia, verificar el tipo de cambio de conversión con el cual se operará el 
cobro de derechos en moneda extranjera de los servicios que se prestan y, cuando proceda, 
difundir a las representaciones de México en el exterior las modificaciones a la Ley Federal 
de Derechos; 

XVIII. Coordinar, normar y supervisar la producción, guarda, custodia y distribución de formas 
numeradas y valoradas a las representaciones de México en el exterior, y verificar el uso y 
control que estas le den; 
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XIX. Dar acceso, de conformidad con la Ley de Seguridad Nacional, a los sistemas de cómputo 
desarrollados para las tareas de documentación consular y, en el ámbito de su 
competencia, del fenómeno migratorio; así como coordinar con la Dirección General de 
Tecnologías de Información e Innovación, la correcta administración de los mismos, a fin de 
facilitar la generación de información y estadísticas en la materia; 

XX. Coordinar sus acciones con las Subsecretarías que cuentan con unidades administrativas 
cuya competencia se determine por área geográfica o con el Jefe de Unidad para América 
del Norte, según sea el caso, para el efecto de intercambiar información y coadyuvar en las 
acciones de tipo consular, así como con la Dirección General de Protección Consular y 
Planeación Estratégica; 

XXI. Promover y realizar estudios, en coordinación con las unidades administrativas competentes 
de la Secretaría y con otras dependencias y entidades de la Administración Pública Federal, 
respecto al análisis integral del fenómeno migratorio, y 

XXII. Ejercer las demás facultades que las disposiciones jurídicas confieran a la Secretaría, que 
sean afines a las señaladas en las fracciones anteriores, así como realizar las funciones que 
le encomiende el Secretario o su superior jerárquico. 

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 7 del Reglamento, el Director General de Servicios 
Consulares, para el ejercicio de sus facultades, se auxiliará del Coordinador de Servicios Consulares y del 
Coordinador de Modernización y Administración Consular; posiciones que serán ocupadas exclusivamente por 
miembros del Servicio Exterior Mexicano de Carrera, y cuya remuneración se regirá conforme a las 
disposiciones jurídicas aplicables al Servicio Exterior Mexicano, además se auxiliará del Coordinador de 
Servicios Migratorios; del Director de Prospectiva e Innovación Consular; del Director de Normatividad 
Migratoria; así como de los Subdirectores, Jefes de Departamento y demás personal adscrito a la Dirección 
General de Servicios Consulares, de acuerdo con su estructura autorizada y manual de organización. 

ARTÍCULO 30. La Coordinación de Servicios Migratorios está a cargo de un Coordinador, quien tiene las 
facultades siguientes: 

I. Implementar, en el ámbito de su competencia, la legislación migratoria; 

II. Normar y coordinar la expedición de visas en las oficinas consulares y autorizar, en aquellos 
casos que corresponda, la documentación a extranjeros; 

III. Participar en coordinación con las autoridades y unidades administrativas de la Secretaría y 
de otras dependencias federales en el diseño e instrumentación de la política migratoria; 

IV. Coordinar y ser enlace con la Secretaría de Gobernación y con el Instituto Nacional de 
Migración sobre la implementación de la legislación migratoria y la expedición de 
documentación migratoria a extranjeros y sobre su ingreso a territorio nacional; 

V. Participar y, en su caso, coordinar mecanismos y grupos consulares y migratorios 
bilaterales, multilaterales y ante instancias internacionales creadas con la finalidad de 
atender, coordinar y mejorar asuntos consulares y migratorios; 

VI. Coordinar las medidas de simplificación, modernización tecnológica y desregulación 
administrativa tendientes a mejorar la eficiencia en la prestación de los servicios migratorios 
que ofrecen las representaciones de México en el exterior; 

VII. Certificar los documentos que obren en los archivos de la Dirección General de Servicios 
Consulares concernientes a los asuntos de su competencia, y 

VIII. Ejercer las demás facultades que las disposiciones jurídicas confieran a la Dirección 
General de Servicios Consulares, que sean afines a las señaladas en las fracciones 
anteriores, así como realizar las funciones que le encomiende su superior jerárquico. 

ARTÍCULO 31. La Dirección General para Centroamérica y el Caribe está a cargo de un Director General, 
quien tiene las facultades siguientes: 

I. Presentar a su superior jerárquico opciones de política exterior y participar en la planeación, 
el diseño, la ejecución y la evaluación de los programas de acción internacional y los 
programas de trabajo en sus relaciones con los países y organizaciones de Centroamérica y 
el Caribe, así como para la región en su conjunto a corto, mediano y largo plazo, con base 
en los lineamientos de política exterior; 
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II. Evaluar las solicitudes de asilo político que sometan a su atención las representaciones de 
México en el exterior que se encuentren bajo su ámbito de competencia, y determinar y 
notificar lo conducente, conforme a los lineamientos que al efecto establezca la Secretaría, 
por conducto de la representación que conozca de la solicitud; 

III. Impulsar y dar seguimiento, desde la perspectiva política, al conjunto de asuntos de interés 
para México con los países y organizaciones de Centroamérica y el Caribe; 

IV. Elaborar análisis e informes políticos y sociales requeridos para la formulación de la política 
bilateral y multilateral con los países y organizaciones de Centroamérica y el Caribe; 

V. Coadyuvar con las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal, así 
como unidades administrativas y órganos administrativos desconcentrados competentes de 
la Secretaría, a la promoción, actualización y seguimiento del marco jurídico que regule las 
relaciones de México con los países y organizaciones de Centroamérica y el Caribe; 

VI. Contribuir, cuando así sea requerido por las unidades administrativas y órganos 
administrativos desconcentrados competentes de la Secretaría, a la formulación de sus 
políticas de cooperación bilateral, regional y multilateral, sobre temas de la agenda de 
Centroamérica y el Caribe; 

VII. Coordinar la recopilación y análisis de información sobre la situación interna y posición 
internacional de los países de Centroamérica y el Caribe, generar opciones de política 
exterior y, en su caso, transmitirla a otras dependencias y entidades de la Administración 
Pública Federal, así como otras instancias nacionales; 

VIII. Transmitir instrucciones sobre asuntos de política bilateral a los titulares de las 
representaciones diplomáticas y consulares en Centroamérica y el Caribe; 

IX. Presentar a su superior jerárquico, propuestas para la apertura o cierre, así como la 
definición de concurrencias de las representaciones diplomáticas y consulares en 
Centroamérica y el Caribe, en coordinación con las unidades administrativas 
correspondientes; 

X. Evaluar sistemáticamente la aplicación de las directrices e instrucciones transmitidas a las 
representaciones diplomáticas y consulares de México en Centroamérica y el Caribe, sobre 
política exterior o programas de trabajo, y someter a consideración de su superior 
jerárquico, los ajustes que sean aconsejables de acuerdo con las circunstancias y 
necesidades del caso; 

XI. Coordinar, en consulta con las unidades administrativas y órganos administrativos 
desconcentrados de la Secretaría con competencia en los temas de que se trate, la 
conducción de las relaciones políticas bilaterales y multilaterales de México con los países y 
organizaciones de Centroamérica y el Caribe, a través de la atención oportuna de los 
asuntos que le formulen las representaciones de los gobiernos extranjeros acreditados ante 
el gobierno de México; 

XII. Planear, programar, desarrollar y evaluar las actividades relacionadas con la concertación, 
preparación, realización y seguimiento de las visitas de alto nivel, en coordinación con las 
unidades administrativas competentes de la Secretaría y de las dependencias y entidades 
de la Administración Pública Federal, en el ámbito de su competencia; 

XIII. Planear, preparar, organizar, dirigir y dar seguimiento a las reuniones que en materia de 
consultas políticas gubernamentales y reuniones binacionales se realicen con los países y 
organizaciones de Centroamérica y el Caribe, en coordinación con las unidades 
administrativas competentes; 

XIV. Coadyuvar con la Dirección General de Protocolo en la tramitación de los permisos de 
sobrevuelo y aterrizaje en territorio nacional, para aeronaves oficiales civiles o militares que 
transporten funcionarios gubernamentales, ya sea en visita a México, o bien, en tránsito, así 
como en la gestión de los permisos correspondientes de aeronaves mexicanas ante 
gobiernos extranjeros, para el mismo objeto; 

XV. Tramitar ante la Secretaría de Marina los permisos de tránsito o visita para buques de 
armadas extranjeras y, a su vez, los permisos que la Armada de México requiera para el 
mismo objeto, en el ámbito de su competencia; 

XVI. Participar, en coordinación con las unidades administrativas competentes de la Secretaría, 
en la elaboración de evaluaciones sobre la organización interna de las representaciones 
diplomáticas y consulares de México en Centroamérica y el Caribe, para atender sus 
necesidades y requerimientos en materia de recursos humanos y financieros; 
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XVII. Participar en la elaboración de los lineamientos sobre asuntos políticos bilaterales en 
materia de límites y aguas internacionales; 

XVIII. Participar en la formulación de políticas, normas y acuerdos relacionados con los recursos 
transfronterizos del subsuelo y los fondos marinos compartidos con naciones vecinas, con el 
fin de garantizar su aprovechamiento equitativo y eficiente, en beneficio del desarrollo 
nacional; 

XIX. Participar en la formulación de políticas de cooperación fronteriza, incluyendo la seguridad y 
desarrollo de infraestructura en la frontera sur, así como en la negociación de acuerdos 
bilaterales y regionales en la materia; 

XX. Coordinar la participación de México en la Conferencia Regional sobre Migración; 

XXI. Coadyuvar, en coordinación con las unidades administrativas y órganos administrativos 
desconcentrados de la Secretaría, así como con la Administración Pública Federal, en la 
identificación de nuevas oportunidades de intercambio en el ámbito de su competencia que 
potencien, amplíen y dinamicen las relaciones políticas, económicas, comerciales y de 
cooperación de México con los países de Centroamérica y el Caribe; 

XXII. Participar y coadyuvar en la cooperación internacional para hacer frente a aquellos retos 
compartidos con los países de Centroamérica y el Caribe, tales como la seguridad, la 
migración y los desastres naturales o antrópicos, en coordinación con las unidades 
administrativas y órganos administrativos desconcentrados de la Secretaría, y con la 
Administración Pública Federal; así como en la negociación de acuerdos bilaterales y 
regionales en estas materias, y 

XXIII. Ejercer las demás facultades que las disposiciones jurídicas confieran a la Secretaría, que 
sean afines a las señaladas en las fracciones anteriores, así como realizar las funciones que 
le encomiende el Secretario o su superior jerárquico. 

ARTÍCULO 32. La Dirección General para América del Sur está a cargo de un Director General, quien 
tiene las facultades siguientes: 

I. Presentar a su superior jerárquico opciones de política exterior y participar en la planeación, 
el diseño, la ejecución y la evaluación de los programas de acción internacional y los 
programas de trabajo en sus relaciones con los países y organizaciones de América del Sur, 
así como para la región en su conjunto a corto, mediano y largo plazo, con base en los 
lineamientos de política exterior; 

II. Evaluar las solicitudes de asilo político que sometan a su atención las representaciones de 
México en el exterior que se encuentren bajo su ámbito de competencia, y determinar y 
notificar lo conducente, conforme a los lineamientos que al efecto establezca la Secretaría, 
por conducto de la representación que conozca de la solicitud; 

III. Impulsar y dar seguimiento, desde la perspectiva política, al conjunto de asuntos de interés 
para México con los países y organizaciones de América del Sur; 

IV. Elaborar análisis e informes políticos y sociales requeridos para la formulación de la política 
bilateral y multilateral con los países y organizaciones de América del Sur; 

V. Coadyuvar con las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal, así 
como con las unidades administrativas y órganos administrativos desconcentrados 
competentes de la Secretaría, a la promoción, actualización y seguimiento del marco 
jurídico que regule las relaciones de México con los países y organizaciones de América  
del Sur; 

VI. Contribuir, cuando así sea requerido por las unidades administrativas y órganos 
administrativos desconcentrados competentes de la Secretaría, a la formulación de sus 
políticas de cooperación bilateral, regional y multilateral, sobre temas de la agenda de 
América del Sur; 

VII. Coordinar la recopilación y análisis de información sobre la situación interna y posición 
internacional de los países de América del Sur, generar opciones de política exterior y, en 
su caso, transmitirla a otras dependencias y entidades de la Administración Pública Federal, 
así como a otras instancias nacionales; 

VIII. Transmitir instrucciones sobre asuntos de política bilateral a los titulares de las 
representaciones diplomáticas y consulares en América del Sur; 
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IX. Presentar a su superior jerárquico, propuestas para la apertura o cierre, así como la 
definición de concurrencias de las representaciones diplomáticas y consulares en América 
del Sur, en coordinación con las unidades administrativas correspondientes; 

X. Evaluar sistemáticamente la aplicación de las directrices e instrucciones transmitidas a las 
representaciones diplomáticas y consulares de México en América del Sur sobre política 
exterior o programas de trabajo, y someter a consideración de su superior jerárquico los 
ajustes que sean aconsejables de acuerdo con las circunstancias y las necesidades del 
caso; 

XI. Coordinar, en consulta con las unidades administrativas y órganos administrativos 
desconcentrados de la Secretaría con competencia en los temas de que se trate, la 
conducción de las relaciones políticas bilaterales y multilaterales de México con los países y 
organizaciones de América del Sur, a través de la atención oportuna de los asuntos que le 
formulen las representaciones de los gobiernos acreditados ante el gobierno de México; 

XII. Planear, programar, desarrollar y evaluar las actividades relacionadas con la concertación, 
preparación, realización y seguimiento de las visitas de alto nivel, en coordinación con las 
unidades administrativas competentes de la Secretaría y de las dependencias y entidades 
de la Administración Pública Federal, en el ámbito de su competencia; 

XIII. Planear, preparar, organizar, dirigir y dar seguimiento a las reuniones que en materia de 
consultas políticas gubernamentales y reuniones binacionales se realicen con los países y 
organizaciones de América del Sur, en coordinación con las unidades administrativas 
competentes; 

XIV. Coadyuvar con la Dirección General de Protocolo en la tramitación de los permisos de 
sobrevuelo y aterrizaje en territorio nacional, para aeronaves oficiales civiles o militares que 
transporten funcionarios gubernamentales, ya sea en visita a México, o bien, en tránsito, así 
como en la gestión de los permisos correspondientes de aeronaves mexicanas ante 
gobiernos extranjeros, para el mismo objeto; 

XV. Tramitar ante la Secretaría de Marina los permisos de tránsito o visita para buques de 
armadas extranjeras y, a su vez, los permisos que la Armada de México requiera para el 
mismo objeto, en el ámbito de su competencia; 

XVI. Participar, en coordinación con las unidades administrativas competentes de la Secretaría, 
en la elaboración de evaluaciones sobre la organización interna de las representaciones 
diplomáticas y consulares de México en América del Sur, para atender sus necesidades y 
requerimientos en materia de recursos humanos y financieros; 

XVII. Coadyuvar, en coordinación con las unidades administrativas y órganos administrativos 
desconcentrados de la Secretaría, así como con la Administración Pública Federal, en la 
identificación de nuevas oportunidades de intercambio en el ámbito de su competencia que 
potencien, amplíen y dinamicen las relaciones políticas, económicas, comerciales y de 
cooperación de México con los países de América del Sur; 

XVIII. Participar y coadyuvar en la cooperación internacional frente a retos compartidos con los 
países de América del Sur como seguridad, migración y desastres naturales o antrópicos, y 
en coordinación con las unidades administrativas y órganos administrativos 
desconcentrados de la Secretaría, y con la Administración Pública Federal; así como en la 
negociación de acuerdos bilaterales y regionales en estas materias; 

XIX. Recibir y dar respuesta a las solicitudes de opinión que formule la Secretaría de 
Gobernación, referente a fijar o suprimir los lugares destinados al tránsito internacional  de 
personas de la región de su competencia, y 

XX. Ejercer las demás facultades que las disposiciones jurídicas confieran a la Secretaría, que 
sean afines a las señaladas en las fracciones anteriores, así como realizar las funciones  
que le encomiende el Secretario o su superior jerárquico. 

ARTÍCULO 33. La Dirección General de Organismos y Mecanismos Regionales Americanos está a cargo 
de un Director General, quien tiene las facultades siguientes: 

I. Formular e impartir, en coordinación con las diversas unidades administrativas y organismos 
administrativos desconcentrados de la Secretaría y otras dependencias gubernamentales, 
los lineamientos generales que normen la actuación de México en los organismos que 
conforman el Sistema Interamericano, en las organizaciones regionales de carácter 
autónomo, así como en los mecanismos de concertación multilateral y mecanismos 
permanentes de consulta y concertación política de la región; 
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II. Participar en las reuniones convocadas en el marco de los organismos del Sistema 
Interamericano, en las organizaciones regionales de carácter autónomo, así como de los 
mecanismos de concertación multilateral y de los mecanismos de consulta y concertación 
política de la región; 

III. Proponer a su superior jerárquico la concertación de acciones encaminadas a establecer la 
posición de México en los temas de carácter político, jurídico y social que se examinen en 
los organismos y mecanismos regionales americanos y en los espacios de relacionamiento 
de dichos mecanismos con otros países; 

IV. Supervisar y coordinar las labores de las representaciones de México ante los organismos 
regionales americanos, así como la oportuna acreditación y actuación de las delegaciones 
de México, incluidas las reuniones de los mecanismos regionales americanos; 

V. Realizar los estudios y acciones necesarios para promover las iniciativas de México en los 
organismos y mecanismos regionales americanos; 

VI. Coordinar con la Dirección General para la Organización de las Naciones Unidas y de 
acuerdo a los lineamientos establecidos por el Grupo de Candidaturas de la Secretaría, las 
candidaturas de México en el ámbito de los organismos y mecanismos regionales de 
concertación de su competencia, así como considerar y otorgar el apoyo a las peticiones 
que formulen otros países a favor de sus candidatos; 

VII. Realizar, en coordinación con la Dirección General de Programación, Organización y 
Presupuesto, los trámites necesarios para cumplir con los pagos de contribuciones, 
aportaciones y cuotas de México ante los organismos internacionales en materia de su 
competencia, así como apoyar a otras dependencias y entidades de la Administración 
Pública Federal en cumplimiento de sus compromisos con organismos internacionales, en 
coordinación con las representaciones de México en el exterior, y 

VIII. Ejercer las demás facultades que las disposiciones jurídicas confieran a la Secretaría, que 
sean afines a las señaladas en las fracciones anteriores, así como realizar las funciones que 
le encomiende el Secretario o su superior jerárquico. 

ARTÍCULO 34. La Dirección General para Temas Globales está a cargo de un Director General, quien 
tiene las facultades siguientes: 

I. Formular al superior jerárquico estrategias de política exterior en coordinación con las 
unidades administrativas y órganos administrativos desconcentrados competentes de la 
Secretaría y de las distintas dependencias y entidades de la Administración Pública Federal, 
relativas a los temas de la agenda multilateral de naturaleza transversal, enfocados al 
desarrollo humano sostenible, tales como el medio ambiente y los recursos naturales, el 
cambio climático, y sociales como la población, el desarrollo social, la energía, la agricultura 
y la alimentación, entre otros, que se abordan en los ámbitos regionales, subregionales e 
internacional; 

II. Proponer al superior jerárquico acciones encaminadas a establecer la posición de México 
en temas competencia de esta Dirección General, así como en aquellos otros temas 
emergentes de la agenda internacional y regional cuyo carácter evolutivo y dinámico exija 
una intervención y respuesta en beneficio de los intereses del país, así como implementar 
las acciones que, en su caso, sean aprobadas; 

III. Promover, en coordinación con las unidades administrativas y órganos administrativos 
desconcentrados de la Secretaría, así como con las dependencias y entidades de la 
Administración Pública Federal competentes, el apoyo internacional para fortalecer los 
esfuerzos que el gobierno de México realiza para la implementación y seguimiento de la 
Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible; 

IV. Realizar los estudios y acciones necesarios para promover las iniciativas de México en 
materias de su competencia; 

V. Promover, en los temas de su competencia y en coordinación con la Dirección General de 
Vinculación con las Organizaciones de la Sociedad Civil, un diálogo efectivo entre la 
Secretaría y las organizaciones de la sociedad civil interesadas, con miras a mantenerlas 
informadas de las actividades que lleva a cabo la Dirección General y tener en cuenta sus 
observaciones y sugerencias en la definición y ejecución de la política exterior de México en 
los temas competencia de esta Dirección General; 
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VI. Proveer elementos a las demás dependencias y entidades de la Administración Pública 
Federal que coadyuven en la aplicación de los programas derivados del Plan Nacional de 
Desarrollo que recaigan en el ámbito de su competencia, con el propósito de contribuir al 
cumplimiento de los compromisos internacionales de México; 

VII. Formular, coordinar y proporcionar los lineamientos para la realización de las actividades de 
las representaciones de México en el exterior, en las reuniones relacionadas con los temas 
de su competencia, así como la oportuna acreditación y actuación de las delegaciones de 
México en cada caso; 

VIII. Recopilar y difundir entre las unidades administrativas y órganos administrativos 
desconcentrados de la Secretaría, así como dependencias y entidades de la Administración 
Pública Federal, así como otras instancias nacionales interesadas, la información y 
documentación relativas a los resultados de las negociaciones internacionales en materias 
de su competencia; 

IX. Dar seguimiento a la labor de los organismos internacionales en temas de su competencia; 

X. Proponer al Secretario la suscripción y adhesión a instrumentos internacionales relativos a 
los temas de su competencia ya existentes o, en su caso, promover la participación de 
México en las negociaciones de nuevos instrumentos, en coordinación con las demás áreas 
competentes de la Secretaría, así como dar seguimiento al cumplimento de los mismos; 

XI. Realizar, en coordinación con la Dirección General de Programación, Organización y 
Presupuesto y con la Dirección General para la Organización de las Naciones Unidas, los 
trámites necesarios para cumplir con los pagos de contribuciones, aportaciones y cuotas de 
México ante los organismos internacionales en materia de su competencia, así como apoyar 
a otras dependencias y entidades de la Administración Pública Federal en cumplimiento de 
sus compromisos con organismos internacionales, en coordinación con las 
representaciones de México en el exterior, y 

XII. Ejercer las demás facultades que las disposiciones jurídicas confieran a la Secretaría, que 
sean afines a las señaladas en las fracciones anteriores, así como realizar las funciones que 
le encomiende el Secretario o su superior jerárquico. 

ARTÍCULO 35. La Dirección General para la Organización de las Naciones Unidas está a cargo de un 
Director General, quien tiene las facultades siguientes: 

I. Formular e impartir, en coordinación con las unidades administrativas y órganos 
administrativos desconcentrados de la Secretaría, así como con las dependencias y 
entidades de la Administración Pública Federal competentes, las estrategias y los 
lineamientos generales que normen la actuación de México en la Organización de las 
Naciones Unidas, los organismos y mecanismos internacionales especializados y en otros 
foros o mecanismos de alcance mundial; 

II. Diseñar, proponer y coadyuvar a la instrumentación de las estrategias de política exterior en 
las instancias internacionales de su competencia, en coordinación con las unidades 
administrativas y órganos administrativos desconcentrados de la Secretaría, así como con 
las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal involucradas y con otras 
instancias nacionales cuando corresponda; 

III. Preparar la participación de México en las reuniones convocadas por los mecanismos de la 
Organización de las Naciones Unidas y organismos y mecanismos internacionales 
especializados; 

IV. Proponer y concertar las acciones encaminadas a establecer la posición de México en los 
temas de carácter político relacionados con la paz y la seguridad internacional, 
administrativo, presupuestal, humanitario y de desarme que sean objeto de examen en la 
Organización de las Naciones Unidas y en los organismos y mecanismos internacionales 
especializados; 

V. Proponer y concertar las acciones encaminadas a establecer la posición de México en los 
temas multilaterales en el ámbito de la paz y la seguridad internacional, incluyendo las 
operaciones de paz de la Organización de las Naciones Unidas, el seguimiento a la agenda 
del Consejo de Seguridad de la Organización de las Naciones Unidas, el desarme y la no 
proliferación de armas, el problema mundial de las drogas, la cooperación internacional para 
la prevención del delito, el combate a la corrupción, la prevención y lucha contra el 
terrorismo, el combate a las operaciones con recursos de procedencia ilícita y a las diversas 
expresiones de la delincuencia organizada trasnacional, tales como la trata de personas, el 
tráfico ilícito de migrantes y el tráfico ilícito de armas de fuego, y los delitos emergentes, así 
como la prevención de los desastres naturales, que se abordan en los ámbitos regional, 
subregional e internacional; 
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VI. Realizar los estudios y acciones necesarios para promover las iniciativas de México 
relacionadas con la paz y la seguridad internacional en el marco de la Organización de las 
Naciones Unidas y los organismos y mecanismos internacionales especializados; 

VII. Coordinar las acciones de la Secretaría en materia de candidaturas internacionales del 
gobierno de México; 

VIII. Supervisar y coordinar las labores de las representaciones de México ante los órganos de la 
Organización de las Naciones Unidas y organismos y mecanismos internacionales 
especializados de su competencia; así como la oportuna acreditación y actuación de las 
delegaciones de México en cada caso; 

IX. Coordinar el establecimiento de mecanismos de información y consulta con la Organización 
de las Naciones Unidas y los organismos y mecanismos internacionales especializados, así 
como con las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal en las 
materias de su competencia; 

X. Recopilar y difundir entre las unidades administrativas y órganos administrativos 
desconcentrados competentes de la Secretaría y de las distintas dependencias y entidades 
de la Administración Pública Federal interesadas, así como en otras instancias nacionales, 
la información y documentación sobre aquellos asuntos de interés específico que se 
encuentran en gestión vinculados a la paz y la seguridad internacionales y los resultados de 
las negociaciones internacionales; 

XI. Proponer elementos y participar en la negociación de acuerdos, convenios y tratados 
internacionales, particularmente los relativos a la paz y la seguridad internacionales 
promovidos por la Organización de las Naciones Unidas, así como aquellos promovidos por 
los organismos y mecanismos internacionales especializados y otras instancias 
internacionales; 

XII. Dar seguimiento a la labor de la Organización de las Naciones Unidas, los organismos y 
mecanismos internacionales especializados y de otros foros u organismos internacionales; 

XIII. Realizar, en coordinación con la Dirección General de Programación, Organización y 
Presupuesto, los trámites necesarios para cumplir con los pagos de contribuciones, 
aportaciones y cuotas de México ante los organismos internacionales en materia de su 
competencia, así como apoyar a otras dependencias y entidades de la Administración 
Pública Federal en cumplimiento de sus compromisos con organismos internacionales, en 
coordinación con las representaciones de México; 

XIV. Promover, en los temas de su competencia y en coordinación con la Dirección General de 
Derechos Humanos y Democracia relacionado con la Dirección General de Vinculación con 
las Organizaciones de la Sociedad Civil, un diálogo efectivo entre la Secretaría y las 
organizaciones de la sociedad civil interesadas, con miras a mantenerlas informadas de las 
actividades que lleva a cabo la Dirección General y tener en cuenta sus observaciones y 
sugerencias en la definición y ejecución de la política exterior de México en los temas 
competencia de la Dirección General, y 

XV. Ejercer las demás facultades que las disposiciones jurídicas confieran a la Secretaría, que 
sean afines a las señaladas en las fracciones anteriores, así como realizar las funciones  
que le encomiende el Secretario o su superior jerárquico. 

ARTÍCULO 36. La Dirección General de Derechos Humanos y Democracia está a cargo de un Director 
General, quien tiene las facultades siguientes: 

I. Proponer al Secretario y coordinar la política exterior de México en materia de derechos 
humanos y democracia; 

II. Desarrollar, en coordinación con las unidades administrativas y órganos administrativos 
desconcentrados competentes de la Secretaría, la política exterior de México en materia de 
derechos humanos y democracia; 

III. Coordinar los trabajos de las unidades administrativas y órganos administrativos 
desconcentrados competentes de la Secretaría con otras dependencias y entidades de la 
Administración Pública Federal, en la definición e instrumentación de la acción internacional 
de México en los temas relativos a la promoción y protección de los derechos humanos, de 
la democracia, el refugio, la migración, la promoción de la igualdad de género, la lucha 
contra la discriminación, y la atención a grupos vulnerables, entre otros; 
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IV. Emitir opinión a la Secretaría de Gobernación, sobre las condiciones prevalecientes en el 
país de origen de los solicitantes de reconocimiento de la condición de refugiado, de 
conformidad con lo dispuesto en la Ley sobre Refugiados, Protección Complementaria y 
Asilo Político, y su Reglamento; 

V. Coordinar la relación interinstitucional de la Secretaría con las demás dependencias y 
entidades de la Administración Pública Federal competentes en los temas de la Dirección 
General, a efecto de determinar las posiciones internacionales que adoptará el gobierno de 
México en la materia; 

VI. Preparar la participación de México en las reuniones convocadas por organismos y 
mecanismos internacionales en los temas competencia de la Dirección General y en las 
reuniones bilaterales sobre el tema; 

VII. Supervisar y coordinar la actuación de las delegaciones de México en las reuniones 
relacionadas con los temas competencia de la Dirección General; 

VIII. Llevar a cabo actividades de promoción y difusión en materia de derechos humanos y 
democracia; 

IX. Mantener informadas a las representaciones de México sobre la política exterior de México 
en materia de derechos humanos y sobre la situación nacional de los derechos humanos; 

X. Negociar acuerdos y acciones de cooperación en materia de derechos humanos y 
democracia, tanto con organismos, instituciones y organizaciones nacionales, regionales e 
internacionales, como con otros Estados. En caso de las acciones de cooperación 
internacional para el desarrollo, estas deberán concertarse en coordinación con la Agencia 
Mexicana de Cooperación Internacional para el Desarrollo; 

XI. Dar seguimiento, en coordinación con las dependencias nacionales y organismos 
internacionales, a la implementación de las medidas cautelares y provisionales emitidas por 
los mecanismos internacionales y regionales de protección de los derechos humanos; 

XII. Recibir y procesar las quejas y denuncias presentadas en contra del Estado Mexicano ante 
organismos internacionales de derechos humanos y representar al gobierno de México en 
los litigios o procedimientos derivados de los mismos, en coordinación con la Consultoría 
Jurídica. Asimismo, promover la adopción de las medidas necesarias para resolver, 
conforme a derecho dichas quejas o denuncias; 

XIII. Atender, en coordinación con las dependencias y entidades competentes de la 
Administración Pública Federal, las solicitudes de información provenientes de 
organizaciones no gubernamentales nacionales o internacionales, en relación con la política 
exterior de México en materia de derechos humanos o sobre los casos individuales objeto 
de atención internacional; 

XIV. Coordinar el análisis y preparar los informes del gobierno de México conforme a los 
compromisos internacionales adquiridos en materia de derechos humanos y democracia; 

XV. Promover, en coordinación con la Dirección General de Vinculación con las Organizaciones 
de la Sociedad Civil, una relación efectiva entre la Secretaría y las organizaciones de la 
sociedad civil interesadas, con miras a tomar en cuenta sus observaciones y sugerencias en 
la definición y ejecución de la política exterior de México en los temas competencia de la 
Dirección General; 

XVI. Proponer al Secretario la suscripción y adhesión a instrumentos internacionales sobre 
derechos humanos ya existentes o, en su caso, promover la participación de México en las 
negociaciones de nuevos instrumentos, en coordinación con las demás unidades 
administrativas y órganos administrativos desconcentrados competentes de la Secretaría, 
así como dar seguimiento al cumplimento de los mismos; 

XVII. Realizar, en coordinación con la Dirección General de Programación, Organización y 
Presupuesto y con la Dirección General para la Organización de las Naciones Unidas de la 
Secretaría, los trámites necesarios para cumplir con los pagos de contribuciones, 
aportaciones y cuotas de México ante los organismos internacionales en materia de su 
competencia, así como apoyar a otras dependencias y entidades de la Administración 
Pública Federal en cumplimiento de sus compromisos con organismos internacionales, en 
coordinación con las representaciones de México en el exterior, y 

XVIII. Ejercer las demás facultades que las disposiciones jurídicas confieran a la Secretaría, que 
sean afines a las señaladas en las fracciones anteriores, así como realizar las funciones  
que le encomiende el Secretario o su superior jerárquico. 
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ARTÍCULO 37. La Dirección General de Vinculación con las Organizaciones de la Sociedad Civil está a 
cargo de un Director General, quien tiene las facultades siguientes: 

I. Ser el enlace de la Secretaría con las organizaciones de la sociedad civil y coordinar los 
servicios de información, vinculación e interlocución de todas las unidades administrativas 
de la Secretaría en esta materia; 

II. Facilitar el intercambio de información y la promoción de acciones de vinculación a nivel 
nacional e internacional, entre la Secretaría y las organizaciones de la sociedad civil, 
conforme a los lineamientos que, en su caso, se emitan; 

III. Desarrollar y coordinar los mecanismos institucionales e interinstitucionales, criterios, 
políticas, programas, estrategias y lineamientos encaminados a facilitar la interacción de la 
Secretaría con las organizaciones de la sociedad civil; 

IV. Promover el diálogo como una modalidad para conocer la opinión de las organizaciones de 
la sociedad civil y, cuando proceda, hacerlas del conocimiento de las unidades 
administrativas y órganos administrativos desconcentrados correspondientes de la 
Secretaría, para su utilización en la formulación de la política exterior; 

V. Someter a consideración del superior jerárquico, las propuestas conducentes para la 
atención de solicitudes, invitaciones y proyectos de cooperación que formulen a la 
Secretaría las organizaciones de la sociedad civil, con pleno respeto de las leyes 
mexicanas; 

VI. Promover el acceso a la información, al diálogo, a la consulta y al análisis en temas de 
política exterior a las organizaciones de la sociedad civil, a través de foros y eventos 
públicos, material de divulgación, grupos de análisis de la sociedad civil, redes de medios 
electrónicos y publicaciones impresas; así como actividades de formación dirigidas a 
organizaciones de la sociedad civil; 

VII. Orientar a las organizaciones de la sociedad civil en su vinculación con los organismos, 
foros e instancias internacionales en los que México participa, así como en su integración a 
delegaciones internacionales de conformidad con el acuerdo por el que se establecen los 
lineamientos para la participación de las organizaciones de la sociedad civil en temas de 
política exterior; 

VIII. Integrar los informes de las tareas de fomento a las actividades de la sociedad civil que en 
materia de política exterior se desarrollen por las unidades administrativas y órganos 
administrativos desconcentrados de la Secretaría; 

IX. Promover acciones de vinculación en las actividades derivadas de la Ley Federal de 
Fomento a las Actividades Realizadas por Organizaciones de la Sociedad Civil, en 
coordinación con otras dependencias y entidades de la Administración Pública Federal y de 
las entidades federativas; 

X. Ser el enlace entre las organizaciones no gubernamentales internacionales y las 
dependencias y entidades de la Administración Pública Federal, y entidades federativas 
para proporcionarles información y mecanismos de interlocución sobre las acciones y 
contenidos de la política exterior, con apego a lo dispuesto por las leyes mexicanas; 

XI. Realizar las publicaciones impresas y electrónicas que difundan temas de política exterior y 
la información relacionada con la celebración de eventos y foros nacionales e 
internacionales de interés para las organizaciones de la sociedad civil, previa aprobación de 
la Comisión Editorial por conducto de la Dirección General del Acervo Histórico Diplomático; 

XII. Fomentar el voluntariado y la conciencia en la solidaridad internacional, y 

XIII. Ejercer las demás facultades que las disposiciones jurídicas confieran a la Secretaría, que 
sean afines a las señaladas en las fracciones anteriores, así como realizar las funciones que 
le encomiende el Secretario o su superior jerárquico. 

ARTÍCULO 38. La Dirección General de Impulso Económico Global está a cargo de un Director General, 
quien tiene las facultades siguientes: 

I. Fungir como enlace entre la Secretaría y organismos internacionales, y entre las 
autoridades competentes de los tres órdenes de gobierno, así como entre las empresas y 
organismos del sector privado de México y entre estos y sus contrapartes en el exterior, 
para dar seguimiento a la ejecución de los programas, actividades y compromisos de 
promoción económica y temas urbanos, a través de las representaciones de México en el 
exterior; 
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II. Diseñar y coordinar, en conjunto con las autoridades competentes de los tres órdenes de 
gobierno y, en su caso, en coordinación con las áreas competentes de esta Secretaría, la 
realización de misiones de promoción económica en el exterior; 

III. Promover en colaboración con las representaciones de México en el exterior y las 
autoridades competentes de los tres órdenes de gobierno, la realización de misiones 
empresariales extranjeras hacia México para la búsqueda de oportunidades de exportación 
de productos mexicanos y la atracción de inversión extranjera directa, enfocadas a los 
sectores prioritarios y/o estratégicos; 

IV. Promover la imagen de México en el exterior, a través de las representaciones de México en 
el exterior, así como con otras autoridades competentes de los tres órdenes de gobierno, 
con el propósito de realizar promoción económica y comercial; 

V. Proponer al superior jerárquico el nombramiento de funcionarios de la Secretaría como 
encargados de la promoción económica en las representaciones de México en el exterior, 
así como de los representantes de las misiones especiales y delegaciones a conferencias o 
reuniones internacionales; 

VI. Fungir como enlace para dar trámite a las solicitudes de empresarios extranjeros y 
mexicanos, y de las representaciones de gobiernos extranjeros acreditadas en México, 
relacionadas a temas de promoción económica; 

VII. Planear, programar, organizar y dirigir los talleres y seminarios para la capacitación y 
actualización a las representaciones de México en el exterior, en materia de promoción 
económica, así como instrumentar con el Instituto Matías Romero, acciones para la 
capacitación y actualización de los miembros del Servicio Exterior Mexicano; 

VIII. Proponer al superior jerárquico la suscripción y adhesión a instrumentos internacionales 
relativos a los temas de su competencia ya existentes o, en su caso, promover la 
participación de México en las negociaciones de nuevos instrumentos, en coordinación con 
las demás autoridades competentes; 

IX. Formular al superior jerárquico estrategias de la agenda de promoción económica en el 
exterior, en coordinación con las unidades administrativas competentes de la Secretaría y 
de las distintas dependencias y entidades de la Administración Pública Federal; 

X. Coordinar con otras dependencias y entidades de la Administración Pública Federal, las 
reuniones de concertación y colaboración económica y financiera de México con el mundo; 

XI. Promover la cooperación entre las bancas de desarrollo y comercial de México con otros 
países y el mejoramiento del marco institucional para el desarrollo de los mercados; 

XII. Promover la integración económica y empresarial con los países socios de México, 
mediante el desarrollo de acciones, proyectos y programas de promoción en el ámbito 
productivo: armonización de normas, estándares técnicos, y mecanismos y políticas de 
regulación y control, así como la transferencia de tecnología y la formación y capacitación 
de recursos humanos; 

XIII. Coadyuvar a la ejecución de la política económica exterior, mediante el seguimiento de 
tratados y acuerdos económicos que suscriba México con los diferentes países del mundo; 

XIV. Diseñar estrategias para desarrollar la promoción económica derivado de estudios 
disponibles sobre la situación económica y los grados de complementariedad con la 
economía nacional; 

XV. Generar condiciones para mejorar la capacidad de uso de los Acuerdos Económicos y 
Comerciales en los que México sea parte; 

XVI. Coadyuvar en la coordinación, ejecución e instrumentación de las acciones de promoción de 
la atracción de inversión extranjera directa que realicen las autoridades competentes de los 
tres órdenes de gobierno, por conducto de las representaciones de México en el exterior; 

XVII. Participar en las negociaciones de acuerdos en materia económica, con el objeto de 
fortalecer la cooperación en ese marco; 

XVIII. Difundir y brindar asesoría a la comunidad empresarial, nacional e internacional, apoyados 
de la Red de Representaciones de México en el Exterior, respecto de los beneficios 
contenidos en los tratados internacionales o negociaciones en materia económica y 
comercial, promoviendo la colocación de productos y servicios nacionales en el mercado 
internacional, de manera directa o indirecta; 
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XIX. Organizar y apoyar la participación de México en misiones, ferias y exposiciones que se 
realicen en el extranjero, para difundir los productos, servicios, imagen y temas de interés 
nacional, así como coadyuvar en la organización y ejecución de la agenda global en el 
exterior, y 

XX. Ejercer las demás facultades que las disposiciones jurídicas confieran a la Secretaría, que 
sean afines a las señaladas en las fracciones anteriores, así como realizar las funciones que 
le encomiende el Secretario o su superior jerárquico. 

ARTÍCULO 39. La Dirección General de Diplomacia Cultural está a cargo de un Director General, quien 
tiene las facultades siguientes: 

I. Elaborar los lineamientos en materia de promoción cultural para su aplicación en las 
representaciones de México en el exterior, en colaboración con otras dependencias y 
entidades competentes de la Administración Pública Federal, para someterlos a 
consideración del superior jerárquico; 

II. Coordinar y apoyar los programas y las actividades de promoción y difusión cultural que 
realizan las representaciones de México en el exterior; asimismo, colaborar, a través de las 
representaciones, con las organizaciones del sector privado interesadas en la promoción y 
difusión de la cultura mexicana; 

III. Promover la imagen cultural de México en el exterior, en coordinación con otras 
dependencias y entidades de la Administración Pública Federal y, en su caso, actores 
internacionales; 

IV. Coordinar la negociación, suscripción y ejecución de los convenios y acuerdos 
complementarios para establecer programas bilaterales y multilaterales de carácter cultural; 

V. Servir de enlace de las áreas centrales de la Secretaría y de la Administración Pública 
Federal, estatal y municipal, en general, con las representaciones de México en el exterior 
en materia de promoción e intercambio cultural; 

VI. Promover la negociación de los instrumentos jurídicos necesarios para difundir e 
incrementar el patrimonio artístico y cultural de la Federación que se encuentra bajo el 
resguardo de la Secretaría, de conformidad con la normativa aplicable; 

VII. Apoyar las donaciones de gobiernos extranjeros a instituciones mexicanas en materia de 
promoción e intercambio cultural y, en su caso, emitir una opinión razonada y expedir la 
documentación correspondiente; 

VIII. Coordinar la evaluación de los programas y actividades de intercambio cultural de la 
Secretaría; 

IX. Coordinar las relaciones interinstitucionales de la Secretaría en materia cultural y dar 
seguimiento a los compromisos internacionales adquiridos en dicha materia; 

X. Coadyuvar a la difusión de información y documentación cultural entre las instituciones 
nacionales y extranjeras interesadas que cuenten con actividad internacional en la materia; 

XI. Coordinar y facilitar las iniciativas mexicanas ante foros internacionales en materia de 
intercambio cultural; 

XII. Representar a la Secretaría en foros nacionales e internacionales en materia de su 
competencia; 

XIII. Emitir la opinión respecto de la exportación temporal de monumentos arqueológicos para su 
exhibición en el extranjero a que se refiere el artículo 37 Bis, fracción I, del Reglamento de 
la Ley Federal sobre Monumentos y Zonas Arqueológicos, Artísticos e Históricos; 

XIV. Atender los requerimientos de información sobre el ámbito cultural que los sectores público 
y privado hagan a la Secretaría, en su caso, coordinándose con la Dirección General de 
Coordinación Política y demás unidades administrativas de la Secretaría, previo acuerdo 
con su superior jerárquico, y 

XV. Ejercer las demás facultades que las disposiciones jurídicas confieran a la Secretaría, que 
sean afines a las señaladas en las fracciones anteriores, así como realizar las funciones que 
le encomiende el Secretario o su superior jerárquico. 
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ARTÍCULO 40. La Dirección General de Diplomacia Turística está a cargo de un Director General, quien 
tiene las facultades siguientes: 

I. Elaborar los lineamientos en materia de promoción turística para su aplicación en las 
representaciones de México en el exterior, en colaboración con otras dependencias y 
entidades competentes de la Administración Pública Federal, para someterlos a 
consideración del superior jerárquico; 

II. Participar en la ejecución de la política de promoción turística de acuerdo a las prioridades 
de desarrollo nacional y con base en las disposiciones jurídicas aplicables, en coordinación 
con la Secretaría de Turismo, y demás instancias competentes; 

III. Coordinar y apoyar los programas y las actividades de promoción turística que realizan las 
representaciones de México en el exterior; asimismo, colaborar, a través de dichas 
representaciones, con las organizaciones del sector privado en el exterior, interesadas en la 
promoción turística del territorio nacional; 

IV. Promover la difusión turística de México en el exterior, en colaboración con la Secretaría de 
Turismo y, en su caso, con actores internacionales; 

V. Proponer a la Secretaría de Turismo la negociación, suscripción y ejecución de convenios y 
acuerdos para establecer programas bilaterales y multilaterales para la promoción turística; 

VI. Servir de enlace de las unidades administrativas y órganos administrativos desconcentrados 
de la Secretaría y de la Secretaría de Turismo, con las representaciones de México en el 
exterior, en materia de promoción e intercambio turístico; 

VII. Evaluar los programas y actividades de promoción turística de la Secretaría en el exterior; 

VIII. Representar a la Secretaría en foros nacionales e internacionales en materia de su 
competencia, y 

IX. Ejercer las demás facultades que las disposiciones jurídicas confieran a la Secretaría, que 
sean afines a las señaladas en las fracciones anteriores, así como realizar las funciones que 
le encomiende el Secretario o su superior jerárquico. 

ARTÍCULO 41. La Dirección General de Prospectiva está a cargo de un Director General, quien tiene las 
facultades siguientes: 

I. Establecer en coordinación con las Subsecretarías y la Dirección General de Servicios 
Consulares, el diseño de políticas, y procedimientos que permitan evaluar el cumplimiento 
de objetivos por parte de las representaciones de México en el exterior; 

II. Establecer mecanismos de evaluación cuantitativa y cualitativa del cumplimiento de 
acciones de las representaciones de México en el exterior; 

III. Diseñar sistemas de almacenamiento de información, a fin de generar estadísticas del 
cumplimiento de objetivos por parte de las representaciones de México en el exterior; 

IV. Diseñar y administrar en coordinación con la Dirección General de Tecnologías de 
Información e Innovación o demás unidades administrativas y órganos administrativos 
desconcentrados de la Secretaría, plataformas que permitan el intercambio de información 
entre las representaciones de México en el exterior, respecto de aquellos temas de interés 
para la Secretaría; 

V. Evaluar los avances de los resultados esperados y escenarios prospectivos que se hayan 
establecido con las representaciones de México en el exterior; 

VI. Realizar seguimiento a las acciones en política exterior implementadas por las 
representaciones de México en el exterior, que coadyuven al cumplimiento de los objetivos 
a mediano y largo plazo; 

VII. Desarrollar documentos de análisis de seguimiento y prospectiva a partir de la información 
concentrada sobre temas concretos que incidan en las decisiones de política exterior de 
México; 

VIII. Proponer dinámicas y estrategias temáticas para los representantes de México en el 
exterior, a fin de incidir y decidir en temas relevantes para nuestro país que tengan un 
impacto transversal; 
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IX. Elaborar cruces temáticos y categorización de información que generen en su conjunto las 
representaciones de México en el exterior, para identificar eventos que puedan tener 
impacto en el cumplimiento de los objetivos de la política exterior, y 

X. Ejercer las demás facultades que las disposiciones jurídicas confieren a la Secretaría, que 
sean afines a las señaladas en las fracciones anteriores, así como realizar las funciones que 
le encomiende el Secretario o su superior jerárquico. 

ARTÍCULO 42. La Dirección General del Servicio Exterior y de Recursos Humanos está a cargo de un 
Director General, quien tiene las facultades siguientes: 

I. Llevar a cabo la planeación de los recursos humanos y la administración del personal; así 
como suscribir los instrumentos jurídicos necesarios para formalizar las relaciones laborales; 

II. Realizar las acciones necesarias para la aplicación de la Ley del Servicio Exterior Mexicano 
y de su Reglamento, en el ámbito de su competencia; 

III. Preparar las Cartas Credenciales de los Embajadores y las Patentes de los funcionarios 
consulares; 

IV. Utilizar el Gran Sello de la Nación; 

V. Dar cuenta a la Comisión de Personal del Servicio Exterior Mexicano de las propuestas que 
formulen las Subsecretarías y la Unidad de Administración y Finanzas en torno a las 
condiciones personales de los servidores públicos o empleados del propio Servicio, a efecto 
de que se consideren los casos de cambio o promoción; 

VI. Llevar a cabo las acciones y trámites necesarios para que la Subcomisión de Asuntos 
Disciplinarios de la Comisión de Personal del Servicio Exterior Mexicano, substancie los 
procedimientos administrativos disciplinarios a los miembros del Servicio Exterior Mexicano, 
en términos de lo dispuesto por la Ley del Servicio Exterior Mexicano y su Reglamento; 

VII. Llevar el registro del personal del Servicio Exterior Mexicano adscrito a las misiones 
diplomáticas, consulares y ante organismos internacionales; 

VIII. Realizar el registro, control y validación de los dependientes económicos de los miembros 
del Servicio Exterior Mexicano de carrera y temporal comisionados en el exterior para el 
otorgamiento de prestaciones, así como requerir la documentación comprobatoria de 
conformidad con la normativa aplicable; 

IX. Coordinar con las demás unidades administrativas competentes todo lo relacionado con el 
personal comisionado en el extranjero; 

X. Emitir, previa autorización del Titular de la Unidad de Administración y Finanzas, los criterios 
relativos a la contratación de empleados locales y de prestadores de servicios en las 
representaciones de México en el exterior; 

XI. Autorizar la contratación de empleados locales y de prestadores de servicios en las 
representaciones de México en el exterior, analizar y determinar, con base en la opinión de 
la Consultoría Jurídica y de la Dirección General de Asuntos Jurídicos, según corresponda, 
la rescisión de los contratos celebrados con los mismos e intervenir en cualquier asunto 
relacionado con estos; 

XII. Mantener correspondencia con el personal comisionado en el exterior para conocer sus 
necesidades; 

XIII. Gestionar lo necesario para los miembros del Servicio Exterior Mexicano de Carrera y sus 
dependientes económicos, cuando los primeros sean adscritos en el interior del territorio 
nacional, para desempeñar una comisión en la Secretaría; 

XIV. Desempeñar la procuraduría de los miembros del Servicio Exterior Mexicano ante otras 
autoridades u organismos de la Administración Pública Federal; 

XV. Certificar las firmas de los documentos que expidan los miembros del Servicio Exterior 
Mexicano adscritos en el extranjero, en el ejercicio de sus funciones; 

XVI. Proponer políticas y criterios internos para atender los requerimientos de recursos humanos 
de las unidades administrativas de la Secretaría y realizar las labores relativas al 
reclutamiento, selección, nombramiento, contratación, incentivos, ubicación, reubicación, 
control de personal, evaluaciones para ingreso y/o permanencia, y fomentar un óptimo clima 
organizacional; 
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XVII. Incorporar la perspectiva de género en los proyectos de normativa, políticas, programas, 
acciones y actividades laborales en los que participe la Dirección General en relación con 
las unidades administrativas, órganos administrativos desconcentrados de la Secretaría y 
con las representaciones de México en el exterior; 

XVIII. Suscribir los contratos de prestación de servicios bajo el régimen de honorarios que sean 
requeridos en la Secretaría; 

XIX. Elaborar el anteproyecto de presupuesto del Capítulo de Servicios Personales de la 
Secretaría, así como gestionar su ejercicio ante la Dirección General de Programación, 
Organización y Presupuesto; 

XX. Aplicar las disposiciones que se emitan en materia de presupuesto respecto del Capítulo de 
Servicios Personales y rendir, previo acuerdo con el Titular de la Unidad de Administración y 
Finanzas, los informes que se requieran; 

XXI. Elaborar la documentación relacionada con el ejercicio del presupuesto del Capítulo de 
Servicios Personales de la Secretaría; 

XXII. Expedir constancias, hojas únicas de servicio y demás documentos que en el ámbito de su 
competencia son solicitados por los interesados, autoridades y organismos competentes; 

XXIII. Establecer los procedimientos y formas para la imposición de sanciones, aplicar al personal 
las que correspondan, registrar y tramitar administrativamente las mismas en los términos 
previstos en las Condiciones Generales de Trabajo y demás disposiciones jurídicas 
aplicables; 

XXIV. Determinar los mecanismos de control e imponer la sanción laboral al personal de 
confianza, en términos de las disposiciones jurídicas aplicables en la materia; 

XXV. Asesorar a las unidades administrativas y órganos administrativos desconcentrados de la 
Secretaría en lo referente a la aplicación de disposiciones relativas a recursos humanos; 

XXVI. Apoyar las actividades del grupo promotor voluntario de la Secretaría; 

XXVII. Auxiliar y asesorar a los miembros representantes de la Secretaría ante la Comisión 
Nacional Mixta de Escalafón, así como a las demás comisiones previstas en las 
disposiciones jurídicas aplicables que correspondan a la materia de recursos humanos; 

XXVIII. Analizar y evaluar las modificaciones a la estructura orgánica de las unidades 
administrativas y órganos administrativos desconcentrados de la Secretaría, para 
someterlas a aprobación y registro de las dependencias competentes de la Administración 
Pública Federal; 

XXIX. Promover y verificar la aplicación de los principios de igualdad de oportunidades y no 
discriminación en los procesos de selección, contratación y promoción del personal que 
labora en la Secretaría, con base en criterios de capacidad y mérito; 

XXX. Realizar el aseguramiento de los recursos humanos de la Secretaría y de las 
representaciones de México en el exterior, de conformidad con las disposiciones jurídicas 
aplicables; 

XXXI. Coadyuvar, en el ámbito de su competencia, a que a los miembros del Servicio Exterior 
Mexicano de carrera y temporal se les otorguen las prestaciones señaladas en la Ley del 
Servicio Exterior Mexicano y su Reglamento; 

XXXII. Promover la mejora continua a través del desarrollo de una cultura de calidad en la 
Secretaría; 

XXXIII. Promover en los servidores públicos una conducta apegada a los principios plasmados en el 
Código de Ética de las personas servidoras públicas del Gobierno Federal y el Código de 
Conducta del Personal de la Secretaría; 

XXXIV. Normar y expedir los gafetes, credenciales o medios de identificación del personal de la 
Secretaría y del Servicio Exterior Mexicano; 

XXXV. Suscribir las notas de estilo para la obtención de visas diplomáticas para los miembros del 
Servicio Exterior Mexicano; así como las solicitadas por las representaciones de México en 
el exterior y otras dependencias y entidades de la Administración Pública Federal; 

XXXVI. Gestionar ante las autoridades correspondientes, la autorización de creación de plazas de 
las ramas diplomática-consular y técnico-administrativa; 
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XXXVII. Revisar la estructura salarial de los miembros del Servicio Exterior Mexicano de Carrera 
ante las autoridades correspondientes; 

XXXVIII. Integrar el Anteproyecto de Presupuesto de los Empleados Locales conforme a la 
información enviada por las representaciones de México en el exterior, y supervisar la 
radicación de los recursos presupuestarios para cubrir los gastos de operación, y 

XXXIX. Ejercer las demás facultades que las disposiciones jurídicas confieran a la Secretaría, que 
sean afines a las señaladas en las fracciones anteriores, así como realizar las funciones que 
le encomiende el Secretario o el superior jerárquico. 

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 7 del Reglamento, el Director General del Servicio Exterior 
y de Recursos Humanos, para el ejercicio de sus facultades, se auxiliará del Coordinador del Servicio Exterior 
Mexicano; del Coordinador de Recursos Humanos; así como del Director Jurídico, del Director Técnico del 
Servicio Exterior Mexicano, del Director de Servicios al Personal, del Director de Innovación y Desarrollo de 
Capital Humano, de la Directora del Área de Política de Igualdad de Género y demás personal adscrito a la 
Dirección General del Servicio Exterior y de Recursos Humanos, de acuerdo con su estructura autorizada y 
manual de organización. 

ARTÍCULO 43. La Coordinación del Servicio Exterior está a cargo de un Coordinador, quien tiene las 
facultades siguientes: 

I. Realizar los trámites que correspondan como resultado de los acuerdos que adopte el 
Secretario en relación con las recomendaciones que formule la Comisión de Personal del 
Servicio Exterior Mexicano, así como de los acuerdos tomados en las Subcomisiones que 
integran dicha Comisión; 

II. Coadyuvar, en el ámbito de su competencia, a que a los miembros del Servicio Exterior 
Mexicano de carrera y temporal se les otorguen las prestaciones señaladas en la Ley del 
Servicio Exterior Mexicano y su Reglamento; 

III. Intervenir ante el Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado 
en lo relativo a las prestaciones y movimientos de afiliación que correspondan a los 
miembros del Servicio Exterior Mexicano de carrera y temporal; 

IV. Tramitar ante las autoridades competentes las solicitudes de franquicias de importación y 
exportación de menajes de casa y de vehículos de los miembros del Servicio Exterior 
Mexicano, así como suscribir documentos relacionados con dichos trámites; 

V. Coadyuvar con las demás unidades administrativas en las acciones para la repatriación del 
cuerpo y pertenencias derivado del deceso de algún miembro del Servicio Exterior Mexicano 
de carrera o temporal durante su comisión en el exterior; 

VI. Realizar el registro, control y validación de los dependientes económicos de los miembros 
del Servicio Exterior Mexicano de carrera y temporal comisionados en el exterior para el 
otorgamiento de prestaciones, así como requerir la documentación comprobatoria de 
conformidad con las disposiciones jurídicas aplicables; 

VII. Expedir copias certificadas de los documentos y constancias materia de su competencia 
que obren en los archivos de las áreas a su cargo, y 

VIII. Ejercer las demás facultades que las disposiciones jurídicas confieran a la Dirección 
General del Servicio Exterior y de Recursos Humanos, que sean afines a las señaladas en 
las fracciones anteriores, así como realizar las funciones que le encomiende su superior 
jerárquico. 

ARTÍCULO 44. La Coordinación de Recursos Humanos está a cargo de un Coordinador, quien tiene las 
facultades siguientes: 

I. Conducir las relaciones laborales, determinar la conclusión de las mismas, así como 
intervenir en las cuestiones que sobre la materia se presenten, conforme a las disposiciones 
jurídicas aplicables, con la participación de los titulares de las unidades administrativas 
correspondientes; 

II. Vigilar la adecuada aplicación de las Condiciones Generales de Trabajo, del Reglamento de 
Escalafón, de la Ley de Premios, Estímulos y Recompensas Civiles, de la Ley Federal de 
los Trabajadores al Servicio del Estado, Reglamentaria del Apartado “B” del Artículo 123 
Constitucional y demás disposiciones jurídicas aplicables; 
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III. Integrar, controlar y verificar la permanente actualización y correcta clasificación y archivo 
de los expedientes de los servidores públicos de la Secretaría, prestadores de servicios 
profesionales y de los miembros del Servicio Exterior Mexicano; 

IV. Intervenir ante el Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado 
en lo relativo a las prestaciones y movimientos de afiliación que correspondan al personal 
de la Secretaría; 

V. Coordinar y promover los programas de servicio social y prácticas profesionales de 
estudiantes de los niveles medio superior y superior para las unidades administrativas y 
órganos administrativos desconcentrados de la Secretaría; los servicios asistenciales, 
culturales, deportivos, educativos y de capacitación, y demás servicios sociales que ofrezca 
la Secretaría a su personal, así como aquellos programas coordinados por diversas 
dependencias o entidades de la Administración Pública Federal en los temas referidos; 

VI. Administrar, en coordinación con la Secretaría de Educación Pública, las actividades del 
Centro de Desarrollo Infantil “Rosario Castellanos” y de la Escuela primaria “José 
Gorostiza”; 

VII. Organizar y realizar programas de capacitación para el personal de la Secretaría; así como 
evaluar los resultados de dichos programas; 

VIII. Expedir copias certificadas de los documentos y constancias materia de su competencia 
que obren en los archivos de las áreas a su cargo, y 

IX. Ejercer las demás facultades que las disposiciones jurídicas confieran a la Dirección 
General del Servicio Exterior y de Recursos Humanos, que sean afines a las señaladas en 
las fracciones anteriores, así como realizar las funciones que le encomiende su superior 
jerárquico. 

ARTÍCULO 45. La Dirección General de Programación, Organización y Presupuesto está a cargo de un 
Director General, quien tiene las facultades siguientes: 

I. Elaborar el anteproyecto de presupuesto de la Secretaría, con base en los anteproyectos 
que elaboren sus unidades responsables y presentarlo a la Secretaría de Hacienda y 
Crédito Público, de conformidad con las disposiciones jurídicas aplicables; 

II. Apoyar a las unidades responsables de la Secretaría que así lo requieran, en la elaboración 
de sus anteproyectos de presupuesto; 

III. Proponer al Titular de la Unidad de Administración y Finanzas las políticas, lineamientos y 
criterios internos para el ejercicio del presupuesto autorizado a la Secretaría, así como 
gestionar la autorización de conformidad con las disposiciones jurídicas aplicables y realizar 
la difusión a las unidades responsables de su aplicación; 

IV. Informar a los titulares de las unidades responsables de la Secretaría, el presupuesto que 
les haya asignado la Cámara de Diputados, las modificaciones que sean autorizadas y el 
avance en su ejercicio; 

V. Elaborar, en coordinación con las unidades responsables competentes, el proyecto de 
presupuesto anual de las representaciones de México en el exterior, y comunicar a estas el 
presupuesto que les haya sido autorizado; 

VI. Fungir como instancia administrativa única para tramitar ante la Secretaría de Hacienda y 
Crédito Público las solicitudes y consultas en materia programática, presupuestaria y 
contable de las unidades responsables de la Secretaría; 

VII. Suscribir los documentos que se requieran para la adecuación y el ejercicio del presupuesto 
aprobado a la Secretaría, así como gestionarlos ante la Secretaría de Hacienda y Crédito 
Público, la Tesorería de la Federación y otras instituciones competentes, con base en los 
requerimientos que sean planteados por las unidades responsables, o bien, para la mejor 
administración del presupuesto; 

VIII. Llevar el control y registro de las modificaciones que se autoricen a los programas y 
presupuesto anual de la Secretaría y su ejercicio; así como coordinar la consolidación de la 
información para la integración de la Cuenta de la Hacienda Pública Federal y, en su caso, 
demás informes relativos; 
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IX. Elaborar, en coordinación con las unidades responsables competentes, el documento de 
planeación que identifique los programas y proyectos de inversión de la Secretaría, así 
como gestionar su registro ante la Secretaría de Hacienda y Crédito Público; 

X. Vigilar que los pagos que autoricen las unidades responsables del ejercicio del presupuesto, 
con cargo a sus presupuestos autorizados, cuenten con la documentación justificativa y 
comprobatoria del gasto y la disponibilidad presupuestaria; 

XI. Gestionar ante la Tesorería de la Federación el ejercicio del presupuesto autorizado para 
Servicios Personales, de conformidad a las solicitudes de pago que remita la Dirección 
General del Servicio Exterior y de Recursos Humanos; 

XII. Realizar el seguimiento de la aplicación de los recursos asignados a las representaciones 
de México en el exterior, para cubrir sus gastos de sostenimiento, orden social y demás 
requeridos para su operación, de conformidad con los procedimientos y disposiciones de 
glosa establecidas; 

XIII. Gestionar los viáticos, pasajes, gastos de instalación y servicios de transportación de 
menaje de casa para los miembros del Servicio Exterior Mexicano y servidores públicos de 
la Secretaría ante las instancias correspondientes y conforme a las disposiciones jurídicas 
aplicables; 

XIV. Vigilar que las representaciones de México en el exterior, así como las Oficinas de 
Pasaportes, reporten y envíen los ingresos que obtienen, en los términos y plazos 
establecidos en las disposiciones jurídicas aplicables; así como llevar a cabo su entero a la 
Tesorería de la Federación y gestionar su incorporación al presupuesto modificado de la 
Secretaría; 

XV. Vigilar el registro contable en línea de la Secretaría mediante el Sistema de Contabilidad 
Gubernamental que establezca la Secretaría de Hacienda y Crédito Público y, en su caso, 
gestionar ante la misma el seguimiento correspondiente; así como conformar y operar un 
archivo para la custodia y consulta de la documentación contable, conforme a las 
disposiciones jurídicas aplicables; 

XVI. Promover que las unidades administrativas y órganos administrativos desconcentrados 
competentes lleven a cabo la actualización y mejora continua de las disposiciones que 
integren la Normateca Interna de la Secretaría; 

XVII. Auxiliar al Titular de la Unidad de Administración y Finanzas en la coordinación del proceso 
de calidad regulatoria de la Secretaría; en el envío de los anteproyectos de disposiciones 
jurídico-administrativas y los análisis de impacto regulatorio a la Comisión Nacional de 
Mejora Regulatoria, y en la gestión de las modificaciones a la información inscrita en el 
Catálogo Nacional de Regulaciones, Trámites y Servicios; 

XVIII. Coordinar, con la participación de las unidades administrativas, órganos administrativos 
desconcentrados y las representaciones de México en el exterior, la elaboración y 
actualización del Manual General de Organización, los manuales de organización 
específicos, los manuales de procedimientos y demás documentos administrativos que 
resulten necesarios para el mejor funcionamiento de la Secretaría, atendiendo las 
disposiciones de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, realizando su validación 
técnica y registro y, por conducto de la Unidad de Administración y Finanzas, someterlos a 
la aprobación del Secretario; 

XIX. Coordinar el seguimiento de los elementos que integran el sistema de evaluación del 
desempeño de los programas presupuestarios, a cargo de la Secretaría y sus órganos 
administrativos desconcentrados, y 

XX. Ejercer las demás facultades que las disposiciones jurídicas confieran a la Secretaría, que 
sean afines a las señaladas en las fracciones anteriores, así como realizar las funciones que 
le encomiende el Secretario o su superior jerárquico. 

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 7 del Reglamento, el Director General de Programación, 
Organización y Presupuesto, para el ejercicio de sus facultades, se auxiliará del Coordinador de Operación 
Presupuestaria y Contabilidad, del Coordinador de Programación y Presupuesto, del Director de Seguimiento 
y Control del Presupuesto en el Exterior, del Director de Contabilidad, del Director de Comisiones Oficiales y 
Traslados, del Director de Gestión de Pagos y Operación Financiera, y del Director de Mejora Regulatoria; así 
como demás personal adscrito a la Dirección General de Programación, Organización y Presupuesto, de 
acuerdo con su estructura autorizada y manual de organización. 
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ARTÍCULO 46. La Coordinación de Programación y Presupuesto está a cargo de un Coordinador, quien 
tiene las facultades siguientes: 

I. Coordinar la integración y consolidación de la información del proceso de programación-
presupuestación del Ramo correspondiente, para que se lleve a cabo de conformidad con 
las disposiciones vigentes y los lineamientos que sobre la materia emitan las autoridades 
competentes; 

II. Dirigir los procesos de adecuación y modificación del presupuesto del Ramo 
correspondiente, asegurando la conciliación de cifras en los sistemas de control 
presupuestario, con la finalidad de garantizar los recursos necesarios para el cumplimiento 
de los objetivos y metas institucionales; 

III. Gestionar la incorporación al presupuesto de la Secretaría de los ingresos consulares; el 
15% de los ingresos por la expedición de pasaportes y del documento de identidad y viaje 
en territorio nacional, y los excedentes por productos y aprovechamientos, para el 
cumplimiento de los objetivos y programas institucionales, con base en la óptima 
administración del presupuesto autorizado al Ramo correspondiente; 

IV. Determinar las adecuaciones presupuestarias que requiera el Ramo correspondiente, previo 
acuerdo con el Titular de la Dirección General de Programación, Organización y 
Presupuesto. Asimismo, llevar a cabo la conciliación de cifras del presupuesto modificado 
autorizado con la Secretaría de Hacienda y Crédito Público y posteriormente con la 
Dirección de Contabilidad, para el cierre presupuestal y contable; 

V. Gestionar ante otras dependencias y entidades de la Administración Pública Federal la 
solicitud de los recursos que se incorporarán al presupuesto de la Secretaría en el marco de 
la Política de Techo Único del Gobierno Federal, en las representaciones de México en el 
exterior; 

VI. Coordinar el trámite de las solicitudes de autorizaciones presupuestarias plurianuales y 
especiales de las unidades administrativas y órganos administrativos desconcentrados de la 
Secretaría; 

VII. Coordinar la integración de la Cuenta de la Hacienda Pública del Ramo Correspondiente, en 
su aspecto programático, de conformidad con las disposiciones vigentes y los lineamientos 
que sobre la materia emitan las autoridades competentes, así como promover la aplicación 
de los lineamientos y criterios que deban observarse para su elaboración y presentación; 

VIII. Vigilar periódicamente que se lleve a cabo la conciliación del pago de cuotas y aportaciones 
a organismos internacionales con las unidades responsables del ejercicio del presupuesto, 
para que se cumpla dentro de los plazos establecidos; 

IX. Coordinar los trámites que, en su calidad de instancia administrativa ante la Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público, presenten las unidades responsables en materia presupuestaria 
y contable, a efecto de cumplir con las disposiciones jurídicas aplicables; 

X. Dirigir el proceso de revisión y envío de la información de las unidades responsables de la 
Secretaría para que se registren en los sistemas de control presupuestario de la Secretaría 
de Hacienda y Crédito Público, relacionados con los fideicomisos, mandatos y análogos; 

XI. Supervisar la elaboración de los oficios de liberación de inversión que solicitan las unidades 
administrativas y órganos administrativos desconcentrados de la Secretaría, así como 
gestionar el visto bueno de su superior jerárquico y la autorización del Titular de la Unidad 
de Administración y Finanzas, a fin de ejercer los recursos de los programas y proyectos de 
inversión autorizados al Ramo correspondiente; 

XII. Expedir copias certificadas de los documentos y constancias materia de su competencia 
que obren en sus archivos, y 

XIII. Ejercer las demás facultades que las disposiciones jurídicas confieran a la Dirección 
General de Programación, Organización y Presupuesto, que sean afines a las señaladas en 
las fracciones anteriores, así como realizar las funciones que le encomiende su superior 
jerárquico. 



 DIARIO OFICIAL Lunes 14 de junio de 2021 

ARTÍCULO 47. La Coordinación de Operación Presupuestaria y Contabilidad está a cargo de un 
Coordinador, quien tiene las facultades siguientes: 

I. Dirigir el proceso de difusión del marco normativo y metodológico, aplicable al proceso de 
programación-presupuestación de las representaciones de México en el exterior, con el fin 
de cumplir con los lineamientos y criterios establecidos para su elaboración, integración y 
envío a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público; 

II. Coordinar con las representaciones de México en el exterior y las Unidades Normativas de 
Gasto la elaboración e integración del proyecto de presupuesto anual, a fin de gestionar el 
visto bueno de su superior jerárquico y comunicar a estas el presupuesto que les haya sido 
autorizado; 

III. Coordinar el trámite de radicación de los recursos financieros a las representaciones de 
México en el exterior, instruidas por las Unidades Normativas de Gasto, así como dar 
seguimiento al ejercicio del gasto a través de la aplicación de los distintos instrumentos, 
manuales, lineamientos y sistemas que en materia presupuestaria se establezcan para 
fortalecer el control interno; 

IV. Coordinar el registro y conciliación contable en línea de la Secretaría en el Sistema 
Contable Gubernamental establecido por la Secretaría de Hacienda y Crédito Público; así 
como instrumentar un archivo para la custodia y consulta de la documentación contable, 
conforme a las disposiciones jurídicas aplicables; 

V. Coordinar y dirigir la elaboración e integración de la información financiera y presupuestaria 
del Ramo correspondiente, que deba ser cargada en los sistemas informáticos que 
establezca la Secretaría de Hacienda y Crédito Público; 

VI. Instruir la consolidación de la información para la integración de la Cuenta de la Hacienda 
Pública Federal del Ramo correspondiente, en sus aspectos financiero, contable, 
presupuestario y programático, de conformidad con las disposiciones jurídicas aplicables y 
plazos establecidos; 

VII. Supervisar la elaboración del informe de la Cuenta de la Hacienda Pública Federal del 
Ramo correspondiente, para su presentación y aprobación por parte de los superiores 
jerárquicos y su posterior entrega a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público; 

VIII. Remitir a las representaciones de México en el exterior los recibos correspondientes al acto 
de entrega-recepción de los recursos transferidos; 

IX. Diseñar propuestas de las políticas, lineamientos, disposiciones normativas y criterios 
internos en materia presupuestaria, que corresponda aplicar en el ámbito de las atribuciones 
de la Dirección General de Programación, Organización y Presupuesto, de conformidad con 
las disposiciones legales aplicables; y realizar la difusión a las unidades responsables de su 
aplicación; 

X. Asesorar, en asuntos de su competencia, a las unidades administrativas y órganos 
administrativos desconcentrados de la Secretaría, así como a las representaciones de 
México en el exterior; 

XI. Expedir copias certificadas de los documentos y constancias materia de su competencia 
que obren en sus archivos, y 

XII. Ejercer las demás facultades que las disposiciones jurídicas confieran a la Dirección 
General de Programación, Organización y Presupuesto, que sean afines a las señaladas en 
las fracciones anteriores, así como realizar las funciones que le encomiende su superior 
jerárquico. 

ARTÍCULO 48. La Dirección General de Bienes Inmuebles y Recursos Materiales está a cargo de un 
Director General, quien tiene las facultades siguientes: 

I. Llevar a cabo, con base en la información que suministren las unidades administrativas, la 
planeación y administración de las adquisiciones, arrendamientos y servicios de los bienes 
muebles e inmuebles, así como de las obras públicas y servicios relacionados con las 
mismas, de la Secretaría; 

II. Aplicar, en el ámbito de su competencia, las leyes, reglamentos, disposiciones jurídicas 
aplicables en materia de adquisiciones, arrendamientos y servicios del sector público, y de 
obras públicas y servicios relacionados con las mismas, así como de los bienes muebles e 
inmuebles; 
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III. Coordinar la elaboración e integración del anteproyecto de presupuesto de la Secretaría, en 
lo que corresponde a los gastos de materiales y suministros, servicios generales, bienes 
muebles e inmuebles, y obras públicas y servicios relacionados con las mismas, que deban 
administrarse centralmente, con excepción de aquellos de tipo informático, así como 
coordinar su ejercicio con la Dirección General de Programación, Organización y 
Presupuesto; 

IV. Realizar las funciones de Vocal Titular y, en su caso, Presidente Suplente de los comités de 
Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios; de Obras Públicas y Servicios Relacionados con 
las Mismas; de Bienes Muebles, y participar en cualquier otro comité o grupo de trabajo que 
se establezca en las materias del ámbito de su competencia; 

V. Conducir los procesos de licitaciones públicas, de invitaciones a cuando menos tres 
personas y de adjudicaciones directas, relativas a la adquisición de recursos materiales, a la 
prestación de servicios y a la realización de obras públicas y servicios relacionados con 
estas, que se administren centralmente, a petición de las unidades administrativas y 
órganos administrativos desconcentrados requirentes de la Secretaría y efectuar los actos 
jurídicos y administrativos inherentes y derivados de ellos; así como conservar los originales 
de los contratos, pedidos y órdenes de trabajo y en general de toda la documentación que 
se genere, diferente de la contable o de alguna otra que por su competencia corresponda a 
otra unidad administrativa o a los órganos administrativos desconcentrados; 

VI. Efectuar los actos jurídicos y administrativos inherentes a los contratos, convenios y 
pedidos, verificando el cumplimiento de las disposiciones jurídicas aplicables en la materia; 

VII. Iniciar los procedimientos de rescisión de contratos y de pedidos, a petición del área 
requirente, así como elaborar y suscribir los documentos necesarios para tramitar la 
rescisión, terminación anticipada o suspensión contractual; 

VIII. Llevar a cabo las acciones necesarias para la aplicación o reclamación de garantías en los 
casos de contratos, convenios y pedidos; 

IX. Cotejar la documentación original con las copias que le presenten, en los procedimientos de 
contratación, los diversos proveedores y prestadores de servicios; 

X. Registrar, controlar y salvaguardar el patrimonio inmobiliario asignado a la Secretaría y 
proponer al superior jerárquico las normas, políticas, lineamientos, procedimientos, 
directrices y criterios para la administración, construcción, adquisición, arrendamiento, 
ocupación y aprovechamiento de los inmuebles destinados a la Secretaría y los que se 
pretendan destinar, así como para la administración y el funcionamiento de los equipos e 
instalaciones con que cuente, excepto los relacionados con los bienes y servicios 
informáticos; 

XI. Proponer al superior jerárquico las normas, políticas, lineamientos, procedimientos, 
directrices y criterios para la construcción, adquisición, arrendamiento, ocupación, 
aprovechamiento y enajenación de los inmuebles de que dispone el Estado Mexicano en el 
extranjero y los que pretenda disponer para uso de las representaciones de México en el 
exterior; 

XII. Elaborar el Plan de Administración de Bienes Inmuebles en el Exterior, y someterlo a 
aprobación del Titular de la Unidad de Administración y Finanzas; así como llevar a cabo su 
revisión anual, para que, en su caso, presente a autorización, propuestas para su 
actualización y acciones de mejora; 

XIII. Realizar el aseguramiento de bienes patrimoniales de la Secretaría y de los asignados a las 
representaciones de México en el exterior, salvo el parque vehicular de estas últimas; así 
como coordinar las acciones conducentes en los casos de siniestros, y en el caso de que 
las disposiciones jurídicas aplicables en el extranjero lo establezcan, tramitar la autorización 
para el aseguramiento de bienes; 

XIV. Contratar y coordinar los servicios de mantenimiento, conservación, adaptación y 
acondicionamiento de los bienes inmuebles que ocupa la Secretaría y proponer al Titular de 
la Unidad de Administración y Finanzas, los lineamientos y criterios internos para efectuar 
dichas actividades en los inmuebles ocupados por las representaciones de México en el 
exterior; 

XV. Elaborar y suscribir, previa verificación legal y normativa de su procedencia, los convenios, 
contratos y pedidos que la Secretaría deba celebrar con los diversos proveedores, 
contratistas, prestadores de servicios y arrendadores de bienes muebles e inmuebles; así 
como calificar las garantías respectivas; 
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XVI. Suscribir los contratos de donación en los que la Secretaría funja como donataria, así como 
bases de colaboración, contratos de comodato y los acuerdos administrativos de traslado de 
obras artísticas; 

XVII. Coordinar la verificación para que los contratistas, proveedores y prestadores de servicios 
presenten y mantengan vigentes las fianzas con que deben contar para asegurar el 
cumplimiento de sus obligaciones con la Secretaría y, en su caso, tramitar la liberación de 
las fianzas a los mismos; 

XVIII. Iniciar y llevar a cabo, a petición de las unidades administrativas y órganos administrativos 
desconcentrados de la Secretaría, los procedimientos de rescisión administrativa por 
incumplimiento de los contratos y convenios y, en su caso, tramitar ante la Tesorería de la 
Federación, las garantías que deban hacerse efectivas en los términos de lo dispuesto por 
la legislación aplicable; 

XIX. Asesorar a petición de las unidades administrativas de la Secretaría y de las 
representaciones de México en el exterior, en lo referente a los trámites de obras públicas y 
servicios relacionados con las mismas, adquisición y arrendamiento de bienes y 
contratación de servicios, y a las demás gestiones que realicen en relación con inmuebles, 
recursos materiales y servicios; 

XX. Llevar a cabo, conforme a las necesidades de cada unidad administrativa y a los recursos 
disponibles, la asignación de bienes de activo fijo y de consumo, la prestación de servicios 
de su competencia, y la distribución y ocupación de espacios físicos de las mismas en los 
inmuebles de que dispone la Secretaría; 

XXI. Tramitar, por conducto de la Dirección General de Programación, Organización y 
Presupuesto, las autorizaciones presupuestarias de inversión, tanto en territorio nacional 
como en el exterior, excepto de bienes informáticos; 

XXII. Proponer al superior jerárquico las normas, manuales, lineamientos, procedimientos, 
directrices y criterios para el control del inventario de bienes muebles y equipo de que 
dispone la Secretaría tanto en territorio nacional como en el extranjero; 

XXIII. Llevar a cabo, a petición de las unidades administrativas de la Secretaría y de las 
representaciones de México en el exterior, las acciones para el registro, afectación, 
disposición final y baja de los bienes muebles y equipo, tanto en territorio nacional como en 
el extranjero, de conformidad con las disposiciones jurídicas establecidas al efecto; 

XXIV. Proponer al Titular de la Unidad de Administración y Finanzas las normas y políticas 
internas para el control de vehículos y la asignación de combustible para el parque vehicular 
de la Secretaría, con la intervención que corresponda de las unidades administrativas y 
órganos administrativos desconcentrados correspondientes; 

XXV. Proponer al Titular de la Unidad de Administración y Finanzas, en coordinación con las 
unidades administrativas y órganos administrativos desconcentrados competentes, las 
políticas para la conformación del parque vehicular, así como los criterios para la 
adquisición y el arrendamiento de los vehículos de las representaciones de México en el 
exterior; 

XXVI. Proveer y contratar en el área metropolitana de la Ciudad de México, la prestación de los 
servicios generales, tales como: seguridad, limpieza, fotocopiado, reproducción, transporte 
de personal, mantenimiento, reparación de bienes muebles y equipo, comedores y 
mantenimiento del parque vehicular, entre otros, y el servicio de carga para las unidades 
administrativas, órganos administrativos desconcentrados de la Secretaría y de las 
representaciones de México en el exterior, las contrataciones correspondientes a las 
Oficinas de Pasaportes de la Secretaría ubicadas fuera de la área metropolitana de la 
Ciudad de México, quedarán a cargo de la Dirección General de Oficinas de Pasaportes, 
conforme a las atribuciones que se le confieren en este Reglamento, la cual podrá contar 
con la asesoría de esta Dirección General; 

XXVII. Administrar la operación del servicio de carga y valija diplomática y establecer las normas y 
procedimientos para su oportuno y correcto funcionamiento entre las representaciones de 
México en el exterior y las unidades administrativas u órganos administrativos 
desconcentrados de la Secretaría; 
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XXVIII. Asignar, registrar y proponer manuales, lineamientos, procedimientos, directrices y criterios 
para el control del patrimonio artístico de la Federación que se encuentre bajo resguardo de 
la Secretaría y de las representaciones de México en el exterior; 

XXIX. Autorizar la adquisición, renta, mantenimiento, conservación, remodelación, adaptación y 
adecuación de los inmuebles, previo análisis de las propuestas presentadas por las 
representaciones de México en el exterior, e instrumentar las acciones que le corresponden 
en el ámbito de su competencia, relativas a la política de “techo único”; 

XXX. Representar a la Secretaría y designar a los servidores públicos, para llevar a cabo ante las 
autoridades municipales, de las entidades federativas y federales, los trámites necesarios 
para el buen funcionamiento de los inmuebles de la Secretaría, así como los demás trámites 
relacionados con la adecuada administración de los recursos materiales a su cargo; 

XXXI. Proponer al Titular de la Unidad de Administración y Finanzas la actualización, conforme al 
marco normativo aplicable, de las políticas, bases y lineamientos en materia de 
adquisiciones, arrendamientos y servicios y de obras públicas y servicios relacionados con 
las mismas, someterlas para su autorización a las instancias correspondientes y difundirlas 
entre los servidores públicos de las unidades administrativas, órganos administrativos 
desconcentrados y Oficinas de Pasaportes, así como tramitar su difusión en el sitio web de 
la Secretaría; 

XXXII. Coordinar la elaboración, conforme a las necesidades de las unidades administrativas y 
órganos administrativos desconcentrados de la Secretaría, los programas anuales de 
adquisiciones, arrendamientos y servicios, de obras públicas y servicios relacionados con 
las mismas, y de arrendamiento de inmuebles; 

XXXIII. Suscribir pedidos de la Secretaría hasta por el monto correspondiente que se establezca en 
el Presupuesto de Egresos de la Federación para invitación a cuando menos tres personas 
para cada ejercicio fiscal, conforme a las disposiciones jurídicas aplicables en la materia; 

XXXIV. Admitir y resguardar las garantías relacionadas con los contratos, pedidos y convenios que 
celebre la Secretaría, por la adquisición, arrendamientos y servicios y de obras públicas y 
servicios relacionados con las mismas y aquellas que reciba en el ejercicio de sus 
facultades, así como presentarlas ante la Tesorería de la Federación para que las haga 
efectivas y, en su caso, autorizar su liberación cuando proceda, en términos de las 
disposiciones jurídicas aplicables; 

XXXV. Coordinar los servicios de seguridad del personal y de vigilancia de los bienes muebles e 
inmuebles de la Secretaría, y controlar en estos últimos el acceso y tránsito de personas y 
bienes; 

XXXVI. Proponer al superior jerárquico las normas, manuales, lineamientos, procedimientos, 
directrices y criterios en materia de seguridad y vigilancia respecto de personas y bienes 
institucionales; 

XXXVII. Coordinar el Programa Interno de Protección Civil de la Secretaría; 

XXXVIII. Realizar las funciones de Secretario Ejecutivo del comité de la Unidad Interna de Protección 
Civil y participar en cualquier otro comité o grupo de trabajo que se establezcan en las 
materias del ámbito de su competencia, y 

XXXIX. Ejercer las demás facultades que las disposiciones jurídicas confieran a la Secretaría, que 
sean afines a las señaladas en las fracciones anteriores, así como realizar las funciones que 
le encomiende el Secretario o su superior jerárquico. 

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 7 del presente Reglamento, el Director General de Bienes 
Inmuebles y Recursos Materiales, para el ejercicio de sus facultades, se auxiliará por sus Coordinadores de 
Adquisiciones, Servicios y Control de Bienes y de Bienes Inmuebles y Administración en el Exterior, del 
Director de Control de Bienes, del Director de Patrimonio Artístico y Cultural, del Director de Adquisiciones y 
Servicios en el Exterior, del Director de Bienes Inmuebles en el Exterior y Techo Único, del Director de 
Mantenimiento y Obras en Inmuebles en el Exterior y por el Director de Coordinación y Control Presupuestal; 
así como demás personal adscrito a la Dirección General de Bienes Inmuebles y Recursos Materiales, de 
acuerdo con su estructura autorizada y manual de organización. 
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ARTÍCULO 49. La Coordinación de Adquisiciones, Servicios y Control de Bienes está a cargo de un 
Coordinador, quien tiene las facultades siguientes: 

I. Dirigir y asegurar que los procedimientos de contratación de licitaciones públicas, 
invitaciones a cuando menos tres personas y adjudicaciones directas relativas a la 
adquisición de recursos materiales, contratación de servicios y de obra pública, se realicen 
bajo las mejores condiciones para el Estado, conforme a las disposiciones jurídicas 
aplicables en la materia; así como realizar actos jurídicos y administrativos inherentes a 
dichos procedimientos; 

II. Fungir como Secretario Técnico o Vocal suplente de los órganos colegiados que 
corresponda y coordinar que las sesiones ordinarias y extraordinarias del Comité de 
Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios de la Secretaría, así como del subcomité de 
revisión de convocatorias en esa materia, se celebren conforme a las disposiciones jurídicas 
aplicables; 

III. Elaborar, conforme a las necesidades de las unidades administrativas y órganos 
administrativos desconcentrados de la Secretaría, los programas anuales de adquisiciones, 
arrendamientos y servicios; de obras públicas y servicios relacionados con las mismas y de 
arrendamiento de inmuebles; 

IV. Establecer en coordinación con las autoridades e instancias externas correspondientes la 
instrumentación y seguimiento del Programa Interno de Protección Civil de la Secretaría, así 
como evaluar y difundir dicho programa entre el personal de la misma; 

V. Autorizar las notas de instrucción presupuestal de las facturas de proveedores y prestadores 
de servicios, relativos a pedidos y contratos que son de su competencia; 

VI. Planear, dirigir y supervisar los programas y las acciones necesarias para el 
aprovisionamiento oportuno de los servicios generales que requieren en lo individual, las 
unidades administrativas y órganos administrativos desconcentrados para su operación 
sustantiva, y en lo general la Secretaría para el logro de sus objetivos estratégicos; 

VII. Verificar que los contratistas, proveedores y prestadores de servicios presenten y 
mantengan vigentes las fianzas con que deben contar para asegurar el cumplimiento de sus 
obligaciones con la Secretaría y, en su caso, tramitar la liberación de las fianzas a los 
proveedores; 

VIII. Proponer a su superior jerárquico las normas y procedimientos que se requieran para el uso 
y funcionamiento de la valija diplomática en las Oficinas de Pasaportes y las 
representaciones de México en el exterior de la Secretaría; 

IX. Vigilar los mecanismos de integración y actualización del inventario de activos fijos 
proporcionando a las unidades administrativas, órganos administrativos desconcentrados y 
de las representaciones de México en el exterior, con la finalidad de controlar los bienes 
inmuebles y mantener actualizado el costo para su integración como Patrimonio Federal a 
cargo de la Secretaría; 

X. Supervisar los procedimientos de asignación, uso y destino final, de activos fijos con base 
en las disposiciones jurídicas en la materia, así como conciliar contablemente los 
movimientos de altas, bajas, transferencias y donaciones que se generen; 

XI. Coordinar la administración de los bienes muebles e inmuebles y la enajenación de bienes 
muebles, a fin de realizar una asignación programada y racional de los mismos al personal 
de la Secretaría; 

XII. Efectuar los actos jurídicos y administrativos, que determine su superior jerárquico, 
inherentes a los contratos, convenios y pedidos, de conformidad con las disposiciones 
jurídicas aplicables en la materia; 

XIII. Efectuar las acciones conducentes en los casos de siniestros, y en el caso de que las 
disposiciones jurídicas aplicables en el extranjero lo establezcan, tramitar la autorización 
para el aseguramiento de bienes; 

XIV. Colaborar con otras dependencias y entidades de la Administración Pública Federal, a fin de 
tratar asuntos en materia de adquisiciones, servicios y control de bienes que permitan la 
generación de ahorros para la Secretaría, y 

XV. Ejercer las demás facultades que las disposiciones jurídicas confieran a la Dirección 
General de Bienes Inmuebles y Recursos Materiales, que sean afines a las señaladas en 
las fracciones anteriores, así como realizar las funciones que le encomiende  su superior 
jerárquico. 
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ARTÍCULO 50. La Coordinación de Bienes Inmuebles y Administración en el Exterior está a cargo de un 
Coordinador, quien tiene las facultades siguientes: 

I. Coordinar las acciones que le corresponden en el exterior con relación al anteproyecto de 
presupuesto anual que realizan las representaciones de México en el exterior, lo cual 
incluye la validación y, en su caso, aprobación de los requerimientos que sean previstos en 
los anteproyectos de presupuesto de cada representación de México en el exterior, para los 
conceptos de arrendamientos de los bienes inmuebles, mantenimiento, reparación y 
remodelación de bienes inmuebles, así como todos los servicios requeridos, a fin de que el 
presupuesto sea asignado y radicado por la Dirección General de Programación, 
Organización y Presupuesto en el tiempo oportuno; 

II. Vigilar el cumplimiento de las disposiciones que se emitan para la construcción, adquisición, 
arrendamiento, ocupación, aprovechamiento y enajenación de los inmuebles de que 
dispone el Estado Mexicano en el extranjero y los que pretenda disponer para uso de las 
representaciones de México en el exterior; 

III. Fungir como Secretario Técnico o Vocal suplente de los órganos colegiados que 
corresponda y coordinar que las sesiones ordinarias y extraordinarias del Comité de Obras 
Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas de la Secretaría, así como del subcomité 
de revisión de convocatorias en esa materia, se celebren conforme a las disposiciones 
jurídicas aplicables; 

IV. Vigilar el registro de los programas y proyectos de inversión correspondientes a obra 
pública, y de adquisiciones de bienes muebles y contratación de servicios en el exterior, 
relativos a partidas de las cuales funjan como unidad normativa de gasto, en coordinación 
con la Dirección General de Programación, Organización y Presupuesto; 

V. Emitir opinión a las unidades administrativas en las representaciones de México en el 
exterior en la planeación de programación de acciones de construcción, adaptación, 
modificación, acondicionamiento y mantenimiento de los muebles que ocupan, a fin de 
optimizar el uso de los recursos asignados para dichos conceptos y que se realicen de 
forma transparente; 

VI. Coordinar con las unidades administrativas competentes, las acciones relativas a la 
autorización para la formalización de los contratos de arrendamiento de inmuebles que 
ocupan las representaciones de México en el exterior de la Secretaría en el extranjero, así 
como dictar los criterios y lineamientos para la formalización de estos y supervisar su 
cumplimiento; 

VII. Coordinar y supervisar la tramitación del registro de inmuebles propiedad del Gobierno 
Federal administrados por la Secretaría, en el exterior y en el catastro del patrimonio 
inmobiliario federal, así como supervisar y controlar el sistema de información y la 
integración de los bienes inmuebles que ocupa la Secretaría en el territorio nacional  y en el 
extranjero; 

VIII. Coordinar la integración de la información requerida por las dependencias globalizadoras y 
por los órganos fiscalizadores respecto a los avances físicos y financieros de los proyectos 
de inversión para la obra pública que realice la Secretaría, con la finalidad de asegurar la 
transparencia y ejecución de los proyectos e inversiones realizadas por la dependencia 
conforme a las disposiciones jurídicas aplicables; 

IX. Vigilar la aplicación de las políticas, normas y criterios en materia de “Techo Único” que 
establezca el Titular de la Unidad de Administración y Finanzas en las representaciones de 
México en el exterior; 

X. Elaborar y someter a consideración de su superior jerárquico los dictámenes de procedencia 
de arrendamientos, contrataciones o adquisiciones solicitados por las representaciones de 
México en el exterior, una vez cumplidos los requisitos y la documentación necesaria, de 
conformidad con las disposiciones jurídicas aplicables; 

XI. Coordinar la elaboración de los convenios específicos y modificatorios y su suscripción, 
según sea el caso, y remitirlos a la Dirección General de Programación, Organización y 
Presupuesto, para el seguimiento al proceso anual de cobro de montos por concepto de 
“Techo Único” de conformidad con las disposiciones jurídicas aplicables, y 

XII. Ejercer las demás facultades que las disposiciones jurídicas confieran a la Dirección 
General de Bienes Inmuebles y Recursos Materiales, que sean afines a las señaladas en 
las fracciones anteriores, así como realizar las funciones que le encomiende su superior 
jerárquico. 
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ARTÍCULO 51. La Dirección General de Tecnologías de Información e Innovación está a cargo de un 
Director General, quien tiene las facultades siguientes: 

I. Definir, coordinar, desarrollar e implementar los sistemas de información y mecanismos de 
seguridad de las tecnologías de la información y comunicaciones, que sean requeridos por 
todas las unidades administrativas de la Secretaría, órganos administrativos 
desconcentrados y las representaciones de México en el exterior, previa autorización del 
Titular de la Unidad de Administración y Finanzas; 

II. Proponer al Titular de la Unidad de Administración y Finanzas, de conformidad con las 
disposiciones jurídicas aplicables, la emisión de lineamientos en materia de Tecnologías de 
la Información, Comunicaciones y Seguridad de la Información para todas las unidades 
administrativas de la Secretaría, órganos administrativos desconcentrados y las 
representaciones de México en el exterior; 

III. Programar el presupuesto anual a través de la Dirección General de Programación, 
Organización y Presupuesto, a fin de que tramite la disponibilidad de recursos necesaria 
para la operación, administración y gestión, en materia de Tecnologías de la Información, 
Comunicación y Seguridad de la Información, de todas las unidades administrativas de la 
Secretaría, órganos administrativos desconcentrados y las representaciones de México en 
el exterior; 

IV. Emitir el dictamen técnico sobre la procedencia de la contratación de bienes, servicios y 
derechos de uso de tecnologías de la información y telecomunicaciones, incluyendo los 
sistemas de información y licenciamiento de programas, destinados a todas las unidades 
administrativas de la Secretaría, órganos administrativos desconcentrados y las 
representaciones de México en el exterior; 

V. Proponer y coordinar el Plan Operativo Anual de Informática, los programas y proyectos en 
materia de Tecnologías de la Información, Comunicaciones y Seguridad de la Información 
que se lleven a cabo en las unidades administrativas de la Secretaría, órganos 
administrativos desconcentrados y las representaciones de México en el exterior; 

VI. Proponer al Titular de la Unidad de Administración y Finanzas, de conformidad con las 
disposiciones jurídicas aplicables, la emisión de protocolos, políticas y procedimientos en 
materia de Riesgos y Amenazas a la seguridad que pudieran afectar al cuerpo diplomático y 
consular, información a su resguardo e instalaciones de las representaciones de México en 
el exterior con el fin de mitigar su impacto; 

VII. Establecer, actualizar y coordinar los planes de acción en casos de contingencia cibernética 
y los mecanismos de seguridad de los sistemas y bienes informáticos institucionales y de la 
infraestructura de tecnologías de la información de la Secretaría; 

VIII. Establecer metodologías de identificación y evaluación de riesgos y amenazas a la 
seguridad, presentes o potenciales, y la probabilidad de ocurrencia de estos que podrían 
afectar los intereses estratégicos de la Secretaría; 

IX. Representar a la Secretaría, en materia de Tecnologías de la Información y 
Comunicaciones, de Seguridad de la Información y Riesgos, en comisiones oficiales de 
trabajo a nivel nacional e internacional, de conformidad con las disposiciones jurídicas 
aplicables; 

X. Planear, establecer, coordinar y supervisar los servicios de mantenimiento preventivo y 
correctivo; así como el ejercicio de garantías de los bienes informáticos e infraestructura 
auxiliar de cómputo de la Secretaría; 

XI. Proponer y, en su caso, supervisar el uso responsable de los recursos de Tecnologías de la 
Información, Comunicaciones y Seguridad de la Información, así como los mecanismos, 
reglas y políticas en estas materias a seguir por parte de todas las unidades administrativas 
de la Secretaría, órganos administrativos desconcentrados y las representaciones de 
México en el exterior; 

XII. Proporcionar y monitorear la disponibilidad de los servicios informáticos de todas las 
unidades administrativas de la Secretaría, órganos administrativos desconcentrados y las 
representaciones de México en el exterior, y dar seguimiento a las incidencias o solicitudes 
asociadas a dichos servicios; 
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XIII. Analizar e instrumentar los mecanismos técnicos para atender las solicitudes que realicen a 
la Secretaría las diversas instituciones nacionales e internacionales, sobre el acceso a la 
información contenida en los sistemas administrados por esta Dirección General, previa 
autorización de las unidades administrativas responsables de dicha información; 

XIV. Supervisar y autorizar el plan de trabajo de los Informáticos Regionales, así como planear, 
autorizar y supervisar las comisiones que deban realizar como parte de sus funciones; 

XV. Proporcionar el mantenimiento, soporte y actualización a los sistemas de información que 
sean administrados por esta Dirección General; 

XVI. Integrar, controlar y mantener actualizado el inventario de los bienes, licencias, derechos de 
uso de software y aplicaciones informáticas de todas las unidades administrativas de la 
Secretaría, órganos administrativos desconcentrados y las representaciones de México en 
el exterior; 

XVII. Apoyar en el ámbito de su competencia a todas las unidades administrativas de la 
Secretaría, órganos administrativos desconcentrados y representaciones de México en el 
exterior, en la coordinación de los programas de productividad, ahorro, transparencia, 
combate a la corrupción y demás de índole administrativa, de conformidad con la normativa 
aplicable, y 

XVIII. Ejercer las demás facultades que las disposiciones jurídicas confieran a la Secretaría y/o a 
las unidades de apoyo técnico del Titular del Ejecutivo Federal en la materia, que sean 
afines a las señaladas en las fracciones anteriores, así como realizar las funciones que le 
encomiende el Secretario o las unidades de apoyo técnico del Titular del Ejecutivo Federal 
en materia de tecnología. 

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 7 del presente Reglamento, el Director General de 
Tecnologías de Información e Innovación será auxiliado en el ejercicio de sus facultades por el Coordinador 
de Infraestructura y Operación Tecnológica y el Director de Infraestructura y Comunicaciones. 

ARTÍCULO 52. La Coordinación de Infraestructura y Operación Tecnológica está a cargo de un 
Coordinador, quien tiene las facultades siguientes: 

I. Definir líneas generales en materia de infraestructura, telecomunicaciones y operación de 
tecnologías de la información, a efecto de contar con los servicios de tecnologías de la 
información y comunicaciones necesarias para el cumplimiento de las responsabilidades 
asignadas a la Secretaría; 

II. Implementar acciones y procedimientos para la integración de los programas y proyectos en 
materia de tecnologías de la información y comunicaciones de la Secretaría, a efecto de que 
estos permitan atender las metas nacionales, estrategias, objetivos, líneas de acción e 
indicadores, establecidos en el Plan Nacional de Desarrollo; 

III. Definir líneas generales para la coordinación del Plan Operativo Anual de Informática, los 
programas y proyectos en materia de Tecnologías de la Información y Comunicaciones que 
se lleven a cabo en la Secretaría; 

IV. Definir y proponer a su superior jerárquico esquemas que permitan el óptimo 
aprovechamiento de la infraestructura tecnológica; 

V. Representar, en caso de que se requiera, a la Dirección General de Tecnologías de 
Información e Innovación, en los foros relacionados con las políticas en materia de 
tecnologías de la información y comunicaciones en México y en el exterior; 

VI. Proponer estrategias, métodos y procedimientos para la adquisición de bienes y 
contratación de servicios de tecnologías de la información y comunicaciones, así como 
asistir a su superior jerárquico en la administración de dichos contratos para garantizar la 
operación y funcionamiento de la Secretaría; 

VII. Proporcionar el mantenimiento y soporte técnico correspondiente a los aplicativos y 
sistemas de información sustantivos y administrativos de la Secretaría, de conformidad con 
las políticas en materia de tecnologías de la información y comunicaciones internas; 

VIII. Implementar y operar las tecnologías de la información y comunicaciones, para el resguardo 
de la información y funcionamiento de los aplicativos de las unidades administrativas de la 
Secretaría, órganos administrativos desconcentrados y las representaciones de México en 
el exterior; 
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IX. Apoyar a las unidades administrativas de la Secretaría, órganos administrativos 
desconcentrados y las representaciones de México en el exterior en los proyectos 
tecnológicos que así lo requieran, para garantizar su alineación a las políticas en materia de 
tecnologías de la información y comunicaciones y niveles de servicio requeridos; 

X. Coordinar y administrar los servicios de tecnologías de la información y comunicaciones en 
los ámbitos de: infraestructura de procesamiento y almacenamiento central, 
telecomunicaciones, telefonía fija y móvil, eventos y conferencias, mesa de ayuda, 
proyectos especiales y operaciones para garantizar su alineación a los objetivos, 
programas, estrategias y necesidades específicas de la Secretaría; 

XI. Dirigir las acciones en materia de tecnologías de la información ante diversas instancias 
nacionales e internacionales, para promover la cooperación conjunta y contribuir en el 
cumplimiento de acuerdos y compromisos establecidos; 

XII. Diseñar y supervisar la estrategia del programa de Informáticos Regionales con el objetivo 
de promover la mejora continua, aprovechamiento de los recursos y proyección de las 
representaciones de México en el exterior, en materia de tecnologías de la información y 
comunicaciones; 

XIII. Apoyar y supervisar los proyectos de infraestructura de tecnologías de la información y 
comunicaciones de la Secretaría; 

XIV. Supervisar la actualización del inventario de los bienes, licencias y aplicaciones informáticas 
de todas las unidades administrativas de la Secretaría, órganos administrativos 
desconcentrados y representaciones de México en el exterior; 

XV. Proponer al Director General y, en su caso, ejercer en el ámbito de su competencia en la 
coordinación de los programas de productividad, ahorro, transparencia, combate a la 
corrupción y demás de índole administrativa, de conformidad con la normativa aplicable; 

XVI. Fungir como enlace de la Dirección General de Tecnologías de Información e Innovación 
con relación a los aspectos técnicos del servicio de emisión de pasaporte; 

XVII. Asesorar en el ámbito de su competencia, a las unidades administrativas y órganos 
administrativos desconcentrados de la Secretaría, así como las representaciones de México 
en el exterior, y 

XVIII. Ejercer las demás facultades que las disposiciones jurídicas confieran a la Dirección 
General de Tecnologías de Información e Innovación, que sean afines a las señaladas en 
las fracciones anteriores, así como realizar las funciones que le encomiende su superior 
jerárquico. 

ARTÍCULO 53. La Dirección General de Coordinación Interinstitucional está a cargo de un Director 
General, quien tiene las facultades siguientes: 

I. Coordinar las actividades relacionadas con la planeación, ejecución y seguimiento de los 
eventos de las diferentes unidades administrativas de la Secretaría, fungiendo como 
instancia integradora de las operaciones relacionadas con los bienes, servicios e insumos; 

II. Administrar las operaciones relacionadas a los bienes, servicios e insumos, internos y 
externos, requeridas para la realización de los eventos de la Secretaría; 

III. Atender a las unidades administrativas y órganos administrativos desconcentrados de la 
Secretaría que, por conducto de sus áreas, así lo soliciten, en el planteamiento de las 
estrategias de diseño, producción y montaje, orientadas a la ejecución de los eventos que 
realiza la Secretaría; 

IV. Administrar y vigilar los servicios e insumos proporcionados por proveedores para la 
realización de los eventos a cargo de las unidades administrativas y órganos administrativos 
desconcentrados de la Secretaría, a fin de asegurar que cumplan con las especificaciones 
técnicas y los criterios y políticas establecidas en la materia; 

V. Coordinar las reuniones de planeación y organización de los eventos que programen las 
unidades administrativas y órganos administrativos desconcentrados de la Secretaría, para 
prever y atender los requerimientos de los mismos y gestionar los encuentros ante las 
instancias correspondientes y conforme a las disposiciones aplicables; 

VI. Coordinar con la Dirección General de Protocolo las actividades que se realicen en la 
Secretaría, derivadas de los criterios y normas de diplomacia y del ceremonial, a fin de 
atender y garantizar su cumplimiento; 
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VII. Proponer en el ámbito de su competencia al Titular de la Unidad de Administración y 
Finanzas las normas y políticas internas para la planificación, organización y ejecución de 
los eventos que realiza la Secretaría, de conformidad con las disposiciones jurídicas 
aplicables, así como gestionar su autorización y difusión; 

VIII. Proponer a su superior jerárquico la creación de grupos de trabajo interinstitucionales para 
la difusión y coordinación de acciones relacionadas con las actividades propias de las 
unidades administrativas de la Unidad de Administración y Finanzas, así como en 
coadyuvar con las mismas para su seguimiento; 

IX. Coadyuvar con las unidades administrativas y órganos administrativos desconcentrados de 
la Secretaría responsables que así lo soliciten, en el cumplimiento de aquellos acuerdos  de 
colaboración que celebre la Secretaría con dependencias y entidades de los tres órdenes de 
gobierno, incluyendo órganos constitucionales autónomos, con el propósito de difundir o 
reforzar las acciones realizadas; 

X. Documentar y resguardar en los medios que estime pertinentes, la evidencia visual 
relacionada con las acciones de coordinación donde participen el Titular de la Secretaría o 
de las Subsecretarías; 

XI. Sistematizar los acuerdos y consensos interinstitucionales que se generen en las materias 
de acciones de coordinación, que no se encuentren conferidos a alguna unidad 
administrativa de la Secretaría; 

XII. Promover, en coordinación con las unidades administrativas y órganos administrativos 
desconcentrados competentes de la Secretaría, la realización de eventos entre grupos 
académicos, políticos, sociales y empresariales, y 

XIII. Ejercer las demás facultades que las disposiciones jurídicas confieran a la Secretaría, que 
sean afines a las señaladas en las fracciones anteriores, así como realizar las funciones que 
le encomiende el Secretario o su superior jerárquico. 

ARTÍCULO 54. La Dirección General de Oficinas de Pasaportes está a cargo de un Director General, 
quien tiene las facultades siguientes: 

I. Normar, autorizar y supervisar los criterios, funciones, actividades y servicios de expedición 
de pasaportes y documentos de identidad y viaje, y la legalización de firmas de documentos 
públicos que deban surtir efectos en el extranjero; 

II. Colaborar, en el ámbito de su competencia, con la Dirección General de Servicios 
Consulares en la expedición de pasaportes ordinarios en las representaciones de México en 
el exterior; 

III. Operar el sistema de expedición de pasaportes, resguardar la información, generar 
estadísticas de los servicios que presten las Oficinas de Pasaportes, establecer indicadores 
de evaluación de desempeño de la gestión, así como elaborar e implementar los proyectos 
que mejoren el procedimiento, el servicio integral en materia de expedición de pasaportes, 
documentos de identidad y viaje, la legalización de firmas de documentos públicos que 
deban surtir efectos en el extranjero y la atención ciudadana; 

IV. Registrar los impedimentos judiciales que comunique la Dirección General de Asuntos 
Jurídicos, las Oficinas de Pasaportes u otras autoridades competentes; asimismo, registrar y 
establecer los impedimentos administrativos con el objeto, en ambos casos, de restringir la 
expedición de pasaportes por causas justificadas; 

V. Organizar, dirigir y supervisar a las Oficinas de Pasaportes de la Secretaría, con objeto de 
que cumplan con la normativa en materia de expedición de pasaportes y legalización  de 
firmas de documentos públicos que deban tener efectos en el extranjero; 

VI. Expedir los pasaportes diplomáticos, oficiales y ordinarios, así como el documento de 
identidad y viaje, de conformidad con las disposiciones vigentes; 

VII. Desarrollar e implementar la capacitación a las Oficinas de Pasaportes, Oficinas Estatales y 
Municipales de Enlace en materia de expedición de pasaportes, documentos de identidad  y 
viaje y legalización de firmas de documentos públicos que deban tener efectos  en el 
extranjero; 
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VIII. Proponer al Titular de la Unidad de Administración y Finanzas la creación de Oficinas de 
Pasaportes, su modificación, reubicación o desaparición, así como el nombramiento, 
comisión o remoción de los servidores públicos bajo su competencia; 

IX. Proponer al Titular de la Unidad de Administración y Finanzas la apertura, suspensión o 
cierre de Oficinas Estatales y Municipales de Enlace; 

X. Supervisar periódicamente a las Oficinas de Pasaportes, Oficinas Estatales y Municipales 
de Enlace, a fin de evaluar, principalmente que: 

a) Su funcionamiento y operación se ajusten a lo dispuesto en las disposiciones del 
presente artículo; 

b) Exista una colaboración eficiente y eficaz con otras unidades administrativas de la 
Secretaría, y 

c) Se preste un servicio eficiente y de calidad a la ciudadanía; 

XI. Promover y coordinar el programa de desconcentración administrativa de los servicios que 
presta la Secretaría, a través del establecimiento de Oficinas de Pasaportes, que podrán 
auxiliarse de Oficinas Estatales o Municipales de Enlace, mediante la suscripción de 
convenios de colaboración administrativa, conforme a las disposiciones jurídicas aplicables; 

XII. Autorizar la habilitación temporal de unidades móviles de conformidad con las necesidades 
y requerimientos del servicio del trámite de pasaportes, de acuerdo a las disposiciones 
jurídicas aplicables; 

XIII. Coadyuvar con las diversas unidades administrativas y órganos administrativos 
desconcentrados de la Secretaría en el desarrollo de sus atribuciones en las entidades 
federativas, mediante el establecimiento conjunto de directrices para la organización de las 
actividades en las Oficinas de Pasaportes, en las distintas funciones enunciadas en el 
artículo 73 de este Reglamento Interior, por lo que, la dirección, organización y supervisión 
de las funciones, servicios y procedimientos será a cargo de las unidades administrativas y 
órganos administrativos desconcentrados competentes; 

XIV. Proporcionar, en su caso, a la Unidad de Coordinación de Delegaciones de la Secretaría de 
Bienestar, la información de los trámites que se generen en las Oficinas de Pasaportes de la 
Secretaría, que contengan las características técnicas y legales necesarias que resulten 
relevantes o beneficiosas para la sociedad, y 

XV. Ejercer las demás facultades que las disposiciones jurídicas confieran a la Secretaría, que 
sean afines a las señaladas en las fracciones anteriores, así como realizar las funciones  
que le encomiende el Secretario o su superior jerárquico. 

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 7 del presente Reglamento, el Director General de Oficinas 
de Pasaportes, para el ejercicio de sus facultades, se auxiliará del Coordinador de Pasaportes, del Director de 
Normatividad, del Director de Equipamiento e Infraestructura, del Director de Operación del Sistema de 
Emisión de Pasaportes, del Subdirector Técnico Consultivo y del Subdirector de Adquisiciones y Servicios; así 
como demás personal adscrito a la Dirección General de Oficinas de Pasaportes, de acuerdo con su 
estructura autorizada y manual de organización. 

ARTÍCULO 55. La Coordinación de Pasaportes está a cargo de un Coordinador, quien tiene las facultades 
siguientes: 

I. Evaluar y promover las propuestas de las normas que regulan la emisión de pasaportes, 
documentos de identidad y viaje y legalización de firmas de documentos públicos que deban 
surtir efectos en el extranjero, con el objeto de contar con un marco normativo actualizado 
de dichos trámites; 

II. Organizar e instruir la implementación de acciones y procedimientos para la integración de 
los indicadores de desempeño que permitan, principalmente, mejorar los procedimientos de 
los servicios integrales en materia de pasaportes, documentos de identidad y viaje, 
legalización de firmas de documentos públicos que deban surtir efectos en el extranjero y la 
atención ciudadana; 

III. Instruir y organizar la elaboración de los instrumentos metodológicos para establecer los 
indicadores estratégicos y de gestión con el objeto de presentar a su superior jerárquico, la 
evaluación del desempeño del personal adscrito a las Oficinas de Pasaportes; 
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IV. Dictaminar y proponer a su superior jerárquico la modernización y actualización de las 
políticas, normas, manuales, sistemas, estructura y funciones que integran y determinan la 
organización y funcionamiento de la Dirección General de Oficinas de Pasaportes; 

V. Organizar el programa de desconcentración administrativa de las Oficinas de Pasaportes 
con el objeto de evaluar el impacto en la población en cuanto a los servicios y trámites que 
presta la Secretaría; 

VI. Instruir y organizar la elaboración de las disposiciones administrativas que permitan 
establecer los criterios, factores e indicadores de evaluación para la apertura, suspensión o 
cierre de las Oficinas Estatales y Municipales de Enlace; 

VII. Representar a su superior jerárquico en las reuniones y foros relacionados con los servicios 
y trámites de la competencia de la Dirección General de Oficinas de Pasaportes, en México 
y en el exterior; 

VIII. Coordinar las acciones y comunicaciones con las Oficinas de Pasaportes respecto de la 
atribución del Director General de Oficinas de Pasaportes prevista en el artículo 54, fracción 
XIV, del Reglamento; 

IX. Coordinar y evaluar el establecimiento conjunto de directrices que establecerá el Director 
General de Oficinas de Pasaportes para la organización de las actividades en las Oficinas 
de Pasaportes respecto de la atribución contenida en el artículo 54, fracción XIII, del 
Reglamento; 

X. Organizar y coordinar la administración de los recursos humanos, materiales y de servicios 
necesarios para la operación de la Dirección General de Oficinas de Pasaportes y de las 
Oficinas de Pasaportes; 

XI. Analizar y proponer a su superior jerárquico la actualización de los lineamientos en materia 
de supervisión a las Oficinas de Pasaportes; 

XII. Participar, cuando corresponda, en la ejecución y seguimiento de los acuerdos 
interinstitucionales que estén dentro del ámbito de sus facultades o cuando su superior 
jerárquico lo instruya; 

XIII. Evaluar, dictaminar y proponer a su superior jerárquico la habilitación temporal de unidades 
móviles, de conformidad con las disposiciones jurídicas aplicables, así como coordinar  su 
implementación; 

XIV. Expedir copias certificadas de los documentos y constancias materia de su competencia 
que obren en sus archivos, y 

XV. Ejercer las demás facultades que las disposiciones jurídicas confieran a la Dirección 
General de Oficinas de Pasaportes, que sean afines a las señaladas en las fracciones 
anteriores, así como realizar las funciones que le encomiende su superior jerárquico. 

ARTÍCULO 56. La Dirección General del Acervo Histórico Diplomático está a cargo de un Director 
General, quien tiene las facultades siguientes: 

I. Dirigir y coordinar la gestión documental de la Secretaría con base en las disposiciones 
jurídicas aplicables en materia de organización, conservación, uso, acceso y valoración de 
los archivos producidos por las unidades administrativas y por las representaciones de 
México en el exterior, con el apoyo del Grupo Interdisciplinario de Valoración Documental, 
en coadyuvancia a la operación del Sistema Institucional de Archivos; 

II. Diseñar, planear y ejecutar la modernización de los acervos documentales y los procesos 
técnicos de conservación y restauración, así como organizar y coordinar los servicios de 
orientación, préstamo, consulta de expedientes y la difusión de los fondos documentales del 
Archivo Histórico “Genaro Estrada”; 

III. Realizar investigaciones sobre historia de las relaciones internacionales de México, 
utilizando fundamentalmente el acervo documental de la Secretaría, así como establecer 
vínculos de colaboración con instituciones académicas nacionales y extranjeras para 
realizar proyectos conjuntos de investigación; 

IV. Desempeñar las funciones de la Secretaría Ejecutiva de la Comisión Editorial y registrar la 
publicación de libros que tengan previsto realizar las unidades administrativas, así como las 
representaciones diplomáticas y consulares, para hacerlas del conocimiento de la Comisión 
Editorial de la Secretaría; 
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V. Preparar y ejecutar el programa de publicaciones del Acervo Histórico Diplomático, 
incluyendo coediciones con instituciones públicas y privadas, así como la edición de otras 
publicaciones oficiales, con base en los acuerdos de la Comisión Editorial; 

VI. Dirigir, coordinar y supervisar los servicios de información bibliográfica, hemerográfica y 
fotográfica del Acervo Histórico Diplomático. Apoyar la organización de las bibliotecas de las 
representaciones diplomáticas y consulares de México y mantenerlas actualizadas; 

VII. Difundir las investigaciones históricas, los acervos y las publicaciones del Acervo Histórico 
Diplomático y del Instituto Matías Romero, entre instituciones educativas y centros de 
investigaciones nacionales y extranjeros, así como proponer y coordinar las actividades  de 
difusión, tales como, coloquios, conferencias, seminarios y exposiciones; 

VIII. Participar en el Comité de Transparencia de la Secretaría y colaborar en los procesos de 
acceso a la información, a fin de garantizar su cumplimiento, en términos de la Ley General 
de Transparencia y Acceso a la Información Pública, y 

IX. Ejercer las demás facultades que las disposiciones jurídicas confieran a la Secretaría, que 
sean afines a las señaladas en las fracciones anteriores, así como realizar las funciones que 
le encomiende el Secretario o su superior jerárquico. 

CAPÍTULO X 

De las Secciones Mexicanas de las Comisiones Internacionales de Límites y Aguas 

ARTÍCULO 57. Las Secciones Mexicanas de las Comisiones Internacionales de Límites y Aguas están a 
cargo de un Comisionado Ingeniero, quienes tienen las facultades siguientes: 

I. Representar al gobierno de México ante la Comisión Internacional de Límites y Aguas  de su 
competencia; 

II. Dirigir las labores de la Sección Mexicana a su cargo; 

III. Mantener un control de los expedientes y documentos relativos a las actividades que 
desempeñe la Sección Mexicana a su cargo; 

IV. Proponer al superior jerárquico las políticas, normas y procedimientos tanto de carácter 
técnico, como para la administración de los recursos humanos, financieros y materiales de 
la Sección Mexicana a su cargo, de acuerdo a sus programas y objetivos; 

V. Suscribir las recomendaciones, acuerdos, resoluciones, y demás documentos que sean de 
su competencia; 

VI. Ejercer los recursos presupuestarios que se le autoricen para la operación y mantenimiento 
de las obras internacionales a su cargo, así como celebrar los actos jurídicos y contratos 
que se requieran para el ejercicio de sus facultades; 

VII. Expedir copias certificadas de los documentos y constancias que obren en sus archivos, y 

VIII. Ejercer las demás facultades que le confieran los tratados y acuerdos internacionales en 
materia de límites y aguas internacionales, así como realizar las funciones que le 
encomiende el Secretario. 

ARTÍCULO 58. La Sección Mexicana de la Comisión Internacional de Límites y Aguas entre México y 
Estados Unidos de América, está a cargo de un Comisionado Ingeniero, quien tiene las facultades siguientes, 
sin menoscabo de las que como parte de un organismo internacional le confieren los tratados internacionales 
de límites y aguas vigentes entre ambos países: 

I. Acatar las políticas públicas internacionales que al efecto dicte la Secretaría; 

II. Dar aviso al Gobierno Mexicano a través de la Secretaría, sobre las diferencias que se 
susciten con motivo de la interpretación o aplicación de los tratados internacionales vigentes 
en materia de límites y aguas; 

III. Ejercer, en coordinación con las autoridades competentes, la jurisdicción sobre la parte 
mexicana de las obras construidas al amparo de los tratados internacionales vigentes en 
materia de límites y aguas; 

IV. Asegurar, en coordinación con autoridades competentes del gobierno de México, la atención 
preferente de los problemas fronterizos de saneamiento conforme a lo estipulado en el 
Artículo 3 del Tratado de Aguas de 1944; 
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V. Coordinar, con las autoridades competentes mexicanas, el establecimiento de los 
lineamientos que prevean el uso civil de las superficies de las aguas de las presas 
internacionales, las zonas de inundación de los ríos internacionales que determine la 
Comisión Internacional de Límites y Aguas, así como las áreas y orillas de aquella parte de 
los lagos comprendidos dentro de la frontera norte del territorio mexicano; 

VI. Instruir y supervisar la elaboración de los trabajos de construcción que les sean asignados, 
solicitando el apoyo para ese fin de las autoridades mexicanas competentes; 

VII. Vigilar las obras de conducción de agua o energía eléctrica y para los servicios anexos a las 
mismas obras que se ubiquen en territorio mexicano, conforme haya sido determinado por 
la Comisión Internacional de Límites y Aguas; 

VIII. Solicitar el apoyo de las autoridades mexicanas competentes para la ejecución y 
cumplimiento de las facultades que le otorguen los tratados internacionales en materia de 
límites y aguas; 

IX. Construir, operar y mantener en las corrientes internacionales y sus afluentes las estaciones 
hidrométricas que sean necesarias; 

X. Ejecutar y supervisar las resoluciones de la Comisión Internacional de Límites y Aguas, y 

XI. Establecer los mecanismos de coordinación con las autoridades competentes para la debida 
atención de las disposiciones establecidas en los tratados internacionales vigentes en 
materia de aguas. 

ARTÍCULO 59. La Sección Mexicana de las Comisiones Internacionales de Límites y Aguas entre México 
y Guatemala, y entre México y Belice está a cargo de un Comisionado Ingeniero, quien tiene las facultades 
siguientes: 

I. Asegurar el cumplimento de los tratados internacionales celebrados por México 
relacionados con los límites internacionales y aguas transfronterizas; 

II. Participar en las negociaciones diplomáticas para la firma de acuerdos internacionales sobre 
la materia, en coordinación con las unidades administrativas competentes de la Secretaría; 

III. Atender los asuntos de límites y aguas internacionales en la frontera entre México y 
Guatemala, y entre México y Belice; 

IV. Contribuir, en coordinación con otras dependencias y entidades federales o estatales que 
tengan atribuciones en estas materias, en la operación y mantenimiento de estaciones 
hidrométricas y otras obras internacionales a cargo del gobierno de México en las fronteras 
con Guatemala y con Belice; 

V. Planear, organizar, coordinar, dirigir y controlar las labores de los servidores públicos 
adscritos a la Sección Mexicana, y 

VI. Ejercer las demás facultades que se deriven de los acuerdos y tratados internacionales 
vigentes. 

CAPÍTULO XI 

De los Órganos Administrativos Desconcentrados 

ARTÍCULO 60. Para la eficaz atención y despacho de los asuntos de su competencia, la Secretaría 
contará con órganos administrativos desconcentrados que le estarán jerárquicamente subordinados, con la 
organización y las facultades específicas que se les otorguen para resolver sobre determinada materia o para 
la prestación de servicios, y dentro del ámbito territorial que se determine en cada caso, de conformidad con 
este Reglamento y demás disposiciones jurídicas aplicables. 

ARTÍCULO 61. Al frente de cada órgano administrativo desconcentrado, según corresponda, habrá un 
Director, Director General o Director Ejecutivo responsable, quien tiene las facultades comunes siguientes: 

I. Planear, programar, dirigir, organizar, controlar y evaluar el funcionamiento y desempeño 
del órgano administrativo desconcentrado a su cargo; 

II. Elaborar propuestas para crear, reorganizar o suprimir funciones o plazas, de la unidad 
administrativa del órgano a su cargo, someterlas a consideración del Secretario 
directamente, en el caso de órganos adscritos a este último o por conducto del 
Subsecretario de la materia o del servidor público superior que el propio Secretario 
determine, y presentarlas a la Dirección General del Servicio Exterior y de Recursos 
Humanos, de conformidad con las disposiciones jurídicas aplicables; 
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III. Acordar con el Secretario directamente, en el caso de órganos adscritos a este último o por 
conducto del Subsecretario de la materia o del servidor público superior que el propio 
Secretario determine, la resolución de los asuntos relevantes cuya tramitación corresponda 
al órgano administrativo desconcentrado a su cargo; 

IV. Ejercer las funciones que les sean delegadas y realizar los actos que les instruya el superior 
jerárquico; 

V. Coordinar la formulación de políticas, estrategias y medidas administrativas, operativas y 
financieras que apoyen la continuidad de los programas y proyectos institucionales  para su 
modernización, innovación y desarrollo, que impulsen la desconcentración  de sus 
actividades; 

VI. Suscribir los convenios y demás instrumentos, en el ámbito de sus facultades, de 
conformidad con las disposiciones jurídicas aplicables; 

VII. Presentar al superior jerárquico los informes sobre los avances, evaluación y resultados en 
la operación e instrumentación de los programas, objetivos, políticas, proyectos y 
actividades del órgano administrativo desconcentrado; 

VIII. Certificar las copias de los documentos y constancias materia de su competencia que obran 
en sus archivos; 

IX. Coordinar la formulación del Programa Anual de Evaluación y del anteproyecto de 
presupuesto anual del órgano administrativo desconcentrado a su cargo y, una vez 
autorizados, conducir su ejecución; 

X. Coordinar la elaboración de proyectos de manuales de organización, procedimientos y 
servicios al público para dictamen y autorización de las autoridades competentes; 

XI. Aprobar los anteproyectos relativos a la organización, fusión, modificación, creación o 
desaparición de las áreas que integran el órgano administrativo desconcentrado a su cargo; 

XII. Aprobar los programas de desarrollo y capacitación del personal de las áreas a su cargo, de 
acuerdo con las necesidades del servicio, y de conformidad con las disposiciones legales 
aplicables y en los términos de las políticas y lineamientos que determine el Titular de la 
Unidad de Administración y Finanzas; 

XIII. Resolver los recursos administrativos que se interpongan en contra de las resoluciones 
dictadas por los servidores públicos de las unidades administrativas o áreas que se le 
adscriban, así como los demás que legalmente les correspondan; 

XIV. Proponer al Secretario directamente, en el caso de órganos adscritos a este último o por 
conducto del Subsecretario de la materia, la delegación de facultades en los servidores 
públicos subalternos, y 

XV. Ejercer las demás facultades que le confieran las disposiciones legales aplicables, así como 
realizar las funciones que el Secretario le encomiende, dentro del marco de su competencia, 
y cuando lo estime conveniente, ejercer las atribuciones de las unidades administrativas que 
se le adscriban. 

Los Titulares de los órganos administrativos desconcentrados de la Secretaría podrán auxiliarse de los 
directores generales, coordinadores, directores de área, jefes de departamento y demás personal que se 
requiera en virtud de las necesidades del servicio, siempre y cuando se cuente con la autorización 
presupuestal y organizacional, de conformidad con las disposiciones jurídicas aplicables. Asimismo, podrán 
auxiliarse de los miembros del Servicio Exterior Mexicano de Carrera que se encuentren adscritos a sus 
unidades administrativas y cuya remuneración se regirá conforme a las disposiciones jurídicas aplicables al 
Servicio Exterior Mexicano. 

ARTÍCULO 62. El Instituto Matías Romero cuenta, además de su Titular, con un Director General, quien 
tiene las siguientes facultades: 

I. Preparar recursos humanos de alto nivel analítico y técnico en materia de diplomacia, 
política internacional y política exterior de México, en beneficio del Servicio Exterior 
Mexicano, la Secretaría y otros grupos e instituciones de interés público; 

II. Formar y capacitar a los miembros del Servicio Exterior Mexicano y embajadores o cónsules 
generales que no pertenezcan al Servicio Exterior, en las distintas áreas de la política 
exterior y las relaciones internacionales, así como fomentar el desarrollo de habilidades 
gerenciales y de liderazgo, de negociación internacional y todas aquellas competencias que 
permitan enfrentar los retos de la labor diplomática contemporánea; 
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III. Contribuir a la formación de personas con capacidad crítica en materia de relaciones 
internacionales y política exterior de México, a través de actividades de difusión, tales como 
foros de análisis, presentaciones de libros, exposiciones, programas en medios electrónicos, 
encuentros con estudiantes universitarios y divulgación de ofertas laborales y académicas 
en organismos multilaterales; 

IV. Ofrecer programas de educación continua y capacitación, presencial y a distancia, que 
contribuyan a que los participantes adquieran nuevos conocimientos y los servidores 
públicos de la Secretaría y miembros del Servicio Exterior Mexicano, se mantengan 
actualizados en materia de diplomacia, política internacional y política exterior de México; 

V. Contribuir mediante cursos especiales y otros proyectos académicos, a la formación de 
miembros de Ministerios de Relaciones Exteriores de países de particular interés para la 
política exterior de México; 

VI. Colaborar con las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal, las 
entidades federativas, los municipios y alcaldías de la Ciudad de México, los otros poderes 
federales y los órganos constitucionales autónomos, así como con otros grupos y actores, 
sociales y privados, en la organización de cursos y otros actos académicos, relacionados 
con actividades diplomáticas y las materias de relaciones internacionales y política exterior 
de México; 

VII. Promover vínculos con otras academias diplomáticas e instituciones nacionales y 
extranjeras de enseñanza e investigación en materia de relaciones internacionales, estudios 
diplomáticos y política exterior de México, para la organización de seminarios conjuntos y 
programas de intercambio de profesores, conferencistas, estudiantes y publicaciones, así 
como para otros proyectos de cooperación internacional; 

VIII. Fungir como foro y punto de encuentro e intercambio entre las diversas instituciones 
mexicanas de educación superior que ofrecen estudios en relaciones internacionales; 

IX. Contribuir, junto con la comunidad académica nacional e internacional y otras áreas de la 
Secretaría, a la difusión de los temas relevantes de la política exterior de México y las 
relaciones internacionales, a través de la edición y coedición de publicaciones; 

X. Diseñar programas de educación a distancia en las disciplinas y temas de política exterior 
de México y política internacional, que satisfagan las necesidades de formación y 
actualización de los servidores públicos de la Secretaría y de los miembros del Servicio 
Exterior Mexicano, mediante la utilización de los recursos tecnológicos disponibles; 

XI. Apoyar a la Comisión de Personal del Servicio Exterior Mexicano, en la elaboración de 
recomendaciones para las convocatorias a los concursos públicos de ingreso al Servicio 
Exterior Mexicano, así como, a través de las Subcomisiones de Ingreso y de Evaluación, 
apoyarla en la organización y desarrollo de los concursos de ingreso y ascenso del Servicio 
Exterior Mexicano; asimismo, proponer a la Subcomisión de Análisis y Prospectiva el 
proyecto de formación del Plan de Carrera de los miembros del Servicio Exterior Mexicano; 

XII. Coordinar el diseño de los contenidos de los exámenes de historia y cultura de México que 
aplica regularmente la Dirección General de Asuntos Jurídicos a los interesados en obtener 
la nacionalidad mexicana por naturalización; 

XIII. Capacitar a los miembros del Servicio Exterior Mexicano en las áreas de promoción 
comercial y turística, en coordinación con la unidad administrativa de la Secretaría  que 
corresponda; 

XIV. Fungir como entidad coordinadora de la difusión y selección de candidatos de todas las 
oportunidades de capacitación que ofrezcan a la Secretaría, entidades públicas y privadas, 
nacionales e internacionales, en materia de diplomacia, asuntos internacionales y política 
exterior de México; 

XV. Promover mecanismos de reflexión sobre problemas de coyuntura, tales como foros, 
seminarios y estudios especializados, cuyo objetivo sea congregar a servidores públicos, 
académicos y otros expertos en temas vinculados al campo de los estudios internacionales, 
a fin de proporcionar al Secretario elementos para la toma de decisiones; 
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XVI. Coordinar, administrar y determinar las modalidades de funcionamiento del Museo del 
Acervo Histórico y Artístico de la Secretaría, con el objeto de exhibir el patrimonio artístico 
de la misma, promover la imagen cultural de México y contribuir al fortalecimiento de las 
relaciones diplomáticas mediante la exposición de manifestaciones culturales de países 
amigos, y 

XVII. Ejercer las demás facultades que las disposiciones jurídicas confieran a la Secretaría, que 
sean afines a las señaladas en las fracciones anteriores, así como realizar las funciones que 
le encomiende el Secretario. 

ARTÍCULO 63. El Instituto de los Mexicanos en el Exterior está dirigido por un Director, quien es 
nombrado por el Presidente de la República a propuesta del Secretario, y tiene las facultades siguientes: 

I. Ejercer todas las atribuciones que se le otorgan al Instituto de los Mexicanos en el Exterior, 
tanto en su Decreto de creación como en las demás disposiciones legales y reglamentarias; 

II. Elaborar los planes y programas de trabajo del Instituto de los Mexicanos en el Exterior; 

III. Formular los proyectos de programas relativos al Instituto de los Mexicanos en el Exterior, 
de conformidad con las disposiciones y lineamientos aplicables; 

IV. Coordinar acciones a favor de las comunidades mexicanas en el exterior, a través de la red 
diplomática y consular del gobierno de México; 

V. Coordinar y participar en las reuniones de los órganos asesores que se formen; 

VI. Ejecutar las políticas y directrices definidas por el Presidente de la República o el Secretario; 

VII. Participar en las comisiones y consejos de que forme parte la Secretaría en el ámbito de 
competencia del Instituto de los Mexicanos en el Exterior; 

VIII. Coordinar y promover las acciones institucionales en aquellos ámbitos que impulsen el 
fortalecimiento y desarrollo de comunidades en el exterior en coordinación con las 
dependencias y entidades de la Administración Pública Federal; 

IX. Promover y participar en coordinación con los gobiernos, instituciones y organizaciones de 
los estados y municipios y sector privado, en las iniciativas y acciones que beneficien a los 
migrantes; 

X. Participar en acciones de beneficio a los migrantes en coordinación con las oficinas públicas 
y privadas, de apoyo a mexicanos migrantes; 

XI. Colaborar y participar en los distintos programas del Gobierno Federal a favor de las 
comunidades mexicanas en el extranjero; 

XII. Participar en los programas y acciones del Gobierno Federal encaminados a obtener y 
proporcionar información en los temas de interés sobre las comunidades en el exterior; 

XIII. Formular y proponer políticas públicas a las dependencias y entidades de la Administración 
Pública Federal, estatal y municipal, así como órganos constitucionales autónomos, con 
base en las necesidades, opiniones e inquietudes expresadas por los mexicanos que 
residen en el exterior; 

XIV. Colaborar con las unidades administrativas y órganos administrativos desconcentrados 
competentes de la Secretaría, en el establecimiento de los mecanismos necesarios para 
informar a las comunidades de mexicanos que viven en el exterior sobre los avances en la 
ejecución de las acciones destinadas a su atención; 

XV. Suscribir convenios y otros instrumentos legales que coadyuven al establecimiento de 
alianzas y programas en beneficio de la atención de mexicanos en el exterior, previa 
autorización de su superior jerárquico; 

XVI. Certificar las copias de los documentos y constancias materia de su competencia que obran 
en sus archivos, y 

XVII. Ejercer las demás facultades que las disposiciones jurídicas confieran a la Secretaría, que 
sean afines a las señaladas en las fracciones anteriores, así como realizar las funciones que 
le encomiende el Secretario o su superior jerárquico. 
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De conformidad con lo dispuesto en el artículo 7 del Reglamento, el Director del Instituto de los Mexicanos 
en el Exterior, para el ejercicio de sus facultades, se auxiliará del Director Ejecutivo “A”, del Director de 
Vinculación Global y del Director de Educación, Salud y Desarrollo Económico; así como demás personal 
adscrito al Instituto de los Mexicanos en el Exterior, de conformidad con su estructura autorizada y manual  de 
organización. 

Asimismo, el Director del Instituto de los Mexicanos en el Exterior se auxiliará del Director Ejecutivo “B”, 
posición que será ocupada exclusivamente por un miembro del Servicio Exterior Mexicano de Carrera, y cuya 
remuneración se regirá conforme a las disposiciones jurídicas aplicables al Servicio Exterior Mexicano. 

ARTÍCULO 64. El Director Ejecutivo “A” del Instituto de los Mexicanos en el Exterior tiene las siguientes 
facultades: 

I. Auxiliar al Director del Instituto en el ejercicio de las funciones que correspondan al ámbito 
de su competencia; 

II. Ejecutar las estrategias, proyectos y acciones en favor de las comunidades mexicanas  en 
el exterior; 

III. Coordinar la elaboración de los planes y programas de trabajo del Instituto; 

IV. Fungir como vínculo entre el Instituto y las unidades administrativas y órganos 
administrativos desconcentrados de la Secretaría para coadyuvar en la implementación y 
seguimiento a las iniciativas, proyectos y acciones en beneficio de las comunidades de 
mexicanos en el exterior. En coordinación y colaboración con la Dirección General  de 
Tecnologías de Información e Innovación, promoverá el desarrollo de sistemas de 
información en beneficio de las comunidades mexicanas en el exterior; 

V. Realizar acciones de enlace y promover la coordinación con las dependencias y entidades 
de la Administración Pública Federal y órganos autónomos constitucionales, con las 
autoridades estatales y municipales, así como con el sector privado para implementar 
iniciativas, proyectos y acciones en beneficio de las comunidades de mexicanos en el 
exterior; 

VI. Asesorar a los miembros de la red diplomática, a las unidades administrativas y órganos 
administrativos desconcentrados de la Secretaría, así como a las autoridades de las 
entidades federativas y de los municipios para la correcta implementación de las 
estrategias, iniciativas, proyectos y acciones que impulse el Instituto en beneficio de las 
comunidades de mexicanos en el exterior; 

VII. Ejecutar estrategias de capacitación y desarrollo de habilidades orientados a servidores 
públicos o miembros de la sociedad civil, en México y el extranjero, involucrados en las 
labores de atención y apoyo a las comunidades de mexicanos en el exterior; 

VIII. Recabar y sistematizar las propuestas y recomendaciones que formulen los órganos 
consultivos constituidos por representantes de las comunidades mexicanas en el exterior; 

IX. Facilitar la construcción de redes para vincular a la extensa población mexicana, radicada 
fuera de México, y contribuir a su mejor integración en las distintas sociedades receptoras; 

X. Coordinar acciones en materia de procuración de apoyos para la ejecución de programas, 
proyectos y acciones en beneficio de las comunidades de mexicanos en el exterior; 

XI. Participar conjuntamente con el Director del Instituto, en las comisiones y consejos de que 
forme parte la Secretaría y que recaigan en el ámbito de su competencia; 

XII. Participar y contribuir a la organización de seminarios, conferencias, simposios, coloquios y 
congresos públicos, privados y académicos en materia de migración y atención a mexicanos 
en el exterior; 

XIII. Proponer al Director del Instituto, en el ámbito de su competencia, la celebración de 
acuerdos, convenios y estrategias con las instituciones mexicanas y extranjeras que tengan 
o deseen tener programas orientados a contribuir al mejoramiento de las comunidades 
mexicanas en el exterior y a fortalecer los vínculos de dichas instituciones extranjeras entre 
México con su país de origen, y 

XIV. Ejercer las demás facultades que las disposiciones jurídicas confieran a la Secretaría, que 
sean afines a las señaladas en las fracciones anteriores, así como realizar las funciones  
que le encomiende el Secretario o su superior jerárquico. 
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Artículo 65. La Agencia Mexicana de Cooperación Internacional para el Desarrollo, tiene las atribuciones 
establecidas en la Ley de Cooperación Internacional para el Desarrollo, así como las demás que se 
establezcan en otros ordenamientos jurídicos. 

La dirección y administración de la Agencia Mexicana de Cooperación Internacional para el Desarrollo 
estará a cargo de una Dirección Ejecutiva, la que se auxiliará de las siguientes unidades administrativas: 

I. Dirección General de Política de Cooperación; 

II. Dirección General de Planeación y Evaluación; 

III. Dirección General de Operación de Proyectos en México; 

IV. Dirección General de Ejecución de Proyectos en el Exterior, y 

V. Dirección General de Ejecución de Proyectos Especiales de Cooperación Internacional. 

Las Direcciones Generales de la Agencia Mexicana de Cooperación Internacional para el Desarrollo, 
podrán auxiliarse de los directores de área, subdirectores, jefes de departamento y enlaces, así como demás 
personal que se requiera en virtud de las necesidades de servicio, siempre y cuando se cuente con la 
autorización presupuestal y organizacional, de conformidad con las disposiciones jurídicas aplicables. 

La Agencia Mexicana de Cooperación Internacional para el Desarrollo contará con una Dirección 
Administrativa, con el objeto de atender las necesidades de recursos presupuestales, humanos y materiales 
de las unidades administrativas de su adscripción; además, se auxiliará de la Dirección Jurídica de 
Cooperación Internacional para el Desarrollo para atender las necesidades jurídicas de la Agencia y de la 
Dirección de Divulgación para la difusión de las acciones en materia de cooperación. 

Asimismo, el Titular de la Agencia se auxiliará del Coordinador de Proyección de Cooperación 
Internacional, posición que será ocupada exclusivamente por un miembro del Servicio Exterior Mexicano de 
Carrera, y cuya remuneración se regirá conforme a las disposiciones jurídicas aplicables al Servicio Exterior 
Mexicano. 

ARTÍCULO 66. La Dirección Ejecutiva de la Agencia Mexicana de Cooperación Internacional para el 
Desarrollo, está a cargo de un Director Ejecutivo quien tiene, además de las facultades previstas en la Ley de 
Cooperación Internacional para el Desarrollo, las siguientes: 

I. Acordar con el Secretario el despacho de los asuntos de las unidades administrativas que 
este adscriba orgánicamente bajo su responsabilidad, así como desempeñar las funciones y 
comisiones que el propio Secretario le encomiende o delegue, y mantenerlo informado 
sobre el desarrollo de las mismas; 

II. Dictar las medidas necesarias para el mejor funcionamiento de las unidades administrativas 
a su cargo, así como controlar y evaluar el trabajo y los resultados de las actividades de las 
mismas; 

III. Designar al servidor público encargado del despacho de los asuntos en tanto se designa al 
servidor público correspondiente, en el caso de las vacantes de los titulares de las unidades 
administrativas que le sean adscritas; 

IV. Autorizar, coordinar y supervisar los programas, proyectos y acciones que realicen las 
unidades administrativas y órganos administrativos desconcentrados de la Secretaría, en 
temas de cooperación científica, educativa, tecnológica, deportiva, económica y 
empresarial, en ciudadanía y cultural, de asistencia humanitaria y de ayuda internacional, 
conforme a las políticas que dicte el Secretario y en concordancia con la Ley de 
Cooperación Internacional para el Desarrollo, el Plan Nacional de Desarrollo y el Programa 
de Cooperación Internacional para el Desarrollo; 

V. Emitir instrucciones en temas de cooperación, a los titulares de las representaciones 
diplomáticas y consulares de México en el exterior; 

VI. Dictar lineamientos en materia de cooperación internacional para el desarrollo; 

VII. Representar al Secretario en foros nacionales e internacionales en materia de su 
competencia; 

VIII. Fungir como Comisionado Presidencial ante el Proyecto de Integración y Desarrollo de 
Mesoamérica; 

IX. Formular el anteproyecto de presupuesto de la Agencia Mexicana de Cooperación 
Internacional para el Desarrollo, en coordinación con la Dirección General de Programación, 
Organización y Presupuesto, y de conformidad con las disposiciones jurídicas aplicables; 
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X. Autorizar, por escrito, a las unidades administrativas que se le adscriban, la celebración de 
convenios y contratos que impliquen obligaciones patrimoniales a cargo de la Agencia 
Mexicana de Cooperación Internacional para el Desarrollo, previamente a su formalización; 

XI. Proponer al Secretario el ingreso, promoción y la terminación de la relación laboral del 
personal adscrito a la Agencia Mexicana de Cooperación Internacional para el Desarrollo. 
Asimismo, podrá emitir autorizaciones de carácter laboral a que tenga derecho su personal, 
de conformidad con las disposiciones jurídicas aplicables; 

XII. Suscribir los documentos relativos al ejercicio de sus facultades y aquellos que le sean 
señalados por delegación de facultades o le correspondan por suplencia; 

XIII. Coordinar las labores de las unidades administrativas a su cargo, dictando las medidas 
necesarias para su mejor funcionamiento, así como coordinar sus acciones, en su caso, con 
las demás áreas de la Secretaría; 

XIV. Expedir copias certificadas de los documentos y constancias en materia de su competencia 
y que obren en sus archivos; 

XV. Coordinar sus acciones con las áreas competentes de las dependencias y entidades de la 
Administración Pública Federal, estatal y municipal para el eficaz despacho de los asuntos 
de la competencia de la Agencia Mexicana de Cooperación Internacional para el Desarrollo; 

XVI. Nombrar a los titulares de las unidades administrativas adscritas a la Agencia Mexicana de 
Cooperación Internacional para el Desarrollo; 

XVII. Proporcionar, previo acuerdo con el Secretario, y en el ámbito de competencia de la 
Agencia Mexicana de Cooperación Internacional para el Desarrollo, la información o la 
cooperación requerida por otras dependencias y entidades de la Administración Pública 
Federal, estatal y municipal; 

XVIII. Representar y suplir a la Secretaría ante los Consejos, Comités, Comisiones y Juntas que 
indique el Secretario de conformidad a las normas que así lo establezcan; 

XIX. Participar y, en su caso, operar de manera directa o a través de sus unidades 
administrativas adscritas, los órganos colegiados de cualquier naturaleza que establezca el 
Secretario, que correspondan al ámbito de competencia de la Agencia, de conformidad con 
las disposiciones jurídicas aplicables; 

XX. Coordinar sus acciones con las diferentes instituciones gubernamentales, en el ámbito de 
competencia de la Secretaría, para que se lleven a cabo las acciones de cooperación que 
fomenten el desarrollo integral de México; 

XXI. Presentar un Informe al Secretario de las acciones emprendidas por las diferentes áreas de 
la Secretaría en materia de cooperación internacional para el desarrollo; 

XXII. Autorizar, en representación de la Agencia Mexicana de Cooperación Internacional para el 
Desarrollo, la erogación de los recursos financieros que se destinen de los fondos de 
cooperación para la ejecución de los proyectos, programas y acciones de cooperación 
internacional para el desarrollo, observando las disposiciones jurídicas aplicables; 

XXIII. Autorizar, instruir y vigilar el ejercicio del presupuesto asignado a la Agencia Mexicana de 
Cooperación Internacional para el Desarrollo, de conformidad con las disposiciones jurídicas 
aplicables; 

XXIV. Designar a propuesta del Director General de Política de Cooperación para el Desarrollo, a 
los representantes que participarán en los Consejos Técnicos para la atención de temas 
específicos de la cooperación internacional propuestos por el Consejo Consultivo; 

XXV. Representar a la Secretaría en los foros nacionales e internacionales en materia de 
cooperación internacional para el desarrollo; proponer elementos en las negociaciones de 
instrumentos bilaterales y en acuerdos de carácter sectorial, en el ámbito de su 
competencia, así como dar seguimiento a los mismos, de conformidad con la Ley de 
Cooperación Internacional para el Desarrollo; 

XXVI. Coadyuvar, con las instancias de la Administración Pública Federal, estatal y municipal 
competentes en la materia, en aquellas acciones de asistencia humanitaria o ayuda 
internacional para la atención de desastres ocurridos en México o en el extranjero; 
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XXVII. Realizar los trámites necesarios para cumplir con los pagos de contribuciones, aportaciones 
y cuotas de México ante los organismos internacionales en materia de su competencia, así 
como apoyar a otras dependencias y entidades de la Administración Pública Federal, estatal 
y municipal en el cumplimiento de sus compromisos con organismos internacionales acorde 
a sus facultades y a las atribuciones de la Agencia en coordinación con las 
representaciones de México en el exterior; 

XXVIII. Concertar con las autoridades competentes en materia aduanera, los mecanismos que 
permitan la entrada y salida de materiales y equipo destinados a la ejecución de proyectos 
de cooperación internacional para el desarrollo, así como con las autoridades competentes 
en materia consular y migratoria sobre la emisión de la documentación como cooperantes 
de los expertos extranjeros que participen en los diversos programas y proyectos de 
cooperación internacional para el desarrollo; 

XXIX. Promover y divulgar por todos los medios disponibles, en coordinación con la Dirección 
General de Comunicación Social y la Dirección General del Acervo Histórico Diplomático, 
los avances y resultados de los programas y las actividades de la Agencia Mexicana de 
Cooperación Internacional para el Desarrollo; 

XXX. Dirigir la formulación y elaboración de los convenios, acuerdos, contratos y toda clase de 
instrumentos y actos jurídicos en materia de cooperación internacional para el desarrollo; 

XXXI. Coordinar las negociaciones de los documentos a suscribir, necesarios para la ejecución de 
proyectos de cooperación internacional de carácter multilateral y con organismos 
internacionales; 

XXXII. Dirigir y representar a la Agencia Mexicana de Cooperación Internacional para el Desarrollo 
en los fondos y fideicomisos de cooperación internacional a su cargo, de conformidad con 
las disposiciones jurídicas aplicables; 

XXXIII. Elaborar, en coordinación con las unidades administrativas de la Agencia Mexicana de 
Cooperación Internacional para el Desarrollo, el ejercicio del presupuesto que se presentará 
al Consejo Consultivo; 

XXXIV. Coadyuvar, en el ámbito de su competencia, en la conformación, seguimiento y evaluación 
del Programa de Cooperación Internacional para el Desarrollo, así como en la supervisión y 
evaluación de los programas, proyectos y acciones de cooperación internacional para el 
desarrollo, y 

XXXV. Ejercer las facultades que las demás disposiciones jurídicas le confieran a la Agencia 
Mexicana de Cooperación Internacional para el Desarrollo, las que le confiera el Secretario 
en el marco de su competencia, y las que sean afines a las señaladas en las fracciones 
anteriores, así como las que corresponden a las unidades administrativas que se le 
adscriban. 

ARTÍCULO 67. La Dirección General de Política de Cooperación, está a cargo de un Director General, 
quien tiene las facultades siguientes: 

I. Proponer a la Dirección Ejecutiva de la Agencia Mexicana de Cooperación Internacional 
para el Desarrollo, la formulación de las políticas de cooperación internacional para el 
desarrollo, en concordancia con los lineamientos y metas del Plan Nacional de Desarrollo y 
del Programa de Cooperación Internacional para el Desarrollo; 

II. Coadyuvar con la Dirección Ejecutiva, en la definición de esquemas de cooperación 
internacional que promuevan la complementariedad y el fortalecimiento institucional en los 
órdenes federal, estatal y municipal, que favorezcan la búsqueda de nuevas formas de 
cooperación internacional para el desarrollo y que se ejecuten en conjunto con otros actores 
de cooperación, en coordinación con las áreas competentes; 

III. Apoyar a la Dirección Ejecutiva de la Agencia Mexicana de Cooperación Internacional para 
el Desarrollo, en coordinación con las unidades administrativas y órganos administrativos 
desconcentrados competentes de la Secretaría, en la identificación de opciones de 
cooperación internacional y en la vinculación con otros actores de la cooperación; 

IV. Proponer la participación de la Agencia Mexicana de Cooperación Internacional para el 
Desarrollo en los foros de cooperación internacional, en coordinación con las dependencias 
y entidades de la Administración Pública Federal, en el ámbito de su competencia, para la 
cooperación internacional para el desarrollo; 
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V. Promover a la integración en temas de cooperación internacional para el desarrollo con los 
países socios de México, mediante el desarrollo de acciones, proyectos y programas de 
cooperación; 

VI. Coordinar la cooperación internacional para el desarrollo con el sector privado que 
favorezca la innovación, las mejores prácticas empresariales y la sostenibilidad, la 
estrategia conjunta de los sectores público y privado, la implementación de iniciativas, 
programas y proyectos con el sector privado, así como la identificación de fuentes de fondeo 
y financiamiento de proyectos; 

VII. Proponer a la Dirección Ejecutiva la creación, suspensión o cancelación de mecanismos y 
esquemas de financiamiento; 

VIII. Asesorar a la Secretaría, en el ámbito de su competencia, sobre los tratados internacionales 
y convenios interinstitucionales que suscriba en materia de cooperación internacional, así 
como coordinar el seguimiento de los mismos; 

IX. Proponer a la Dirección Ejecutiva de la Agencia Mexicana de Cooperación Internacional 
para el Desarrollo, programas, proyectos y acciones a realizarse a través de los 
mecanismos y esquemas de financiamiento aplicables; 

X. Coordinar el seguimiento a la labor de los organismos internacionales, con el propósito de 
identificar acciones, proyectos y programas a realizar en el marco de la cooperación 
internacional para el desarrollo; 

XI. Coordinar las gestiones de recepción y envío de ayuda humanitaria en casos de desastres 
ocurridos en México o en el extranjero y, en su caso, realizar conjuntamente con la 
Coordinación General de Protección Civil de la Secretaría de Seguridad y Protección 
Ciudadana las gestiones de envío y recepción de ayuda humanitaria, cuando la emergencia 
sea en otros países o cuando el Titular del Ejecutivo Federal emita un llamado de ayuda 
humanitaria internacional ante la ocurrencia de una emergencia en México; así como con 
las dependencias de la Administración Pública Federal y las unidades administrativas 
competentes de la Secretaría, las acciones de ayuda internacional para la atención de una 
emergencia o desastre ocurrido en México; 

XII. Proponer a la Dirección Ejecutiva de la Agencia Mexicana de Cooperación Internacional 
para el Desarrollo, la agenda de temas de las sesiones del Consejo Consultivo; 

XIII. Proponer a la Dirección Ejecutiva de la Agencia Mexicana de Cooperación Internacional 
para el Desarrollo, la constitución de Consejos Técnicos para el tratamiento de temas 
específicos de cooperación internacional, con la participación de los especialistas de las 
dependencias y entidades de la Administración Pública Federal, así como a los 
representantes de las unidades administrativas de la Agencia Mexicana de Cooperación 
Internacional para el Desarrollo; 

XIV. Participar en el ámbito de su competencia en la integración del proyecto de Programa de 
Cooperación Internacional para el Desarrollo, que se presenta al Consejo Consultivo de la 
Agencia Mexicana de Cooperación Internacional para el Desarrollo; 

XV. Coadyuvar en el ámbito de su competencia con la Dirección Ejecutiva de la Agencia 
Mexicana de Cooperación Internacional para el Desarrollo, en la actualización de los 
diferentes registros y sistemas de información contemplados en la Ley de Cooperación 
Internacional para el Desarrollo; 

XVI. Coordinar con las unidades administrativas competentes de la Secretaría, el Instituto Matías 
Romero y actores relevantes de la cooperación internacional, las actividades para que el 
personal de la Agencia Mexicana de Cooperación Internacional para el Desarrollo y los 
encargados de la cooperación internacional para el desarrollo de las representaciones de 
México en el exterior, se mantenga actualizado en relación con las mejores prácticas en la 
materia; 

XVII. Coadyuvar con las Subsecretarías, en la supervisión y coordinación en temas de 
cooperación internacional, realizadas por las representaciones de México en el exterior, así 
como en el cumplimiento de las obligaciones contraídas por México ante los organismos, 
fondos y mecanismos económicos internacionales y financieros; 

XVIII. Vigilar el uso correcto y oportuno del presupuesto asignado a programas, proyectos y 
acciones relativos a las funciones de su competencia y rendir cuentas de los mismos; 
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XIX. Participar en el ámbito de su competencia, en la elaboración del anteproyecto de 
presupuesto de la Agencia Mexicana de Cooperación Internacional para el Desarrollo y en 
la asignación de recursos a los programas de cooperación internacional; 

XX. Coadyuvar, en el ámbito de su competencia, en la conformación, seguimiento y evaluación 
del Programa de Cooperación Internacional para el Desarrollo; 

XXI. Participar en la ejecución de la política de cooperación educativa internacional de acuerdo a 
las prioridades de desarrollo nacional y con base en los lineamientos de la política exterior y 
de la política educativa en México, en coordinación con la Secretaría de Educación Pública; 

XXII. Difundir las convocatorias para eventos y concursos internacionales de carácter educativo y 
cultural, que en materia de cooperación internacional para el desarrollo realice la Secretaría; 

XXIII. Gestionar ante las autoridades aduaneras competentes la internación o salida de las obras 
educativas, artísticas y culturales objeto de los acuerdos de cooperación y de las labores de 
difusión que son de su responsabilidad, de conformidad con las disposiciones jurídicas 
aplicables en la materia; 

XXIV. Favorecer acciones de cooperación que contribuyan al fortalecimiento de las mejores 
prácticas empresariales y a mayor promoción de la responsabilidad social de las empresas, 
a nivel regional y mundial; 

XXV. Promover diálogos macroeconómicos y financieros a fin de apoyar, mediante la cooperación 
internacional, el mejoramiento de la gestión de las finanzas públicas a nivel nacional, 
regional y local así como los marcos legales y regulatorios y los sistemas correspondientes 
para estabilizar las economías, y 

XXVI. Ejercer las demás facultades que las disposiciones jurídicas confieran a la Agencia 
Mexicana de Cooperación Internacional para el Desarrollo, que sean afines a las señaladas 
en las fracciones anteriores o que le encomiende la Dirección Ejecutiva de la propia 
Agencia. 

ARTÍCULO 68. La Dirección General de Planeación y Evaluación, está a cargo de un Director General, 
quien tiene las facultades siguientes: 

I. Proponer a la Dirección Ejecutiva de la Agencia Mexicana de Cooperación Internacional 
para el Desarrollo, la metodología y las herramientas para llevar a cabo la planeación 
estratégica, diagnóstico, formulación, implementación, seguimiento y evaluación de los 
programas, proyectos y acciones de cooperación internacional realizados o coordinados por 
la Agencia, en concordancia con la Ley de Cooperación Internacional para el Desarrollo, el 
Plan Nacional de Desarrollo y el Programa de Cooperación Internacional para el Desarrollo; 

II. Elaborar diagnósticos y evaluaciones del Programa de Cooperación Internacional para el 
Desarrollo, así como de las tendencias a nivel global en dicha materia, que sirvan como 
elementos para las actualizaciones del referido Programa; 

III. Coordinar la elaboración de los diagnósticos y análisis de la viabilidad presupuestal de los 
programas, proyectos y acciones en materia de cooperación internacional; 

IV. Coordinar el análisis de las propuestas para la creación, suspensión o cancelación de los 
mecanismos y esquemas de financiamiento; 

V. Proponer a la Dirección Ejecutiva, el plan para la implementación de programas, proyectos y 
acciones, orientados a la consecución de los propósitos de la Agencia, así como el uso 
eficiente de los recursos disponibles; 

VI. Supervisar los procesos de elaboración de convocatorias, términos de referencia y diseño 
de indicadores que lleven a cabo las unidades responsables de la implementación de los 
proyectos; 

VII. Coordinar las acciones de monitoreo, supervisión y evaluación que se haga de la ejecución 
de programas, proyectos y acciones de cooperación internacional previstas en el Programa 
de Cooperación Internacional para el Desarrollo y las agendas internacionales de 
cooperación y desarrollo sostenible; 

VIII. Coordinar el diseño e implementación de los mecanismos y herramientas de monitoreo y 
control de los programas, proyectos y acciones de cooperación ejecutados por la Agencia 
Mexicana de Cooperación Internacional para el Desarrollo; 
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IX. Proponer a la Dirección Ejecutiva de la Agencia Mexicana de Cooperación Internacional 
para el Desarrollo el plan de trabajo anual de las evaluaciones que se realizarán a los 
programas, proyectos y acciones de cooperación; 

X. Coordinar las acciones de la Secretaría y otras dependencias y entidades de la 
Administración Pública Federal, en el seguimiento, supervisión y evaluación que se haga de 
la ejecución de las políticas y acciones de cooperación internacional previstas en el 
Programa de Cooperación Internacional para el Desarrollo; 

XI. Coordinar la integración de los resultados y recomendaciones de las evaluaciones 
realizadas y asegurar su atención y seguimiento entre los actores de la cooperación; 

XII. Coordinar los trabajos para la conformación, administración y la permanente actualización 
del Sistema de Información de la Cooperación Internacional para el Desarrollo, en 
coordinación con las unidades administrativas de la Agencia, para el registro, monitoreo, 
cuantificación y evaluación de la cooperación; 

XIII. Fungir como enlace con las unidades administrativas de la Agencia para la conformación, 
administración y la permanente actualización de los diferentes registros y sistemas de 
información contemplados por la Ley de Cooperación Internacional para el Desarrollo, en 
coordinación con las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal que 
correspondan; 

XIV. Coadyuvar con la Dirección Ejecutiva, en la concentración de la información aportada por 
las unidades administrativas que conforman el órgano administrativo desconcentrado para 
la integración del proyecto de Programa de Cooperación Internacional para el Desarrollo, 
que se presentará al Consejo Consultivo de la Agencia, y atender las recomendaciones que 
sean emitidas por dicho órgano colegiado, en coordinación con las unidades administrativas 
de la Secretaría; 

XV. Coadyuvar con la Dirección Ejecutiva en la atención de cualquier instrumento jurídico que se 
deba suscribir en el ejercicio de sus facultades; 

XVI. Elaborar y proponer los proyectos, programas y acciones de cooperación internacional para 
el desarrollo; el Programa Anual de Trabajo de la unidad administrativa a su cargo, así como 
establecer las actividades, metas e indicadores que permitan evaluar su desempeño en los 
temas de sus respectivas competencias; 

XVII. Coordinar con las unidades administrativas de la Agencia la integración del anteproyecto de 
presupuesto de la Agencia Mexicana de Cooperación Internacional para el Desarrollo y en 
la asignación de recursos a los programas de cooperación internacional, y 

XVIII. Ejercer las demás facultades que las disposiciones jurídicas le confieran a la Agencia 
Mexicana de Cooperación Internacional para el Desarrollo, que sean afines a las señaladas 
en las fracciones anteriores o que le encomiende la Dirección Ejecutiva de la propia 
Agencia. 

ARTÍCULO 69. La Dirección General de Operación de Proyectos en México, está a cargo de un Director 
General, quien tiene las facultades siguientes: 

I. Ejecutar directamente, y cuando se requiera, con la participación de los sectores público y 
privado, los programas, proyectos y las acciones en materia de recepción de cooperación 
internacional para el desarrollo; 

II. Coordinar la implementación y seguimiento, en el ámbito de su competencia y en 
coordinación con las instituciones cooperantes que correspondan, la ejecución de los 
programas, proyectos y acciones de recepción de cooperación internacional, de 
conformidad con los lineamientos del Programa de Cooperación Internacional para el 
Desarrollo; 

III. Suscribir los documentos inherentes a las acciones y proyectos que formen parte  de los 
programas en materia de recepción de cooperación internacional para el desarrollo 
vigentes; 

IV. Convocar, organizar y celebrar, en el marco de los acuerdos en materia de recepción de 
cooperación suscritos por México, las reuniones de las comisiones mixtas, grupos de trabajo 
o sus similares en el caso de los organismos, fondos, programas y agencias especializadas; 
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V. Coordinar el seguimiento y obtención de los informes a las contrapartes internacionales y a 
las instituciones cooperantes sobre los avances y resultados de las actividades en materia 
de recepción de la cooperación internacional para el desarrollo, que deriven de acuerdos 
interinstitucionales y sus anexos técnicos o planes de trabajo; 

VI. Incentivar la participación de las instituciones mexicanas de los sectores público, privado y 
social en los programas, proyectos y acciones en materia de cooperación internacional para 
el desarrollo; 

VII. Coadyuvar con la Dirección Ejecutiva de la Agencia Mexicana de Cooperación Internacional 
para el Desarrollo y con las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal, 
en la instrumentación de nuevos mecanismos de financiamiento para la ejecución de la 
recepción de la cooperación internacional para el desarrollo; 

VIII. Coadyuvar con la Dirección Ejecutiva de la Agencia Mexicana de Cooperación Internacional 
para el Desarrollo, en la realización de los paneles sectoriales para la operación de 
proyectos y acciones que integren los programas de cooperación en materia de recepción; 

IX. Coadyuvar con la Dirección Ejecutiva de la Agencia Mexicana de Cooperación Internacional 
para el Desarrollo en la estructuración e instrumentación de estrategias y políticas en 
materia de recepción de cooperación técnica, tecnológica y científica, multilaterales y 
bilaterales, para promover las capacidades de las instituciones mexicanas de los sectores 
público, privado, académico y social; 

X. Gestionar ante las autoridades aduaneras competentes la entrada o salida de materiales y 
equipo destinados a la ejecución de proyectos de cooperación internacional para el 
desarrollo en materia de recepción; 

XI. Coordinar la gestión ante la Dirección General de Servicios Consulares y el Instituto 
Nacional de Migración, la documentación como cooperantes, de los expertos extranjeros 
participantes en los diversos programas de cooperación en materia de recepción; 

XII. Coadyuvar en el ámbito de su competencia con la Dirección Ejecutiva de la Agencia 
Mexicana de Cooperación Internacional para el Desarrollo, en la actualización del Registro 
Nacional de la Cooperación Internacional para el Desarrollo y el Sistema de Información de 
la Cooperación Internacional para el Desarrollo, en coordinación con las unidades 
administrativas de la Agencia Mexicana de Cooperación Internacional para el Desarrollo, y 
las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal que correspondan; 

XIII. Coadyuvar en el ámbito de su competencia con la Dirección Ejecutiva de la Agencia 
Mexicana de Cooperación Internacional para el Desarrollo en la conformación y la 
permanente actualización de los diferentes registros y sistemas de información 
contemplados en la ley de la materia; 

XIV. Colaborar con instituciones nacionales y con interlocutores extranjeros en la selección 
conjunta de los expertos y becarios que participarán en programas, proyectos y acciones de 
cooperación internacional para el desarrollo en el ámbito de la recepción; 

XV. Recibir y tramitar, ante las autoridades competentes, los permisos que soliciten los 
gobiernos extranjeros para realizar toda clase de investigaciones científicas y/o colectas de 
muestras en el territorio nacional, espacio aéreo o en aguas jurisdiccionales de México, así 
como dar seguimiento a las mismas, en consulta con las unidades administrativas y órganos 
administrativos desconcentrados competentes de la Secretaría; 

XVI. Proveer de la información relativa a las actividades de los programas, proyectos y acciones 
de cooperación internacional para el desarrollo ejecutados en materia de recepción, a efecto 
de que se realice su difusión por parte de la unidad administrativa competente; 

XVII. Colaborar con las unidades administrativas y órganos administrativos desconcentrados 
competentes de la Secretaría correspondientes en la capacitación del personal a su cargo, 
en materia de mejores prácticas en el ámbito de la recepción de cooperación internacional, 
en coordinación con agencias de cooperación de terceros países y organismos 
multilaterales especializados; 

XVIII. Proporcionar a la unidad administrativa competente la información necesaria para el 
monitoreo y evaluación de los programas, proyectos y acciones implementadas en materia 
de recepción de cooperación internacional para el desarrollo; 
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XIX. Proponer a la Dirección Ejecutiva de la Agencia Mexicana de Cooperación Internacional 
para el Desarrollo, en el ámbito de su competencia, las actividades e insumos para la 
difusión de las acciones en materia de recepción de cooperación internacional para el 
desarrollo; 

XX. Someter a autorización de la Dirección Ejecutiva de la Agencia Mexicana de Cooperación 
Internacional para el Desarrollo, las comisiones que realicen los funcionarios de las 
representaciones de México en el exterior, relacionadas con actividades en materia de 
recepción de cooperación internacional para el desarrollo; 

XXI. Vigilar el uso correcto y oportuno del presupuesto asignado a programas, proyectos y 
acciones en materia de recepción de cooperación internacional para el desarrollo, 
conservando la documentación justificativa y comprobatoria de los recursos; 

XXII. Coordinar el seguimiento a la transferencia y recepción de recursos, bienes, conocimientos 
y experiencias de los gobiernos extranjeros a instituciones mexicanas en materia de 
promoción y cooperación internacional para el desarrollo y expedir la documentación 
correspondiente; 

XXIII. Participar en coordinación con las unidades administrativas de la Agencia Mexicana de 
Cooperación Internacional para el Desarrollo, en la elaboración del anteproyecto de 
presupuesto y en la asignación de recursos a los programas de cooperación internacional 
en materia de recepción; 

XXIV. Coordinar las labores de difusión y apoyo a los programas de becas que los gobiernos 
extranjeros y organismos internacionales ofrecen a mexicanos por la vía diplomática; 

XXV. Promover una participación dinámica del sector privado nacional en los foros internacionales 
de cooperación, que favorezca el diálogo, la coordinación y la acción conjunta con el sector 
público, en materia de recepción de la cooperación; 

XXVI. Promover a través de acciones, proyectos y programas en materia de recepción de la 
cooperación internacional, el acceso a nuevas tecnologías para beneficio de las micro, 
pequeñas y medianas empresas de México para favorecer su competitividad, productividad, 
sostenibilidad e internacionalización en la economía global, y 

XXVII. Ejercer las demás facultades que las disposiciones jurídicas aplicables confieran a la 
Agencia Mexicana de Cooperación Internacional para el Desarrollo, que sean afines a las 
señaladas en las fracciones anteriores o que le encomiende la Dirección Ejecutiva de la 
propia Agencia. 

ARTÍCULO 70. La Dirección General de Ejecución de Proyectos en el Exterior, está a cargo de un Director 
General, quien tiene las facultades siguientes: 

I. Coordinar la implementación de programas, proyectos y acciones en apoyo a terceros 
países, en temas de oferta de la cooperación internacional para el desarrollo; 

II. Coordinar el seguimiento respecto a la ejecución de los programas, proyectos y acciones de 
oferta de cooperación internacional de conformidad con los lineamientos del Programa de 
Cooperación Internacional para el Desarrollo, con la participación de los socios cooperantes; 

III. Suscribir los documentos inherentes a las acciones y proyectos que formen parte de los 
programas de oferta de cooperación internacional para el desarrollo vigentes; 

IV. Instrumentar la celebración de las reuniones de las comisiones mixtas, grupos de trabajo o 
sus similares en el caso de los organismos, fondos, programas y agencias especializadas, 
en el marco de los acuerdos de oferta de la cooperación para el desarrollo suscritos por 
México; 

V. Requerir información y documentación a los agentes cooperantes nacionales e 
internacionales, instituciones y organismos vinculados con las actividades de oferta de la 
cooperación internacional para el desarrollo que deriven de instrumentos jurídicos y sus 
anexos técnicos y/o planes de trabajo; 

VI. Asistir, a los Consejos Técnicos propuestos por el Consejo Consultivo, para la atención de 
temas vinculados con la oferta de cooperación internacional, cuando así se requiera; 

VII. Fomentar y promover en los esquemas de cooperación internacional para el desarrollo, la 
colaboración de las instituciones nacionales de los sectores público, privado y social; 
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VIII. Coordinar en colaboración con la Dirección Ejecutiva de la Agencia Mexicana de 
Cooperación Internacional para el Desarrollo, la instrumentación de nuevos mecanismos de 
financiamiento para la ejecución de la cooperación internacional para el desarrollo, con la 
participación de las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal, estatal 
y municipal; 

IX. Intervenir en la organización y celebración de los foros, seminarios y reuniones de trabajo 
en materias específicas, para la operación de proyectos y actividades que integren los 
programas de cooperación, en coadyuvancia con la Dirección Ejecutiva de la Agencia 
Mexicana de Cooperación Internacional para el Desarrollo; 

X. Coordinar los trámites ante las autoridades aduaneras competentes respecto a la 
internación y/o salida de materiales y equipo destinados a la ejecución de proyectos de 
oferta de cooperación internacional para el desarrollo; 

XI. Coordinar ante la Dirección General de Servicios Consulares y el Instituto Nacional de 
Migración, los trámites relativos a la documentación de los expertos extranjeros que 
participan con carácter de cooperantes en los diversos programas que realiza esta Agencia; 

XII. Coadyuvar en el ámbito de su competencia con la Dirección Ejecutiva de la Agencia 
Mexicana de Cooperación Internacional para el Desarrollo en la conformación y la 
permanente actualización de los diferentes registros y sistemas de información 
contemplados por la Ley de Cooperación Internacional para el Desarrollo; 

XIII. Colaborar con instituciones nacionales y con interlocutores extranjeros en los procesos de 
selección de los expertos y becarios que participan en los programas, proyectos y acciones 
en materia de oferta de cooperación internacional para el desarrollo; 

XIV. Proporcionar a la unidad administrativa competente de la Agencia Mexicana de Cooperación 
Internacional para el Desarrollo los insumos necesarios para la difusión de las actividades 
de los programas, proyectos y acciones en materia de oferta de cooperación internacional 
para el desarrollo; 

XV. Colaborar con las unidades administrativas y órganos administrativos desconcentrados 
competentes de la Secretaría, en la capacitación del personal a su cargo, en materia de 
mejores prácticas en el ámbito de la recepción de cooperación internacional, en 
coordinación con agencias de cooperación de terceros países y organismos multilaterales 
especializados; 

XVI. Proporcionar a la unidad administrativa competente de la Agencia, la información y 
documentación necesaria para el monitoreo y evaluación de los programas, proyectos y 
acciones implementadas en materia de oferta de cooperación internacional para el 
desarrollo; 

XVII. Proponer al Comisionado Presidencial de México del Proyecto de Integración y Desarrollo 
de Mesoamérica, las acciones y estrategias para la implementación y seguimiento del 
Proyecto Mesoamérica; 

XVIII. Coadyuvar al ejercicio de las facultades del Comisionado Presidencial de México y de la  
Co-Presidencia Permanente en la Comisión Ejecutiva del Proyecto Mesoamérica; 

XIX. Fungir como Comisionado Presidencial Adjunto de acuerdo a lo establecido en el Acta y el 
instrumento que institucionaliza el Proyecto de Integración y Desarrollo de Mesoamérica; 

XX. Participar y dar seguimiento a los trabajos y acuerdos de la Comisión Ejecutiva del Proyecto 
Mesoamérica; 

XXI. Fungir como Secretaría Técnica de la Comisión Mexicana para la Cooperación con 
Centroamérica; 

XXII. Someter a la Dirección Ejecutiva de la Agencia Mexicana de Cooperación Internacional para 
el Desarrollo, la autorización de las comisiones que realicen los funcionarios de las 
representaciones de México en el exterior, relacionadas con actividades de cooperación 
internacional para el desarrollo, en el ámbito de su competencia; 

XXIII. Vigilar el correcto ejercicio de los recursos, bienes y servicios proporcionados por 
instituciones mexicanas, gobiernos extranjeros u organismos internacionales en materia de 
cooperación internacional para el desarrollo, así como conservar la documentación que 
acredite la comprobación y destino final de los mismos; 
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XXIV. Coordinar y administrar los programas de becas para la formación de recursos humanos 
que México ofrece a extranjeros; 

XXV. Fomentar la participación del sector privado nacional en los foros internacionales de oferta 
de cooperación, tendientes al fortalecimiento del diálogo, la coordinación y la acción 
conjunta con el sector público; 

XXVI. Propiciar el acceso a nuevas tecnologías para beneficio de las micro, pequeñas y medianas 
empresas de México para favorecer su competitividad, productividad, sostenibilidad e 
internacionalización en la economía global mediante la realización de acciones, proyectos y 
programas de oferta de cooperación internacional, y 

XXVII. Ejercer las demás facultades que las disposiciones jurídicas aplicables le confieran a la 
Agencia Mexicana de Cooperación Internacional para el Desarrollo, que sean afines a las 
señaladas en las fracciones anteriores o que le encomiende la Dirección Ejecutiva de la 
propia Agencia. 

ARTÍCULO 71. La Dirección General de Ejecución de Proyectos Especiales de Cooperación Internacional, 
está a cargo de un Director General, quien tiene las facultades siguientes: 

I. Analizar, revisar y preparar los proyectos especiales sobre planeación, formulación, 
ejecución y evaluación de la política exterior en materia de cooperación internacional para el 
desarrollo en temas que contribuyan a la erradicación de la pobreza, el desempleo, la 
desigualdad y la exclusión social; 

II. Analizar y revisar los diversos proyectos especiales para la disminución de las asimetrías 
entre los países desarrollados y países en vías de desarrollo, a nivel regional y sus grupos 
específicos; 

III. Fungir como enlace y establecer canales de coordinación con otras dependencias y 
entidades de la Administración Pública Federal, a efecto de atender materias de desarrollo 
humano sustentable, erradicación de la pobreza, el desempleo, la desigualdad y la 
exclusión social; así como la disminución de las asimetrías entre los países desarrollados y 
países en vías de desarrollo a nivel regional y sus grupos específicos; 

IV. Impulsar y dar seguimiento al conjunto de asuntos del interés para México en los temas de 
su competencia, especialmente con los países de Mesoamérica y el Caribe; 

V. Elaborar análisis e informes políticos, así como formular opiniones de política bilateral, 
multilateral y regional en materia de cooperación internacional para el desarrollo; 

VI. Coordinar las tareas de apoyo y asesoría en materia de cooperación internacional para el 
desarrollo en temas que contribuyan a la erradicación de la pobreza, el desempleo, la 
desigualdad y la exclusión social; así como la disminución de las asimetrías entre los países 
desarrollados y países en vías de desarrollo; 

VII. Promover y circular, los avances y resultados de los programas especiales de cooperación 
internacional para el desarrollo; 

VIII. Vigilar el ejercicio del presupuesto asignado, en el ámbito de su competencia, a la Agencia 
Mexicana de Cooperación Internacional para el Desarrollo, de conformidad con las 
disposiciones jurídicas aplicables; 

IX. Coadyuvar, en el ámbito de su competencia, en la conformación, seguimiento y evaluación 
del Programa de Cooperación Internacional para el Desarrollo, así como en la supervisión y 
evaluación de los programas, proyectos y acciones especiales de cooperación internacional 
para el desarrollo; 

X. Promover a la integración en temas de cooperación internacional para el desarrollo con los 
cooperantes internacionales de México, mediante el desarrollo de acciones, proyectos y 
programas especiales de cooperación; 

XI. Asistir a la Dirección Ejecutiva en la atención de cualquier documento que deba celebrarse 
jurídicamente en el ejercicio de sus facultades; 

XII. Ejecutar directamente y cuando se requiera, con la participación de los sectores público y 
privado, los programas, proyectos especiales de cooperación internacional para el 
desarrollo; 
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XIII. Coordinar la gestión ante la Dirección General de Servicios Consulares y el Instituto 
Nacional de Migración, la documentación como cooperantes, de los expertos extranjeros 
participantes en los diversos programas de cooperación en materia de proyectos especiales; 

XIV. Someter a autorización de la Dirección Ejecutiva de la Agencia Mexicana de Cooperación 
Internacional para el Desarrollo, las comisiones que realicen los funcionarios de las 
representaciones de México en el exterior, relacionadas con actividades en materia de 
proyectos especiales de cooperación internacional para el desarrollo; 

XV. Fomentar y promover en los esquemas de cooperación internacional para el desarrollo, la 
colaboración de las instituciones nacionales de los sectores público, privado y social para la 
ejecución de proyectos especiales; 

XVI. Impulsar y procurar en los esquemas de cooperación internacional para el desarrollo con 
diversos actores, un enfoque particular en las regiones de Mesoamérica y el Caribe, y 

XVII. Ejercer las demás facultades que las disposiciones jurídicas aplicables le confieran a la 
Agencia Mexicana de Cooperación Internacional para el Desarrollo, que sean afines a las 
señaladas en las fracciones anteriores o que le encomiende la Dirección Ejecutiva de la 
propia Agencia. 

CAPÍTULO XII 

De las Oficinas de Pasaportes 

ARTÍCULO 72. Al frente de cada una de las Oficinas de Pasaportes habrá un director y subdirector, 
quienes serán auxiliados en el ejercicio de sus facultades por el personal necesario, de conformidad con las 
disposiciones jurídicas aplicables. 

A las Oficinas de Pasaportes de la Secretaría les corresponde: 

I. Expedir pasaportes ordinarios y legalizar las firmas de los documentos públicos que deban 
producir efectos en el extranjero; 

II. Expedir copias certificadas de los documentos y constancias materia de su competencia 
que obren en sus archivos; 

III. Presentar denuncias ante las autoridades competentes respecto de los hechos que así lo 
ameriten; 

IV. Supervisar periódicamente a las Oficinas Estatales y Municipales de Enlace, a fin de evaluar 
principalmente que: 

a) Su funcionamiento y operación se ajusten a lo dispuesto en las disposiciones del 
artículo 54 del Reglamento y del presente artículo, y 

b) Se preste un servicio eficiente y de calidad a la sociedad; 

V. Ejecutar las acciones que el Director General de Oficinas de Pasaportes solicite para dar 
cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 54, fracción XIV del Reglamento; 

VI. Representar, por instrucciones de su superior jerárquico, en las reuniones y foros 
relacionados con los servicios y trámites de la competencia de la Secretaría en territorio 
nacional, y 

VII. Ejercer las demás facultades que las disposiciones jurídicas aplicables confieren a la 
Secretaría, que sean afines a las señaladas en el presente artículo, así como realizar las 
funciones que le encomiende el Secretario. 

ARTÍCULO 73. A las Oficinas de Pasaportes de la Secretaría, localizadas fuera de la Ciudad de México, 
además de las facultades señaladas en el artículo anterior, tienen las siguientes: 

I. Expedir las constancias, con las modalidades, condiciones y excepciones que fije la 
Dirección General de Asuntos Jurídicos de la propia Secretaría para: 

a) La adquisición de bienes inmuebles fuera de zona restringida por parte de 
personas físicas y morales extranjeras; 

b) La obtención de concesiones para la exploración y explotación de minas y aguas 
en la República Mexicana, a personas físicas o morales extranjeras, y 

c) Coadyuvar en la recepción del aviso de adquisición de inmuebles por sociedades 
mexicanas con cláusula de admisión de extranjeros en la zona restringida que se 
destinen a un fin no residencial, a que se refiere la Ley de Inversión Extranjera; 
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II. Coadyuvar en la recepción de solicitudes de extranjeros que deseen obtener la nacionalidad 
mexicana por la vía de la naturalización y darlos de alta en el sistema electrónico que 
determine la Dirección General de Asuntos Jurídicos; 

III. Coadyuvar en la recepción de solicitudes de declaratorias de nacionalidad mexicana por 
nacimiento y certificados de nacionalidad mexicana, con las modalidades, condiciones y 
excepciones que fije la Dirección General de Asuntos Jurídicos; 

IV. Intervenir de acuerdo a las instrucciones que reciban de la Dirección General de Asuntos 
Jurídicos, en los procedimientos y juicios en que la Secretaría sea parte, así como en 
materia de pensiones alimenticias, adopciones y restitución de menores en los términos que 
establezca la Dirección General de Protección Consular y Planeación Estratégica; 

V. Tramitar, previo dictamen de procedencia, las comisiones rogatorias que reciban de las 
autoridades locales para su diligenciación por las oficinas consulares mexicanas; 

VI. Coadyuvar en la atención de los casos de protección a connacionales en el extranjero que 
encomiende la Dirección General de Protección Consular y Planeación Estratégica o, en su 
caso, las representaciones de México en el exterior, así como los que se presenten en la 
propia Oficina de Pasaportes; 

VII. Apoyar, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 54, fracción XIII, de este 
Reglamento, la realización en el interior del país de reuniones mixtas de cooperación 
económica, comercial, cultural, educativa, técnica y científica que el Gobierno Federal 
promueve, coordina o mantiene con o hacia el extranjero, en coordinación con las unidades 
administrativas y órganos administrativos desconcentrados competentes; 

VIII. Difundir y promover entre las instituciones de educación superior públicas y privadas, los 
programas de cooperación cultural, educativa, técnica y científica, especialmente los 
aspectos relacionados con las becas que ofrecen los gobiernos extranjeros y las 
oportunidades de cooperación que se presentan en el exterior; 

IX. Coadyuvar en la elaboración de presupuestos de operación con las unidades 
administrativas competentes, así como rendir informes a la Dirección General de Oficinas de 
Pasaportes y a las unidades administrativas que correspondan, según su competencia, y 

X. Ejercer las demás facultades que las disposiciones legales confieren a la Secretaría, que 
sean afines a las señaladas en las fracciones anteriores, así como las funciones que les 
encomiende el Secretario. 

CAPÍTULO XIII 

Del Órgano Interno de Control 

ARTÍCULO 74. El Órgano Interno de Control en la Secretaría estará a cargo de un titular, designado en 
los términos del artículo 37, fracción XII de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, quien en el 
ejercicio de sus facultades, se auxiliará de los titulares de las áreas de responsabilidades, de quejas y 
auditoría, así como demás personal adscrito a dicho Órgano, quienes dependerán jerárquica, funcional y 
presupuestalmente de la Secretaría de la Función Pública. 

Los órganos administrativos desconcentrados de la Secretaría podrán contar con un Órgano Interno de 
Control, siempre y cuando la Secretaría de la Función Pública así lo haya autorizado y se tenga la 
disponibilidad presupuestaria para ello. En el supuesto de que algún órgano administrativo desconcentrado no 
cuente con un Órgano Interno de Control, las atribuciones a que se refiere este artículo se ejercerán por el 
Órgano Interno de Control en la Secretaría. 

Los servidores públicos a que se refieren los párrafos anteriores, ejercerán las facultades que tengan 
atribuidas en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la Ley Orgánica de la Administración 
Pública Federal, en la Ley General de Responsabilidades Administrativas, el Reglamento Interior de la 
Secretaría de la Función Pública y en los demás ordenamientos jurídicos aplicables. 

La Secretaría, incluyendo a sus órganos administrativos desconcentrados, proporcionará el auxilio que 
requiera el Órgano Interno de Control para el desempeño de sus atribuciones. 
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CAPÍTULO XIV 

De la Suplencia de los Servidores Públicos de la Secretaría 

ARTÍCULO 75. El Secretario será suplido en sus ausencias por el Subsecretario de Relaciones Exteriores. 
En caso de ausencia del Secretario y del Subsecretario de Relaciones Exteriores, será suplido por los 
Subsecretarios para América Latina y el Caribe; para Asuntos Multilaterales y Derechos Humanos, y por el 
Titular de la Unidad de Administración y Finanzas, en el orden enunciado. En caso de ausencia de todos los 
servidores públicos mencionados, el Secretario designará al servidor público encargado del despacho de la 
Secretaría. 

ARTÍCULO 76. Las ausencias de los Subsecretarios serán suplidas por los titulares de las unidades 
administrativas que les sean adscritas, en el ámbito de sus respectivas competencias o, en su caso, por el 
servidor público que estos designen. 

ARTÍCULO 77. El Jefe de Unidad para América del Norte; de Diplomacia Cultural y Turística, así como el 
Director Ejecutivo de Estrategia y Diplomacia Pública, serán suplidos por los titulares de las unidades 
administrativas que les sean adscritas, en el ámbito de sus competencias o, en su caso, por el servidor 
público que estos designen, respectivamente. 

Las ausencias del Titular de la Unidad de Administración y Finanzas serán suplidas por los titulares de las 
unidades administrativas que les sean adscritas, en el ámbito de sus respectivas competencias o, en su caso, 
por el servidor público que este designe. 

El Consultor Jurídico será suplido en sus ausencias por los Consultores Jurídicos Adjuntos que le sean 
adscritos, en el ámbito de su competencia o, en su caso, por el servidor público que este designe. 

El Director Ejecutivo de la Agencia Mexicana de Cooperación Internacional para el Desarrollo será suplido 
en sus ausencias por los titulares de las unidades administrativas que les sean adscritas, en el ámbito de sus 
respectivas competencias o, en su caso, por el servidor público que este designe. 

El Director del Instituto de los Mexicanos en el Exterior será suplido en sus ausencias por el Director 
Ejecutivo de ese Instituto. En caso de ausencia del Director y del Director Ejecutivo, el primero será suplido 
por el servidor público que este designe. 

El Director del Instituto Matías Romero será suplido en sus ausencias por los Coordinadores o Directores 
de Área que le sean adscritos, en el ámbito de su competencia o, en su caso, por el servidor público que este 
designe. 

Las ausencias de los titulares de las demás unidades administrativas previstas en el artículo 6 del 
Reglamento, serán suplidos por el Coordinador o el Director de Área que estos designen; y las ausencias de 
los Coordinadores, Directores de Área y Subdirectores serán suplidas por el servidor público que designe el 
titular de la unidad administrativa de que se trate o por el servidor público que lo supla. 

En los demás casos, en que por alguna razón no exista titular de las unidades administrativas u órganos 
administrativos desconcentrados, quedará encargado del despacho provisionalmente el Coordinador o el 
Director de Área que designe el superior jerárquico. 

ARTÍCULO 78. Las ausencias del Director General de Asuntos Jurídicos, serán suplidas por los 
Coordinadores y por los Directores que se señalan en el penúltimo párrafo del artículo 21 de este Reglamento, 
en el orden establecido. 

ARTÍCULO 79. Los Directores y Subdirectores de las Oficinas de Pasaportes serán suplidos en sus 
ausencias por el servidor público que designe el Director General de Oficinas de Pasaportes. 

CAPÍTULO XV 

De la Comisión Consultiva de Política Exterior y de la Comisión  de Personal del Servicio Exterior 
Mexicano 

ARTÍCULO 80. La Comisión Consultiva de Política Exterior constituirá un órgano de consulta para el 
Secretario; que se regirá por los lineamientos que al efecto emita el Titular del Ramo y quedará integrada por 
miembros de los sectores empresarial, académico, científico, cultural y artístico, así como de la comunidad 
mexicana en el exterior y de las unidades administrativas que el Secretario designe, de acuerdo a los temas a 
tratar. La Comisión tendrá las atribuciones siguientes: 

I. Asesorar al Secretario en materia de política exterior; 

II. Emitir opinión o recomendación en aquellos asuntos donde el Secretario solicite su 
intervención o apoyo, principalmente en materia comercial, turística, de comercio exterior, y 
atracción de inversión extranjera, así como en las acciones de cooperación internacional en 
materia educativa, cultural, técnica, científica, económica y financiera, y 

III. Aquellas otras que le asigne el Secretario. 
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Las personas de los sectores empresarial, académico, científico, cultural y artístico, así como de la 
comunidad mexicana en el exterior que sean designados por el Secretario para fungir como miembros de la 
Comisión Consultiva de Política Exterior, deberán previamente manifestar por escrito su consentimiento para 
aceptar su cargo no remunerado. 

En relación a los servidores públicos que formen parte de la Comisión Consultiva de Política Exterior no 
cobrarán emolumento alguno por su desempeño, es decir, no tendrá una remuneración adicional a su sueldo. 

ARTÍCULO 81. La Comisión de Personal del Servicio Exterior Mexicano, conforme a lo dispuesto por la 
Ley del Servicio Exterior Mexicano y su Reglamento, someterá al Secretario recomendaciones para el ingreso, 
reincorporación, ascensos, traslados, comisiones, disponibilidades, separaciones, retiro, aprobación y 
modificaciones al Plan de Carrera, asuntos disciplinarios y casos excepcionales de licencia de personal del 
servicio exterior, así como para la mejora continua del Servicio Exterior y cualquier otro asunto relacionado 
con los miembros del Servicio Exterior. La Comisión estará integrada por siete miembros de carácter 
permanente y cuando se traten asuntos relacionados con un rango del Servicio Exterior, participará también el 
representante de dicho rango. 

La Comisión de Personal del Servicio Exterior Mexicano, contará con las Subcomisiones que se citan a 
continuación, en términos de lo dispuesto por la Ley del Servicio Exterior Mexicano y su Reglamento: 

I. Subcomisión de Ingreso; 

II. Subcomisión de Rotación; 

III. Subcomisión de Evaluación; 

IV. Subcomisión de Asuntos Disciplinarios, y 

V. Subcomisión de Análisis y Prospectiva. 

ARTÍCULO 82. La Presidencia de la Comisión de Personal del Servicio Exterior Mexicano, estará a cargo 
del Embajador de Carrera designado por el Secretario y dedicado de tiempo completo a las labores propias de 
su cargo, de conformidad con la Ley del Servicio Exterior Mexicano, dependerá directamente del Titular del 
Ramo y contará, para el ejercicio de sus funciones señaladas en la Ley del Servicio Exterior Mexicano y su 
Reglamento, con la estructura orgánica que acuerde el Secretario y el apoyo de las unidades administrativas 
cuyos Titulares integran dicha Comisión. 

TRANSITORIOS 

PRIMERO. El presente Reglamento entrará en vigor al día siguiente al de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación. 

SEGUNDO. Se abroga el Reglamento Interior de la Secretaría de Relaciones Exteriores, publicado en el 
Diario Oficial de la Federación el 8 de enero de 2009. 

TERCERO. Las disposiciones administrativas vigentes que fueron expedidas con base en el Reglamento 
que se abroga, señalado en el transitorio segundo, continuarán en vigor en lo que no contravengan las 
disposiciones del nuevo Reglamento que se expide y en tanto no se abroguen o deroguen expresamente, por 
lo que todas las referencias que cualquier disposición normativa haga a las unidades administrativas cuya 
denominación haya cambiado por virtud de este Reglamento, se entenderán hechas a las mismas unidades 
previamente a su cambio de denominación. 

CUARTO. La Secretaría de Relaciones Exteriores tendrá ciento ochenta días, a partir de la entrada en 
vigor del presente acuerdo, para realizar las reformas y adiciones que correspondan a fin de adecuar los 
instrumentos jurídicos relacionados con la apertura, suspensión o cierre de Oficinas Estatales y Municipales 
de Enlace. 

QUINTO. Las erogaciones que se generen con la entrada en vigor del presente Reglamento, se llevarán a 
cabo mediante movimientos compensados y no se requerirán recursos adicionales, por lo que la Secretaría de 
Relaciones Exteriores deberá sujetarse a su presupuesto aprobado para el presente ejercicio fiscal y 
subsecuentes, por lo que no se incrementará su presupuesto regularizable. 

SEXTO. Cuando, en términos del último párrafo del artículo 74 de este Reglamento, el auxilio que 
proporcione la Secretaría de Relaciones Exteriores al Órgano Interno de Control de la Secretaría de la 
Función Pública, involucre recursos presupuestarios, dicho apoyo se efectuará conforme a los criterios que 
determine la Secretaría de Hacienda y Crédito Público y la Secretaría de la Función Pública, observando lo 
previsto en el artículo Transitorio Quinto del Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas 
disposiciones de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, publicado en el Diario Oficial de la 
Federación de fecha 30 de noviembre de 2018. 

Dado en la Residencia del Poder Ejecutivo Federal, en la Ciudad de México, a 9 de junio de 2021.- 
Andrés Manuel López Obrador.- Rúbrica.- El Secretario de Relaciones Exteriores, Marcelo Luis Ebrard 
Casaubon.- Rúbrica. 
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SECRETARIA DE HACIENDA Y CREDITO PUBLICO 
OFICIO 500-05-2021-15199 mediante el cual se comunica listado global de presunción de contribuyentes que se 
ubicaron en el supuesto previsto en el artículo 69-B, párrafo primero del Código Fiscal de la Federación. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- HACIENDA.- Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público.- Servicio de Administración Tributaria.- Administración General de Auditoría Fiscal 
Federal.- Administración Central de Fiscalización Estratégica. 

Oficio: 500-05-2021-15199 

Asunto: Se comunica listado global de presunción de 
contribuyentes que se ubicaron en el supuesto 
previsto en el artículo 69-B, párrafo primero 
del Código Fiscal de la Federación. 

La Administración Central de Fiscalización Estratégica, adscrita a la Administración General de Auditoría 
Fiscal Federal del Servicio de Administración Tributaria, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 16, 
primer párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1, 7, fracciones VII, XII y XVIII y 
8, fracción III de la Ley del Servicio de Administración Tributaria, publicada en el Diario Oficial de la 
Federación del 15 de diciembre de 1995, reformada por Decreto publicado en el propio Diario Oficial de la 
Federación del 12 de junio de 2003; 1, 2, párrafos primero, apartado B, fracción III, inciso e), y segundo, 5, 
párrafo primero, 13, fracción VI, 23, apartado E, fracción I, en relación con el artículo 22 párrafos primero, 
fracción VIII, y último, numeral 5, del Reglamento Interior del Servicio de Administración Tributaria publicado 
en el Diario Oficial de la Federación el 24 de agosto de 2015, vigente a partir del 22 de noviembre de 2015, de 
conformidad con lo dispuesto en el párrafo primero del Artículo Primero Transitorio de dicho Reglamento; 
Artículo Tercero, fracción I, inciso a), del Acuerdo mediante el cual se delegan diversas atribuciones a los 
Servidores Públicos del Servicio de Administración Tributaria, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 
día 23 de junio de 2016, vigente a partir del 23 de julio de 2016, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 
Transitorio Primero de dicho Acuerdo; así como en los artículos 33, último párrafo, 63, y 69-B, párrafos 
primero y segundo del Código Fiscal de la Federación, notifica lo siguiente: 

Derivado del ejercicio de las atribuciones y facultades señaladas en el artículo 69-B, párrafos primero y 
segundo del Código Fiscal de la Federación, las autoridades fiscales que se citan en el Anexo 1 que es parte 
integrante del presente oficio, detectaron que los contribuyentes señalados en el citado Anexo 1 emitieron 
comprobantes fiscales sin contar con los activos, personal, infraestructura o capacidad material para prestar 
los servicios o producir, comercializar o entregar los bienes que amparan tales comprobantes. 

Como consecuencia de lo anterior, las autoridades ya referidas ubicaron a los contribuyentes en el 
supuesto de presunción previsto en el primer párrafo del artículo 69-B del Código Fiscal de la Federación, por 
lo que en tal sentido les notificaron a cada uno de ellos el oficio individual de presunción, en el cual se 
pormenorizó los hechos particulares por los cuales se consideró procedente la referida presunción. 

En razón de lo anterior, y en apoyo a las autoridades emisoras de los oficios de presunción ya señalados, 
con fundamento en el segundo párrafo del artículo 69-B del Código Fiscal de la Federación, se informa a los 
contribuyentes mencionados en el citado Anexo 1 del presente oficio, que se encuentran en el supuesto 
previsto en el primer párrafo del artículo 69-B del Código Fiscal de la Federación, lo anterior se les hace de su 
conocimiento con el objeto de que puedan manifestar ante la autoridad fiscal que les notificó el oficio individual 
lo que a su derecho convenga y aportar, ante dichas autoridades, la documentación e información que 
consideren pertinentes para desvirtuar los hechos que llevaron a la autoridad a notificarlos. 

Entonces, se indica que de conformidad con lo dispuesto por el artículo 69-B, segundo párrafo, del Código 
Fiscal de la Federación, cada uno de los contribuyentes que se mencionan en el citado Anexo 1 del presente 
oficio tendrán un plazo de 15 días hábiles, contados a partir de que surta efectos la última de las 
notificaciones, según la prelación establecida en el artículo 69, primer párrafo del Reglamento del Código 
Fiscal de la Federación, en correlación al artículo 135 del Código Fiscal de la Federación, a fin de que 
presenten directamente ante las oficinas de las autoridades emisoras del oficio individual señaladas en el 
Anexo 1 del presente oficio, escrito libre en original y dos copias, firmado por el contribuyente o su 
representante legal en los términos del artículo 19 del referido Código, a través del cual manifiesten lo que a 
su derecho convenga, anexando a dicho escrito la documentación e información que consideren pertinentes 
para desvirtuar los hechos pormenorizados en el oficio individual ya mencionado. 
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La documentación e información que presenten a través del citado escrito deberá de cumplir con los 
requisitos establecidos en los artículos 18, 18-A y 19 del Código Fiscal de la Federación. 

Asimismo, se les apercibe que si transcurrido el plazo concedido no aportan las pruebas, la 
documentación e información respectiva; o bien, en caso de aportarlas, una vez admitidas y valoradas, no se 
desvirtúan los hechos señalados en el oficio individual mencionado en el tercer párrafo del presente oficio, se 
procederá en los términos que prevé el cuarto párrafo del artículo 69-B del Código Fiscal de la Federación, 
caso en el cual se notificará la resolución y se publicará el nombre, denominación o razón social en el listado 
de los contribuyentes que no hayan desvirtuado los hechos que se les imputan y, por tanto, se encuentran 
definitivamente en la situación a que se refiere el primer párrafo del artículo 69-B, listado que para tal efecto 
se difunda en la página de internet del Servicio de Administración Tributaria, y se publique en el Diario Oficial 
de la Federación; lo anterior, toda vez que es de interés público que se detenga la facturación de operaciones 
inexistentes y que la sociedad conozca quiénes son aquéllos contribuyentes que llevan a cabo este tipo de 
operaciones. 

Atentamente 

Ciudad de México, a 01 de junio de 2021.- En suplencia por ausencia del Administrador Central de 
Fiscalización Estratégica, del Coordinador de Fiscalización Estratégica y de los Administradores de 
Fiscalización Estratégica “1”, “2”, “3”, “4”, “5” y “6” con fundamento en los artículos 4, cuarto párrafo, y 22, 
último párrafo, numeral 5 inciso h), del Reglamento Interior del Servicio de Administración Tributaria vigente, 
Firma: La Administradora de Fiscalización Estratégica “7”, Lic. Cintia Aidee Jáuregui Serratos.- Rúbrica. 

 

Asunto:  Anexo 1 del oficio número 500-05-2021-15199 de fecha 01 de junio de 2021 emitido por la  
Lic. Cintia Aidee Jáuregui Serratos en su carácter de Administradora de Fiscalización 
Estratégica “7”, en suplencia por ausencia del Administrador Central de Fiscalización 
Estratégica, de la Administración General de Auditoria Fiscal Federal, en el que en 
cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 69-B, párrafo segundo del Código Fiscal de la 
Federación, se notifica a los contribuyentes mencionados en el presente anexo que se ubican 
en el supuesto de presunción previsto en el párrafo primero del citado artículo 69-B del Código 
Fiscal de la Federación. 

A continuación, en la siguiente tabla se enlistan los contribuyentes a los que hace referencia el oficio 
número 500-05-2021-15199 de fecha 01 de junio de 2021, indicando la fecha en que fue notificado el oficio 
individual de presunción. 

 R.F.C. 
Nombre, denominación 

o razón social del 
Contribuyente 

No. y fecha del 
oficio de 

presunción 

Autoridad emisora 
del oficio de 
presunción 

Medio de notificación al contribuyente 

Estrados de la autoridad Notificación Personal 
Notificación por Buzón 

Tributario 

Fecha de 
fijación en los 
estrados de 
la Autoridad 

Fiscal 

Fecha en que 
surtió efectos 

la 
notificación 

Fecha de 
notificación 

Fecha en que 
surtió efectos 

la 
notificación 

Fecha de 
notificación 

Fecha en que 
surtió efectos 

la 
notificación 

1 ATM150513DJ7 ACABADOS 
TECNICOS Y 
MANTENIMIENTO DE 
TAMAULIPAS, S.A. DE 
C.V. 

500-62-00-03-00-
2021-00455 de 
fecha 27 de 
abril de 2021 

Administración 
Desconcentrada 
de Auditoría 
Fiscal de 
Tamaulipas "5" 

    3 de mayo de 
2021 

4 de mayo de 
2021 

2 BSI160210592 BATEVI SERVICIOS 
INTEGRALES EN 
COMERCIO 
EXTERIOR, S.A. DE 
C.V. 

500-36-07-01-02-
2021-5178 de 
fecha 7 de mayo 
de 2021 

Administración 
Desconcentrada 
de Auditoría 
Fiscal de México 
"2" 

    7 de mayo de 
2021 

10 de mayo 
de 2021 

3 CADA970622U27 CARDENAS DIAZ 
AKARY MITZIZULEIKA 

500-27-00-04-02-
2021-5086 de 
fecha 14 de 
mayo de 2021 

Administración 
Desconcentrada 
de Auditoría 
Fiscal de Guerrero 
"1" 

    14 de mayo 
de 2021 

17 de mayo 
de 2021 

4 CAM081103NC7 CONSTRUCTORA Y 
ARRENDADORA EL 
MILAGRO, S.A. DE C.V. 

500-19-00-05-01-
2021-5043 de 
fecha 4 de mayo 
de 2021 

Administración 
Desconcentrada 
de Auditoría 
Fiscal de Chiapas 
"1" 

    6 de mayo de 
2021 

7 de mayo de 
2021 

5 CAV150224V80 CORPORATIVA 
AMAZONAS 20, S.A. 
DE C.V. 

500-20-00-03-02-
2021-1582 de 
fecha 28 de 
abril de 2021 

Administración 
Desconcentrada 
de Auditoría 
Fiscal de Chiapas 
"2" 

    10 de mayo 
de 2021 

11 de mayo 
de 2021 

6 CBS120123AN1 COMPAÑIA DE 
CONSTRUCCION 
BIENES Y SERVICIOS, 
S.A. DE C.V. 

500-57-00-04-01-
2021-001211 de 
fecha 10 de 
mayo de 2021 

Administración 
Desconcentrada 
de Auditoría 
Fiscal de Tabasco 
"1" 

    14 de mayo 
de 2021 

17 de mayo 
de 2021 

7 CCF181109V91 CONSULTORIA 
CONTABLE FISCAL Y 
ADMINISTRATIVA 
MILL, S.C. 

500-51-00-01-01-
2021-22883 de 
fecha 12 de 
mayo de 2021 

Administración 
Desconcentrada 
de Auditoría 
Fiscal de Sinaloa 

    12 de mayo 
de 2021 

13 de mayo 
de 2021 
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 R.F.C. 
Nombre, denominación 

o razón social del 
Contribuyente 

No. y fecha del 
oficio de 

presunción 

Autoridad emisora 
del oficio de 
presunción 

Medio de notificación al contribuyente 

Estrados de la autoridad Notificación Personal 
Notificación por Buzón 

Tributario 

Fecha de 
fijación en los 
estrados de 
la Autoridad 

Fiscal 

Fecha en que 
surtió efectos 

la 
notificación 

Fecha de 
notificación 

Fecha en que 
surtió efectos 

la 
notificación 

Fecha de 
notificación 

Fecha en que 
surtió efectos 

la 
notificación 

"1" 

8 CCP100211GT0 CONSTRUCTORA Y 
COMERCIALIZADORA 
PISCIS, S.A. DE C.V. 

500-64-00-03-02-
2021-1245 de 
fecha 16 de 
abril de 2021 

Administración 
Desconcentrada 
de Auditoría 
Fiscal de Veracruz 
"1" 

29 de abril de 
2021 

12 de mayo 
de 2021 

    

 

9 CGR1307164B2 CONSORCIO GRAPS, 
S.A. DE C.V. 

500-44-00-00-00-
2021-02094 de 
fecha 15 de 
abril de 2021 

Administración 
Desconcentrada 
de Auditoría 
Fiscal de Oaxaca 
"1" 

    16 de abril de 
2021 

19 de abril de 
2021 

10 CIG1108249R9 COMERCIALIZADORA 
INTERNACIONAL 
GLIFYN, S.A. DE C.V. 

500-65-00-04-03-
2020-17196 de 
fecha 2 de 
septiembre de 
2020 

Administración 
Desconcentrada 
de Auditoría 
Fiscal de Veracruz 
"2" 

10 de febrero 
de 2021 

22 de febrero 
de 2021 

    

11 CTS121214DN2 CSG TECHNOLOGY 
SOLUTIONS, S. DE 
R.L. DE C.V. 

500-71-06-01-03-
2021-20773 de 
fecha 29 de 
abril de 2021 

Administración 
Desconcentrada 
de Auditoría 
Fiscal de Distrito 
Federal "1" 

    6 de mayo de 
2021 

7 de mayo de 
2021 

12 CVH150127LJ1 CANCUN 24 HRS, S.A. 
DE C.V. 

500-36-07-01-02-
2021-5177 de 
fecha 7 de mayo 
de 2021 

Administración 
Desconcentrada 
de Auditoría 
Fiscal de México 
"2" 

    13 de mayo 
de 2021 

14 de mayo 
de 2021 

13 ESI150414133 EMPIRE OF SILVER, 
S.A. DE C.V. 

500-27-00-08-02-
2021-04205 de 
fecha 27 de 
abril de 2021 

Administración 
Desconcentrada 
de Auditoría 
Fiscal de Guerrero 
"1" 

    3 de mayo de 
2021 

4 de mayo de 
2021 

14 FER170119CQ1 FERDIGAN, S.A. DE 
C.V. 

500-32-00-03-04-
2021-2990 de 
fecha 21 de 
abril de 2021 

Administración 
Desconcentrada 
de Auditoría 
Fiscal de Jalisco 
"3" 

    27 de abril de 
2021 

28 de abril de 
2021 

15 GAP130110R81 GLO 
ADIESTRAMIENTO DE 
PERSONAL, S.A. DE 
C.V. 

500-64-00-03-02-
2021-01243 de 
fecha 15 de 
abril de 2021 

Administración 
Desconcentrada 
de Auditoría 
Fiscal de Veracruz 
"1" 

29 de abril de 
2021 

12 de mayo 
de 2021 

    

16 GAR150716MU9 GRUP ARQUIVEAR, 
S.A. DE C.V. 

500-30-00-08-02-
2021-02241 de 
fecha 23 de 
abril de 2021 

Administración 
Desconcentrada 
de Auditoría 
Fiscal de Jalisco 
"1" 

    29 de abril de 
2021 

30 de abril de 
2021 

17 GCF101220FI4 GRUPO 
CORPORATIVO FEZT, 
S.A. DE C.V. 

500-39-00-02-02-
2021-04159 de 
fecha 20 de 
mayo de 2021 

Administración 
Desconcentrada 
de Auditoría 
Fiscal de Morelos 
"1" 

    27 de mayo 
de 2021 

28 de mayo 
de 2021 

18 GTO120508QA0 GRUPO TORCON, S. 
DE R.L. DE C.V. 

500-14-00-03-02-
2021-0106 de 
fecha 22 de 
marzo de 2021 

Administración 
Desconcentrada 
de Auditoría 
Fiscal de 
Campeche "1" 

7 de mayo de 
2021 

19 de mayo 
de 2021 

    

19 GUMJ730612RW0 GUZMAN 
MANZANILLA JESUS 

500-57-00-04-01-
2021-0000865 
de fecha 27 de 
abril de 2021 

Administración 
Desconcentrada 
de Auditoría 
Fiscal de Tabasco 
"1" 

    30 de abril de 
2021 

3 de mayo de 
2021 

20 HEVF880123JBA HERNANDEZ 
VAZQUEZ FRANCISCO 

500-57-00-04-01-
2021-001256 de 
fecha 17 de 
mayo de 2021 

Administración 
Desconcentrada 
de Auditoría 
Fiscal de Tabasco 
"1" 

    21 de mayo 
de 2021 

24 de mayo 
de 2021 

21 HOEE600617CX3 HORTA ESPINOZA 
ELISEO  

500-36-06-01-02-
2021-4426 de 
fecha 23 de 
abril de 2021 

Administración 
Desconcentrada 
de Auditoría 
Fiscal de México 
"2" 

    30 de abril de 
2021 

3 de mayo de 
2021 

22 MAN1708282Q9 MANFIT, S.A. DE C.V. 500-27-00-08-02-
2021-03528 de 
fecha 19 de 
abril de 2021 

Administración 
Desconcentrada 
de Auditoría 
Fiscal de Guerrero 
"1" 

    26 de abril de 
2021 

27 de abril de 
2021 

23 MAT160928RN3 MATHAEN, S.A. DE 
C.V. 

500-32-00-03-04-
2021-3197 de 
fecha 28 de 
abril de 2021 

Administración 
Desconcentrada 
de Auditoría 
Fiscal de Jalisco 
"3" 

    30 de abril de 
2021 

3 de mayo de 
2021 

24 MCE140410K83 MEJORES 
CONSTRUCTORES 
EMPRESARIALES, S.A. 
DE C.V. 

500-36-07-01-02-
2021-5548 de 
fecha 18 de 
mayo de 2021 

Administración 
Desconcentrada 
de Auditoría 
Fiscal de México 
"2" 

    19 de mayo 
de 2021 

20 de mayo 
de 2021 

25 MEX180413KG7 MEXXON, S.A. DE C.V. 500-50-00-03-01-
2021-002794 de 
fecha 21 de 
abril de 2021 

Administración 
Desconcentrada 
de Auditoría 
Fiscal de San Luis 
Potosí "1" 

    26 de abril de 
2021 

27 de abril de 
2021 

26 MIG150320RQ2 MERCADO 
INDUSTRIAL 

500-74-05-03-01-
2021-5291 de 

Administración 
Desconcentrada 

    7 de mayo de 
2021 

10 de mayo 
de 2021 
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GALICAN, S.A. DE C.V. fecha 3 de mayo 
de 2021 

de Auditoría 
Fiscal de Distrito 
Federal "4" 

27 MIT130131UW3 MARS, 
INTEGRADORES EN 
TELECOMUNICACION
ES E INFORMATICA, 
S.A. DE C.V. 

500-71-06-01-03-
2021-25858 de 
fecha 4 de mayo 
de 2021 

Administración 
Desconcentrada 
de Auditoría 
Fiscal de Distrito 
Federal "1" 

    13 de mayo 
de 2021 

14 de mayo 
de 2021 

28 MME160222JG6 METAMORFOSIS DE 
METALES, S.A. DE 
C.V. 

500-27-00-08-02-
2021-04237 de 
fecha 27 de 
abril de 2021 

Administración 
Desconcentrada 
de Auditoría 
Fiscal de Guerrero 
"1" 

    3 de mayo de 
2021 

4 de mayo de 
2021 

29 MOIR900103MQ4 MOLINA IBARRA 
RAUL RENE 

500-55-00-01-00-
2021-2050 de 
fecha 15 de 
abril de 2021 

Administración 
Desconcentrada 
de Auditoría 
Fiscal de Sonora 
"2" 

29 de abril de 
2021 

12 de mayo 
de 2021 

    

30 MPA101217MI4 MIDGARD 
PROFESIONALES EN 
ADMINISTRACION DE 
NEGOCIOS, S.C. DE 
R.L. DE C.V. 

500-44-00-00-00-
2021-02095 de 
fecha 15 de 
abril de 2021 

Administración 
Desconcentrada 
de Auditoría 
Fiscal de Oaxaca 
"1" 

    16 de abril de 
2021 

19 de abril de 
2021 

 

31 MSE130131Q50 MCMR SERVICIOS, 
S.A. DE C.V. 

500-71-06-01-03-
2021-25901 de 
fecha 4 de mayo 
de 2021 

Administración 
Desconcentrada 
de Auditoría 
Fiscal de Distrito 
Federal "1" 

    13 de mayo 
de 2021 

14 de mayo 
de 2021 

32 OAM141029D50 ORLAS AMAR, S.A. DE 
C.V. 

500-67-00-05-01-
2021-3353 de 
fecha 29 de 
marzo de 2021 

Administración 
Desconcentrada 
de Auditoría 
Fiscal de Veracruz 
"4" 

    6 de abril de 
2021 

7 de abril de 
2021 

33 OHC150616G12 OPERADORA 
HOTELERA 
COPACABANA, S.A. 
DE C.V. 

500-73-06-13-02-
2021-5386 de 
fecha 13 de 
mayo de 2021 

Administración 
Desconcentrada 
de Auditoría 
Fiscal de Distrito 
Federal "3" 

    19 de mayo 
de 2021 

20 de mayo 
de 2021 

34 PELE710813MMA PERALES DE LEON 
ELENA 

500-21-00-04-02-
2021-740 de 
fecha 21 de 
mayo de 2021 

Administración 
Desconcentrada 
de Auditoría 
Fiscal de 
Chihuahua "1" 

    27 de mayo 
de 2021 

28 de mayo 
de 2021 

35 PEPJ630723HR1 PEREZ PEREZ JORGE 
LUIS 

500-55-00-01-00-
2021-2049 de 
fecha 15 de 
abril de 2021 

Administración 
Desconcentrada 
de Auditoría 
Fiscal de Sonora 
"2" 

    22 de abril de 
2021 

23 de abril de 
2021 

36 PRE130718655 PML RECICLADOS, 
S.A. DE C.V. 

500-71-06-01-03-
2021-20804 de 
fecha 30 de 
abril de 2021 

Administración 
Desconcentrada 
de Auditoría 
Fiscal de Distrito 
Federal "1" 

    4 de mayo de 
2021 

6 de mayo de 
2021 

37 RAC1509148X2 RL & CPG, S.A. DE 
C.V. 

500-67-00-06-03-
2021-1389 de 
fecha 15 de 
abril de 2021 

Administración 
Desconcentrada 
de Auditoría 
Fiscal de Veracruz 
"4" 

    21 de abril de 
2021 

22 de abril de 
2021 

38 RNO150706IU0 RBS DEL NOROESTE, 
S.A. DE C.V. 

500-55-00-01-00-
2021-2048 de 
fecha 15 de 
abril de 2021 

Administración 
Desconcentrada 
de Auditoría 
Fiscal de Sonora 
"2" 

    21 de abril de 
2021 

22 de abril de 
2021 

39 ROLN810214447 RODRIGUEZ LOPEZ 
NANCY IVONNE 

500-16-00-00-00-
2021-2793 de 
fecha 4 de 
marzo de 2021 

Administración 
Desconcentrada 
de Auditoría 
Fiscal de Coahuila 
de Zaragoza "2" 

    10 de marzo 
de 2021 

11 de marzo 
de 2021 

40 RSI1403071H1 REMCOM 
SOLUCIONES 
INTEGRALES, S.A. DE 
C.V. 

500-32-00-03-04-
2021-2798 de 
fecha 14 de 
abril de 2021 

Administración 
Desconcentrada 
de Auditoría 
Fiscal de Jalisco 
"3" 

14 de abril de 
2021 

26 de abril de 
2021 

    

41 RUN171024DR3 RUNEX, S.A. DE C.V. 500-45-00-07-01-
2021-11071 de 
fecha 26 de 
abril de 2021 

Administración 
Desconcentrada 
de Auditoría 
Fiscal de Puebla 
"1" 

    30 de abril de 
2021 

3 de mayo de 
2021 

42 SAC1106096A2 SHIELD ASESORIA 
CALIFICADA DE 
NEGOCIOS, S.A. DE 
C.V. 

500-44-00-00-00-
2021-02093 de 
fecha 15 de 
abril de 2021 

Administración 
Desconcentrada 
de Auditoría 
Fiscal de Oaxaca 
"1" 

    16 de abril de 
2021 

19 de abril de 
2021 

43 SACG760918I35 SALCEDO CARBAJAL 
GABRIELA 

500-57-00-04-01-
2021-000915 de 
fecha 27 de 
abril de 2021 

Administración 
Desconcentrada 
de Auditoría 
Fiscal de Tabasco 
"1" 

    30 de abril de 
2021 

3 de mayo de 
2021 

44 SAL141125TJ3 SOLUCIONES ALVEZ, 
S.A. DE C.V. 

500-39-00-04-01-
2020-10044 de 
fecha 17 de 
noviembre de 
2020 

Administración 
Desconcentrada 
de Auditoría 
Fiscal de Morelos 
"1" 

13 de abril de 
2021 

23 de abril de 
2021 

    

45 SPC170914728 SIL PLAN CONSUL, 
S.A. DE C.V. 

500-08-00-06-00-
2021-01127 de 
fecha 8 de 
enero de 2021 

Administración 
Desconcentrada 
de Auditoría 
Fiscal de 
Aguascalientes 
"1" 

    14 de enero 
de 2021 

15 de enero 
de 2021 

46 SPM1212211D8 SERVICIOS Y 
PROYECTOS MAR Y 

500-73-07-16-02-
2021-4425 de 

Administración 
Desconcentrada 

29 de abril de 12 de mayo     
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SOL, S.A. DE C.V. fecha 14 de 
abril de 2021 

de Auditoría 
Fiscal de Distrito 
Federal "3" 

2021 de 2021

47 SSO1606093I1 SERVICIOS SOLPAN, 
S.A. DE C.V. 

500-32-00-03-04-
2021-3119 de 
fecha 26 de 
abril de 2021 

Administración 
Desconcentrada 
de Auditoría 
Fiscal de Jalisco 
"3" 

    27 de abril de 
2021 

28 de abril de 
2021 

48 STR150826DM8 SIGREC TRADING, 
S.A. DE C.V. 

500-32-00-03-04-
2021-2917 de 
fecha 19 de 
abril de 2021 

Administración 
Desconcentrada 
de Auditoría 
Fiscal de Jalisco 
"3" 

    26 de abril de 
2021 

27 de abril de 
2021 

49 STR180322QBA STRATEGNUM, S.A.P.I. 
DE C.V. 

500-32-00-03-04-
2021-3305 de 
fecha 28 de 
abril de 2021 

Administración 
Desconcentrada 
de Auditoría 
Fiscal de Jalisco 
"3" 

    3 de mayo de 
2021 

4 de mayo de 
2021 

50 TAR1008231W7 TRADEMARK 
ARQUITECTOS, S. DE 
R.L. DE C.V. 

500-32-00-06-02-
2021-3787 de 
fecha 14 de 
mayo de 2021 

Administración 
Desconcentrada 
de Auditoría 
Fiscal de Jalisco 
"3" 

    20 de mayo 
de 2021 

21 de mayo 
de 2021 

51 TSE110609IK2 TENOCHTITLAN 
SOLUCIONES 
EMPRESARIALES, S.A. 
DE C.V. 

500-44-00-00-00-
2021-02092 de 
fecha 15 de 
abril de 2021 

Administración 
Desconcentrada 
de Auditoría 
Fiscal de Oaxaca 
"1" 

    16 de abril de 
2021 

19 de abril de 
2021 

52 VEC1304056P1 VECTONE, S.A. DE 
C.V. 

500-14-00-03-02-
2021-0141 de 
fecha 22 de 
abril de 2021 

Administración 
Desconcentrada 
de Auditoría 
Fiscal de 
Campeche "1" 

    28 de abril de 
2021 

29 de abril de 
2021 

Datos adicionales de los contribuyentes. 

 R.F.C. 
NOMBRE, DENOMINACIÓN O 

RAZÓN SOCIAL DEL 
CONTRIBUYENTE 

DOMICILIO FISCAL ACTIVIDAD PREPONDERANTE MOTIVO DEL PROCEDIMIENTO 

1 ATM150513DJ7 ACABADOS TECNICOS Y 
MANTENIMIENTO DE 
TAMAULIPAS, S.A. DE C.V. 

Ciudad Madero, Tamaulipas Comercio al por mayor de otra maquinaria y equipo 
de uso general 

Ausencia de Activos, Ausencia de 
Personal, Falta de Infraestructura, Sin 
Capacidad Material 

2 BSI160210592 BATEVI SERVICIOS 
INTEGRALES EN COMERCIO 
EXTERIOR, S.A. DE C.V. 

Nezahualcóyotl, Estado de 
México  

Servicios de agencias aduanales:50%; servicios de 
contabilidad y auditoría:10%; otros servicios de apoyo 
a los negocios:30%; servicios de apoyo para efectuar 
trámites legales:10% 

Ausencia de Activos, Ausencia de 
Personal 

3 CADA970622U27 CARDENAS DIAZ AKARY 
MITZIZULEIKA 

Guadalajara, Jalisco Comercio al por menor de artículos misceláneos no 
clasificados en otra parte sin incluir botanas, 
productos de confitería, chocolates y demás 
productos derivados del cacao, dulces de frutas y 
hortalizas, cremas de cacahuate y avellanas, socio o 
accionista, agencias de cobranza y otros 
intermediarios de comercio al por menor 

Ausencia de Activos, Ausencia de 
Personal, Sin Capacidad Material 

4 CAM081103NC7 CONSTRUCTORA Y 
ARRENDADORA EL 
MILAGRO, S.A. DE C.V. 

Tuxtla Gutierrez, Chiapas Construcción de carreteras, autopistas, terracerías, 
puentes, pasos a desnivel y aeropistas  

Ausencia de Activos, Ausencia de 
Personal, Falta de Infraestructura, Sin 
Capacidad Material 

5 CAV150224V80 CORPORATIVA AMAZONAS 
20, S.A. DE C.V. 

Benito Juárez, Quintana Roo Servicios de consultoría en administración Ausencia de Activos, Ausencia de 
Personal, Falta de Infraestructura, Sin 
Capacidad Material 

6 CBS120123AN1 COMPAÑIA DE 
CONSTRUCCION BIENES Y 
SERVICIOS, S.A. DE C.V. 

Centro, Tabasco Construcción de obras de urbanización Ausencia de Activos, Ausencia de 
Personal, Sin Capacidad Material 

7 CCF181109V91 CONSULTORIA CONTABLE 
FISCAL Y ADMINISTRATIVA 
MILL, S.C. 

Culiacán, Sinaloa Servicios de contabilidad y auditoria Ausencia de Activos, Ausencia de 
Personal, Falta de Infraestructura, Sin 
Capacidad Material 

8 CCP100211GT0 CONSTRUCTORA Y 
COMERCIALIZADORA 
PISCIS, S.A. DE C.V. 

Emiliano Zapata, Veracruz Construcción de obras de urbanización Ausencia de Activos, Ausencia de 
Personal, Falta de Infraestructura 

9 CGR1307164B2 CONSORCIO GRAPS, S.A. DE 
C.V. 

Oaxaca de Juárez, Oaxaca Otros servicios relacionados con la contabilidad Ausencia de Activos, Falta de 
Infraestructura, Sin Capacidad Material 

10 CIG1108249R9 COMERCIALIZADORA 
INTERNACIONAL GLIFYN, 
S.A. DE C.V. 

Boca del Río, Veracruz Construcción de inmuebles comerciales, 
institucionales y de servicios 

Ausencia de Activos, Ausencia de 
Personal, Falta de Infraestructura, Sin 
Capacidad Material 

11 CTS121214DN2 CSG TECHNOLOGY 
SOLUTIONS, S. DE R.L. DE 
C.V. 

Cuajimalpa de Morelos, 
Ciudad de México 

Servicios de consultoría en computación y comercio 
al por menor de computadoras y sus accesorios 

Ausencia de Activos, Ausencia de 
Personal 

12 CVH150127LJ1 CANCUN 24 HRS, S.A. DE 
C.V. 

Naucalpan de Juárez, 
Estado de México 

Centros de acondicionamiento físico pertenecientes 
al sector privado 95% 

Ausencia de Activos, Ausencia de 
Personal 

13 ESI150414133 EMPIRE OF SILVER, S.A. DE 
C.V. 

Taxco de Alarcón, Guerrero Comercio al por mayor de artículos de joyería y otros 
accesorios de vestir 

Ausencia de Activos, Ausencia de 
Personal, Falta de Infraestructura, Sin 
Capacidad Material 

14 FER170119CQ1 FERDIGAN, S.A. DE C.V. Guadalajara, Jalisco Otros servicios de consultoría científica y técnica Ausencia de Activos, Ausencia de 
Personal, Falta de Infraestructura 

15 GAP130110R81 GLO ADIESTRAMIENTO DE 
PERSONAL, S.A. DE C.V. 

Posa Rica de Hidalgo, 
Veracruz 

Otros Servicios de consultoría científica y técnica Ausencia de Activos, Ausencia de 
Personal, Falta de Infraestructura 

16 GAR150716MU9 GRUP ARQUIVEAR, S.A. DE 
C.V. 

Zapopan, Jalisco Administración y supervisión de división de terrenos y 
de construcción de obras de urbanización 

Ausencia de Activos, Ausencia de 
Personal, Sin Capacidad Material 

17 GCF101220FI4 GRUPO CORPORATIVO 
FEZT, S.A. DE C.V. 

Querétaro, Querétaro Servicios de arquitectura  Ausencia de Activos, Ausencia de 
Personal, Falta de Infraestructura, Sin 
Capacidad Material 

18 GTO120508QA0 GRUPO TORCON, S. DE R.L. 
DE C.V. 

Mérida, Yucatán Comercio al por mayor de cemento, tabique y grava Ausencia de Activos, Ausencia de 
Personal, Falta de Infraestructura, Sin 
Capacidad Material 
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 R.F.C. 
NOMBRE, DENOMINACIÓN O 

RAZÓN SOCIAL DEL 
CONTRIBUYENTE 

DOMICILIO FISCAL ACTIVIDAD PREPONDERANTE MOTIVO DEL PROCEDIMIENTO 

19 GUMJ730612RW0 GUZMAN MANZANILLA 
JESUS 

Centro, Tabasco Comercio al por menor en minisúper Ausencia de Activos, Ausencia de 
Personal 

20 HEVF880123JBA HERNANDEZ VAZQUEZ 
FRANCISCO 

Cárdenas, Tabasco Otros Trabajos especializados para la construcción Ausencia de Activos, Ausencia de 
Personal, Sin Capacidad Material 

21 HOEE600617CX3 HORTA ESPINOZA ELISEO  Coacalco de Berriozábal, 
Estado de México 

Autotransporte foráneo de materiales para la 
construcción 80%, otras construcciones de ingeniería 
civil u obra pesada 20% 

Ausencia de Activos, Ausencia de 
Personal 

22 MAN1708282Q9 MANFIT, S.A. DE C.V. Taxco de Alarcón, Guerrero Otras Construcciones de ingeniería civil u obra 
pesada, servicios de contabilidad y auditoría, otros 
trabajos especializados para la construcción y otros 
intermediarios de comercio al por mayor 

Ausencia de Activos, Ausencia de 
Personal, Falta de Infraestructura, Sin 
Capacidad Material 

23 MAT160928RN3 MATHAEN, S.A. DE C.V. Tonalá, Jalisco Otros servicios de apoyo a los negocios Ausencia de Activos, Ausencia de 
Personal, Falta de Infraestructura 

24 MCE140410K83 MEJORES 
CONSTRUCTORES 
EMPRESARIALES, S.A. DE 
C.V. 

Naucalpan de Juárez, 
Estado de México 

Administración y supervisión de construcción de 
inmuebles comerciales, institucionales y de servicios 

Ausencia de Activos, Ausencia de 
Personal 

25 MEX180413KG7 MEXXON, S.A. DE C.V. San Luis Potosí, San Luis 
Potosí 

Venta en territorio nacional de gasolina y diésel Ausencia de Activos, Ausencia de 
Personal, Falta de Infraestructura 

26 MIG150320RQ2 MERCADO INDUSTRIAL 
GALICAN, S.A. DE C.V. 

Jiutepec, Morelos Fabricación de envases y contenedores de plástico. 
Incluye la fabricación de tapas y tarimas de plástico 

Ausencia de Activos 

27 MIT130131UW3 MARS, INTEGRADORES EN 
TELECOMUNICACIONES E 
INFORMATICA, S.A. DE C.V. 

Azcapotzalco, Ciudad de 
México 

Otros Intermediarios de comercio al por mayor Ausencia de Activos, Ausencia de 
Personal 

28 MME160222JG6 METAMORFOSIS DE 
METALES, S.A. DE C.V. 

Cuauhtémoc, Ciudad de 
México 

Comercio al por mayor de artículos de joyería y otros 
accesorios de vestir, Comercio al por menor de 
artesanías y Comercio al por menor bisutería y 
accesorios de vestir, como pañoletas, mascadas, etc. 

Ausencia de Activos, Ausencia de 
Personal, Sin Capacidad Material 

 

29 MOIR900103MQ4 MOLINA IBARRA RAUL RENE Guaymas, Sonora Comercio al por mayor de productos farmacéuticos Ausencia de Activos, Ausencia de 
Personal, Sin Capacidad Material 

30 MPA101217MI4 MIDGARD PROFESIONALES 
EN ADMINISTRACION DE 
NEGOCIOS, S.C. DE R.L. DE 
C.V. 

Oaxaca de Juárez, Oaxaca Otros servicios de apoyo a los negocios Ausencia de Activos, Falta de 
Infraestructura, Sin Capacidad Material 

31 MSE130131Q50 MCMR SERVICIOS, S.A. DE 
C.V. 

Miguel Hidalgo, Ciudad de 
México 

Servicios de contabilidad y auditoría Ausencia de Activos, Ausencia de 
Personal 

32 OAM141029D50 ORLAS AMAR, S.A. DE C.V. Benito Juarez, Ciudad de 
México. 

Otras Construcciones de ingeniería civil u obra 
pesada 

Ausencia de Activos, Ausencia de 
Personal, Falta de Infraestructura, Sin 
Capacidad Material 

33 OHC150616G12 OPERADORA HOTELERA 
COPACABANA, S.A. DE C.V. 

Culiacán, Sinaloa Hoteles con otros servicios integrados Alquiler de 
mesas, sillas, vajillas y similares 

Ausencia de Personal, Falta de 
Infraestructura 

34 PELE710813MMA PERALES DE LEON ELENA Camargo, Chihuahua Construcción de naves y plantas industriales, 
construcción de inmuebles comerciales, 
institucionales y de servicios, construcción de 
vivienda multifamiliar 

Ausencia de Activos, Ausencia de 
Personal, Falta de Infraestructura 

35 PEPJ630723HR1 PEREZ PEREZ JORGE LUIS Ciudad Obregón, Sonora Otros Servicios de limpieza en un 10%; Instalaciones 
de sistemas centrales de aire acondicionado y 
calefacción en un 20%; construcción de carreteras, 
autopistas, terracerías, puentes, pasos a desnivel y 
aeropistas en un 10%; alquiler de equipo para el 
comercio y los servicios en un 10%; alquiler de 
instrumentos musicales en un 10%; trabajos de 
albañilería en un 10%; comercio al por mayor de 
mobiliario y equipo de oficina en un 5%; reparación y 
mantenimiento de maquinaria y equipo industrial en 
un 15% y servicios de limpieza de inmuebles en un 
10%, 

5%; reparación y mantenimiento de maquinaria y 
equipo industrial” en un 15% y servicios de limpieza 
de inmuebles en un 10%. 

Ausencia de Activos, Ausencia de 
Personal, Sin Capacidad Material 

36 PRE130718655 PML RECICLADOS, S.A. DE 
C.V. 

Miguel Hidalgo, Ciudad de 
México 

Comercio al por mayor de otras materias primas para 
otras industrias 

Ausencia de Activos, Ausencia de 
Personal 

37 RAC1509148X2 RL & CPG, S.A. DE C.V. Coatzacoalcos, Veracruz Otras Construcciones de ingeniería civil u obra 
pesada 

Ausencia de Activos, Ausencia de 
Personal, Falta de Infraestructura, Sin 
Capacidad Material 

38 RNO150706IU0 RBS DEL NOROESTE, S.A. 
DE C.V. 

Ciudad Obregón, Sonora Otro Autotransporte foráneo de carga general y 
autotransporte foráneo de materiales para la 
construcción  

Ausencia de Activos, Ausencia de 
Personal, Sin Capacidad Material 

39 ROLN810214447 RODRIGUEZ LOPEZ NANCY 
IVONNE 

Torreón, Coahuila de 
Zaragoza 

Otras Instalaciones y equipamiento en 
construcciones, otros trabajos especializados para la 
construcción, otro autotransporte local de carga 
general, venta al por mayor por comisión y 
consignación, otro autotransporte foráneo de carga 
general, minería de mármol 

Ausencia de Activos, Ausencia de 
Personal 

40 RSI1403071H1 REMCOM SOLUCIONES 
INTEGRALES, S.A. DE C.V. 

Iztacalco, Ciudad de México  Otros Intermediarios de Comercio al por Mayor Ausencia de Activos, Ausencia de 
Personal, Falta de Infraestructura 

41 RUN171024DR3 RUNEX, S.A. DE C.V. Puebla, Puebla Fabricación de productos metálicos forjados y 
troquelados, otras construcciones de ingeniería civil u 
obra pesada 

Ausencia de Activos, Ausencia de 
Personal, Falta de Infraestructura, Sin 
Capacidad Material 

42 SAC1106096A2 SHIELD ASESORIA 
CALIFICADA DE NEGOCIOS, 
S.A. DE C.V. 

Oaxaca de Juárez, Oaxaca Otros servicios relacionados con la contabilidad Ausencia de Activos, Falta de 
Infraestructura, Sin Capacidad Material 

43 SACG760918I35 SALCEDO CARBAJAL 
GABRIELA 

Centro, Tabasco Comercio al por menor en tiendas de abarrotes, 
ultramarinos y misceláneas 

Ausencia de Personal, Sin Capacidad 
Material 
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44 SAL141125TJ3 SOLUCIONES ALVEZ, S.A. 
DE C.V. 

Azcapotzalco, Ciudad de 
México 

Servicios de consultoría en administración Ausencia de Activos, Ausencia de 
Personal, Falta de Infraestructura, Sin 
Capacidad Material 

45 SPC170914728 SIL PLAN CONSUL, S.A. DE 
C.V. 

Aguascalientes, 
Aguascalientes 

Servicios de consultoría en administración (80%); 
otros servicios de publicidad (20%) 

Ausencia de Activos, Ausencia de 
Personal 

46 SPM1212211D8 SERVICIOS Y PROYECTOS 
MAR Y SOL, S.A. DE C.V. 

Tláhuac, Ciudad de México Comercio al por mayor de otros materiales para la 
construcción, excepto madera 

Ausencia de Activos, Ausencia de 
Personal, Falta de Infraestructura 

47 SSO1606093I1 SERVICIOS SOLPAN, S.A. DE 
C.V. 

Guadalajara, Jalisco Otros Intermediarios de comercio al por mayor, 
servicios de arquitectura, otros servicios relacionados 
con los servicios inmobiliarios, servicios de 
consultoría en administración y servicios de 
inspección de edificios 

Ausencia de Activos, Falta de 
Infraestructura 

48 STR150826DM8 SIGREC TRADING, S.A. DE 
C.V. 

Zapopan, Jalisco Otros Intermediarios de comercio al por mayor Ausencia de Activos, Ausencia de 
Personal, Falta de Infraestructura 

49 STR180322QBA STRATEGNUM, S.A.P.I. DE 
C.V. 

Guadalajara, Jalisco Otros servicios de apoyo a los negocios Ausencia de Activos, Ausencia de 
Personal, Falta de Infraestructura 

50 TAR1008231W7 TRADEMARK ARQUITECTOS, 
S. DE R.L. DE C.V. 

Puerto Vallarta, Jalisco Servicios de arquitectura  Ausencia de Activos, Falta de 
Infraestructura, Sin Capacidad Material 

51 TSE110609IK2 TENOCHTITLAN 
SOLUCIONES 
EMPRESARIALES, S.A. DE 
C.V. 

Oaxaca de Juárez, Oaxaca Servicios de contabilidad y auditoria Ausencia de Activos, Ausencia de 
Personal, Falta de Infraestructura, Sin 
Capacidad Material 

52 VEC1304056P1 VECTONE, S.A. DE C.V. Carmen, Campeche Servicios de investigación y de protección  Ausencia de Activos, Ausencia de 
Personal, Falta de Infraestructura, Sin 
Capacidad Material 

_________________________ 
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SECRETARIA DE ECONOMIA 
DECRETO por el que se reforma el diverso por el que se crea el Consejo Nacional para el Fomento a la Inversión, 
el Empleo y Crecimiento Económico, publicado el 17 de mayo de 2019 y su posterior modificación. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Presidencia de la 
República. 

ANDRÉS MANUEL LÓPEZ OBRADOR, Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, en ejercicio de la 
facultad que me confiere el artículo 89, fracción I de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
con fundamento en los artículos 25 de la propia Constitución; 28, 31, 32 Bis, 33, 34, 35, 36, 39, 40, 41 y 42 de 
la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, y 

CONSIDERANDO 

Que el 17 de mayo de 2019 se publicó en el Diario Oficial de la Federación el Decreto por el que se crea el 
Consejo Nacional para el Fomento a la Inversión, el Empleo y Crecimiento Económico, como una instancia de 
vinculación al Ejecutivo Federal, integrado por los sectores público, privado, sociedad civil y académico; 

Que dicho Consejo Nacional se creó como una instancia de consulta para coadyuvar en la planeación, 
diseño y coordinación de las acciones del sector público, privado y social, a fin de promover la inversión, 
fomentar el desarrollo económico y fortalecer las fuentes de empleo en el país; 

Que el 19 de agosto de 2020 se publicó en el Diario Oficial de la Federación el Decreto por el que se 
reforma el diverso por el que se crea el Consejo Nacional para el Fomento a la Inversión, el Empleo y 
Crecimiento Económico, publicado el 17 de mayo de 2019, con el objeto de ampliar las facultades de dicho 
Consejo Nacional, así como los miembros integrantes que lo constituyen; 

Que el artículo 25 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece que el Estado 
Mexicano velará por la estabilidad de las finanzas públicas y del sistema financiero para coadyuvar a generar 
condiciones favorables para el crecimiento económico y el empleo; 

Que el Plan Nacional de Desarrollo 2019-2024 prevé que el Gobierno de México está comprometido a 
impulsar el desarrollo sostenible, que en la época presente se ha evidenciado como un factor indispensable 
del bienestar, por lo que se guiará por una idea de desarrollo que subsane las injusticias sociales e impulse el 
crecimiento económico sin provocar afectaciones a la convivencia pacífica, a los lazos de solidaridad, a la 
diversidad cultural ni al entorno, y 

Que derivado de las facultades que tiene conferidas legalmente la Secretaría de Economía, relativas a 
formular y conducir las políticas generales de industria, comercio exterior, interior, abasto y precios del país, 
entre otras, resulta necesario que dicha dependencia presida y conduzca el Consejo Nacional para el 
Fomento a la Inversión, el Empleo y Crecimiento Económico, por lo que he tenido a bien emitir el siguiente 

DECRETO 

ARTÍCULO ÚNICO.- Se REFORMAN los Artículos Tercero; Quinto, último párrafo; Sexto, último párrafo; 
Octavo, primer párrafo y el Transitorio QUINTO del Decreto por el que se crea el Consejo Nacional para el 
Fomento a la Inversión, el Empleo y Crecimiento Económico publicado en el Diario Oficial de la Federación el 
17 de mayo de 2019 y su posterior modificación, para quedar como sigue: 

“Artículo Tercero.- El Consejo Nacional será presidido por la persona Titular de la Secretaría de 
Economía y estará integrado por un representante, cuyo nivel jerárquico sea el inmediato inferior al de su 
Titular, de cada una de las siguientes dependencias y entidades: 

I. Secretaría de Economía, quien lo presidirá; 

II. Secretaría de Relaciones Exteriores; 

III. Secretaría de Hacienda y Crédito Público; 

IV. Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales; 

V. Secretaría de Energía; 

VI. Secretaría de Agricultura y Desarrollo Rural; 

VII. Secretaría de Comunicaciones y Transportes; 

VIII. Secretaría de Salud; 

IX. Secretaría del Trabajo y Previsión Social; 

X. Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano; 

XI. Secretaría de Turismo; 



Lunes 14 de junio de 2021 DIARIO OFICIAL   

XII. Nacional Financiera, S.N.C.; 

XIII. Banco Nacional de Comercio Exterior, S.N.C.; 

XIV. Banco Nacional de Obras y Servicios Públicos, S.N.C.; 

XV. Sociedad Hipotecaria Federal, S.N.C., y 

XVI. Financiera Nacional de Desarrollo Agropecuario, Rural, Forestal y Pesquero. 

Los miembros del Consejo Nacional tendrán voz y voto, y aprobarán sus resoluciones por la mayoría 
simple de sus integrantes presentes. 

Los miembros integrantes del Consejo Nacional podrán designar a sus respectivos suplentes, quienes 
deberán tener mínimo un nivel jerárquico inmediato inferior. 

El Presidente del Consejo podrá invitar a las sesiones del mismo, hasta treinta integrantes de los sectores 
privado, empresarial, social y académico, número que podrá ser aumentado por acuerdo del Consejo 
Nacional. Dichos invitados tendrán voz, pero no voto. 

La participación de los miembros del Consejo Nacional será honorífica y no recibirán sueldo, emolumento, 
compensación o retribución alguna por las labores que desempeñen con motivo de su designación en el 
Consejo Nacional. 

Artículo Quinto.- ... 

... 

... 

En caso de ausencia de la persona que presida el Consejo Nacional, las sesiones serán dirigidas por la 
persona que para tal efecto designe, cuyo nivel jerárquico no será inferior al de Subsecretario o equivalente. 

Artículo Sexto.- ... 

I. a VIII. ... 

El Comité Ejecutivo del Consejo Nacional estará formado por los miembros de la Secretaría de Economía 
que determine la persona que presida el Consejo Nacional y será coordinado por el Secretario Técnico. 

Artículo Octavo.- El Consejo Nacional contará con un Secretario Técnico nombrado por la persona Titular 
de la Secretaría de Economía, quien tendrá las siguientes funciones: 

I. a V. ... 

TRANSITORIOS 

QUINTO.- Las erogaciones que en su caso se generen con motivo de la entrada en vigor del presente 
Decreto para las dependencias de la Administración Pública Federal, se cubrirán con los recursos que 
apruebe la H. Cámara de Diputados en el Presupuesto de Egresos de la Federación del ejercicio fiscal de  
que se trate, por lo que no se autorizarán recursos adicionales para el presente ejercicio fiscal y los 
subsecuentes.”. 

TRANSITORIOS 

PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial 
de la Federación. 

SEGUNDO.- La Oficina de la Presidencia de la República, en un plazo máximo de veinte días hábiles 
contados a partir de la entrada en vigor del presente Decreto, transferirá a la Secretaría de Economía la 
información y documentación que fue generada en el seno del Consejo Nacional para el Fomento  a la 
Inversión, el Empleo y Crecimiento Económico, mientras fue presidido por el Jefe de la Oficina de la 
Presidencia de la República. 

Dado en la Residencia del Poder Ejecutivo, a 8 de junio de 2021.- Andrés Manuel López Obrador.- 
Rúbrica.- El Secretario de Relaciones Exteriores, Marcelo Luis Ebrard Casaubon.- Rúbrica.- El Secretario de 
Hacienda y Crédito Público, Arturo Herrera Gutiérrez.- Rúbrica.- La Secretaria de Medio Ambiente y 
Recursos Naturales, María Luisa Albores González.- Rúbrica.- La Secretaria de Energía, Norma Rocío 
Nahle García.- Rúbrica.- La Secretaria de Economía, Tatiana Clouthier Carrillo.- Rúbrica.- El Secretario de 
Agricultura y Desarrollo Rural, Víctor Manuel Villalobos Arámbula.- Rúbrica.- El Secretario de 
Comunicaciones y Transportes, Jorge Arganis Díaz Leal.- Rúbrica.- El Secretario de Salud, Jorge Carlos 
Alcocer Varela.- Rúbrica.- La Secretaria del Trabajo y Previsión Social, Luisa María Alcalde Luján.- 
Rúbrica.- El Secretario de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano, Román Guillermo Meyer Falcón.- 
Rúbrica.- El Secretario de Turismo, Miguel Tomás Torruco Marqués.- Rúbrica. 
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DECLARATORIA de vigencia de la Norma Mexicana NMX-CC-39001-IMNC-2019. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- ECONOMÍA.- Secretaría 
de Economía.- Unidad de Normatividad, Competitividad y Competencia.- Dirección General de Normas. 

DECLARATORIA DE VIGENCIA DE LA NORMA MEXICANA NMX-CC-39001-IMNC-2019, SISTEMAS DE GESTIÓN 

DE LA SEGURIDAD VIAL (SV)-REQUISITOS CON ORIENTACIÓN PARA SU USO. 

La Secretaría de Economía, por conducto de la Dirección General de Normas, con fundamento en lo 
dispuesto por los artículos: 34, fracciones II, XIII y XXXIII, de la Ley Orgánica de la Administración Pública 
Federal; 4 de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo; 3, fracción X, 39, fracción III y XII, 51-A, 54 y 
66, fracción V, de la Ley Federal sobre Metrología y Normalización; 45 y 46 del Reglamento de la Ley Federal 
sobre Metrología y Normalización; Tercero y Cuarto Transitorios del Decreto por el que se expide la Ley de 
Infraestructura de la Calidad y se abroga la Ley Federal sobre Metrología y Normalización; y 36, fracciones I, 
IX y XII, del Reglamento Interior de esta Secretaría, publica la Declaratoria de Vigencia de la Norma Mexicana 
que se enuncia a continuación, misma que ha sido elaborada, aprobada y publicada como Proyecto de Norma 
Mexicana bajo la responsabilidad del Organismo Nacional de Normalización denominado “Instituto Mexicano 
de Normalización y Certificación, A.C.” (IMNC), lo que se hace del conocimiento de los productores, 
distribuidores, consumidores y del público en general. 

El texto completo del documento puede ser consultado gratuitamente en la Dirección General de Normas 
de la Secretaría de Economía, ubicada en Calle Pachuca No. 189, Piso 7, Colonia Condesa, Demarcación 
Territorial Cuauhtémoc, Código Postal 06140, Ciudad de México, a través de una cita gestionada al correo 
electrónico industriasdiversasdgn@economia.gob.mx o puede ser adquirido en la sede de dicho Organismo 
ubicado en Manuel María Contreras número 133, Piso 6, Colonia Cuauhtémoc, Demarcación Territorial 
Cuauhtémoc, Código Postal 06500, Ciudad de México, teléfono (55) 5546 4546, Fax 5546 4546 ext. 6140 y/o 
al correo electrónico: normalizacion@imnc.org.mx 

La Norma Mexicana NMX-CC-39001-IMNC-2019 entrará en vigor 60 días naturales contados a partir del 
día natural inmediato siguiente de la publicación de esta Declaratoria de Vigencia en el Diario Oficial de la 
Federación. SINEC-20190923163119577 

CLAVE O CÓDIGO TÍTULO DE LA NORMA MEXICANA 

NMX-CC-39001-IMNC-2019 
SISTEMAS DE GESTIÓN DE LA SEGURIDAD VIAL (SV)-REQUISITOS CON 

ORIENTACIÓN PARA SU USO. 

Objetivo y campo de aplicación 

Esta Norma Mexicana especifica los requisitos para un sistema de gestión de seguridad vial (SV), con la 
finalidad de permitir a una organización que interactúa con el sistema vial reducir los fallecimientos y 
lesiones graves relacionadas con accidentes viales en los que pueda influir. 

Los requisitos en esta Norma Mexicana incluyen el desarrollo e implementación de una política de SV, 
desarrollo de objetivos y planes de acción de SV, los cuales toman en consideración requisitos legales y 
otros a los cuales la organización suscribe e información acerca de los elementos y criterios relacionados 
con la SV que la organización identifique como aquellos que pueda controlar y aquellos en los que pueda 
influir. 

Esta Norma Mexicana es aplicable a cualquier organización, independientemente del tipo, tamaño y 
producto o servicio proporcionado, que desee: 

 Mejorar el desempeño en la SV. 

 Establecer, implementar, mantener y mejorar un sistema de gestión de SV. 

 Asegurar la conformidad con su política establecida de SV y 

 Demostrar conformidad con esta Norma Mexicana. 

Esta Norma Mexicana está prevista para abordar la gestión de SV. No está prevista para especificar los 
requisitos técnicos y de calidad de productos y servicios de transportación (p. ej. carreteras, señales de 
tráfico, semáforos, tranvías, servicios de transportación de carga y de pasajeros, servicios de rescate y 
emergencias). 

La intención de esta Norma Mexicana no es sugerir uniformidad en la estructura de los sistemas de gestión 
de SV o uniformidad de documentación. 



Lunes 14 de junio de 2021 DIARIO OFICIAL   

La SV es una responsabilidad compartida. Esta Norma Mexicana no pretende excluir a los usuarios de la 
carretera de sus obligaciones de cumplir con la ley y comportarse de manera responsable. Puede apoyar a 
la organización en sus esfuerzos por alentar a los usuarios de la carretera a cumplir con la ley. 

Todos los requisitos de esta Norma Mexicana son genéricos. 

En el caso que algún requisito de esta Norma Mexicana no pueda ser aplicado debido a la naturaleza de 
una organización y sus productos y servicios, el requisito puede ser considerado para exclusión, siempre y 
cuando la exclusión y la razón para exclusión estén documentadas. 

Cuando las exclusiones sean hechas, las declaraciones de conformidad con esta Norma Mexicana sólo 
son aceptadas cuando estas exclusiones no afecten la capacidad de la organización para establecer, 
implementar, mantener y mejorar exitosamente un sistema de gestión de SV 

Concordancia con normas internacionales 

Esta Norma Mexicana es idéntica (IDT) con la Norma Internacional ISO 39001:2012, “Road traffic safety 
(RTS) management systems-Requirements with guidance for use”. Ed 1 (octubre, 2012). 
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Atentamente 

Ciudad de México, a 11 de mayo de 2021.- El Director General de Normas y Secretario Ejecutivo de la 
Comisión Nacional de Infraestructura de la Calidad, Lic. Alfonso Guati Rojo Sánchez.- Rúbrica. 
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DECLARATORIA de vigencia de la Norma Mexicana NMX-CC-54001-IMNC-2020. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- ECONOMÍA.- Secretaría 
de Economía.- Unidad de Normatividad, Competitividad y Competencia.- Dirección General de Normas. 

DECLARATORIA DE VIGENCIA DE LA NORMA MEXICANA NMX-CC-54001-IMNC-2020, SISTEMAS DE GESTIÓN 

DE LA CALIDAD-REQUISITOS ESPECÍFICOS PARA LA APLICACIÓN DE LA NORMA MEXICANA  NMX-CC-9001-IMNC-

2015 A ORGANIZACIONES ELECTORALES EN TODOS LOS NIVELES DE GOBIERNO. 

La Secretaría de Economía, por conducto de la Dirección General de Normas, con fundamento en lo 

dispuesto por los artículos: 34, fracciones II, XIII y XXXIII, de la Ley Orgánica de la Administración Pública 

Federal; 4 de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo; 3, fracción X, 39, fracciones III y XII , 51-A, 54 y 

66, fracción V, de la Ley Federal sobre Metrología y Normalización; 45 y 46 del Reglamento de la Ley Federal 

sobre Metrología y Normalización; Tercero y Cuarto Transitorios del Decreto por el que se expide la Ley de 

Infraestructura de la Calidad y se abroga la Ley Federal sobre Metrología y Normalización; y 36, fracciones I, 

IX y XII, del Reglamento Interior de esta Secretaría, publica la Declaratoria de Vigencia de la Norma Mexicana 

que se enuncia a continuación, misma que ha sido elaborada, aprobada y publicada como Proyecto de Norma 

Mexicana bajo la responsabilidad del Organismo Nacional de Normalización denominado “Instituto Mexicano 

de Normalización y Certificación, A.C.” (IMNC), lo que se hace del conocimiento de los productores, 

distribuidores, consumidores y del público en general. 

El texto completo del documento puede ser consultado gratuitamente en la Dirección General de Normas 

de la Secretaría de Economía, ubicada en Calle Pachuca No. 189, Piso 7, Colonia Condesa, Demarcación 

Territorial Cuauhtémoc, Código Postal 06140, Ciudad de México, a través de una cita gestionada al correo 

electrónico industriasdiversasdgn@economia.gob.mx o puede ser adquirido en la sede de dicho Organismo 

ubicado en Manuel María Contreras número 133, Piso 6, Colonia Cuauhtémoc, Demarcación Territorial 

Cuauhtémoc, Código Postal 06500, Ciudad de México, teléfono (55) 5546 4546, Fax 5546 4546 ext. 6140 y/o 

al correo electrónico: normalizacion@imnc.org.mx. 

La Norma Mexicana NMX-CC-54001-IMNC-2020 entrará en vigor 60 días naturales contados a partir del 

día natural inmediato siguiente de la publicación de esta Declaratoria de Vigencia en el Diario Oficial de la 

Federación. SINEC-20201022140803886. 

CLAVE O CÓDIGO TÍTULO DE LA NORMA MEXICANA 

NMX-CC-54001-IMNC-2020 

SISTEMAS DE GESTIÓN DE LA CALIDAD-REQUISITOS ESPECÍFICOS PARA 

LA APLICACIÓN DE LA NORMA MEXICANA NMX-CC-9001-IMNC-2015 A 

ORGANIZACIONES ELECTORALES EN TODOS LOS NIVELES DE 

GOBIERNO 

Objetivo y campo de aplicación 

Esta norma mexicana especifica los requisitos para un sistema de gestión de la calidad cuando una 

organización: 

a) necesita demostrar su capacidad para proporcionar regularmente productos y servicios que 

satisfagan los requisitos del cliente y los legales y reglamentarios aplicables, y 

b) aspira a aumentar la satisfacción del cliente a través de la aplicación eficaz del sistema, incluidos los 

procesos para la mejora del sistema y el aseguramiento de la conformidad con los requisitos del 

cliente y los legales y reglamentarios aplicables. 

Todos los requisitos de esta norma mexicana son genéricos y se pretende que sean aplicables a todas las 

organizaciones, sin importar su tipo o tamaño, o los productos y servicios suministrados. 

NOTA 1: En esta norma mexicana, los términos “producto” o “servicio” se aplican únicamente a productos 

y servicios destinados a un cliente o solicitados por él. 

NOTA 2: El concepto que en la versión en inglés se expresa como “statutory and regulatory requirements” 

en esta versión en español se ha traducido como requisitos legales y reglamentarios. 
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Esta Norma Mexicana especifica los requisitos para un sistema de gestión de la calidad donde una 
organización electoral: 

- necesita demostrar su capacidad para gestionar elecciones mediante votación secreta, los cuales 
proporcionan resultados confiables, transparentes, libres y justos, que cumplen con los requisitos 
electorales; 

- busca aumentar la confianza de ciudadanos, candidatos, organizaciones políticas y otras partes 
electorales interesadas, por medio de la implementación eficaz del sistema de gestión de la 
calidad electoral, incluyendo procesos para la mejora continua, dentro del marco legal 
establecido. 

NOTA 3: Los organismos electorales pueden constituirse de manera tal que reflejen los requisitos legales 
locales. 

NOTA 4: En esta Norma Mexicana el término “producto” aplica solamente al servicio electoral brindado por 
el organismo electoral. 

Esta Norma Mexicana es aplicable al período de elección, incluidas las actividades o procesos previos y 
posteriores a las elecciones. 

Esta Norma Mexicana es aplicable a todos los organismos electorales involucrados en cualquier aspecto 
del proceso electoral, ya sean organizaciones permanentes u organizaciones temporales establecidas en 
apoyo de un período electoral en particular 

Concordancia con normas internacionales 

Esta Norma Mexicana es idéntica (IDT) con la Norma Internacional IS/TS 54001:2019  “Quality 
management systems-Particular requirements for the application of ISO 9001:2015 for electoral 
organizations at all levels of government”. Ed. 1 (abril, 2019). 

Bibliografía 

[1]  NMX-CC-9001-IMNC-2015, Sistemas de gestión de la calidad-Requisitos (cancela a la  NMX-CC-
9001-IMNC-2008, Sistemas de gestión de calidad-Requisitos). Declaratoria de vigencia publicada en el 
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Atentamente 

Ciudad de México, a 11 de mayo de 2021.- El Director General de Normas y Secretario Ejecutivo de la 
Comisión Nacional de Infraestructura de la Calidad, Lic. Alfonso Guati Rojo Sánchez.- Rúbrica. 
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DECLARATORIA de vigencia de la Norma Mexicana NMX-SAA-14055-1-IMNC-2019. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- ECONOMÍA.- Secretaría 
de Economía.- Unidad de Normatividad, Competitividad y Competencia.- Dirección General de Normas. 

DECLARATORIA DE VIGENCIA DE LA NORMA MEXICANA NMX-SAA-14055-1-IMNC-2019, GESTIÓN AMBIENTAL-
DIRECTRICES PARA EL ESTABLECIMIENTO DE BUENAS PRÁCTICAS PARA COMBATIR LA DEGRADACIÓN DE LA 
TIERRA Y LA DESERTIFICACIÓN-PARTE 1: MARCO PARA LAS BUENAS PRÁCTICAS. 

La Secretaría de Economía, por conducto de la Dirección General de Normas, con fundamento en lo 
dispuesto por los artículos: 34, fracciones II, XIII y XXXIII, de la Ley Orgánica de la Administración Pública 
Federal; 4 de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo; 3, fracción X, 39, fracciones III y XII, 51-A, 54 y 
66, fracción V, de la Ley Federal sobre Metrología y Normalización; 45 y 46 del Reglamento de la Ley Federal 
sobre Metrología y Normalización; Tercero y Cuarto Transitorios del Decreto por el que se expide la Ley de 
Infraestructura de la Calidad y se abroga la Ley Federal sobre Metrología y Normalización; y 36, fracciones I, 
IX y XII, del Reglamento Interior de esta Secretaría, publica la Declaratoria de Vigencia de la Norma Mexicana 
que se enuncia a continuación, misma que ha sido elaborada, aprobada y publicada como Proyecto de Norma 
Mexicana bajo la responsabilidad del Organismo Nacional de Normalización denominado “Instituto Mexicano 
de Normalización y Certificación, A.C.” (IMNC), lo que se hace del conocimiento de los productores, 
distribuidores, consumidores y del público en general. 

El texto completo del documento puede ser consultado gratuitamente en la Dirección General de Normas 
de la Secretaría de Economía, ubicada en Calle Pachuca No. 189, Piso 7, Colonia Condesa, Demarcación 
Territorial Cuauhtémoc, Código Postal 06140, Ciudad de México, a través de una cita gestionada al correo 
electrónico industriasdiversasdgn@economia.gob.mx o puede ser adquirido en la sede de dicho Organismo 
ubicado en Manuel María Contreras número 133, Piso 6, Colonia Cuauhtémoc, Demarcación Territorial 
Cuauhtémoc, Código Postal 06500, Ciudad de México, teléfono (55) 5546 4546, Fax 5546 4546 ext. 6140 y/o 
al correo electrónico: normalizacion@imnc.org.mx. 

La Norma Mexicana NMX-SAA-14055-1-IMNC-2019 entrará en vigor 60 días naturales contados a partir 
del día natural inmediato siguiente de la publicación de esta Declaratoria de Vigencia en el Diario Oficial de la 
Federación. SINEC-20190705123135489 

CLAVE O CÓDIGO TÍTULO DE LA NORMA MEXICANA 

NMX-SAA-14055-1-IMNC-2019 

GESTIÓN AMBIENTAL-DIRECTRICES PARA EL ESTABLECIMIENTO DE 
BUENAS PRÁCTICAS PARA COMBATIR LA DEGRADACIÓN DE LA 
TIERRA Y LA DESERTIFICACIÓN-PARTE 1: MARCO PARA LAS BUENAS 
PRÁCTICAS. 

Objetivo y campo de aplicación 

Esta Norma Mexicana proporciona directrices para el establecimiento de buenas prácticas en la gestión de 
la tierra para prevenir o minimizar la degradación de la tierra y la desertificación. No incluye la gestión de 
los humedales costeros. 

Esta Norma Mexicana define un marco para la identificación de buenas prácticas en la gestión de la tierra, 
sobre la base de la evaluación de los factores de la degradación de la tierra y los riesgos asociados con las 
prácticas pasadas y presentes. También proporciona orientación para el seguimiento y el informe de la 
implementación de las buenas prácticas. 

Esta Norma Mexicana está destinada para su uso por las organizaciones del sector público y privado con 
responsabilidad en la gestión de la tierra y que le permitirá a una organización comunicar la 
implementación de buenas prácticas. 

Concordancia con normas internacionales 

Esta Norma Mexicana es idéntica (IDT) con la Norma Internacional ISO 14055-1:2017 “Environmental 
management-Guidelines for establishing good practices for combatting land degradation and 
desertification-Part 1: Good practices framework” (octubre, 2017). 
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Atentamente 

Ciudad de México, a 11 de mayo de 2021.- El Director General de Normas y Secretario Ejecutivo de la 
Comisión Nacional de Infraestructura de la Calidad, Lic. Alfonso Guati Rojo Sánchez.- Rúbrica. 
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DECLARATORIA de vigencia de la Norma Mexicana NMX-W-116-SCFI-2019. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- ECONOMÍA.- Secretaría 
de Economía.- Dirección General de Normas. 

DECLARATORIA DE VIGENCIA DE LA NORMA MEXICANA NMX-W-116-SCFI-2019, “ALUMINIO Y SUS 
ALEACIONES-DIVERSOS-MEDICION DEL ESPESOR DE RECUBRIMIENTOS-METODO MICROSCOPICO (CANCELA A 
LA NMX-W-116-1983).” 

La Secretaría de Economía, por conducto de la Dirección General de Normas, con fundamento en lo 
dispuesto por los artículos 34 fracciones II, XIII y XXXIII de la Ley Orgánica de la Administración Pública 
Federal; 4 de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo; 3 fracción X, 39 fracciones III y XII, 51-A, 51-B y 
54 de la Ley Federal sobre Metrología y Normalización, 45 y 46 del Reglamento de la Ley Federal sobre 
Metrología y Normalización; Tercero y Cuarto Transitorios del Decreto por el que se expide la Ley de 
Infraestructura de la Calidad y se abroga la Ley Federal sobre Metrología y Normalización; y 36 fracciones I, 
IX y XII del Reglamento Interior de esta Secretaría publica la Declaratoria de Vigencia de la Norma Mexicana 
que se enlista a continuación, misma que ha sido elaborada, por el Comité Técnico de Normalización Nacional 
del Aluminio y sus Aleaciones (CTNNAA) de la Secretaría de Economía, lo que se hace del conocimiento de 
los productores, distribuidores, consumidores y del público en general. 

El texto completo del documento puede ser consultado gratuitamente en la Dirección General de Normas 
de esta Secretaría, ubicada en Calle Pachuca número 189, Piso 7, Colonia Condesa, Demarcación Territorial 
Cuauhtémoc, Código Postal 06140, Ciudad de México, a través de una cita gestionada al correo electrónico 
dgn.industriapesada@economia.gob.mx o en el Catálogo Mexicano de Normas del Sistema Integral de 
Normas y Evaluación de la Conformidad (SINEC), cuya dirección electrónica es: 
https://www.sinec.gob.mx/SINEC/Vista/Normalizacion/BusquedaNormas.xhtml 

La Norma Mexicana NMX-W-116-SCFI-2019, entrará en vigor 60 días naturales contados a partir del día 
natural inmediato siguiente de la publicación de esta Declaratoria de Vigencia en el Diario Oficial de la 
Federación. SINEC -20200317102423775. 

CLAVE O CÓDIGO TÍTULO DE LA NORMA MEXICANA 

NMX-W-116-SCFI-2019 
Aluminio y sus aleaciones-diversos-medición del espesor 
de recubrimientos-método microscópico (Cancela a la 
NMX-W-116-1983) 

Objetivo y campo de aplicación 
Esta Norma Mexicana describe un método para la medición del espesor local de recubrimientos metálicos, 
capas de óxido, y recubrimientos esmaltados vítreos o porcelánicos, mediante la examinación 
microscópica de secciones transversales usando un microscopio óptico. 

Concordancia con Normas Internacionales 
Esta norma coincide totalmente con la Norma Internacional ISO 1463:2003 Metallic and oxide coatings-
Measurement of coating thickness-Microscopical method. 

Bibliografía 
 NMX-Z-021/1-SCFI-2015, Adopción de normas internacionales; fecha de publicación en el Diario 

Oficial de la Federación el 11 de enero de 2016. 
 NMX-Z-013-SCFI-2015, Guía para la estructuración y redacción de normas, fecha de publicación en el 

Diario Oficial de la Federación el 18 de noviembre de 2015. 
 NMX-W-119-SCFI-2016, Aluminio y sus aleaciones-Anodizado -Determinación del espesor de 

recubrimientos de óxido anódico-Medición no destructiva por el microscopio de haz dividido, fecha de 
publicación en el Diario Oficial de la Federación el 16 de junio de 2017. 

 NMX-W-116-1983, Metales no ferrosos-Espesor de recubrimientos- Método de prueba, fecha de 
publicación en el Diario oficial de la Federación el 13 de junio de 1983 

 NOM-008-SCFI-2002, Sistema General de Unidades de Medida, fecha de publicación en el Diario 
Oficial de la Federación el 27 de noviembre de 2002. 

 ISO 1463:2003 Metallic and oxide coatings-Measurement of coating thickness-Microscopical method. 
 BARGHOORN, H., Vergleichende Untersuchungen von Schichtdicke-Messverfahren, Metalloberfläche, 

1955, 7, pp. 8-11. 
 RAY, G.P., Thickness testing of electroplated and related coatings, Electrochemical Publications Ltd., 

Asahi House, 10 Church Road, Port Erin, Isle of Man, U.K., 1993, pp. 27-41. 
 
Atentamente 

Ciudad de México, a 30 de abril de 2021.- El Director General de Normas y Secretario Ejecutivo de la 
Comisión Nacional de Infraestructura de la Calidad, Lic. Alfonso Guati Rojo Sánchez.- Rúbrica. 
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DECLARATORIA de vigencia de la Norma Mexicana NMX-W-121-SCFI-2020. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- ECONOMÍA.- Secretaría 
de Economía.- Dirección General de Normas. 

DECLARATORIA DE VIGENCIA DE LA NORMA MEXICANA NMX-W-121-SCFI-2020, “ALUMINIO Y SUS 
ALEACIONES-ANODIZADO-EVALUACIÓN DE LA CALIDAD DEL SELLADO DE LA CAPA ANÓDICA POR MEDICIÓN DE 
LA ADMITANCIA (CANCELA A LA NMX-W-121-1982).” 

La Secretaría de Economía, por conducto de la Dirección General de Normas, con fundamento en lo 
dispuesto por los artículos 34 fracciones II, XIII y XXXIII de la Ley Orgánica de la Administración Pública 
Federal; 4 de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo; 3 fracción X, 39 fracciones III y XII, 51-A, 51-B y 
54 de la Ley Federal sobre Metrología y Normalización, 45 y 46 del Reglamento de la Ley Federal sobre 
Metrología y Normalización; Tercero y Cuarto Transitorios del Decreto por el que se expide la Ley de 
Infraestructura de la Calidad y se abroga la Ley Federal sobre Metrología y Normalización; y 36 fracciones I, 
IX y XII del Reglamento Interior de esta Secretaría publica la Declaratoria de Vigencia de la Norma Mexicana 
que se enlista a continuación, misma que ha sido elaborada, por el Comité Técnico de Normalización Nacional 
del Aluminio y sus Aleaciones (CTNNAA) de la Secretaría de Economía, lo que se hace del conocimiento de 
los productores, distribuidores, consumidores y del público en general. 

El texto completo del documento puede ser consultado gratuitamente en la Dirección General de Normas 
de esta Secretaría, ubicada en Calle Pachuca número 189, Piso 7, Colonia Condesa, Demarcación Territorial 
Cuauhtémoc, Código Postal 06140, Ciudad de México, a través de una cita gestionada al correo electrónico 
dgn.industriapesada@economia.gob.mx o en el Catálogo Mexicano de Normas del Sistema Integral de 
Normas y Evaluación de la Conformidad (SINEC), cuya dirección electrónica es: 
https://www.sinec.gob.mx/SINEC/Vista/Normalizacion/BusquedaNormas.xhtml 

La Norma Mexicana NMX-W-121-SCFI-2020, entrará en vigor 60 días naturales contados a partir del día 
natural inmediato siguiente de la publicación de esta Declaratoria de Vigencia en el Diario Oficial de la 
Federación. SINEC -20200724132057588. 

CLAVE O CÓDIGO TÍTULO DE LA NORMA MEXICANA 

NMX-W-121-SCFI-2020 
Aluminio y sus aleaciones-Anodizado-Evaluación de la 
calidad del sellado de la capa anódica por medición de la 
admitancia (Cancela a la NMX-W-121-1982) 

Objetivo y campo de aplicación 
Esta Norma Mexicana especifica el método para evaluar la calidad de los recubrimientos de oxidación 
anódica sellados en el aluminio y sus aleaciones mediante la medición de la admitancia. Es aplicable, a los 
recubrimientos de oxidación anódica sellados en un medio acuoso. 

Concordancia con Normas Internacionales 
Esta Norma Mexicana es modificada (MOD) de la Norma Internacional “ISO 2931:2010, Anodizing of 
aluminium and its alloys-Assessment of quality of sealed anodic oxidation coatings by measurement of 
admittance” y difiere en los siguientes puntos. 

Capítulo/Inciso al que aplica la diferencia Desviación Técnica/Justificación 

Capítulo 1 Objetivo y campo de aplicación, 
sección 1.2 Campo de aplicación, inciso a), b) 
y c). 

Se aclara los casos en los que este método no es 
aplicable, de acuerdo con Qualanod 01.01.2020. 

 

Bibliografía 
 NMX-Z-021/1-SCFI-2015 Adopción de normas internacionales, fecha de publicación en el Diario 

Oficial de la Federación el 11 de enero de 2016 
 NMX-Z-013-SCFI-2015 Guía para la estructuración y redacción de normas, fecha de publicación en el 

Diario Oficial de la Federación el 18 de noviembre de 2015. 
 NMX-W-121-1982 Aluminio y sus aleaciones-Anodizado-Evaluación de la calidad del sellado de la 

capa de óxido anódico por medición de la admitancia e impedancia, fecha de publicación en el Diario 
Oficial de la Federación el 22 de octubre de 1982. 

 ISO 2106:2011 Anodizing of aluminium and its Alloys-Determination of mass per unit area (surface 
density) of anodic oxide coatings-Gravimetric method. 

 ISO 3210:2010 Anodizing of aluminium and its alloys-Assessment of quality of sealed anodic oxidation 
coatings by measurement of the loss of mass after immersion in phosphoric acid/chromic acid solution.

 
Atentamente 

Ciudad de México, a 30 de abril de 2021.- El Director General de Normas y Secretario Ejecutivo de la 
Comisión Nacional de Infraestructura de la Calidad, Lic. Alfonso Guati Rojo Sánchez.- Rúbrica. 



Lunes 14 de junio de 2021 DIARIO OFICIAL   

DECLARATORIA de vigencia de la Norma Mexicana NMX-W-126-SCFI-2020. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- ECONOMÍA.- Secretaría 
de Economía.- Dirección General de Normas. 

DECLARATORIA DE VIGENCIA DE LA NORMA MEXICANA NMX-W-126-SCFI-2020, “ALUMINIO Y SUS 
ALEACIONES-ANODIZADO-PRUEBA ACELERADA DE RESISTENCIA A LA LUZ DE LOS RECUBRIMIENTOS DE 
OXIDACIÓN ANÓDICA COLOREADOS UTILIZANDO LUZ ARTIFICIAL. (CANCELA A LA NMX-W-126-1984).” 

La Secretaría de Economía, por conducto de la Dirección General de Normas, con fundamento en lo 
dispuesto por los artículos 34 fracciones II, XIII y XXXIII de la Ley Orgánica de la Administración Pública 
Federal; 4 de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo; 3 fracción X, 39 fracciones III y XII, 51-A, 51-B y 
54 de la Ley Federal sobre Metrología y Normalización, 45 y 46 del Reglamento de la Ley Federal sobre 
Metrología y Normalización; Tercero y Cuarto Transitorios del Decreto por el que se expide la Ley de 
Infraestructura de la Calidad y se abroga la Ley Federal sobre Metrología y Normalización; y 36 fracciones I, 
IX y XII del Reglamento Interior de esta Secretaría publica la Declaratoria de Vigencia de la Norma Mexicana 
que se enlista a continuación, misma que ha sido elaborada, por el Comité Técnico de Normalización Nacional 
del Aluminio y sus Aleaciones (CTNNAA) de la Secretaría de Economía, lo que se hace del conocimiento de 
los productores, distribuidores, consumidores y del público en general. 

El texto completo del documento puede ser consultado gratuitamente en la Dirección General de Normas 
de esta Secretaría, ubicada en Calle Pachuca número 189, Piso 7, Colonia Condesa, Demarcación Territorial 
Cuauhtémoc, Código Postal 06140, Ciudad de México, a través de una cita gestionada al correo electrónico 
dgn.industriapesada@economia.gob.mx o en el Catálogo Mexicano de Normas del Sistema Integral de 
Normas y Evaluación de la Conformidad (SINEC), cuya dirección electrónica es: 
https://www.sinec.gob.mx/SINEC/Vista/Normalizacion/BusquedaNormas.xhtml 

La Norma Mexicana NMX-W-126-SCFI-2020, entrará en vigor 60 días naturales contados a partir del día 
natural inmediato siguiente de la publicación de esta Declaratoria de Vigencia en el Diario Oficial de la 
Federación. SINEC -20200724132242374. 

CLAVE O CÓDIGO TÍTULO DE LA NORMA MEXICANA 

NMX-W-126-SCFI-2020 

Aluminio y sus aleaciones-Anodizado-Prueba acelerada 
de resistencia a la luz de los recubrimientos de oxidación 
anódica coloreados utilizando luz artificial. (Cancela a la 
NMX-W-126-1984) 

Objetivo y campo de aplicación 

Esta Norma Mexicana especifica un método de ensayo acelerado para la evaluación de la resistencia a la 
luz, usando luz artificial en recubrimientos de oxidación anódica con color en aluminio y sus aleaciones. 

La presente Norma Mexicana es aplicable, a los recubrimientos de oxidación anódica de colores en 
aluminio, producidos por cualquier medio y para cualquier propósito. 

Concordancia con Normas Internacionales 

Esta Norma Mexicana es idéntica (IDT) con la Norma Internacional “ISO 2135:2017, Anodizing of 
aluminium and its alloys-Accelerated test of light fastness of coloured anodic oxidation coatings using 
artificial light” 

Bibliografía 

 NMX-Z-013-SCFI-2015 Guía para la estructuración y redacción de normas; fecha de publicación en el 
Diario Oficial de la Federación el 18 de noviembre de 2015. 

 NMX-W-138-SCFI-2004 Metales no ferrosos-Aluminio y sus aleaciones-Anodización-Recubrimientos 
de óxido anódico en aluminio-Especificaciones generales, fecha de publicación en el Diario Oficial de 
la Federación el 20 de julio de 2004. 

 Norma Oficial Mexicana NOM-008-SCFI-2002 Sistema General de Unidades de Medida; fecha de 
publicación en el Diario Oficial de la Federación el 27 de noviembre de 2002. 

 ISO 7583:2013, Anodizing of aluminium and its alloys-Terms and definitions. 

 

Atentamente 

Ciudad de México, a 30 de abril de 2021.- El Director General de Normas y Secretario Ejecutivo de la 
Comisión Nacional de Infraestructura de la Calidad, Lic. Alfonso Guati Rojo Sánchez.- Rúbrica. 
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SECRETARIA DE AGRICULTURA Y DESARROLLO RURAL 
ACUERDO mediante el cual se dan a conocer las medidas aplicables en materia de epidemiología y de vigilancia 
epidemiológica en animales terrestres y el uso de la información del Sistema Nacional de Vigilancia Epidemiológica 
en los Estados Unidos Mexicanos. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- AGRICULTURA.- 
Secretaría de Agricultura y Desarrollo Rural. 

VÍCTOR MANUEL VILLALOBOS ARÁMBULA, Secretario de Agricultura y Desarrollo Rural, con 
fundamento en lo dispuesto en los artículos 17 y 35, fracciones IV y XXIV de la Ley Orgánica de la 
Administración Pública Federal; 4o. de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo; 6 fracciones XVI, 
XLVII y XLVIII, 16 fracciones II y XVIII, 56, 78, 138 fracción II, 139, 151 fracción VIII, 158, 159, 160, 161, 163 y 
164 de la Ley Federal de Sanidad Animal; 90 fracciones I, II y VII, 91, 95 fracción V, 110, fracción II, 135, 138, 
276, 343, 345, 346, 347, 348, 349, 350, 351, 352, 353, 354, 355, 356 y 357 del Reglamento de la Ley Federal 
de Sanidad Animal; 134 fracción V, 141, 410 de la Ley General de Salud; 2, letra B, fracción V, 5, fracción 
XXV, 52 y 53 del Reglamento Interior de la Secretaría de Agricultura y Desarrollo Rural; 3, 14 fracciones I, XII, 
XX, 16 fracciones I, II, III, VI, VII, X, XV, XVII, XVIII, XX y XXI del Reglamento Interior del Servicio Nacional de 
Sanidad, Inocuidad y Calidad Agroalimentaria; así como el Acuerdo mediante el cual se dan a conocer en los 
Estados Unidos Mexicanos las enfermedades y plagas exóticas y endémicas de notificación obligatoria de los 
animales terrestres y acuáticos, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 29 de noviembre de 2018, y 

CONSIDERANDO 

Que el Plan Nacional de Desarrollo 2019-2024, establece como objetivo la “Autosuficiencia alimentaria y 
rescate al campo”, por lo que es primordial preservar la salud, así como prevenir, controlar y erradicar las 
enfermedades o plagas de los animales terrestres, contribuyendo al objetivo  previamente indicado. 

Que es atribución de la Secretaría de Agricultura y Desarrollo Rural, a través del Servicio Nacional de 
Sanidad, Inocuidad y Calidad Agroalimentaria, impulsar la producción pecuaria y consecuentemente prevenir, 
controlar y erradicar las enfermedades y plagas endémicas y exóticas en los animales terrestres y sus 
productos, así como aquellas de carácter toxicológico, que afectan a la ganadería, mediante el 
establecimiento de la vigilancia epidemiológica. 

Que desde el año 1924, México es un país miembro de la Organización Mundial de Sanidad Animal (OIE), 
adquiriendo los compromisos establecidos por la misma. 

Que el tránsito y acceso al mercado internacional de animales terrestres, sus productos y subproductos 
representa un potencial riesgo para la diseminación de enfermedades entre naciones, con posibles pérdidas 
económicas de magnitudes como las observadas en el brote de fiebre aftosa del año 2001 en el Reino Unido 
por 9,200 millones de dólares entre costos directos e indirectos, lo cual pone de manifiesto la necesidad de 
implementar la vigilancia epidemiológica para demostrar la ausencia de enfermedad o infección, determinar la 
presencia o la distribución de una enfermedad o infección o detectar lo antes posible la presencia de 
enfermedades exóticas. 

Que la vigilancia epidemiológica en los puntos de ingreso de animales terrestres, productos y 
subproductos de origen animal, como: aduanas en los puntos fronterizos, puertos marítimos, puertos aéreos 
es importante con el fin de evitar la introducción y diseminación de enfermedades y plagas de los animales en 
el país. 

Que la introducción y diseminación de enfermedades y plagas puede representar un alto riesgo para la 
salud o la vida de los animales y en algunos casos para la salud pública, por lo que es necesario observar y 
evaluar permanentemente el comportamiento de las enfermedades y plagas endémicas y exóticas en los 
animales terrestres, así como aquellas de carácter toxicológico. 

Que la salud humana y la sanidad animal, son interdependientes y están vinculadas a los ecosistemas en 
los cuales coexisten, por lo que el monitoreo del estado de salud de las poblaciones de animales terrestres, 
así como la cooperación interinstitucional por medio de objetivos conjuntos brinda importantes beneficios a la 
sociedad mexicana. 

Que la notificación es un proceso fundamental para la vigilancia epidemiológica y que de su realización 
oportuna y confiable deriva en gran medida la resolución rápida y favorable de un problema zoosanitario. 
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Que para el reconocimiento, cambio o mantenimiento de la situación zoosanitaria de enfermedades o 
plagas, se requiere del monitoreo epidemiológico en las entidades federativas, zonas, regiones o 
compartimentos del país. 

Que la búsqueda planificada y la investigación epidemiológica de casos sospechosos o confirmados de las 
enfermedades endémicas y exóticas en los animales terrestres, así como aquellas de carácter toxicológico 
complementa y actualiza el conocimiento de su distribución, optimiza su control y proporciona herramientas 
para prevenir el contagio en las poblaciones susceptibles. 

Que a efecto de dar cumplimiento a lo previsto en los artículos 68, último párrafo, y 78 de la Ley General 
de Mejora Regulatoria, la Secretaría con la finalidad de reducir costos de cumplimiento realizó acciones de 
simplificación consistentes en disminuir un total de 148 enfermedades y plagas endémicas de animales 
terrestres y acuáticos, a notificar de manera obligatoria por parte de los particulares en el territorio nacional, a 
través de la emisión del Acuerdo mediante el cual se dan a conocer en los Estados Unidos Mexicanos las 
enfermedades y plagas exóticas y endémicas de notificación obligatoria de los animales terrestres y acuáticos, 
publicado en el Diario Oficial de la Federación el 29 de noviembre de 2018, generando un ahorro de hasta 
$15,411,980 pesos. Por consiguiente, para la emisión del presente Acuerdo se utilizarán 2 enfermedades y 
plagas endémicas, cuyo ahorro asciende a $208,270.00 pesos. 

Que de conformidad con lo previsto en el artículo 345 del Reglamento de la Ley Federal de Sanidad 
Animal el Sistema Nacional de Vigilancia Epidemiológica es la fuente oficial de la Secretaría en cuanto a 
información, notificación y reporte de plagas y enfermedades; asimismo, con fundamento en el artículo 350 del 
citado Reglamento la información derivada de la notificación se concentra en bases de datos con la finalidad 
de permitir realizar su análisis y evaluación epidemiológica. 

Que con fecha 19 de febrero de 1997 se publicó en el Diario Oficial de la Federación la Norma Oficial 
Mexicana NOM-046-ZOO-1995, Sistema Nacional de Vigilancia Epizootiológica, así como su modificación 
publicada en el mismo medio de difusión el 29 de enero de 2001; misma que será cancelada ya que la 
estructura estratégica nacional en salud animal ha sufrido varios procesos de reestructuración, como 
consecuencia del surgimiento de nuevos retos zoosanitarios, debidos a la aparición de enfermedades 
emergentes, a los cambios en la situación zoosanitaria y a los avances sanitarios obtenidos en el país. 

Que en consecuencia, motivándose las presentes disposiciones en razones de orden técnico y de interés 
público, he tenido a bien emitir el siguiente: 

ACUERDO MEDIANTE EL CUAL SE DAN A CONOCER LAS MEDIDAS APLICABLES EN MATERIA DE 
EPIDEMIOLOGÍA Y DE VIGILANCIA  EPIDEMIOLÓGICA EN ANIMALES TERRESTRES Y EL USO DE 

LA INFORMACIÓN  DEL SISTEMA NACIONAL DE VIGILANCIA EPIDEMIOLÓGICA EN LOS  ESTADOS 
UNIDOS MEXICANOS 

CAPÍTULO I 

DISPOSICIONES GENERALES 

ARTÍCULO 1. El presente Acuerdo tiene por objeto dar a conocer las medidas aplicables en materia de 
epidemiología y de vigilancia epidemiológica de enfermedades y plagas endémicas y exóticas, en los 
animales terrestres; así como sus enfermedades diferenciales; y establecer el uso de la información que 
provee el Sistema Nacional de Vigilancia Epidemiológica. 

ARTÍCULO 2. El presente Acuerdo es de observancia obligatoria en todo el territorio nacional para los 
propietarios, el administrador único, los responsables de la administración o poseedores, médicos veterinarios 
responsables autorizados y médicos veterinarios oficiales de los establecimientos a que se refiere el artículo 
105 de la Ley Federal de Sanidad Animal; importadores de las mercancías que ingresen al país, Unidades de 
Verificación, Organismos de Certificación, Laboratorios de Pruebas, Terceros Especialistas Autorizados, 
Organismos Auxiliares de Sanidad Animal, así como los agentes involucrados, que sospechen, detecten o 
tengan la evidencia de la existencia de algún evento epidemiológico de notificación obligatoria. 

ARTÍCULO 3. La Secretaría, a través del SENASICA, vigilará, supervisará y aplicará el cumplimiento de lo 
establecido en el presente Acuerdo, coordinándose a través de la celebración de acuerdos, convenios de 
colaboración, coordinación o concertación, bases de colaboración u otros instrumentos jurídicos con los 
gobiernos de los estados, organismos auxiliares, secretarías y dependencias federales, en el ámbito de sus 
respectivas atribuciones y circunscripciones territoriales, para la vigilancia epidemiológica. 
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ARTÍCULO 4. Para los efectos del presente Acuerdo, además de las definiciones establecidas en la Ley 
Federal de Sanidad Animal y su Reglamento, se establecen las siguientes: 

I. Animales terrestres: designa a mamíferos, reptiles, aves o abejas, incluyendo aquellos asilvestrados, 
de reproducción o cría, para abasto, de compañía, deporte, exhibición, trabajo, uso terapéutico, 
investigación, o cualquier otro fin zootécnico. 

II. Compartimentos: Delimitación de una subpoblación de animales terrestres existentes en una unidad 
de producción tecnificada a la que se le reconoce un estatus zoosanitario determinado respecto a 
una o varias enfermedades a las que sean susceptibles contra la o las que se han aplicado medidas 
de vigilancia, prevención, control, bioseguridad, trazabilidad y buenas prácticas pecuarias. 

III. Diagnóstico: estudio que se basa en el análisis que se haga del conjunto de signos clínicos y 
lesiones observados en los animales o grupos de animales terrestres, que permite confirmar o 
descartar la sospecha, en este último caso, mediante pruebas de laboratorio oficial, de la presencia 
de una enfermedad, infección, infestación, excluyendo aquellas endémicas de notificación mensual 
obligatoria y aquellas de carácter toxicológico. 

IV. Enfermedad diferencial: aquellas enfermedades o plagas en las que se pueden manifestar signos 
clínicos similares o iguales a alguna de las enfermedades de la Lista, incluidas aquellas de carácter 
toxicológico y de residuos tóxicos. 

V. Enfermedades emergentes: son aquellas infecciosas, cuyas características principales son que su 
agente causal ha evolucionado o modificado con respecto al espectro de su hospedador, vector, 
patogenicidad o cepa, o bien aquellas que presentan cambios de ubicación geográfica, prevalencia e 
incidencia, incluidas aquellas desconocidas hasta el momento de su aparición en un tiempo, lugar y 
población específicos y por lo tanto serán de notificación obligatoria mediante el Sistema Nacional de 
Vigilancia Epidemiológica. 

VI. Evento epidemiológico: suceso previsto o fortuito de importancia aparente o inaparente, que 
involucra la posibilidad o confirmación de la presencia de enfermedades y plagas endémicas, 
exóticas, emergentes, reemergentes y aquellas de carácter toxicológico en las poblaciones animales 
terrestres, así como de sus condicionantes. 

VII. Lista: Lista de enfermedades y plagas, exóticas y endémicas de los animales terrestres y acuáticos, 
de notificación obligatoria en los Estados Unidos Mexicanos, a que hace referencia el Acuerdo 
mediante el cual se dan a conocer en los Estados Unidos Mexicanos las enfermedades y plagas 
exóticas y endémicas de notificación obligatoria de los animales terrestres y acuáticos publicado en 
el Diario Oficial de la Federación el 29 de noviembre de 2018. 

VIII. Medidas aplicables en materia de epidemiología o de vigilancia epidemiológica: aquellas 
implementadas en la vigilancia pasiva y su procedimiento de vigilancia sindrómica, la vigilancia activa 
y su procedimiento de vigilancia con animales centinela, etiológica, serológica y monitoreo 
epidemiológico; además incluyen a la notificación, difusión y fomento a la notificación; y la 
constatación del diagnóstico en los laboratorios. 

IX. Medidas contraepidémicas: Conjunto de acciones encaminadas a prevenir, controlar o erradicar la 
introducción, establecimiento o propagación de una plaga o enfermedad en un lugar o área 
determinada. 

X. Secretaría: Secretaría de Agricultura y Desarrollo Rural. 

XI. Vigilancia con animales centinela: procedimiento para identificar patrones de circulación de agentes 
etiológicos, determinar sus tendencias y focalizar actividades e intervenciones preventivas en 
animales terrestres susceptibles. 

XII. Vigilancia etiológica: procedimiento que busca constatar la presencia y circulación de agentes 
infecciosos de notificación obligatoria, así como de su identificación y tipificación con la finalidad de 
extrapolar sus hallazgos a la población de origen. 

XIII. Vigilancia epidemiológica activa: procedimiento basado en muestreos, que implica una búsqueda 
dirigida del evento sanitario. 

XIV. Vigilancia epidemiológica pasiva: procedimiento que depende de la notificación del evento sanitario a 
la autoridad para su atención y registro de casos. 

XV. Vigilancia sindrómica: procedimiento de vigilancia epidemiológica pasiva basada en el 
reconocimiento de signos clínicos comunes a varias enfermedades y cuyo diagnóstico diferencial se 
realiza a través de pruebas de laboratorio. 



Lunes 14 de junio de 2021 DIARIO OFICIAL   

Además de las definiciones se establecen los siguientes acrónimos: 

I. DGSA: Dirección General de Salud Animal, Unidad Administrativa adscrita al SENASICA. 

II. LFSA: Ley Federal de Sanidad Animal. 

III. SENASICA: Servicio Nacional de Sanidad, Inocuidad y Calidad Agroalimentaria, órgano 
administrativo desconcentrado de la Secretaría de Agricultura y Desarrollo Rural. 

IV. SIVE: Sistema Nacional de Vigilancia Epidemiológica. 

CAPÍTULO II 

VIGILANCIA EPIDEMIOLÓGICA 

ARTÍCULO 5. Los objetivos de la vigilancia epidemiológica son los siguientes: 

I. Detectar oportunamente las enfermedades o plagas exóticas en el territorio nacional; 

II. Concentrar en el SIVE los datos recabados a partir de los subsistemas de vigilancia epidemiológica 
pasiva y activa, de las enfermedades y plagas de notificación obligatoria en el territorio mexicano, así 
como, sus enfermedades diferenciales; 

III. Identificar tempranamente los indicios de brotes de enfermedades o plagas exóticas en territorio 
extranjero, especialmente en aquellos países con los que se tiene intercambio de productos de 
origen animal; 

IV. Reconocer tempranamente las enfermedades emergentes para implementar las medidas 
contraepidémicas aplicables en materia de epidemiología adecuadas para su control oportuno; 

V. Coadyuvar a la toma de decisiones, basada en el monitoreo de las enfermedades endémicas, a 
través de la evaluación de cambios en el modo de sus presentaciones y frecuencias para la 
prevención e identificación oportuna de brotes epidémicos; 

VI. Proporcionar información sobre el estatus de zona o compartimento libre de enfermedades o plagas 
específicas utilizando la información zoosanitaria compilada; 

VII. Coadyuvar en los programas de control y erradicación de las enfermedades y plagas endémicas, que 
ejecute el SENASICA y que afectan la sanidad de los animales terrestres, por medio del análisis y 
conclusiones de la información provista por el SIVE; y 

VIII. Coadyuvar en la elaboración de los análisis de riesgo a partir de la información provista en el SIVE. 

ARTÍCULO 6. La vigilancia epidemiológica estará basada en los siguientes registros e informes 
epidemiológicos, los cuales son enunciativos mas no limitativos para realizar el seguimiento e investigación 
epidemiológicos de: 

I. Notificaciones de enfermedades o plagas enlistadas en el grupo 1 y 2 de la Lista; 

II. Resultados diagnósticos de laboratorios oficiales, autorizados, aprobados, estatales de salud pública 
y aquellos sin reconocimiento oficial; 

III. Inspección ante mortem y post mortem en Establecimientos TIF, rastros municipales o privados, y los 
demás establecimientos dedicados al procesamiento de animales terrestres para consumo humano; 

IV. Acceso e intercambio de información entre dependencias relacionadas con eventos epidemiológicos, 
los cuales tengan como posible hospedador a fauna silvestre o de carácter zoonótico; 

V. Monitoreo de la información sobre la movilización, importación, exportación y tránsito internacional de 
animales terrestres vivos y/o bienes productos y subproductos derivados de los mismos; 

VI. Aquellos informes derivados de la vigilancia con animales centinelas, etiológica, serológica y 
sindrómica, así como del monitoreo epidemiológico; 

VII. Utilización de productos biológicos y medicamentos; 

VIII. Censos y padrones actualizados de productores, unidades de producción y de las poblaciones 
animales terrestres existentes; 

IX. Medidas zoosanitarias aplicadas oficialmente o por los propietarios de los animales terrestres; 

X. Investigaciones epidemiológicas de campo; 

XI. Encuestas epidemiológicas; y 

XII. Factores de riesgo sobre la distribución de animales terrestres que son reservorios y de vectores. 
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CAPÍTULO III 

VIGILANCIA EPIDEMIOLÓGICA PASIVA Y ACTIVA DEL SIVE 

ARTÍCULO 7. Para los efectos de la vigilancia epidemiológica pasiva, todos los sujetos obligados 
mencionados en el artículo 2 del presente Acuerdo, deberán notificar cualquier sospecha de enfermedad 
diferencial a las de la Lista. 

ARTÍCULO 8. Como parte de la vigilancia pasiva, la Secretaría, a través del SENASICA intercambiará, a 
través de acuerdos o convenios de coordinación o colaboración con otras dependencias, información relativa 
a la presentación de eventos epidemiológicos, específicamente del grupo 1 y 2 de la Lista, los cuales tengan 
como posible hospedador a fauna silvestre o sean de carácter zoonótico. 

ARTÍCULO 9. La notificación de casos sospechosos de enfermedades o plagas endémicas o exóticas de 
notificación obligatoria inmediata y mensual, incluyendo aquellas enfermedades diferenciales, deberá 
realizarse de acuerdo a lo estipulado en los artículos 10 y 11 del Acuerdo mediante el cual se dan a conocer 
en los Estados Unidos Mexicanos las enfermedades y plagas exóticas y endémicas de notificación obligatoria 
de los animales terrestres y acuáticos, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 29 de noviembre de 
2018. 

ARTÍCULO 10. Las notificaciones de las enfermedades obligatorias inmediatas y enfermedades 
diferenciales deberán realizarse sin demora a partir de la presencia de un caso sospechoso o de un caso 
confirmado y/o de la emisión de resultados de laboratorio. 

ARTÍCULO 11. Son eventos epidemiológicos sujetos a notificación obligatoria inmediata, aquellos que 
como resultado de la vigilancia sindrómica, detecten cualquier caso sospechoso o caso confirmado de 
enfermedades o plagas incluidas en los Grupos 1 y 2 de la Lista, así como sus enfermedades diferenciales. 

ARTÍCULO 12. La información que el notificador del evento epidemiológico deberá proporcionar a la 
DGSA mediante el llenado del formato SIVE 01 incluido como anexo en el Acuerdo mediante el cual se dan a 
conocer en los Estados Unidos Mexicanos las enfermedades y plagas exóticas y endémicas de notificación 
obligatoria de los animales terrestres y acuáticos, publicado en el DOF el 29 de noviembre de 2018. 

ARTÍCULO 13. Cualquier laboratorio que realice diagnósticos de enfermedades de la Lista, ya sean 
oficiales, autorizados o aprobados, así como aquellos sin reconocimiento oficial, deberán de reportar al SIVE 
conforme lo preceptuado en el artículo 11 del Acuerdo mediante el cual se dan a conocer en los Estados 
Unidos Mexicanos las enfermedades y plagas exóticas y endémicas de notificación obligatoria de los animales 
terrestres y acuáticos, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 29 de noviembre de 2018, la totalidad 
de los análisis realizados por cada una de ellas, considerando que: 

I. Cuando los resultados de sus análisis sean positivos o sospechosos a las enfermedades de los 
grupos 1 y 2 de la Lista, la notificación obligatoria es de carácter inmediato. 

II. La totalidad de los análisis negativos y aquellos positivos a las enfermedades del grupo 3 de la Lista, 
se notificarán en forma mensual dentro de los primeros cinco días hábiles tras la fecha de corte de 
cada informe, que corresponderá al último día natural de cada mes. 

ARTÍCULO 14. El reporte mensual que los laboratorios de diagnóstico realicen al SIVE, a que hace 
referencia la fracción II del artículo 13 del presente Acuerdo, debe ser requisitado en su totalidad conforme al 
contenido del formato SIVE 04, incluido como anexo en el Acuerdo mediante el cual se dan a conocer en los 
Estados Unidos Mexicanos las enfermedades y plagas exóticas y endémicas de notificación obligatoria de los 
animales terrestres y acuáticos, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 29 de noviembre de 2018 y 
disponible en la página electrónica del Servicio Nacional de Sanidad Inocuidad y Calidad Agroalimentaria 
https://www.gob.mx/senasica. 

ARTÍCULO 15. La DGSA a través del SIVE analizará la información recibida mediante el formato SIVE 04 
y en caso de considerarla inadecuada o incompleta se solicitará al laboratorio remitente mediante correo 
electrónico su remediación y reenvío de manera inmediata. 

ARTÍCULO 16. Para la realización de los procedimientos de la vigilancia epidemiológica activa, se 
considera lo siguiente: 

I. Se establecen, verifican y supervisan por la Secretaría a través de la DGSA del SENASICA; 

II. Se realizan para evaluar el curso de las enfermedades, infecciones y plagas de los animales 
terrestres, así como sus enfermedades diferenciales que afectan la sanidad de los mismos; y 
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III. Se implementan en los establecimientos a que se refiere el artículo 105 de la LFSA, además en 
aquellos que determine la Secretaría a través del SENASICA y que se darán a conocer en su página 
electrónica https://www.gob.mx/senasica y los sujetos obligados mencionados en el artículo 2 del 
presente Acuerdo deben dar las facilidades al personal oficial y a los órganos de coadyuvancia para 
la toma de muestras, asignada por el SENASICA. 

CAPÍTULO IV 

INVESTIGACIÓN EPIDEMIOLÓGICA DE FOCOS 

ARTÍCULO 17. Serán objeto de investigación epidemiológica los casos o focos sospechosos y/o 
confirmados de enfermedades consideradas de notificación obligatoria inmediata, conforme a las 
enfermedades o plagas incluidas en los Grupos 1 y 2 de la Lista, así como sus enfermedades diferenciales. 

ARTÍCULO 18. Ante una investigación epidemiológica de casos o focos sospechosos y/o confirmados, los 
sujetos obligados mencionados en el Artículo 2 del presente Acuerdo, conforme a los Artículos 105 y 106 de la 
LFSA deberán proporcionar al médico veterinario oficial o responsable autorizado designado por el 
SENASICA la información para el llenado de los formatos SIVE 02 (anexo 1) y SIVE 03 (anexo 2), para el 
cierre del evento epidemiológico y su envío al SIVE. 

ARTÍCULO 19. Para efecto de rastreabilidad y seguimiento en una investigación epidemiológica de casos 
o focos sospechosos y/o confirmados, se generarán los registros de trazabilidad que incluyan todos los 
movimientos realizados desde y hacia los establecimientos sospechosos y/o confirmados a la enfermedad en 
cuestión, incluyendo a los animales terrestres susceptibles, y aquellos de especies no susceptibles, productos 
y subproductos de origen animal, vehículos, forrajes, granos y otros alimentos, productos biológicos, químicos 
o farmacéuticos, así como el movimiento de personas. 

CAPÍTULO V 

USO Y GESTIÓN DE LA INFORMACIÓN DEL SIVE 

ARTÍCULO 20. El SIVE generará información, con fines de: 

I. Integración de documentos de regionalización y compartimentación con fines de determinación de 
estatus zoosanitarios; 

II. Elaboración de análisis de riesgo; 

III. Aplicación, establecimiento y evaluación de los resultados obtenidos mediante las medidas 
zoosanitarias implementadas; 

IV. Activación del Dispositivo Nacional de Emergencia en Sanidad Animal; 

V. Evaluación del curso de las enfermedades y plagas de los animales terrestres, así como sus 
enfermedades diferenciales; 

VI. Identificación o previsión de cualquier cambio que pueda ocurrir por la alteración en los factores de 
condicionantes o determinantes; 

VII. Establecimiento de las alertas epidemiológicas por la pérdida o suspensión de la condición sanitaria 
de compartimentos o zonas por determinada enfermedad o plaga de los animales terrestres; 

VIII. Reconocimiento oficial de zonas o del país libres de enfermedades o plagas de los animales 
terrestres; y 

IX. Establecimiento, evaluación y seguimiento de campañas zoosanitarias para el control y erradicación 
de plagas y enfermedades. 

ARTÍCULO 21. El SENASICA identificará y determinará la necesidad de realizar programas de 
capacitación, programas educativos y campañas informativas a las personas relacionadas con los procesos 
de la vigilancia epidemiológica. 

ARTÍCULO 22. El SENASICA podrá celebrar acuerdos o convenios de concertación con instituciones 
académicas o científicas, nacionales o extranjeras para desarrollar proyectos de investigación científica, 
programas de capacitación o intercambio de tecnología en materia de vigilancia epidemiológica de animales 
terrestres. 
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ARTÍCULO 23. El SENASICA informará y compartirá información sobre la situación sanitaria del país o de 
sus cambios, con los organismos e instituciones nacionales e internacionales con los que tenga convenios o 
del que sea parte para mejorarla o mantenerla. 

ARTÍCULO 24. La información generada por el SIVE, observará los principios de confidencialidad y 
reserva en términos del artículo 356 del Reglamento de la Ley Federal de Sanidad Animal. 

CAPÍTULO VI 

DIFUSIÓN Y FOMENTO DE LA NOTIFICACIÓN 

ARTÍCULO 25. El SENASICA fomentará y difundirá la logística para notificar la sospecha de 
enfermedades y plagas endémicas, exóticas, emergentes, reemergentes (aquellas enfermedades conocidas, 
que ya habían sido aparentemente erradicadas o su incidencia disminuida en un lugar determinado y que 
después de no constituir un problema de salud, aparecen de nuevo a menudo en proporciones epidémicas). y 
aquellas de carácter toxicológico por medio de pláticas, cursos, conferencias y demás actividades didácticas, 
a los sujetos obligados a los que hace referencia el artículo 2 del presente Acuerdo, con la intención de incidir 
en su disposición y responsabilidad de notificar. 

CAPÍTULO VII 

VERIFICACIÓN Y SUPERVISIÓN 

ARTÍCULO 26. La Secretaría a través del SENASICA, supervisará anualmente el cumplimiento de las 
medidas en materia de epidemiología o vigilancia epidemiológica, de conformidad con el artículo 347 del 
Reglamento de la Ley Federal de Sanidad Animal. 

ARTÍCULO 27. La Secretaría, a través del SENASICA constatará los resultados de las pruebas de 
laboratorio empleadas en los laboratorios mencionados en el Artículo 13 del presente Acuerdo que 
diagnostiquen enfermedades de la Lista, para asegurar la aplicación de lo dispuesto en el presente Acuerdo. 

ARTÍCULO 28. Para los efectos del artículo anterior, la Secretaría, a través del SENASICA, podrá realizar 
visitas de verificación y supervisión a los sujetos obligados enunciados en el artículo 2 del presente Acuerdo; 
con respecto a las medidas de epidemiología o de vigilancia epidemiológica, a efecto de asegurar la 
implementación y aplicación de lo dispuesto en el presente Acuerdo. 

ARTÍCULO 29. Las visitas de verificación que realice la Secretaría, a través de la DGSA del SENASICA, 
podrán ser ordinarias o extraordinarias, en términos de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, sin 
perjuicio de otras medidas que puedan llevar a cabo, para verificar el cumplimiento del presente Acuerdo. 

ARTÍCULO 30. Los sujetos obligados enunciados en el artículo 2 del presente Acuerdo, deberán otorgar al 
personal debidamente acreditado de la Secretaría, a través del SENASICA, las facilidades indispensables 
para el desarrollo de los actos de verificación y supervisión. Asimismo, deberán aportar la documentación que 
se les requiera para comprobar el cumplimiento de lo establecido en el presente Acuerdo. 

CAPÍTULO VIII 

SANCIONES 

ARTÍCULO 31. El incumplimiento del presente acuerdo será sancionado en términos de la LFSA. 

TRANSITORIOS 

PRIMERO.- El presente Acuerdo entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de 
la Federación. 

SEGUNDO.- Los programas de capacitación, programas educativos y campañas informativas a los sujetos 
obligados enunciados en el artículo 2 del presente Acuerdo involucrados con los procesos de la vigilancia 
epidemiológica inherentes al presente Acuerdo, se publicarán en la página electrónica del Servicio Nacional 
de Sanidad, Inocuidad y Calidad Agroalimentaria https://www.gob.mx/senasica, conforme se concluyan y de 
acuerdo con las necesidades de la Secretaría. 

Ciudad de México, a 2 de junio de 2021.- El Secretario de Agricultura y Desarrollo Rural, Víctor Manuel 
Villalobos Arámbula.- Rúbrica. 
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______________________________ 

AVISO por el que se da a conocer el portal de Internet en el que se puede consultar la Estrategia Nacional para la 
Conservación y Uso Sustentable de Polinizadores. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Secretaría de Agricultura y 
Desarrollo Rural.- Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales. 

VÍCTOR MANUEL VILLALOBOS ARÁMBULA, Secretario de Agricultura y Desarrollo Rural, y MARÍA 

LUISA ALBORES GONZÁLEZ, Secretaria de Medio Ambiente y Recursos Naturales, con fundamento en los 

artículos 2 fracción I, 26, 32 bis fracción I, y 35 fracción XXIII, de la Ley Orgánica de la Administración Pública 

Federal, y 

CONSIDERANDO: 

Que la Estrategia Nacional para la Conservación y Uso Sustentable de Polinizadores tiene el objetivo de 

orientar las políticas y el trabajo de los sectores productivo y ambiental en lo relativo a la conservación de los 

servicios ecosistémicos que brindan los polinizadores, a fin de contribuir al desarrollo sustentable y a la 

seguridad alimentaria del país, por lo que se tiene a bien expedir el siguiente: 

AVISO POR EL QUE SE DA A CONOCER EL PORTAL DE INTERNET EN EL QUE SE  PUEDE 

CONSULTAR LA ESTRATEGIA NACIONAL PARA LA CONSERVACIÓN  Y USO SUSTENTABLE DE 

POLINIZADORES 

PRIMERO. Con el objeto de que los servidores públicos de la Secretaría de Agricultura y Desarrollo Rural, 

de la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales, así como de sus órganos desconcentrados y 

descentralizados, y todo el público en general puedan consultar la Estrategia Nacional para la Conservación  y 

Uso Sustentable de Polinizadores, se pone a disposición las siguientes páginas de internet: 

1. https://www.gob.mx/agricultura/acciones-y-programas/polinizadores 

2. https://www.gob.mx/semarnat/acciones-y-programas/polinizadores 

3. www.dof.gob.mx/2021/AGRICULTURA/EstrategiaPolinizadores.pdf 

4. www.dof.gob.mx/2021/SEMARNAT/EstrategiaPolinizadores.pdf 

SEGUNDO. La Estrategia Nacional para la Conservación y Uso Sustentable de Polinizadores es de 

observancia obligatoria y su aplicación y cumplimiento corresponde a todos los servidores públicos de las 

Secretarías de Agricultura y Desarrollo Rural, y de Medio Ambiente y Recursos Naturales, así como de sus 

órganos desconcentrados y descentralizados, por lo que se difunde en este medio la existencia del mismo 

instrumento normativo para dar a conocer su contenido y alcance. 

TRANSITORIOS 

PRIMERO. La Estrategia Nacional para la Conservación y Uso Sustentable de Polinizadores fue aprobada 

por los Secretarios de Agricultura y Desarrollo Rural, y de Medio Ambiente y Recursos Naturales, y entrará en 

vigor al día siguiente de la publicación del presente Aviso en el Diario Oficial de la Federación. 

SEGUNDO. A más tardar 30 días naturales contados a partir de la entrada en vigor del presente Aviso, se 

formalizará un Grupo de Coordinación para dar seguimiento a los Ejes Temáticos, Líneas Estratégicas y 

Acciones de la Estrategia Nacional para la Conservación y Uso Sustentable de Polinizadores. 

Ciudad de México, a veintisiete de mayo de 2021.- El Secretario de Agricultura y Desarrollo Rural, Víctor 

Manuel Villalobos Arámbula.- Rúbrica. 
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Ciudad de México, a veintiocho de abril de 2021.- La Secretaria de Medio Ambiente y Recursos Naturales, 

María Luisa Albores González.- Rúbrica. 
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SECRETARIA DE LA FUNCION PUBLICA 
CIRCULAR por la que se comunica a las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal, a la 
Fiscalía General de la República, así como a los gobiernos de las entidades federativas, municipios y alcaldías de la 
Ciudad de México, que deberán abstenerse de aceptar propuestas o celebrar contratos con la empresa Industria 
Abellux, S.A. de C.V. y/o la persona física que la representó legalmente, la ciudadana Blanca Estela López León, 
incluso cuando esta última pretenda representar a empresas diversas a la sancionada. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Secretaría de la Función 
Pública.- Órgano Interno de Control en la Secretaría de la Defensa Nacional.- Área de Responsabilidades.- 
Expediente 010/PAS/2019. 

CIRCULAR por la que se comunica a las Dependencias y Entidades de la Administración Pública 
Federal, a la Fiscalía General de la República, así como a los Gobiernos de las Entidades Federativas, 
Municipios y Alcaldías de la Ciudad de México, que deberán abstenerse de aceptar propuestas o 
celebrar contratos con la empresa “Industria Abellux, S.A. de C.V.” y/o la persona física que la 
representó legalmente, la Ciudadana Blanca Estela López León, incluso cuando esta última pretenda 
representar a empresas diversas a la sancionada. 

CIRCULAR No. AR07- 08/2021. 

Oficiales Mayores y equivalentes 
de las Dependencias y Entidades 
de la Administración Pública Federal, 
Fiscalía General de la República, 
Gobiernos de las Entidades Federativas, 
Municipios y Alcaldías de la Ciudad de México. 
Presentes. 

Con fundamento en los artículos 14, 16 y 134 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos; 1, 2, 29, 37, 45 penúltimo párrafo, 46, 59 y 60 fracción III de la Ley de Adquisiciones, 
Arrendamientos y Servicios del Sector Público; 111, 112, 113, 114 fracción II, 115 y 118 de su Reglamento; 2, 
8 y 9 primer párrafo de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, de aplicación supletoria y; 1,  2, 3, 6 
fracción III inciso “B” numeral 3, 8 fracción X, 12 fracción XII, 38 fracción III numerales 1, 2, 3, 4, 6, 7, 8 y 19, 
40 párrafo primero y 92 fracción II inciso f y último párrafo, del Reglamento Interior de la Secretaría de la 
Función Pública vigente a la fecha de inicio del procedimiento respectivo; y en cumplimiento a lo ordenado en 
el cuarto resolutivo de la resolución de esta fecha, dictada dentro del Procedimiento Administrativo de Sanción 
a licitantes o Proveedores número 010/PAS/2019, mediante el cual se le impuso a la empresa “Industria 
Abellux, S.A. de C.V.” y/o a la persona física que la representó la C. Blanca Estela López León, UNA 
MULTA, por la cantidad de $636,616.00 (seiscientos treinta y seis mil seiscientos dieciséis pesos 00/100 
M.N), equivalente a 200 veces el salario mínimo general vigente en la Ciudad de México), así como, UNA 
INHABILITACIÓN, por el término de UN AÑO, tanto a la referida empresa como a la mencionada persona 
física que la representó, para presentar por sí o por interpósita persona, propuestas o celebrar contrato alguno 
con las Dependencias y Entidades de la Administración Pública Federal, la Fiscalía General de la República, 
así como con los Gobiernos de las Entidades Federativas, sus Municipios y Alcaldías de la Ciudad de México, 
cuando utilicen total o parcialmente recursos públicos en materia de adquisiciones, arrendamientos de bienes 
y prestación de servicios de cualquier naturaleza relacionados con las actividades sustantivas de carácter 
público, incluso cuando la C. Blanca Estela López León, pretenda representar a empresas diversas a la 
sancionada, plazo que comenzará a contarse a partir del día siguiente a la fecha en que se publique la 
presente Circular en el Diario Oficial de la Federación. 

En el concepto, de que atendiendo a lo señalado en líneas superiores, los contratos adjudicados y los que 
actualmente se tengan formalizados con la empresa sancionada y/o la persona física que la representó 
legalmente, la C. Blanca Estela López León, no quedaran comprendidos en la aplicación de la presente 
Circular, de conformidad con el artículo 112 del Reglamento de la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y 
Servicios del Sector Público. 

En caso de que, si al día en que se cumpla el plazo de la referida inhabilitación, los sancionados no han 
pagado la multa que les fue impuesta conforme a lo establecido en la resolución de mérito, la inhabilitación 
subsistirá hasta que se realice el pago correspondiente, de conformidad con el artículo 60 párrafo tercero de la 
Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Público y 113 de su Reglamento. 

Una vez transcurrido el plazo señalado para la inhabilitación y pagada la multa que fue impuesta, 
concluirán los efectos de la presente Circular, sin que sea necesario algún otro comunicado, en el presente 
medio de difusión. 

Atentamente. 

Ciudad de México, a 14 de junio de 2021.- El Titular del Área de Responsabilidades del Órgano Interno de 
Control en la Secretaría de la Defensa Nacional, Licenciado Jaime Efraín Tinoco Miranda.- Rúbrica. 
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SECRETARIA DE EDUCACION PUBLICA 
ACUERDO número 13/06/21 por el que se modifica el diverso número 03/03/20 por el que se suspenden los plazos 
y términos relacionados con los trámites y procedimientos administrativos que se llevan a cabo ante la Secretaría 
de Educación Pública. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Secretaría de Educación 
Pública. 

DELFINA GÓMEZ ÁLVAREZ, Secretaria de Educación Pública, con fundamento en lo dispuesto por los 
artículos 38 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal; 1, 4 y 28 de la Ley Federal de 
Procedimiento Administrativo; 1, 4, primer párrafo y 5, fracciones I y XXV del Reglamento Interior de la 
Secretaría de Educación Pública, y 

CONSIDERANDO 

Que el 20 de marzo de 2020 se publicó en el Diario Oficial de la Federación (DOF) el Acuerdo número 
03/03/20 por el que se suspenden los plazos y términos relacionados con los trámites y procedimientos 
administrativos que se llevan a cabo ante la Secretaría de Educación Pública, mismo que fue modificado por 
los diversos números 07/04/20, 10/05/20 y 11/06/20, publicados en el DOF el 17 de abril, 18 de mayo y 9 de 
junio de 2020, respectivamente; 

Que el 14 de mayo de 2020 se publicó en el DOF el Acuerdo de la Secretaría de Salud por el que se 
establece una estrategia para la reapertura de las actividades sociales, educativas y económicas, así como un 
sistema de semáforo por regiones para evaluar semanalmente el riesgo epidemiológico relacionado con la 
reapertura de actividades en cada entidad federativa, así como se establecen acciones extraordinarias, el cual 
fue modificado por diverso publicado en el DOF al día siguiente (ACUERDO SALUD); 

Que el Artículo Segundo, inciso iii) del ACUERDO SALUD establece que la estrategia consiste en la 
reapertura de actividades de una manera gradual, ordenada y cauta, conforme al sistema de semáforo por 
regiones para actividades sociales, educativas y económicas; 

Que la Comisión Nacional de Cultura Física y Deporte publicó en su portal institucional los Documentos 
Básicos Nacionales CONADE 2021, disponibles en: https://www.gob.mx/conade/documentos/documentos-
basicos-nacionales-conade-2021, destacando la emisión de la Convocatoria para los Nacionales CONADE 
2021 y del Reglamento General de Participación para los Nacionales CONADE 2021, que de su contenido se 
desprende la atención de la Comisión de Apelación y Arbitraje del Deporte de los procedimientos de Arbitraje 
en Amigable Composición que se pudieran presentar derivados de los procedimientos de la convocatoria 
referida, y 

Que aprovechando los avances de la tecnología de la información y la comunicación, sin descuidar las 
medidas dictadas por la autoridad sanitaria para mitigar la dispersión y transmisión del virus SARS-CoV2 
(COVID-19), en salvaguarda y beneficio del público usuario, he tenido a bien emitir el siguiente: 

ACUERDO NÚMERO 13/06/21 POR EL QUE SE MODIFICA EL DIVERSO NÚMERO 03/03/20  POR EL QUE 
SE SUSPENDEN LOS PLAZOS Y TÉRMINOS RELACIONADOS CON LOS  TRÁMITES Y 

PROCEDIMIENTOS ADMINISTRATIVOS QUE SE LLEVAN  A CABO ANTE LA SECRETARÍA DE 
EDUCACIÓN PÚBLICA 

ARTÍCULO ÚNICO.- Se REFORMA el artículo Tercero del Acuerdo número 03/03/20 por el que se 
suspenden los plazos y términos relacionados con los trámites y procedimientos administrativos que se llevan 
a cabo ante la Secretaría de Educación Pública, publicado en el DOF el 20 de marzo de 2020, para quedar en 
los siguientes términos: 

"ARTÍCULO TERCERO.- Quedan excluidos de la aplicación del presente Acuerdo: 

I. ... 

II. Los siguientes trámites a cargo de las unidades administrativas y órganos administrativos 
desconcentrados de la Secretaría de Educación Pública que se indican, mismos que pueden ser prestados 
por medios digitales, conforme a las condiciones, requisitos y particularidades que se establecen en la página 
web de dicha dependencia (www.gob.mx/sep) y la de los órganos administrativos desconcentrados 
correspondientes: 
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1. … 

2. … 

3. … 

4. … 

5. … 

6. Trámite para el procedimiento de Arbitraje en Amigable Composición a cargo de la Comisión de 

Apelación y Arbitraje del Deporte: 

Órgano Administrativo 

Desconcentrado 
Trámite Homoclave 

Comisión de Apelación y 

Arbitraje del Deporte (CAAD) 

Procedimiento de Arbitraje en 

Amigable Composición.* 
CAAD-00-001 

*Para tal efecto, se habilita el correo electrónico: presidencia_caad@nube.sep.gob.mx para la 

recepción del trámite mencionado. 

…” 

TRANSITORIO 

ÚNICO.- El presente Acuerdo entrará en vigor el día de su publicación en el Diario Oficial  de la 

Federación. 

Ciudad de México, a 8 de junio de 2021.- La Secretaria de Educación Pública, Delfina Gómez Álvarez.- 

Rúbrica. 
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PODER JUDICIAL 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACION 

SENTENCIA dictada por el Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la Acción de 
Inconstitucionalidad 159/2017 y su acumulada 160/2017, así como los Votos Particular del señor Ministro José 
Fernando Franco González Salas, Aclaratorios de la señora Ministra Ana Margarita Ríos Farjat y del señor 
Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo y Concurrente del señor Ministro Presidente Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Suprema Corte de Justicia 
de la Nación.- Secretaría General de Acuerdos. 

ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 159/2017 Y SU 

ACUMULADA 160/2017 

PROMOVENTES: PROCURADURÍA GENERAL DE LA 

REPÚBLICA Y COMISIÓN NACIONAL DE LOS DERECHOS 

HUMANOS 

MINISTRO PONENTE: LUIS MARÍA AGUILAR MORALES 

SECRETARIO: OLIVER CHAIM CAMACHO 

Sentencia del Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, dictada en la Ciudad de 

México el diez de septiembre de dos mil veinte. 

VISTOS, para resolver, los autos correspondientes a las acciones de inconstitucionalidad promovidas por 

la Procuraduría General de la República y la Comisión Nacional de los Derechos Humanos contra diversos 

artículos de la Ley de Extinción de Dominio para la Ciudad de México, publicada en la Gaceta Oficial de la 

entidad el diecisiete de noviembre de dos mil diecisiete, y 

RESULTANDO 

(1) I. Presentación de los escritos iniciales. En sendos escritos presentados el quince1 y dieciocho2 de 
diciembre de dos mil diecisiete, respectivamente, en la Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia de 
esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, la Procuraduría General de la República y la Comisión Nacional 
de los Derechos Humanos promovieron acción de inconstitucionalidad contra diversos artículos de la Ley de 
Extinción de Dominio para la Ciudad de México, publicada en la Gaceta Oficial de la entidad el diecisiete de 
noviembre de dos mil diecisiete. 

(2) La Procuraduría General de la República intentó este medio de control de constitucionalidad contra los 
artículos 2, fracción XVIII; 4, quinto párrafo, y 5, último párrafo, mientras que la comisión accionante tildó de 
inconstitucional el diverso artículo 39, tercer párrafo, todos del ordenamiento antes referido, al considerarlos 
violatorios de los artículos  1, 14, 16, 17, 20, apartado C, fracción IV, 22 y 73, fracción XXI, inciso a), de la Ley 
Fundamental; 8, 24 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, así como 2 y 14 del Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos. 

(3) II. Conceptos de invalidez. Los promoventes hicieron valer, en esencia, los conceptos de invalidez 
que se sintetizan a continuación: 

Procuraduría General de la República 

a.  El artículo 2, fracción XVIII, invade atribuciones del Congreso de la Unión 

(4) El Congreso de la Unión es el único facultado para expedir la normativa que establezca los tipos 
penales y las sanciones que correspondan al delito de trata de personas y, por tanto, la única descripción 
típica vigente, sobre el particular, es la contenida en la ley general respectiva. 

(5) De este modo, al señalar que, para efectos de su aplicación, el delito de trata de personas será el 
contemplado en el Código Penal vigente en la Ciudad de México, el artículo cuestionado invade la esfera 

 
1 Fojas 1 a 29 
2 Fojas 33 a 56 



  DIARIO OFICIAL Lunes 14 de junio de 2021 

legislativa del Congreso Federal, pues se le da vigencia al delito de referencia a través de una ley diversa, que 
modifica la intención de que sea el Legislador Federal quien establezca los alcances de esa conducta 
antisocial y se opone a lo dispuesto por la teoría de los componentes de la norma. 

b. El artículo 4, párrafo quinto, viola el principio de autonomía del procedimiento de extinción de 
dominio 

(6) El artículo combatido es inconstitucional porque prevé que sólo podrá ejercitarse la acción de extinción 
de dominio cuando previamente se haya dictado el auto de vinculación a proceso, de forma que supedita esta 
figura al proceso penal aun cuando es autónoma de esta materia y, por tanto, procede aun cuando no haya 
imputado, pero sí elementos para determinar que el hecho ilícito sucedió y que hay bienes relacionados  con 
éste. 

c. El artículo 5, segundo párrafo, no contempla los delitos contra la salud en su modalidad de 
narcomenudeo y enriquecimiento ilícito para la procedencia de la extinción de dominio 

(7) Los supuestos de procedencia de la extinción de dominio están previstos en la Ley Fundamental y no 
pueden modificarse, pese a lo cual, el precepto combatido no contempla los delitos contra la salud y el 
enriquecimiento ilícito, que están incluidos en el texto constitucional, lo que conlleva una merma significativa 
en la capacidad del Estado para obtener recursos y destinarlos a la reparación de los daños causados a las 
víctimas y ofendidos, además de que se cumple parcialmente la finalidad del poder reformador de la 
Constitución, relativa a desmembrar la economía de las organizaciones criminales. 

Comisión Nacional de los Derechos Humanos 

a.  El artículo 39, tercer párrafo, viola los principios de igualdad procesal de las partes, seguridad 
jurídica, tutela jurisdiccional efectiva y legalidad 

(8) El precepto impugnado reconoce sólo al Ministerio Público la posibilidad de interponer recurso de 
apelación contra el auto que niegue el ejercicio de la acción de la extinción de dominio, pero no contempla 
esta posibilidad en favor del particular cuando ésta se admita, y esto se traduce en una desventaja en su 
perjuicio y, por tanto, en una transgresión al derecho de igualdad entre las partes dentro del procedimiento y 
en la inobservancia de las garantías que integran el debido proceso. 

(9) III. Admisión y trámite. Mediante proveído de dos de enero de dos mil dieciocho3, el Ministro 

Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ordenó formar y registrar el expediente relativo a la 

acción de inconstitucionalidad intentada por la Procuraduría General de la República, que fue registrada con el 

número 159/2017, y se turnó al Ministro Arturo Zaldívar Lelo de Larrea a efecto de que instruyera el trámite 

respectivo. 

(10) Por su parte, en diverso auto de la misma fecha4, ordenó formar y registrar el expediente relativo a la 

acción de inconstitucionalidad promovida por la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, que se registró 

con el número 160/2017, y acumularla a la referida en el párrafo precedente. 

(11) Atento a lo anterior, en acuerdo de cuatro de enero siguiente5, el Ministro instructor determinó admitir 

a trámite las acciones referidas y, consecuentemente, ordenó dar vista, por un lado, a las autoridades emisora 

y promulgadora de la norma impugnada para que rindieran sus respectivos informes y enviaran copia 

certificada de sus antecedentes legislativos y un ejemplar de la Gaceta Oficial en la que se hubiera publicado 

y, por otro, a la Procuraduría General de la República para que formulara el pedimento correspondiente en la 

acción de inconstitucionalidad 160/2017. 

(12) IV. Informe de las autoridades emisora y promulgadora de la norma impugnada. Mediante 

escrito recibido el dieciséis de febrero de dos mil dieciocho6 en la Oficina de Certificación Judicial y 

Correspondencia de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, la Asamblea Legislativa de la Ciudad de 

México manifestó, en lo que ahora interesa destacar, lo siguiente: 

 
3 Foja 32 
4 Foja 65 
5 Fojas 66 a 69. 
6 Fojas 84 a 114. 
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(13) Contrariamente a lo manifestado por la accionante, la Ciudad de México tiene facultades concurrentes 

para legislar en materia de trata de personas y está obligada a ajustar sus ordenamientos a los principios y 

bases que se desprenden de la ley general, por lo que puede llevar a cabo ajustes o modificaciones, sin que 

esto implique invadir las competencias del Congreso Federal, máxime porque no emitió normas sobre la 

investigación, persecución y sanción de los delitos en materia de trata, sino que sólo remite a otro 

ordenamiento y, por tanto, no se trata de una disposición procedimental, además de que no contraviene lo 

establecido en la ley general de la materia. 

(14) Por otro lado, afirma que el principio de autonomía no es absoluto, y toda vez que el procedimiento 

penal y el de extinción de dominio corren paralelamente, será hasta que se tenga certeza de que se cometió 

un ilícito, y que el indiciado participó en él, cuando podrá presentarse la demanda de extinción de dominio que 

corresponda pues, precisamente, el auto de vinculación a proceso tiene la finalidad de someter al imputado a 

la investigación formal y, en consecuencia, se genera seguridad jurídica entre las partes. 

(15) Además, sostiene que aun cuando no se contemplen todos los delitos a los que se refiere la 

Constitución, ello no priva de ningún derecho a las víctimas u ofendidos de tales ilícitos, a quienes se les 

permite comparecer y ejercer sus derechos de audiencia y debido proceso, así como hacer valer la reparación 

del daño en su favor. 

(16) Finalmente, no procede el recurso de apelación contra el auto que admita el ejercicio de la acción, 

atento al origen y finalidad de la figura de extinción de dominio, y ello no significa soslayar las garantías de 

igualdad, seguridad jurídica y legalidad, porque quien pueda resultar afectado tendrá la posibilidad de 

demostrar la procedencia lícita de los bienes y su actuación de buena fe, con lo que se garantiza la defensa 

adecuada de su patrimonio, además de que podrá recurrir todas las actuaciones que considere que no están 

apegadas a derecho a lo largo del juicio a través de los medios de impugnación contemplados en la propia 

ley, así como de desvirtuar los extremos que considere a través de las pruebas que estime conducentes. 

(17) Por otro lado, mediante escrito recibido el dieciséis de febrero de dos mil dieciocho en la Oficina de 

Certificación Judicial y Correspondencia de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación7, la Jefatura de 

Gobierno de la Ciudad de México argumentó, en esencia, lo siguiente: 

(18) El artículo 2, fracción XVIII, de la ley impugnada sólo da pauta para definir distintos conceptos usados 
en la ley, entre ellos el de trata de personas, pero no pretende dar vigencia a dicha normativa, además de que 
los estados pueden legislar sobre la descripción típica de los ilícitos contenidos en la ley general de trata, 
siempre que guarden armonía con ella, a lo que se agrega que no se regula esta materia, sino la extinción  de 
dominio. 

(19) Por otra parte, sujetar el inicio de la acción a la existencia del auto de vinculación a proceso garantiza 
los derechos humanos de los dueños de inmuebles que, eventualmente, pudieran ser susceptibles de que se 
declare la extinción de dominio sobre ellos, pues se trata de la etapa en la que empieza formalmente la 
investigación, una vez que ha sido determinada la existencia de un delito y, de esta forma, no se vulnera el 
principio de autonomía, máxime que éste se manifiesta a partir de que se ejerce la acción civil. 

(20) En otro orden de ideas, dentro de la norma cuestionada no se incluyeron los delitos contra la salud y 
el enriquecimiento ilícito, porque su regulación corresponde a la autoridad federal y la ley impugnada es local, 
por lo que su contenido, en este aspecto, sería inaplicable, máxime porque lo conducente está regulado en la 
ley federal que reglamenta el artículo 22 de la Constitución. 

(21) Finalmente, no contemplar un medio para recurrir el auto que admite la acción de extinción de 
dominio tiene como fin tutelar que la impartición de justicia sea pronta y expedita, y que no se entorpezca por 
la interposición de recursos, además de que cualquier afectación ocasionada en este etapa sería reparable al 
impugnar la sentencia que resuelva el juicio, y que al momento de dictar la admisión no se ha entablado la litis 
y, por tanto, no puede interponerse el recurso de apelación. 

(22) V. Pedimento formulado respecto de la acción de inconstitucionalidad 160/2017. En escrito 
recibido el quince de marzo de dos mil dieciocho8, la Procuraduría General de la República manifestó que el 

 
7 Fojas 213 a 226 
8 Fojas 252 a 279 
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precepto impugnado por la Comisión Nacional de los Derechos Humanos no es inconstitucional, porque la 
decisión de admitir una acción de extinción de dominio no es civil sino que nace para combatir la comisión de 
delitos de alto impacto y lo que se busca con esta restricción es conservar los bienes que motivaron la medida 
respectiva y, de esta forma, evitar que se destruya o altere el objeto de la litis, a lo que se agrega que esta 
medida no afecta el derecho de propiedad, pues el dueño podrá exigir la devolución del bien e, incluso, una 
indemnización por daños y perjuicios, en caso de estimarlo conducente. 

(23) VI. Cierre de instrucción. En proveído de veintidós de marzo de dos mil dieciocho9, el Ministro 
instructor determinó cerrar instrucción en el presente asunto, por lo que los autos del presente medio de 
control constitucional quedaron en estado de resolución. 

(24) VII. Returno. Mediante acuerdo de dos de enero de dos mil diecinueve10, el Ministro Presidente de 
esta Suprema Corte de Justicia de la Nación ordenó returnar los autos del presente asunto al Ministro Luis 
María Aguilar Morales. 

CONSIDERANDO 

(25) PRIMERO. Competencia. El Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación es 
competente para resolver el presente medio impugnativo, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 105, 
fracción II, incisos c)11 y g), de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos12; 10, fracción I, de la 
Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación13, y en términos del Punto Segundo del Acuerdo General 
5/201314, toda vez que la Procuraduría General de la República y la Comisión Nacional de los Derechos 
Humanos plantean la posible contradicción entre diversos artículos de la Ley de Extinción de Dominio para la 
Ciudad de México y la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

(26) SEGUNDO. Oportunidad. De conformidad con el artículo 60 de la Ley Reglamentaria de las 

Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos15, las acciones 

de inconstitucionalidad pueden presentarse dentro de los treinta días naturales contados a partir del día 

siguiente a la fecha de publicación de la norma que se impugne y, si el último día de este plazo fuese inhábil, 

la demanda podrá entregarse el primer día hábil siguiente. 

(27) Pues bien, el decreto por el que se expide la ley combatida en este asunto fue publicado en la Gaceta 

Oficial de la entidad el diecisiete de noviembre de dos mil diecisiete16 y, por tanto, el plazo legal para intentar 

este medio impugnativo transcurrió entre el sábado dieciocho de noviembre de dos mil diecisiete y el domingo 

diecisiete de diciembre del mismo año, aunque al ser inhábil este último, conforme a lo dispuesto en los 

 
9 Foja 315 
10 Foja 318 
11 Vigente al momento en que se presentó la demanda respectiva. 
12 Artículo 105. La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá, en los términos que señale la ley reglamentaria, de los asuntos 
siguientes:  
… 
II. De las acciones de inconstitucionalidad que tengan por objeto plantear la posible contradicción entre una norma de carácter general y esta 
Constitución. 
Las acciones de inconstitucionalidad podrán ejercitarse, dentro de los treinta días naturales siguientes a la fecha de publicación de la norma, 
por: 
… 
c) El Procurador General de la República, en contra de leyes de carácter federal, estatal y del Distrito Federal, así como de tratados 
internacionales celebrados por el Estado Mexicano.  
… 
g) La Comisión Nacional de los Derechos Humanos, en contra de leyes de carácter federal o de las entidades federativas, así como de 
tratados internacionales celebrados por el Ejecutivo Federal y aprobados por el Senado de la República, que vulneren los derechos humanos 
consagrados en esta Constitución y en los tratados internacionales de los que México sea parte. Asimismo, los organismos de protección de 
los derechos humanos equivalentes en las entidades federativas, en contra de leyes expedidas por las Legislaturas. 
13 Artículo 10. La Suprema Corte de Justicia conocerá funcionando en Pleno:  
I. De las controversias constitucionales y acciones de inconstitucionalidad a que se refieren las fracciones I y II del artículo 105 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
14 Segundo. El Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación conservará para su resolución: (…) 
II. Las acciones de inconstitucionalidad, salvo en las que deba sobreseerse, así como los recursos interpuestos en éstas en los que sea 
necesaria su intervención. 
15 Artículo 60. El plazo para ejercitar la acción de inconstitucionalidad será de treinta días naturales contados a partir del día siguiente a la 
fecha en que la ley o tratado internacional impugnado sean publicados en el correspondiente medio oficial. Si el último día del plazo fuese 
inhábil, la demanda podrá presentarse el primer día hábil siguiente. 
En materia electoral, para el cómputo de los plazos, todos los días son hábiles. 
16 Fojas 228 a 241 del expediente 
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artículos 317 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación y 3 de la ley reglamentaria de la materia18, 

atento a lo señalado en el párrafo precedente, era dable presentar el escrito inicial el primer día hábil 

siguiente, esto es, el lunes dieciocho de diciembre de dos mil diecisiete. 

(28) Así las cosas, toda vez que, en el caso, los escritos de demanda fueron presentados en la Oficina de 

Certificación Judicial y Correspondencia de este Alto Tribunal los días quince19 (acción de inconstitucionalidad 

159/2017) y dieciocho20 (acción de inconstitucionalidad 160/2017) de diciembre de dos mil diecisiete, lo 

conducente es concluir que las acciones de inconstitucionalidad que aquí se analizan fueron promovidas 

oportunamente. 

(29) TERCERO. Legitimación. Por principio de cuentas, es menester señalar que de conformidad con el 

artículo 105, fracción II, inciso c), de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, vigente al 

momento de la presentación del escrito inicial21, la Procuraduría General de la República podía promover 

acciones de inconstitucionalidad, entre otras, contra leyes de carácter estatal y del Distrito Federal. 

(30) Además, importa destacar que el artículo 11, párrafo primero, en relación con el 59 de la ley 
reglamentaria de la materia22, disponen que las partes deben comparecer a juicio por conducto de los 
funcionarios que estén facultados para representarlos en términos de las normas que los rigen. 

(31) Sobre el particular, es relevante precisar que, en el caso, suscribe la demanda Alberto Elías Beltrán 
en su carácter de Subprocurador Jurídico y de Asuntos Internacionales de la Procuraduría General de la 
República, nombramiento que acredita con la copia certificada de su designación en ese cargo, fechada el 
quince de noviembre de dos mil dieciséis por el Presidente de la República23, y que dicho funcionario cuenta 
con la representación de la institución en términos de lo establecido en los artículos 6, fracción II, y 30 de la 
Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República24, así como 3, inciso a), fracción I, y 137 del 
reglamento de dicho ordenamiento25. 

 
17 Artículo 3. La Suprema Corte de Justicia tendrá cada año dos períodos de sesiones; el primero comenzará el primer día hábil del mes de 
enero y terminará el último día hábil de la primera quincena del mes de julio; el segundo comenzará el primer día hábil del mes de agosto y 
terminará el último día hábil de la primera quincena del mes de diciembre 
18 Artículo 3. Los plazos se computarán de conformidad con las reglas siguientes: […] 
III. No correrán durante los periodos de receso, ni en los días en que se suspendan las labores de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 
19 Foja 29 –vuelta- 
20 Foja 56 –vuelta- 
21 Al respecto, es importante señalar que si bien el inciso c) fue reformado en decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación del diez 
de febrero de dos mil catorce, lo cierto es que al momento en que se intentó este medio de control de constitucionalidad no había entrado en 
vigor esta modificación, pues en términos del artículo Décimo Sexto Transitorio del decreto de reformas respectivo, ésta sería vigente en la 
misma fecha en que lo hicieran las normas secundarias expedidas por el Congreso de la Unión, siempre que se hiciera la declaratoria 
expresa de entrada en vigor de la autonomía constitucional de la Fiscalía General de la República, lo que ocurrió hasta el catorce de 
diciembre de dos mil dieciocho, es decir, casi un año después de que se inició este medio impugnativo. 
Lo anterior, pues fue entonces cuando se expidió la Ley Orgánica de la Fiscalía General de la República, punto de partida para la entrada en 
vigor del texto reformado del referido artículo 105, fracción II, incisos c) e i), en los que se establece que el Ejecutivo Federal, por conducto del 
Consejero Jurídico, podría promover acciones de inconstitucionalidad contra normas generales de carácter federal y estatales, mientras que 
la citada Fiscalía General de la República estaría legitimada para intentar ese medio de control de constitucionalidad respecto de leyes 
federales y estatales en materia penal y procesal penal, así como las relacionadas con el ámbito de sus funciones.  
Consideraciones sustancialmente idénticas a las previamente desarrolladas fueron sostenidas en la diversa acción de inconstitucionalidad 
100/2018, y sus acumuladas, 102/2018, 103/2018 y 104/2018, resueltas por el Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
en sesión de cinco de septiembre de dos mil diecinueve.   
22 Artículo 11. El actor, el demandado y, en su caso, el tercero interesado, deberán comparecer a juicio por conducto de los funcionarios que, 
en términos de las normas que los rigen, estén facultados para representarlos. En todo caso, se presumirá que quien comparezca a juicio 
goza de la representación legal y cuenta con la capacidad para hacerlo, salvo prueba en contrario. […] 
Artículo 59. En las acciones de inconstitucionalidad se aplicarán en todo aquello que no se encuentre previsto en este Título, en lo 
conducente, las disposiciones contenidas en el Título II. 
23 Foja 30 
24 Artículo 6. Son atribuciones indelegables del Procurador General de la República: […] 
II. Intervenir en las controversias y acciones a que se refiere el artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en 
los términos previstos en dicho precepto y en las leyes aplicables. 
Artículo 30. El Procurador General de la República será suplido en sus excusas, ausencias o faltas temporales por los subprocuradores, en 
los términos que disponga el reglamento de esta ley. […] 
El subprocurador que supla al Procurador General de la República ejercerá las atribuciones que la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, la presente ley y demás normas aplicables otorgan a aquél, con excepción de lo dispuesto por la fracción I del artículo 6 
de esta ley. 
25 Artículo 3. Para el cumplimiento de los asuntos competencia de la Procuraduría, de su Titular y del Ministerio Público de la Federación, la 
Institución contará con las unidades administrativas y órganos desconcentrados siguientes: 
A) Subprocuradurías: 
I. Subprocuraduría Jurídica y de Asuntos Internacionales. 



  DIARIO OFICIAL Lunes 14 de junio de 2021 

(32) Así, ya que la Procuraduría General de la República estaba legitimada para intentar la presente 
acción de inconstitucionalidad y toda vez que ésta fue promovida por quien cuenta con facultades para 
representar a dicho órgano del Estado, debe reconocerse su legitimación en este medio de control de 
constitucionalidad, lo que se corrobora con la jurisprudencia de rubro “ACCIÓN DE 
INCONSTITUCIONALIDAD. EL PROCURADOR GENERAL DE LA REPÚBLICA TIENE LEGITIMACIÓN 
PARA IMPUGNAR MEDIANTE ELLA, LEYES FEDERALES, LOCALES O DEL DISTRITO FEDERAL, ASÍ 
COMO TRATADOS INTERNACIONALES”26. 

(33) Por otro lado, el artículo 105, fracción II, inciso g) de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos dispone que la Comisión Nacional de los Derechos Humanos puede promover acciones de 
inconstitucionalidad contra leyes de carácter estatal que vulneren los derechos humanos contenidos en la 
propia Constitución y en los tratados internacionales. 

(34) Además, en términos de los artículos 11, párrafo primero, y 59 de la ley reglamentaria de la materia, 
previamente referidos, el escrito inicial respectivo fue suscrito por el Presidente de dicho órgano constitucional 
autónomo, quien acredita su personería con copia de su nombramiento27, y cuenta con facultades para 
representarlo y promover acciones de inconstitucionalidad, en términos de lo dispuesto por los artículos 15, 
fracciones I y IX28, de la Ley de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos y 18 de su Reglamento 
Interno29. 

(35) Vinculado con lo anterior, debe destacarse que, en el caso, la comisión accionante plantea la 
inconstitucionalidad del tercer párrafo del artículo 39 de la Ley de Extinción de Dominio para la Ciudad de 
México, al estimarlo contrario de los derechos a la seguridad jurídica, igualdad procesal, tutela judicial efectiva 
y al principio de legalidad. 

(36) Así las cosas, conforme a las consideraciones anteriormente desarrolladas, se impone concluir que, 
también en este caso, debe reconocerse la legitimación de la comisión actora para iniciar el presente asunto. 

(37) CUARTO. Causas de improcedencia. Toda vez que las partes no hicieron valer argumento de 
improcedencia alguno y este Alto Tribunal no advierte, de oficio, que se actualice alguna causal, lo 
conducente es llevar a cabo, a continuación, el estudio de los conceptos de invalidez que hacen valer los 
accionantes. 

(38) QUINTO. Cuestión previa. Esta Suprema Corte de Justicia de la Nación se ha pronunciado, hasta 
ahora, en el sentido medular de que las entidades federativas tienen competencia para legislar en torno a la 
figura de la extinción de dominio, prevista en el artículo 22 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos30 y, en el caso específico del Distrito Federal, hoy Ciudad de México, tal atribución de referencia 
fue reconocida como válida al resolverse la diversa acción de inconstitucionalidad 18/201031. 

 
Artículo 137. Durante las ausencias del Procurador, el despacho y resolución de los asuntos estarán a cargo, en el orden que se mencionan, 
de los Subprocuradores Jurídico y de Asuntos Internacionales; de Control Regional, Procedimientos Penales y Amparo; Especializado en 
Investigación de Delincuencia Organizada; Especializado en Investigación de Delitos Federales, y de Derechos Humanos, Prevención del 
Delito y Servicios a la Comunidad. […] 
26 Tesis 98/2001, Jurisprudencia, Pleno, Novena Época, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XIV, septiembre de 2001, 
página 823, registro número 188899 
27 Foja 57 
28 Artículo 15. El Presidente de la Comisión Nacional tendrá las siguientes facultades y obligaciones: 
I. Ejercer la representación legal de la Comisión Nacional; 
(…) 
XI. Promover las acciones de inconstitucionalidad, en contra de leyes de carácter federal, estatal y del Distrito Federal, así como de tratados 
internacionales celebrados por el Ejecutivo Federal y aprobados por  el Senado de la República, que vulneren los derechos humanos 
reconocidos en la Constitución y en los tratados internacionales de los que México sea parte, y 
(…) 
29 Artículo 18. La Presidencia es el órgano ejecutivo de la Comisión Nacional. Está a cargo de un presidente, al cual le corresponde ejercer, 
de acuerdo con lo establecido en la Ley, las funciones directivas de la Comisión Nacional y su representación legal.” 
30 Véase, al respecto, la acción de inconstitucionalidad 30/2015, fallada en sesión de 18 de abril de 2016, en lo que ahora importa, por 
mayoría de seis votos de los Ministros Cossío Díaz, Luna Ramos, Franco González Salas, Zaldívar Lelo de Larrea, Laynez Potisek y Aguilar 
Morales, en contra los Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, Pardo Rebolledo, Piña Hernández y Medina Mora. 
31 Resuelta el 18 de febrero de 2014, por mayoría de siete votos de los Ministros Cossío Díaz, Luna Ramos, Franco González Salas, Zaldívar 
Lelo de Larrea, Aguilar Morales, Sánchez Cordero y Pérez Dayán, en contra los Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, Pardo Rebolledo y Silva 
Meza. 
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(39) No obstante, debe tenerse en cuenta que mediante decreto publicado en el Diario Oficial de la 
Federación de catorce de marzo de dos mil diecinueve, se reformó el artículo 73, fracción XXX32, de la Ley 
Fundamental, a efecto de dotar de competencia al Congreso de la Unión para expedir una legislación única 
sobre esta materia. 

(40) Según se desprende del procedimiento legislativo del que derivó dicha modificación, concretamente, 
del dictamen emitido por las comisiones unidas de Puntos Constitucionales, Justicia y Estudios Legislativos 
Segunda, todas de la Cámara de Senadores (revisora), la razón por la que se consideró necesario que el 
legislador federal emitiera dicha normativa fue que, de esta forma, se fortalecería la figura de la extinción de 
dominio y se garantizarían los principios de claridad y certeza en favor de quienes estuvieran sujetos a un 
procedimiento de ese tipo. 

(41) Atento a lo anterior, en el Diario Oficial de la Federación de nueve de agosto de dos mil diecinueve se 
publicó la Ley Nacional de Extinción de Dominio, en cuyo régimen transitorio se determinó, en lo que ahora 
importa, que entraría en vigor el mismo día de su publicación33, por lo que debían abrogarse las leyes federal 
y estatales que hasta entonces regían en la materia34, aunque éstas seguirían aplicándose en los procesos 
que hubieren sido iniciados durante su vigencia35. 

(42) Esto es relevante, pues, aun cuando, según se ha señalado, la competencia constitucional para 
legislar sobre extinción de dominio corresponde al Congreso de la Unión, toda vez que la legislación que debe 
analizarse en el presente asunto fue expedida con anterioridad a la entrada en vigor de la ley única antes 
mencionada, y será utilizada para concluir y ejecutar los asuntos iniciados durante su vigencia, debe ser 
analizada por este Alto Tribunal para determinar la regularidad constitucional de los preceptos cuestionados. 

(43) SEXTO. Análisis del artículo 2, fracción XVIII. Según se anunció previamente en este fallo, el 

precepto referido es impugnado, esencialmente, porque, a juicio de la Procuraduría General de la República, 

el órgano legislativo de la Ciudad de México invadió la esfera competencial del Congreso de la Unión al 

legislar sobre el delito de trata de personas. 

(44) Previamente a pronunciarse sobre el argumento planteado, es necesario definir cuál es al marco 

normativo aplicable a este asunto. Y es que, como se precisó en el considerando anterior, la particularidad de 

este asunto radica en que se impugnan artículos de la Ley de Extinción de Dominio para la Ciudad de México 

vigente en dos mil diecisiete, es decir, con anterioridad a la emisión de la reforma constitucional de dos mil 

diecinueve y, evidentemente, de la Ley Nacional de Extinción de Dominio. Por tanto, atendiendo a que este 

asunto se ubica en el supuesto previsto en el transitorio tercero de la reforma constitucional de dos mil 

diecinueve, debe atenderse a que, conforme a este último, mientras se expidiera la ley nacional respectiva, la 

ley federal y las legislaciones locales respectivas seguirían en vigor, el marco constitucional que debe 

utilizarse para verificar la regularidad de este ordenamiento es precisamente el correspondiente al de la 

vigencia de la ley impugnada, es decir, en dos mil diecisiete. 

 
32 Artículo 73. El Congreso tiene facultad: 
,,, 
XXX. Para expedir la legislación única en materia procesal civil y familiar, así como sobre extinción de dominio en los términos del artículo 22 
de esta Constitución, y 
…  
33 Primero. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 
34 Segundo. A partir de la entrada en vigor del presente Decreto, se abroga la Ley Federal de Extinción de Dominio, Reglamentaria del 
artículo 22 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como las leyes de extinción de dominio de las Entidades 
Federativas, y se derogan todas las disposiciones legales, reglamentarias y administrativas, que se opongan a lo dispuesto en el presente 
Decreto. 
35 Cuarto. Los procesos en materia de extinción de dominio iniciados con fundamento en la Ley Federal de Extinción de Dominio, 
Reglamentaria del artículo 22 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en la legislación de las Entidades Federativas, 
deberán concluirse y ejecutarse conforme a la legislación vigente al momento de su inicio; las sentencias dictadas con base en los 
ordenamientos que dejarán de tener vigencia a la entrada del presente Decreto surtirán todos sus efectos jurídicos. Las investigaciones en 
preparación de la acción de extinción de dominio deberán continuarse con la presente Ley. 
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(45) Precisado lo anterior, se tiene que, conforme al artículo 22 constitucional vigente en esa época36, se 

reconoce el derecho humano a la integridad personal, el principio de proporcionalidad de la pena y los casos 

en que operarán diversas restricciones al derecho de propiedad, dentro de las que se encuentra la extinción 

de dominio y las reglas básicas sobre las que esta acción deberá operar; es decir, deberá ser una vía 

jurisdiccional y autónoma de la materia penal, sólo procede respecto de la comisión de determinados delitos 

(delincuencia organizada, delitos contra la salud, secuestro, robo de vehículos, trata de personas y 

enriquecimiento ilícito) y la posibilidad de interponer recursos para demostrar la procedencia lícita de los 

bienes y su actuación de buena fe, así como que la persona afectada estaba impedida para conocer la 

utilización ilícita de sus bienes. Asimismo, prevé los bienes sobre los cuales podrá operar la extinción de 

dominio. 

(46) La redacción del precepto constitucional vigente en dos mil diecisiete y, específicamente, la previsión 

de extinción de dominio tuvo su origen en la intención del poder reformador de instrumentar mecanismos 

dirigidos a prevenir y combatir la delincuencia en el país dentro de los que se propuso la extinción de dominio 

de bienes, como la pérdida patrimonial en favor del Estado para ser utilizados en una “justicia restaurativa” 

derivada de los hechos delictivos37. 

(47) Una vez realizada la reforma a la Norma Fundamental, el concepto de referencia, insertado en el 
artículo 22 constitucional, debió ser interpretado en su contenido y alcances. 

(48) Así, en relación con el elemento de autonomía que caracteriza a la extinción de dominio, la Primera 
Sala de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación definió, en su momento, qué debe entenderse como la 
independencia del que juzga sobre el tema de la extinción de dominio y del que ha de emitir una decisión en 
cuanto a la responsabilidad de quien está sujeto al juicio penal, de forma que tal distinción involucra 
independencia en la normatividad que cada uno de ellos ha de aplicar en el proceso del que es rector, en el 
desarrollo de cada uno de los juicios y en la decisión que adopten sobre temas respecto de los cuales no 
compartan jurisdicción. 

(49) No obstante, también precisó que la autonomía del proceso civil de extinción de dominio del penal por 
la realización de un hecho ilícito envuelve una separación relativa, porque tal disociación no se aplica en la 
calificación de los elementos del cuerpo del delito38, pues en cuanto a ese preciso aspecto, existe una 
vinculación total de manera que, generalmente, el juez de extinción de dominio debe sujetarse a la decisión 
que adopte el especializado en la materia penal cuando éste concluye, en una resolución intraprocesal, que 

 
36 Artículo. 22. Quedan prohibidas las penas de muerte, de mutilación, de infamia, la marca, los azotes, los palos, el tormento de cualquier 
especie, la multa excesiva, la confiscación de bienes y cualesquiera otras penas inusitadas y trascendentales. Toda pena deberá ser 
proporcional al delito que sancione y al bien jurídico afectado. 
No se considerará confiscación la aplicación de bienes de una persona cuando sea decretada para el pago de multas o impuestos, ni cuando 
la decrete una autoridad judicial para el pago de responsabilidad civil derivada de la comisión de un delito. Tampoco se considerará 
confiscación el decomiso que ordene la autoridad judicial de los bienes en caso de enriquecimiento ilícito en los términos del artículo 109, la 
aplicación a favor del Estado de bienes asegurados que causen abandono en los términos de las disposiciones aplicables, ni la de aquellos 
bienes cuyo dominio se declare extinto en sentencia. En el caso de extinción de dominio se establecerá un procedimiento que se regirá por 
las siguientes reglas: 
I. Será jurisdiccional y autónomo del de materia penal; 
II. Procederá en los casos de delincuencia organizada, delitos contra la salud, secuestro, robo de vehículos, trata de personas y 
enriquecimiento ilícito, respecto de los bienes siguientes: 
a) Aquellos que sean instrumento, objeto o producto del delito, aún cuando no se haya dictado la sentencia que determine la responsabilidad 
penal, pero existan elementos suficientes para determinar que el hecho ilícito sucedió. 
b) Aquellos que no sean instrumento, objeto o producto del delito, pero que hayan sido utilizados o destinados a ocultar o mezclar bienes 
producto del delito, siempre y cuando se reúnan los extremos del inciso anterior. 
c) Aquellos que estén siendo utilizados para la comisión de delitos por un tercero, si su dueño tuvo conocimiento de ello y no lo notificó a la 
autoridad o hizo algo para impedirlo. 
d) Aquellos que estén intitulados a nombre de terceros, pero existan suficientes elementos para determinar que son producto de delitos 
patrimoniales o de delincuencia organizada, y el acusado por estos delitos se comporte como dueño. 
III. Toda persona que se considere afectada podrá interponer los recursos respectivos para demostrar la procedencia lícita de los bienes y su 
actuación de buena fe, así como que estaba impedida para conocer la utilización ilícita de sus bienes. 
37 Véase iniciativa presentada por el Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional el veintinueve de marzo de dos mil siete, la 
cual dio origen a la reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación el dieciocho de junio de dos mil ocho. 
38 Lo anterior, a diferencia de lo que sucede actualmente, atendiendo a que, al respecto, el artículo 22 Constitucional vigente ya no 
condiciona al acreditamiento del ilícito respectivo, sino que dispone: “(…) Será procedente sobre bienes de carácter patrimonial cuya legítima 
procedencia no pueda acreditarse y se encuentren relacionados con las investigaciones derivadas de hechos de corrupción, encubrimiento, 
delitos cometidos por servidores públicos, delincuencia organizada, robo de vehículos, recursos de procedencia ilícita, delitos contra la salud, 
secuestro, extorsión, trata de personas y delitos en materia de hidrocarburos, petrolíferos y petroquímicos. (…)” 



Lunes 14 de junio de 2021 DIARIO OFICIAL  

los elementos del cuerpo del delito no quedaron acreditados, o al dictar la sentencia definitiva, que el delito no 
se demostró. Este criterio se contiene en la jurisprudencia de rubro y texto siguientes:39 

EXTINCIÓN DE DOMINIO. LA AUTONOMÍA A QUE SE REFIERE EL ARTÍCULO 22 DE LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, ENTRE EL 
PROCEDIMIENTO RELATIVO Y EL PENAL NO ES ABSOLUTA, SINO RELATIVA. De la 
interpretación teleológica del artículo 22, párrafo segundo, fracción I, de la Constitución Federal, en 
el sentido de que el procedimiento de extinción de dominio es jurisdiccional y autónomo del de 
materia penal, se concluye que dicha separación no es absoluta, sino relativa, porque la autonomía 
a que se refiere la disposición constitucional citada debe entenderse como la independencia de 
aquel que juzga sobre el tema de la extinción de dominio y del que ha de emitir una decisión en 
cuanto a la responsabilidad de quien está sujeto al juicio penal, de forma que tal distinción involucra 
independencia: a) en la normatividad que cada uno de ellos ha de aplicar en el proceso del que es 
rector; b) en el desarrollo de cada uno de los juicios; y, c) en la decisión que adopten sobre temas 
respecto de los cuales no compartan jurisdicción (básicamente la responsabilidad penal, por no ser 
éste un tópico sobre el que ambos jueces deban decidir); sin embargo, tal disociación no se aplica 
en la calificación de los elementos del cuerpo del delito, pues en cuanto a ese preciso aspecto, 
existe una vinculación total, de manera que, generalmente, el Juez de Extinción de Dominio debe 
sujetarse a la decisión que adopte el especializado en la materia penal cuando éste concluye, en 
una resolución intraprocesal, que los elementos del cuerpo del delito no quedaron acreditados, o al 
dictar la sentencia definitiva, que el delito no se demostró. Al respecto, se parte de la base de que, 
desde su génesis, ambos procesos tienen como denominador común los hechos que dieron origen 
a una averiguación previa que, una vez escindida da lugar a dos tipos de juicio: 1) el penal 
(encaminado a la sanción por la comisión de delitos); y, 2) el de extinción de dominio (enderezado 
a declarar derechos patrimoniales), situación que impide afirmar la existencia de una autonomía 
absoluta, pues el propio artículo 22 constitucional sujeta a ambos procedimientos entre sí. En 
efecto, el precepto constitucional citado prevé que la extinción de dominio procede respecto de los 
bienes que sean instrumento, objeto o producto del delito, aun cuando no se haya dictado la 
sentencia que determine la responsabilidad penal, pero existan elementos suficientes para 
determinar que el hecho ilícito sucedió. Así, dicho artículo permite afirmar válidamente que el 
legislador partió de la base de que, paralelamente al ejercicio de la acción penal, se ejercería la de 
extinción de dominio; de ahí que, en primer orden, el Estado (a través del Ministerio Público) habría 
de llevar a cabo las investigaciones para la persecución del delito e incluso, en su caso, proceder al 
ejercicio de la acción penal de contar con los elementos necesarios para ello, pues sólo así se 
explica la aclaración en el sentido de que la extinción de dominio procede "aun cuando no se haya 
dictado (en el proceso penal) la sentencia que determine la responsabilidad penal", lo que supone 
que ha habido al menos una calificación a cargo de la autoridad judicial penal sobre la existencia de 
alguno de los delitos previstos en el artículo 22 de la Constitución Federal, como presupuesto para 
el ejercicio de la acción de extinción de dominio. 

(50) Ahora, como se observa, conforme al texto anterior del artículo 22 constitucional, aplicable al caso, se 
establecen los lineamientos mínimos que deberá observar la autoridad (Ministerio Público) al momento de 
ejercer la acción de extinción de dominio, lo cual corresponde prever y desarrollar a las legislaturas federal y 
local, debido a la competencia concurrente que opera en este tópico. 

(51) La Constitución Federal establece el sistema de competencias de la Federación y las entidades 
federativas (incluyendo a la Ciudad de México desde el veintinueve de enero de dos mil dieciséis) siendo 
necesario destacar que, conforme al texto constitucional aplicable al caso, la acción de extinción de dominio 
no es exclusiva de la Federación y, por ende, los estados pueden establecer normas dirigidas a regular el 
procedimiento correspondiente a través de sus respectivas legislaturas40, tal como, en su momento, lo hizo el 
poder legislativo de la Ciudad de México a través de la Ley de Extinción de Dominio para la Ciudad de México 
vigente en dos mil diecisiete, que es la impugnada en este asunto. 

 
39 Jurisprudencia 1a./J. 21/2015, Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, libro 17, abril de 2015, t. I, p. 340. Registro: 
2008879. 
40 Art. 116. El poder público de los estados se dividirá, para su ejercicio, en Ejecutivo, Legislativo y Judicial, y no podrán reunirse dos o más 
de estos poderes en una sola persona o corporación, ni depositarse el legislativo en un solo individuo. 
[…] 
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(52) Precisado lo anterior, y a efecto de emprender el análisis del artículo combatido, importa destacar que 
el ordenamiento de extinción de dominio local dispone que esta figura es la pérdida de los derechos de 
propiedad de los bienes que hayan sido utilizados para la comisión de, entre otros, el delito de trata de 
personas, sin que proceda contraprestación o compensación alguna cuando se acredite el hecho ilícito y la 
persona afectada no logre acreditar su actuación de buena fe, la procedencia lícita del bien y que estaba 
impedido para conocer su utilización indebida41. 

(53) Además, en lo que es relevante para este asunto, prevé que la extinción de dominio se determinará 
procedente, previa declaración jurisdiccional, cuando los bienes atinentes sean instrumento o se hayan 
utilizado para cometer el delito de trata de personas, aun cuando no se haya dictado sentencia para 
determinar la responsabilidad penal que corresponda, pero existan elementos suficientes para determinar que 
el hecho ilícito sucedió e, incluso, cuando el bien haya sido usado por un tercero, en cuyo caso será suficiente 
que el Ministerio Público acredite que se valió de él para llevar a cabo el ilícito y que el dueño tenía 
conocimiento de esta circunstancia42. 

(54) Así, dentro de la legislación en cita se contempla el delito de trata de personas como uno de los 
supuestos susceptibles de detonar el procedimiento de extinción de dominio en ella previsto. 

(55) Al respecto, dentro del precepto que ahora se combate se indica que, para los efectos de la Ley de 
Extinción de Dominio para la Ciudad de México, la trata de personas es el delito contemplado con esa 
denominación en el código penal vigente de dicha entidad federativa43. 

(56) De lo anterior se advierte que, si bien el precepto impugnado forma parte de una ley que tiene por 
objeto44 regular el procedimiento de extinción de dominio que se encuentra previsto en el artículo 22 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en términos de lo previsto hasta antes de la reforma 
constitucional de dos mil diecinueve, lo cierto es que para definir el delito de trata de personas, remite a otro 
ordenamiento local, específicamente, el Código Penal de la Ciudad de México. 

(57) En relación con lo anterior, es necesario atender a lo dispuesto en el artículo 73, fracción XXI, inciso 
a), de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos conforme al cual, es facultad del Congreso de 
la Unión expedir, en lo que interesa, una ley general en materia de trata de personas, en la que, como mínimo, 
se establezcan: 

a) Los tipos penales y sus sanciones. 

b) La distribución de competencias entre la Federación, las entidades federativas y los municipios. 

c) Las formas de coordinación entre los órdenes de gobierno. 

(58) Cabe mencionar que si bien el texto constitucional citado corresponde al que sigue rigiendo en 
la actualidad en materia de trata de personas, lo cierto es que también es el aplicable al caso, 
atendiendo a que fue incorporado desde la reforma constitucional de catorce de julio de dos mil once, 
en tanto que, como se dijo, la ley impugnada que se analiza es la correspondiente a su texto en dos mil 
diecisiete. 

(59) Ahora bien, de la exposición de motivos de la reforma constitucional en mención, se advierte que tuvo 
como una de sus finalidades el combate efectivo, a través de un enfoque interdisciplinario y una participación 
activa de gobiernos e instituciones federales, estatales y municipales, junto con la sociedad civil, de la trata de 

 
41 Artículo 4. La Extinción de Dominio es la pérdida de los derechos de propiedad de los bienes mencionados en el artículo 5 de esta Ley, sin 
contraprestación ni compensación alguna para la persona afectada, cuando se acredite el hecho ilícito en los casos de delitos contra la salud 
en su modalidad de narcomenudeo, secuestro, robo de vehículos, enriquecimiento ilícito y trata de personas, y la persona afectada no logre 
probar la procedencia lícita de dichos bienes y su actuación de buena fe, así como que estaba impedido para conocer su utilización ilícita. 
… 
42 Artículo 5. Se determinará procedente la Extinción de Dominio, previa declaración jurisdiccional, respecto de los bienes siguientes: 
I. Aquellos que sean instrumento, objeto o producto del delito, aun cuando no se haya dictado la sentencia que determine la responsabilidad 
penal, pero existan elementos suficientes para determinar que el hecho ilícito sucedió; 
… 
III. Aquellos que estén siendo utilizados para la comisión de delitos por un tercero, si su dueño tuvo conocimiento de ello y no lo notificó a la 
autoridad o hizo algo para impedirlo; 
… 
El supuesto previsto en la fracción III, será aplicable cuando el Agente del Ministerio Público acredite que el tercero utilizó el bien para 
cometer secuestro, trata de personas o robo de vehículos y que el dueño tenía conocimiento de esa circunstancia. 
43 Artículo 2. Para los efectos de la presente ley, se entenderá por: 
… 
XVIII. Trata de Personas: el delito contemplado con esa denominación en los términos del Código Penal vigente en la Ciudad de México;… 
44 Artículo 1. La presente ley es de orden público, interés social y observancia general en la Ciudad de México y tiene por objeto regular la 
instauración del procedimiento de extinción de dominio previsto en el artículo 22 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
y de conformidad con el artículo 42, apartado b, numeral 3 de la Constitución Política de la Ciudad de México. 
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personas que a nivel mundial representa un severo problema que aumenta la vulnerabilidad de millones de 
personas frente a la explotación sexual y laboral. 

(60) Por ello, el Constituyente Permanente facultó al Congreso de la Unión para emitir un instrumento 
jurídico adecuado que involucrara a los tres órdenes de gobierno, homologara tipos penales, distribuyera 
competencias y generara los mecanismos de coordinación necesarios para el combate efectivo a tan grave 
fenómeno delictivo. 

(61) De esta forma, al facultarse constitucionalmente al Congreso de la Unión para emitir una ley general, 
en los términos señalados, se privó a los Estados de la atribución con que anteriormente contaban, en 
términos del artículo 124 de la Constitución Federal, para legislar sobre la materia de trata de personas, 
manteniendo, sin embargo, aquellas facultades que, conforme al régimen de concurrencia y coordinación, les 
otorgara el Congreso de la Unión. 

(62) Así, mediante Decreto publicado el catorce de junio de dos mil doce en la Primera Sección del 
Diario Oficial de la Federación, fue emitida la Ley General para Prevenir, Sancionar y Erradicar los 
Delitos en Materia de Trata de Personas y para la Protección y Asistencia a la Víctimas de estos 
Delitos. 

(63) De la interpretación del artículo 73, fracción XXI, inciso a), de la Constitución Federal y las 
disposiciones de la ley general en materia de trata de personas, se desprende lo siguiente: 

a) De conformidad con su artículo 2°, la ley general establece (I) las competencias y formas de 
coordinación para la prevención, investigación, persecución y sanción de los delitos entre la Federación, las 
entidades federativas y los Municipios; (II) los tipos y sanciones; (III) los procedimientos penales aplicables; 
(IV) las competencias y formas de coordinación para la protección y asistencia a las víctimas; (V) los 
mecanismos para tutelar los derechos de las personas, cuando éstas se ven amenazadas o lesionadas por la 
comisión de los delitos; y (VI) las medidas de reparación de los daños generados. 

b) Sobre las cuestiones identificadas en los incisos (I) y (III), en el capítulo II del título primero del libro 
primero de la ley general, se establecen, por un lado, los supuestos en los que la Federación y, por exclusión, 
las entidades federativas son competentes para investigar, procesar y sancionar los delitos45. Al respecto, este 
Tribunal Pleno ha determinado que, aun en los supuestos de competencia local, conforme al artículo 9° de la 
propia ley general, en la investigación, procedimientos y sanciones, son aplicables supletoriamente las 
disposiciones del Código Penal Federal, el Código Federal de Procedimientos Penales, la Ley Federal contra 
la Delincuencia Organizada, el Código Fiscal de la Federación, la Ley Federal de Extinción de Dominio y la 
Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública; con lo cual no se deja margen de regulación alguno, 
ni siquiera de carácter procesal, a las entidades federativas. 

Por otro lado, se prevé la coordinación entre la Federación, las entidades federativas y los municipios para 
generar, en función de las facultades exclusivas46 y concurrentes47 establecidas en el título tercero del libro 

 
45 ARTÍCULO 5°. La Federación será competente para investigar, perseguir y sancionar los delitos establecidos en esta Ley cuando: 
I. Se apliquen las reglas de competencia previstas en la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación. 
II. El delito se inicie, prepare o cometa en el extranjero, siempre y cuando produzca o se pretenda que produzca efecto en el territorio 
nacional, o cuando se inicie, prepare o cometa en el territorio nacional, siempre y cuando produzca o se pretenda que tengan efectos en el 
extranjero, en términos de los artículos 2o, 3o, 4o, 5o y 6o del Código Penal Federal; 
III. Lo previsto en el artículo 10 del Código Federal de Procedimientos Penales; 
IV. El Ministerio Público de la Federación solicite a la autoridad competente de una entidad federativa la atracción del asunto, atendiendo a 
las características propias del hecho, así como las circunstancias de ejecución o a la relevancia social del mismo. 
V. Que sean cometidos por la delincuencia organizada, en los términos de la Ley Federal contra la Delincuencia Organizada. 
Para tal efecto la autoridad local deberá coadyuvar en todo momento con la autoridad federal en la integración de la investigación por 
delincuencia organizada. 
El Distrito Federal y los estados serán competentes para investigar, procesar y sancionar los delitos establecidos en esta ley cuando no se 
den los supuestos previstos anteriormente. 
La ejecución de las penas por los delitos previstos en esta Ley se regirán conforme a los ordenamientos aplicables en la Federación, el 
Distrito Federal y los Estados, en lo que no se oponga a la presente Ley. 
46 ARTÍCULO 113. Además de las competencias para investigar, perseguir y sancionar los delitos objeto de esta Ley establecidas en Libro 
Primero y en el Programa, corresponden de manera exclusiva a las autoridades federales las siguientes atribuciones: 
I. Determinar para toda la República la Política de Estado para prevenir, investigar, perseguir y sancionar los delitos previstos en esta Ley, 
así como para la asistencia y protección de las víctimas, los ofendidos y testigos, a cuyo efecto considerará la opinión de las autoridades de 
los tres poderes y los tres órdenes de gobierno, así como de los diversos sectores sociales involucrados; 
II. Desarrollar mecanismos de coordinación entre la federación, los estados, los municipios, el Distrito Federal y sus demarcaciones 
territoriales, con la finalidad de erradicar los delitos previstos en esta Ley; 
III. Impulsar acuerdos de coordinación entre dependencias del Gobierno Federal y los estados y el Distrito Federal que permitan prestar 
asistencia y protección integral a las víctimas, ofendidos y testigos; 
IV. Regular un sistema nacional de formación, actualización, capacitación y profesionalización de los servidores públicos que participen en 
los procesos de prevención y sanción de los delitos previstos en esta Ley y de la asistencia y protección de las víctimas y posibles víctimas, 
ofendidos y testigos de dichos delitos; 
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V. Promover en coordinación con los Gobiernos Federal, de las entidades federativas y del Distrito Federal cursos de capacitación a las 
personas que atienden a las víctimas, posibles víctimas, ofendidos y testigos de los delitos objeto de esta Ley; 
VI. Crear, regular y operar un sistema nacional de vigilancia y observación de los delitos objeto de esta Ley, que permita evaluar los 
avances y resultados de las acciones del Estado y la sociedad en su combate y prevención; 
VII. Fijar los lineamientos generales de las evaluaciones a las que se someterán las acciones y programas desarrollados por el Gobierno 
Federal, las entidades federativas, los municipios, el Distrito Federal y sus demarcaciones territoriales y la sociedad; 
VIII. Apoyar la creación de refugios, albergues y casas de medio camino para las víctimas, ofendidos y testigos de los delitos que esta Ley 
define como del fuero federal, o apoyar a las organizaciones de la sociedad civil, para la creación y operación de los mismos, hasta la total 
recuperación de las víctimas, ofendidos y testigos de los delitos previstos en esta Ley; 
IX. En función de los resultados de la observación y evaluación de la evolución de los delitos previstos en esta Ley en el país y la 
evaluación periódica de resultados, así como en función de recursos que las entidades federativas y municipios destinen para el cumplimiento 
de lo previsto en la presente Ley, sujeto a disponibilidades presupuestarias, apoyar a las entidades federativas que se encuentren en mayor 
riesgo o rezago, con recursos técnicos, humanos y financieros; 
X. Fijar los protocolos únicos para el uso de procedimientos y recursos para el rescate, asistencia y protección de las víctimas y posibles 
víctimas; 
XI. Fijar los requisitos mínimos de los programas y planes que formulen las autoridades federales, de las entidades federativas, los 
municipios, el Distrito Federal y sus demarcaciones territoriales; 
XII. Fijar requisitos mínimos de los proyectos y programas que formulen las organizaciones de la sociedad civil involucradas en el combate a 
los delitos previstos en esta Ley y la atención y protección a las víctimas, cuyas actividades cuenten con apoyos oficiales; 
XIII. Llevar un registro nacional de dependencias, instituciones y organizaciones de la sociedad civil que realicen acciones en el combate a 
los delitos previstos en esta Ley y la asistencia y protección a las víctimas; 
XIV. Fomentar, en coordinación con las autoridades competentes, relaciones internacionales e intervenir en la formulación de programas de 
cooperación en la materia; 
XV. Establecer las bases de la coordinación para la aplicación del Programa Nacional; 
XVI. Facilitar la cooperación e intercambio de información con las autoridades migratorias y de seguridad de otras naciones y organismos 
internacionales sobre la materia; 
XVII. Recopilar e intercambiar los datos y las estadísticas delictivas de los delitos previstos en esta Ley, respetando la confidencialidad de los 
datos personales de las víctimas; 
XVIII. Promover la cooperación entre países, mediante mecanismos bilaterales, regionales, interregionales e internacionales, para prevenir, 
perseguir, sancionar, monitorear, y erradicar los delitos previstos en esta Ley; 
XIX. Proteger y asistir a las víctimas, ofendidos y testigos de los delitos que esta Ley define como de competencia federal a través de la 
creación de refugios, albergues y casas de medio camino para las víctimas, o apoyar a las organizaciones de la sociedad civil, para la 
creación y operación de los mismos, hasta la total recuperación de las víctimas, ofendidos y testigos de dichos delitos, y 
XX. Las demás que establezcan esta Ley y otras disposiciones aplicables. 
ARTÍCULO 114. Corresponden de manera exclusiva a las autoridades de los estados y el Distrito Federal, en sus respectivos ámbitos de 
competencia, las atribuciones siguientes: 
I. En concordancia con el Programa Nacional, formular políticas e instrumentar programas estatales para prevenir, sancionar y erradicar 
los delitos previstos en esta Ley, así como para la protección, atención, rehabilitación y recuperación del proyecto de vida de las víctimas y 
posibles víctimas, ofendidos y testigos de los mismos; 
II. Proponer a la Comisión Intersecretarial contenidos nacionales y regionales, para ser incorporados al Programa Nacional; 
III. Prestar servicios de formación, actualización, capacitación y profesionalización para las y los actores institucionales que participan en 
los procesos de prevención y combate a los delitos previstos en esta Ley y de asistencia y protección de las víctimas, de conformidad con las 
disposiciones generales que las autoridades federales determinen; 
IV. Implementar, en coordinación con la Federación, programas y proyectos de atención, educación, capacitación e investigación en 
materia de esclavitud, trata de personas o explotación y demás delitos previstos en esta Ley; 
V. Impulsar programas para prevenir los factores de riesgo para posibles víctimas de los delitos previstos en esta Ley que incluyan 
programas de desarrollo local; 
VI. Creación de refugios, albergues y casas de medio camino para las víctimas, ofendidos y testigos de los delitos que esta Ley define 
como del fuero común, o apoyar a las organizaciones de la sociedad civil, para la creación y operación de los mismos, hasta la total 
recuperación de las víctimas, ofendidos y testigos de los delitos contenidos en la presente Ley; 
VII. Revisar y evaluar la eficacia de las políticas, programas y acciones con base en los lineamientos que para tal efecto desarrollen las 
autoridades federales; 
VIII. Proporcionar a las instancias encargadas de realizar estadísticas, la información necesaria para su elaboración; 
IX. Impulsar reformas legales para el cumplimiento de los objetivos de la presente Ley, y 
X. Las demás aplicables a la materia, que les confiera esta Ley u otros ordenamientos legales. 
ARTÍCULO 115. Corresponde a los municipios y a las demarcaciones territoriales del Distrito Federal en el ámbito de sus respectivas 
facultades y competencias, de conformidad con esta Ley, la legislación aplicable en la materia y las políticas y programas federales, estatales 
y del Distrito Federal: 
I. Instrumentar políticas y acciones para prevenir y erradicar la esclavitud, la trata de personas o demás delitos previstos en esta Ley; 
II. Apoyar la creación de programas de sensibilización y capacitación para las y los servidores públicos y funcionarios que puedan estar en 
contacto con posibles víctimas de los delitos previstos en esta Ley; 
III. Apoyar la creación de refugios o modelos de protección y asistencia de emergencia, hasta que la autoridad competente tome 
conocimiento del hecho y proceda a proteger y asistir a la víctima, ofendido o testigo de los delitos previstos en esta Ley; 
IV. Detectar y prevenir la trata de personas y demás delitos previstos en esta Ley, en el territorio bajo su responsabilidad, a través de la 
autorización de funcionamiento de establecimientos como bares, clubs nocturnos, lugares de espectáculos, recintos feriales o deportivos, 
salones de masajes, hoteles, baños, vapores, loncherías, restaurantes, vía pública, cafés internet y otros, así como a través de la vigilancia e 
inspección de estos negocios, y 
V. Las demás aplicables sobre la materia y las que les confiera esta Ley y otros ordenamientos jurídicos. 
47 ARTÍCULO 116. Adicionalmente a las atribuciones exclusivas de los gobiernos Federal, de las entidades federativas, municipios y del 
Distrito Federal y sus demarcaciones territoriales, les corresponde de manera concurrente las atribuciones siguientes: 
I. Editar y producir materiales de difusión para la prevención de los delitos previstos en esta Ley en todas sus formas y modalidades; 
II. Promover la investigación de los delitos previstos en esta Ley, en todas sus manifestaciones y modalidades, para que los resultados 
sirvan de base para el desarrollo de nuevas políticas y programas para su prevención y combate, así como para desarrollar nuevas medidas 
de atención, protección y asistencia a las víctimas; 
III. Fomentar y difundir actividades de conocimiento y prevención de los delitos previstos en esta Ley en todas sus formas y 
manifestaciones; 
IV. Impulsar y fortalecer en sus tareas a las instituciones y organizaciones privadas que prestan atención a las víctimas y posibles víctimas, 
ofendidos y testigos de los delitos contenidos en la presente Ley y en su prevención; 
V. Desarrollar mecanismos para que las instituciones de seguridad pública se coordinen, en el marco del Sistema Nacional de Seguridad 
Pública para: 
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segundo de la ley general, prevención general, especial y social48, conforme a los lineamientos del título 
segundo del libro segundo de la propia ley. De la lectura de los preceptos relativos, se advierte el 
otorgamiento de competencias legislativas (elaboración de normas, creación de políticas y programas)49 y 
operativas para los tres órdenes de gobierno. 

c) En cuanto a la cuestión identificada en el inciso (II), por disposición constitucional expresa, corresponde 

de manera exclusiva al Congreso de la Unión establecer los tipos y penas, que se prevén en el capítulo II del 

título segundo del libro primero de la ley general. 

d) Por lo que se refiere a las cuestiones identificadas en los incisos (IV), (V) y (VI), en el título tercero del 

libro primero de la ley general se enlistan las obligaciones de cada uno de los órdenes de gobierno en materia 

de protección y asistencia a las víctimas, tutela de los derechos de las personas amenazadas o lesionadas y 

reparación del daño. De la lectura de los preceptos relativos, se desprende el otorgamiento de competencias 

legislativas (creación de programas)50 y operativas para los tres órdenes de gobierno. 

(64) Sentado lo anterior, se analizará a continuación el artículo 2, fracción XVIII, de la Ley de Extinción de 
Dominio de la Ciudad de México, a efecto de verificar si el Congreso local se excedió o no en el ejercicio de su 
competencia. 

 
a) Realizar estudios sobre las causas estructurales, distribución geodelictiva, estadística, tendencias históricas y patrones de 
comportamiento, lugares de origen, tránsito y destino, modus operandi, modalidad de enganche o reclutamiento, modalidad de explotación, 
entre otros, que permitan actualizar y perfeccionar la investigación para la prevención de los delitos tipificados en esta Ley; 
b) Obtener, procesar e interpretar la información geodelictiva por medio del análisis de los factores que generan conductas antisociales 
previstas en esta Ley con la finalidad de identificar las zonas, sectores y grupos de alto riesgo, así como sus correlativos factores de 
protección; 
c) Suministrar e intercambiar la información obtenida mediante los sistemas e instrumentos tecnológicos respectivos; 
d) Llevar a cabo campañas orientadas a prevenir y evitar los factores y causas que originan los fenómenos delictivos tipificados en esta 
Ley, así como difundir su contenido; 
e) Establecer relaciones de colaboración con las autoridades competentes, así como con organizaciones de la sociedad civil y privadas, 
con el objetivo de orientar a la sociedad en las medidas que debe adoptar para prevenir los delitos tipificados en esta Ley y los demás 
establecidos en otros ordenamientos. 
VI. Crear mecanismos y proveer recursos para que las instituciones policiales y de procuración de justicia desarrollen métodos de 
recopilación y sistematización de información con el fin de aplicar las estrategias necesarias para hacer eficaz la investigación preventiva, con 
base en los siguientes criterios: 
a) Diseñar y operar sistemas de recolección, clasificación, registro, análisis, evaluación y explotación de información relativa a las 
conductas previstas en esta Ley, con el objeto de conformar una base de datos nacional que sustente el desarrollo de planes y programas 
que sirvan para garantizar la seguridad pública en esta materia, 
b) Sistematizar y ejecutar los métodos de análisis de información estratégica que permita identificar a personas, grupos, organizaciones, 
zonas prioritarias y modos de operación vinculados con las conductas previstas en el presente ordenamiento, y 
c) Las demás que con tal carácter establezcan esta Ley y otras disposiciones aplicables. 
VII. El gobierno de cada entidad federativa, el Distrito Federal, los ayuntamientos y las jefaturas delegacionales podrán celebrar convenios 
para coordinar o unificar sus actividades en la materia de esta Ley, para cumplir de mejor manera las responsabilidades a su cargo. 
48 ARTÍCULO 6°. La Federación, los estados, los municipios y el Distrito Federal y sus demarcaciones territoriales, estarán obligados a 
coordinarse, en el ámbito de sus competencias, y en función de las facultades exclusivas y concurrentes previstas en esta Ley, con el objeto 
de generar prevención general, especial y social, en los términos y reglas establecidas en la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad 
Pública y la presente Ley.  
49 ARTÍCULO 98. Las autoridades de los tres órdenes de gobierno, en el ámbito de sus respectivas competencias y de las facultades y 
obligaciones establecidas en esta Ley, establecerán y ejecutarán políticas, programas, acciones y otras medidas, con la finalidad de contribuir 
a erradicar los delitos objeto de la presente Ley. 
ARTÍCULO 101. Las autoridades de los distintos órdenes de gobierno implementarán medidas legislativas, educativas, sociales y culturales, 
a fin de desalentar la demanda que propicia cualquier forma de explotación que provoca la trata de personas y demás delitos objeto de esta 
Ley. 
50 ARTÍCULO 62. Las autoridades responsables de atender a las víctimas del delito en los ámbitos federal, de los estados, municipales, del 
Distrito Federal y de sus Demarcaciones Territoriales, en sus respectivos ámbitos de competencia, adoptarán medidas tendientes a proteger y 
asistir debidamente a víctimas, ofendidos y testigos, para lo cual deberán: 
I. Establecer mecanismos adecuados para identificar a las víctimas y posibles víctimas; 
II. Crear programas de protección y asistencia previos, durante y posteriores al proceso judicial, así como de asistencia jurídica durante 
todas las etapas del procedimiento penal, civil y administrativo. 
Asimismo, deberán proporcionar a las víctimas en un idioma o lengua con su respectiva variante lingüística que comprendan, y de acuerdo a 
su edad, información sobre sus derechos, garantizando su integridad psicológica y la protección de su identidad e intimidad; 
III. Diseñar y poner en marcha modelos de protección y asistencia inmediatas a víctimas o posibles víctimas ante la comisión o posible 
comisión de los delitos previstos en esta Ley; 
IV. Generar modelos y Protocolos de Asistencia y Protección, según sus necesidades; 
V. Proveer la debida protección y asistencia en albergues durante su recuperación, rehabilitación y resocialización, así como en los lugares 
adecuados para garantizar su seguridad. 
Estos programas dependerán de las instancias competentes para prestar atención a las víctimas, ya sean federal o de las entidades 
federativas, por sí mismas o en coordinación con instituciones especializadas públicas o privadas, en términos de la normativa aplicable, en 
los que podrán participar la sociedad civil coordinadamente con las áreas responsables. 
VI. Diseñar y aplicar modelos que ofrezcan alternativas dignas y apropiadas para las víctimas, con el propósito de restituirles sus derechos 
humanos, especialmente mujeres, niñas, niños y adolescentes; 
VII. Generar y aplicar programas de protección y asistencia a las víctimas, ofendidos y testigos de delitos en que se encuentre involucrado 
el crimen organizado, que incluirán cambio de identidad y reubicación nacional o internacional. 
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(65) Al respecto, se reitera que, si bien la ley impugnada tiene por objeto regular el procedimiento de 
extinción de dominio y que, al respecto, por las razones antes precisadas, dicho ordenamiento sigue siendo 
aplicable a los asuntos iniciados durante la vigencia de esa ley local respecto de esa materia, lo cierto es que, 
tratándose específicamente del artículo impugnado, en éste se prevé que, para los efectos de la Ley de 
Extinción de Dominio para la Ciudad de México, la trata de personas es el delito contemplado con esa 
denominación en el código penal vigente de dicha entidad federativa51. 

(66) Sin embargo, es precisamente esa remisión al diverso ordenamiento local en relación con la 
descripción del tipo penal de trata de personas lo que hace manifiesta la inconstitucionalidad del artículo 
impugnado, toda vez que el legislador local está invadiendo la esfera del Congreso de la Unión al remitir a una 
normatividad que no es aplicable, debido a que se refiere a un aspecto que es materia de la Ley General para 
Prevenir, Sancionar y Erradicar los Delitos en Materia de Trata de Personas y para la Protección y Asistencia 
a la Víctimas de estos Delitos52. 

(67) Y es que, como se explicó, en el capítulo II del título primero del libro primero de la ley general, se 
establecen los supuestos en los que la Federación y, por exclusión, las entidades federativas son 
competentes para investigar, procesar y sancionar los delitos53. 

(68) Al respecto, en relación con la competencia para legislar en materia de trata de personas, este 
Tribunal se ha pronunciado al analizar las acciones de inconstitucionalidad 26/201254, 12/201355, 21/201356, 
1/201457, 12/201458, 6/2015 y su acumulada 7/201559, entre otros, en el sentido de que, aun en los supuestos 
de competencia local, conforme al artículo 9° de la propia ley general, en la investigación, procedimientos y 
sanciones, son aplicables supletoriamente las disposiciones del Código Penal Federal, el Código Federal de 
Procedimientos Penales, la Ley Federal contra la Delincuencia Organizada, el Código Fiscal de la Federación, 
la Ley Federal de Extinción de Dominio y la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública; con lo 
cual no se deja margen de regulación alguno, ni siquiera de carácter procesal, a las entidades federativas. 

(69) Por tanto, lo fundado del concepto de invalidez planteado resulta de que no puede atenderse al 
código penal local para la definición del delito de trata de personas, en razón de que, a partir de la entrada en 
vigor de Ley General para Prevenir, Sancionar y Erradicar los Delitos en Materia de Trata de Personas y para 
la Protección y Asistencia a las Víctimas de estos Delitos, en dos mil doce, es ésta la que define ese aspecto 
en su capítulo II; por lo que, en este caso, tanto la ley impugnada, vigente en dos mil diecisiete, como la ley 
general de trata son obligatorias para las autoridades de las entidades federativas respecto de aquellas 
cuestiones propias y diferenciadas que cada una regula. 

(70) Lo anterior, en el entendido de que, conforme lo ha resuelto este Alto Tribunal en diversos 
precedentes, el Congreso de la Unión es el facultado para distribuir competencias y establecer en qué 

 
51 Artículo 2. Para los efectos de la presente ley, se entenderá por: 
… 
XVIII. Trata de Personas: el delito contemplado con esa denominación en los términos del Código Penal vigente en la Ciudad de México;… 
52 , mediante Decreto publicado el catorce de junio de dos mil doce en la Primera Sección del Diario Oficial de la Federación 
53 ARTÍCULO 5°. La Federación será competente para investigar, perseguir y sancionar los delitos establecidos en esta Ley cuando: 
I. Se apliquen las reglas de competencia previstas en la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación. 
II. El delito se inicie, prepare o cometa en el extranjero, siempre y cuando produzca o se pretenda que produzca efecto en el territorio 
nacional, o cuando se inicie, prepare o cometa en el territorio nacional, siempre y cuando produzca o se pretenda que tengan efectos en el 
extranjero, en términos de los artículos 2o, 3o, 4o, 5o y 6o del Código Penal Federal; 
III. Lo previsto en el artículo 10 del Código Federal de Procedimientos Penales; 
IV. El Ministerio Público de la Federación solicite a la autoridad competente de una entidad federativa la atracción del asunto, atendiendo a 
las características propias del hecho, así como las circunstancias de ejecución o a la relevancia social del mismo. 
V. Que sean cometidos por la delincuencia organizada, en los términos de la Ley Federal contra la Delincuencia Organizada. 
Para tal efecto la autoridad local deberá coadyuvar en todo momento con la autoridad federal en la integración de la investigación por 
delincuencia organizada. 
El Distrito Federal y los estados serán competentes para investigar, procesar y sancionar los delitos establecidos en esta ley cuando no se 
den los supuestos previstos anteriormente. 
La ejecución de las penas por los delitos previstos en esta Ley se regirán conforme a los ordenamientos aplicables en la Federación, el 
Distrito Federal y los Estados, en lo que no se oponga a la presente Ley. 
54 Ponente: Ministro Luis María Aguilar Morales. Fecha de resolución: 21 de mayo de 2015. Mayoría de 10 votos. Disidente: Ministra 
Margarita Beatriz Luna Ramos. 
55 Ponente: Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo. Fecha de resolución: 4 de noviembre de 2013. Unanimidad de 10. Ausente: Ministra 
Margarita Beatriz Luna Ramos. 
56 Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Fecha de resolución: 3 de julio de 2014. Mayoría de 9 votos. Disidentes: Ministros José Ramón 
Cossío Díaz y José Fernando Franco González Salas. 
57 Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Fecha de resolución: 3 de agosto de 2015. Unanimidad de 11 votos. 
58 Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Fecha de resolución: 7 de julio de 2015. Mayoría de 9 votos. Disidentes: Ministros José Ramón 
Cossío Díaz y José Fernando Franco González Salas. 
59 Ponente: Ministro Alberto Pérez Dayán. Fecha de resolución: 19 de mayo de 2016. Unanimidad de 11 votos. 
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términos participará cada uno de los órdenes de gobierno en la materia; siendo aplicable, a nivel local, en 
primer lugar, la ley general y, posteriormente, las normas emitidas por los Congresos Locales, en ejercicio de 
la competencia que aquélla les haya conferido. 

(71) Por las razones expuestas, lo procedente es declarar fundado el concepto de invalidez planteado y 
declarar la invalidez del artículo 2, fracción XVIII, de la Ley de Extinción de Dominio de la Ciudad de México. 

(72) SÉPTIMO. Análisis del artículo 4, párrafo quinto. La parte accionante afirma que el precepto 
aludido debe tenerse como inconstitucional, en tanto que supedita la extinción de dominio al proceso penal, 
pues conforme a su contenido, sólo podrá ejercerse la acción respectiva si previamente se ha dictado el auto 
de vinculación a proceso, con lo que se desconoce que se trata de una figura autónoma y, por tanto, procede 
aun cuando no haya imputado, pero sí elementos para determinar que el hecho ilícito sucedió y que hay 
bienes relacionados con éste. 

(73) Respecto de este tema, la acción se desestimó al no haber alcanzado la votación calificada prevista 
en los artículos 105, fracción II, párrafo quinto, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 
72 de la ley reglamentaria de la materia para declarar la inconstitucionalidad con efectos generales de los 
preceptos cuestionados, por lo que este Alto Tribunal no emitirá pronunciamiento alguno al respecto. 

(74) OCTAVO. Análisis del artículo 5, segundo párrafo. En relación con este precepto, el accionante 
afirma, básicamente, que los supuestos de procedencia de la extinción de dominio están previstos en la Ley 
Fundamental y no pueden modificarse, pese a lo cual, el precepto combatido60 excluye los delitos contra la 
salud y el enriquecimiento ilícito, con lo que se merma de manera significativa la eficacia de esta figura y se 
soslaya la finalidad perseguida por el texto constitucional. 

(75) Para analizar el planteamiento recién sintetizado, debe destacarse, por principio de cuentas, que, en 
lo que importa, conforme al marco constitucional aplicable al caso, el artículo 22 de la Ley Fundamental 
vigente en dos mil diecisiete establece que la extinción de dominio será procedente “(…) en los casos de 
delincuencia organizada, delitos contra la salud, secuestro, robo de vehículos y trata de personas 
(…)”. 

(76) Por otra parte, hay que destacar que el artículo 4, párrafo primero61, de la ley que se estudia prevé 
que la extinción de dominio procederá en relación con los delitos contra la salud, en su modalidad de 
narcomenudeo, secuestro, robo de vehículos, enriquecimiento ilícito y trata de personas, por lo que, en 
principio, conforme a la ley impugnada, el abanico de asuntos en los que podrá aplicarse esta figura es 
diverso al que prevé la Constitución, debido a que restringe la procedencia por delitos contra la salud, sólo en 
su modalidad de narcomenudeo, además de que no incluye el relativo a delincuencia organizada. 

(77) No obstante lo apuntado, el precepto que aquí se analiza dispone que la extinción de dominio será 
procedente, previa declaración judicial, respecto de los bienes utilizados por un tercero para la comisión de un 
delito, si su dueño tuvo conocimiento de ello y no lo notificó a la autoridad o hizo algo para impedirlo, siempre 
que el agente del Ministerio Público acredite que el bien se utilizó para cometer secuestro, trata de personas o 
robo de vehículos y que el dueño tenía conocimiento de esa circunstancia. 

(78) De esta forma, como se desprende del párrafo precedente, el dispositivo normativo cuestionado prevé 
que, para un supuesto concreto (relacionado con un bien utilizado por un tercero para cometer un ilícito, 
cuando el dueño lo supiera y no lo notifique a la autoridad o deje de cumplir con su deber de cuidado para 
evitarlo), la extinción de dominio podrá proceder sólo si la conducta está relacionada con tres delitos 
específicos, a saber, el secuestro, la trata de personas o el robo de vehículos. 

(79) Con lo hasta aquí desarrollado se hace evidente que los supuestos contemplados en la ley y, en 
particular, el artículo que cuestiona la accionante (secuestro, trata de personas o robo de vehículos) no 
coinciden con los previstos en la Ley Fundamental que, claramente, incluye un catálogo diverso de ilícitos 

 
60 Artículo 5. Se determinará procedente la Extinción de Dominio, previa declaración jurisdiccional, respecto de los bienes siguientes: (…)  
II. Aquellos que estén siendo utilizados para la comisión de delitos por un tercero, si su dueño tuvo conocimiento de ello y no lo notificó a la 
autoridad o hizo algo para impedirlo; 
… 
El supuesto previsto en la fracción III, será aplicable cuando el Agente del Ministerio Público acredite que el tercero utilizó el bien para 
cometer secuestro, trata de personas o robo de vehículos y que el dueño tenía conocimiento de esa circunstancia. 
61 Artículo 4. La Extinción de Dominio es la pérdida de los derechos de propiedad de los bienes mencionados en el artículo 5 de esta Ley, 
sin contraprestación ni compensación alguna para la persona afectada, cuando se acredite el hecho ilícito en los casos de delitos contra la 
salud en su modalidad de narcomenudeo, secuestro, robo de vehículos, enriquecimiento ilícito y trata de personas, y la persona afectada no 
logre probar la procedencia lícita de dichos bienes y su actuación de buena fe, así como que estaba impedido para conocer su utilización 
ilícita. 
… 
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(delitos contra la salud, en su modalidad de narcomenudeo, secuestro, robo de vehículos, enriquecimiento 
ilícito y trata de personas). 

(80) Por lo anterior, resulta inconstitucional el precepto impugnado, debido a que, respecto de un supuesto 
específico (relacionado con un bien utilizado por un tercero para cometer un ilícito, cuando el dueño lo supiera 
y no lo notifique a la autoridad o deje de cumplir con su deber de cuidado para evitarlo), restringe la 
procedencia de la extinción de dominio a sólo tres de los cinco delitos establecidos en la Carta Magna, 
a saber, el secuestro, la trata de personas o el robo de vehículos, excluyendo los relativos a 
delincuencia organizada y delitos contra la salud en general, lo cual no es acorde con lo dispuesto en 
el artículo 22 de la Constitución Política, en su texto aplicable al caso. 

(81) Por tanto, con base en los razonamientos antes desarrollados, lo procedente es declarar la 
inconstitucionalidad del artículo 5, párrafo segundo, de la Ley de Extinción de Dominio de la Ciudad de 
México. 

(82) NOVENO. Análisis del artículo 39, tercer párrafo62. La Comisión Nacional de los Derechos 
Humanos controvierte este precepto al estimar, esencialmente, que no contempla la posibilidad de que un 
particular pueda impugnar la determinación relativa a que se admita la acción de extinción de dominio, pues 
de esta forma se transgrede el derecho de igualdad entre las partes dentro del procedimiento y las garantías 
que integran el debido proceso. 

(83) Respecto de este tema la acción, se desestimó al no haber alcanzado la votación calificada prevista 
en los artículos 105, fracción II, párrafo quinto, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 
72 de la ley reglamentaria de la materia para declarar la inconstitucionalidad con efectos generales de los 
preceptos cuestionados, por lo que este Alto Tribunal no emitirá pronunciamiento alguno al respecto. 

(84) DÉCIMO. Efectos. En el presente asunto se ha declarado la invalidez de los artículos 2, fracción 
XVIII, y 5, párrafo segundo, ambos de la Ley de Extinción de Dominio de la Ciudad de México. 

(85) La determinación de la invalidez decretada en este fallo surtirá sus efectos a partir de la notificación 
de los puntos resolutivos de esta sentencia al Poder Legislativo de la Ciudad de México. 

(86) Por lo expuesto y fundado, se 

RESUELVE: 

PRIMERO. Es procedente y parcialmente fundada la acción de inconstitucionalidad 159/2017, así como 
procedente pero infundada la acción de inconstitucionalidad 160/2017. 

SEGUNDO. Se desestima la presente acción de inconstitucionalidad y su acumulada respecto de los 
artículos 4, párrafo quinto, y 39, párrafo tercero, en su porción normativa ‘Contra el auto que admita el 
ejercicio de la acción no procede recurso alguno, contra el que lo niegue’, de la Ley de Extinción de Dominio 
para la Ciudad de México, publicada en la Gaceta Oficial de dicha entidad federativa el diecisiete de 
noviembre de dos mil diecisiete. 

TERCERO. Se declara la invalidez de los artículos 2, fracción XVIII, y 5, párrafo segundo, de la Ley de 
Extinción de Dominio para la Ciudad de México, publicada en la Gaceta Oficial de dicha entidad federativa el 
diecisiete de noviembre de dos mil diecisiete, la cual surtirá sus efectos a partir de la notificación de estos 
puntos resolutivos al Congreso de la Ciudad de México, de conformidad con lo dispuesto en los 
considerandos sexto, octavo y décimo de esta determinación. 

CUARTO. Publíquese esta resolución en el Diario Oficial de la Federación, en la Gaceta Oficial de la 
Ciudad de México, así como en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. 

 
62 Artículo 39. El juzgador admitirá la acción, en el plazo de setenta y dos horas siguientes a su recepción, si considera que se encuentra 
acreditado alguno de los eventos típicos de los señalados en el artículo 4 de la Ley y que los bienes sobre los que se ejercita la acción 
probablemente son de los enlistados en el artículo 5 de este ordenamiento, en atención al ejercicio de la acción formulada por el agente del 
Ministerio Público; y si se cumplen los demás requisitos previstos en el artículo 31 de esta Ley. si no los reúne mandará aclararla, en el 
término de cuarenta y ocho horas. 
El agente del Ministerio Público subsanará las observaciones de ser procedentes, si considera que no lo son realizará la argumentación 
correspondiente. 
Contra el auto que admita el ejercicio de la acción no procede recurso alguno, contra el que lo niegue procede el recurso de 
apelación en efecto devolutivo de tramitación inmediata. 
Cualquiera que sea la resolución que se adopte en el procedimiento penal, así como en los juicios de amparo por actos reclamados dentro del 
procedimiento penal, no serán vinculantes respecto de las resoluciones que se dicten en el procedimiento de Extinción de Dominio. 
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Notifíquese y, en su oportunidad, archívese el expediente como asunto concluido. 

Así lo resolvió el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación: 

En relación con el punto resolutivo primero: 

Se aprobó por unanimidad de diez votos de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González 
Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Franco González Salas, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Piña 
Hernández, Ríos Farjat, Laynez Potisek y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea, respecto de los considerandos 
primero, segundo y tercero relativos, respectivamente, a la competencia, a la oportunidad y a la legitimación. 

Se aprobó por mayoría de siete votos de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, Franco González 
Salas, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Piña Hernández, Ríos Farjat y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea, 
respecto del considerando cuarto, relativo a las causas de improcedencia. Los señores Ministros González 
Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa y Laynez Potisek votaron en contra. La señora Ministra Piña Hernández 
anunció voto concurrente. Los señores Ministros González Alcántara Carrancá y Laynez Potisek anunciaron 
sendos votos particulares. Los señores Ministros Pardo Rebolledo y Ríos Farjat anunciaron sendos votos 
aclaratorios. 

Se aprobó por mayoría de siete votos de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, Franco González 
Salas, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Piña Hernández apartándose de las consideraciones, Ríos Farjat 
con algunos matices y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea, respecto del considerando quinto, relativo a la 
cuestión previa. Los señores Ministros González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa y Laynez Potisek 
votaron en contra. Los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena y Pardo Rebolledo anunciaron sendos votos 
aclaratorios. 

En relación con el punto resolutivo segundo: 

Se expresó una mayoría de cinco votos en contra de los Ministros González Alcántara Carrancá, Esquivel 
Mossa, Piña Hernández, Laynez Potisek y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea, respecto del considerando 
séptimo, relativo al estudio de fondo, en su parte segunda, consistente en reconocer la validez del artículo 4, 
párrafo quinto, de la Ley de Extinción de Dominio para la Ciudad de México, publicada en la gaceta oficial 
dicha entidad federativa el diecisiete de noviembre de dos mil diecisiete. La señora Ministra Ríos Farjat votó 
por la invalidez únicamente de la porción normativa “sólo”. Los señores Gutiérrez Ortiz Mena, Franco 
González Salas, Aguilar Morales y Pardo Rebolledo votaron a favor. El señor Ministro Laynez Potisek reservó 
su derecho de formular voto particular. 

Se suscitó un empate de cinco votos a favor de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González 
Alcántara Carrancá, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo y Piña Hernández apartándose de las consideraciones, 
y cinco votos en contra de los señores Ministros Esquivel Mossa, Franco González Salas, Ríos Farjat, Laynez 
Potisek y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea, respecto del considerando noveno, relativo al estudio de fondo, 
en su parte cuarta, consistente en declarar la invalidez del artículo 39, párrafo tercero, en su porción normativa 
“Contra el auto que admita el ejercicio de la acción no procede recurso alguno, contra el que lo niegue”, de la 
Ley de Extinción de Dominio para la Ciudad de México, publicada en la gaceta oficial dicha entidad federativa 
el diecisiete de noviembre de dos mil diecisiete. El señor Ministro Gutiérrez Ortiz Mena anunció voto 
concurrente. El señor Ministro Franco González Salas anunció voto particular. 

Dado el resultado obtenido, el Tribunal Pleno determinó desestimar el planteamiento consistente en 

declarar la invalidez de los preceptos referidos, al no alcanzar una mayoría calificada, con fundamento en lo 

dispuesto en los artículos 105, fracción II, párrafo quinto, de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, y 72 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos. 

En relación con el punto resolutivo tercero: 

Se aprobó por unanimidad de diez votos de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González 

Alcántara Carrancá separándose de las consideraciones, Esquivel Mossa separándose de las 

consideraciones, Franco González Salas con reserva de criterio, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo 

separándose de algunas consideraciones, Piña Hernández en contra de las consideraciones, Ríos Farjat, 

Laynez Potisek y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea por razones adicionales, respecto del considerando 
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sexto, relativo al estudio de fondo, en su parte primera, consistente en declarar la invalidez del artículo 2, 

fracción XVIII, de la Ley de Extinción de Dominio para la Ciudad de México, publicada en la gaceta oficial 

dicha entidad federativa el diecisiete de noviembre de dos mil diecisiete. Los señores Ministros Gutiérrez Ortiz 

Mena, Piña Hernández, Laynez Potisek y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea anunciaron sendos votos 

concurrentes. 

Se aprobó por mayoría de ocho votos de los señores Ministros González Alcántara Carrancá apartándose 

de algunas consideraciones, Esquivel Mossa, Franco González Salas, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Piña 

Hernández con precisiones, Ríos Farjat con consideraciones adicionales y Laynez Potisek, respecto del 

considerando octavo, relativo al estudio de fondo, en su parte tercera, consistente en declarar la invalidez del 

artículo 5, párrafo segundo, de la Ley de Extinción de Dominio para la Ciudad de México, publicada en la 

gaceta oficial dicha entidad federativa el diecisiete de noviembre de dos mil diecisiete. Los señores Ministros 

Gutiérrez Ortiz Mena y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea votaron en contra. 

Se aprobó por unanimidad de diez votos de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González 

Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Franco González Salas, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Piña 

Hernández, Ríos Farjat, Laynez Potisek y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea, respecto del considerando 

décimo, relativo a los efectos, consistente en determinar que la declaración de invalidez decretada en este 

fallo surta sus efectos a partir de la notificación de los puntos resolutivos de esta sentencia al Congreso de la 

Ciudad de México. 

En relación con el punto resolutivo cuarto: 

Se aprobó por unanimidad de diez votos de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González 

Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Franco González Salas, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Piña 

Hernández, Ríos Farjat, Laynez Potisek y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea. 

El señor Ministro Alberto Pérez Dayán no asistió a la sesión de diez de septiembre de dos mil veinte previo 

aviso a la Presidencia. 

El señor Ministro Presidente Zaldívar Lelo de Larrea declaró que el asunto se resolvió en los términos 

precisados. Doy fe. 

El Ministro Presidente, Arturo Zaldívar Lelo de Larrea.- Firmado electrónicamente.- El Ministro Ponente, 

Luis María Aguilar Morales.- Firmado electrónicamente.- El Secretario General de Acuerdos, Lic. Rafael 

Coello Cetina.- Firmado electrónicamente. 

EL LICENCIADO RAFAEL COELLO CETINA, SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS DE LA SUPREMA CORTE 

DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, CERTIFICA: Que esta fotocopia constante de veinticinco fojas útiles, concuerda fiel 

y exactamente con el original firmado electrónicamente de la sentencia emitida en la acción de 

inconstitucionalidad 159/2017 y su acumulada 160/2017, promovidas por la Procuraduría General de la 

República y por la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, dictada por el Pleno de este Alto Tribunal en 

su sesión del diez de septiembre de dos mil veinte. Se certifica con la finalidad de que se publique en el Diario 

Oficial de la Federación.- Ciudad de México, a cuatro de mayo de dos mil veintiuno.- Rúbrica. 

VOTO PARTICULAR QUE FORMULA EL MINISTRO JOSÉ FERNANDO FRANCO GONZÁLEZ SALAS EN LA 
ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 159/2017 Y SU ACUMULADA 160/2017, RESUELTA POR EL TRIBUNAL 
PLENO EN SESIÓN DE DIEZ DE SEPTIEMBRE DE DOS MIL VEINTE. 

En este asunto el Tribunal Pleno declaró la invalidez de los artículos 2, fracción XVIII,1 y 5, párrafo 
segundo,2 de la Ley de Extinción de Dominio para la Ciudad de México publicada en la Gaceta Oficial de 
dicha entidad el diecisiete de noviembre de dos mil diecisiete. 

 
1 Artículo 2. Para los efectos de la presente ley, se entenderá por: 
(…) 
XVIII. Trata de Personas: el delito contemplado con esa denominación en los términos del Código Penal vigente en la Ciudad de México; 
(…) 
2 Artículo 5. Se determinará procedente la Extinción de Dominio, previa declaración jurisdiccional, respecto de los bienes siguientes: 
(…) 
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Respecto del primero de los artículos referidos, el Tribunal Pleno consideró lo dispuesto en el artículo 73, 
fracción XXI, inciso a), constitucional, esto es, a la facultad del Congreso de la Unión  para expedir, en lo que 
interesa, una ley general en materia de trata de personas, en la que, como mínimo, debe establecerse lo 
siguiente. 

a) Los tipos penales y sus sanciones, 

b) La distribución de competencias entre la Federación, las entidades federativas y los municipios y 

c) Las formas de coordinación entre los órdenes de gobierno. 

Por tanto, desde la reforma constitucional de catorce de julio de dos mil once se privó a los Estados de la 
atribución para legislar sobre la materia de trata de personas, sin embargo, mantuvieron las facultades 
concurrentes y de coordinación que les otorgara el Poder Legislativo Federal. 

Así, se resolvió la inconstitucionalidad del artículo impugnado, en tanto que éste remite a una ley local 
para definir el delito de trata de personas, y con ello el legislador local reguló una materia que le está vedada3. 

Se declaró la inconstitucionalidad del artículo 5, segundo párrafo, de la ley impugnada. Se determinó que 
el supuesto previsto en esa disposición restringe la procedencia de la extinción de dominio de cinco a tres de 
los delitos establecidos en la Constitución Federal, lo cual transgrede lo dispuesto en el artículo 22 
constitucional. 

Por otra parte, se desestimó la acción de inconstitucionalidad respecto de la impugnación hecha a los 
artículos 4, párrafo quinto4, y 39, párrafo tercero5, de la ley local en cita, al no haber alcanzado la votación 
calificada prevista en los artículos 105, fracción II, párrafo quinto, de la Constitución Federal y 72 de la ley 
reglamentaria de la materia, para declarar la inconstitucionalidad con efectos generales. 

En general, voté a favor del sentido de la propuesta; sin embargo, en relación con esta última cuestión me 
pronuncié a favor de la validez del artículo 39, párrafo tercero, impugnado, con base en las razones 
siguientes. 

 La disposición de que se trata es del tenor siguiente. 

Artículo 39. 

(…) 

Contra el auto que admita el ejercicio de la acción no procede recurso alguno, contra el que lo niegue 
procede el recurso de apelación en efecto devolutivo de tramitación inmediata. 

(…) 

Respetuosamente, no comparto las consideraciones de la mayoría de los integrantes del Tribunal Pleno. 
Para analizar la constitucionalidad de esa porción normativa, resultaba necesario atender los estándares de 
protección de los derechos a la tutela judicial efectiva y a la igualdad procesal. Para ello, se debió aplicar la 
metodología que esta Suprema Corte estableció desde de la acción de inconstitucional 22/20096, para 

 
III. Aquellos que estén siendo utilizados para la comisión de delitos por un tercero, si su dueño tuvo conocimiento de ello y no lo notificó a la 
autoridad o hizo algo para impedirlo; 
(…) 
El supuesto previsto en la fracción III, será aplicable cuando el Agente del Ministerio Público acredite que el tercero utilizó el bien para 
cometer secuestro, trata de personas o robo de vehículos y que el dueño tenía conocimiento de esa circunstancia. 
3 Al respecto, se señaló que en relación con la competencia para legislar en materia de trata de personas, este Tribunal se ha pronunciado al 
analizar las acciones de inconstitucionalidad 26/2012, 12/2013, 21/2013, 1/2014, 12/2014, 6/2015 y su acumulada 7/2015, entre otros, en el 
sentido de que, aun en los supuestos de competencia local, conforme al artículo 9° de la propia ley general, en la investigación, 
procedimientos y sanciones, son aplicables supletoriamente las disposiciones del Código Penal Federal, el Código Federal de Procedimientos 
Penales, la Ley Federal contra la Delincuencia Organizada, el Código Fiscal de la Federación, la Ley Federal de Extinción de Dominio y la Ley 
General del Sistema Nacional de Seguridad Pública; con lo cual no se deja margen de regulación alguno, ni siquiera de carácter procesal, a 
las entidades federativas. 
4 Artículo 4. 
(…) 
El Ministerio Público sólo podrá presentar la demanda de Extinción de Domino cuando se haya dictado el auto de vinculación a proceso que 
corresponda al imputado, acusado o procesado por el delito. 
(…) 
5 Artículo 39. 
(…) 
Contra el auto que admita el ejercicio de la acción no procede recurso alguno, contra el que lo niegue procede el recurso de apelación en 
efecto devolutivo de tramitación inmediata. 
(…) 
6 Resuelta en sesión de cuatro de marzo de dos mil diez, Respecto del punto resolutivo segundo, relativo a reconocer la validez de los 
artículos 1339 y 1340 del Código de Comercio (limitan procedencia del recurso de apelación), se resolvió por unanimidad de once votos, con 
las salvedades de los Ministros Aguirre Anguiano, Luna Ramos y Ortiz Mayagoitia, en cuanto a la existencia de un derecho a los recursos. El 
Ministro Franco González Salas reservó su derecho para formular un voto concurrente, 
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determinar si la exclusión de recursos ordinarios contra resoluciones judiciales distintas a la sentencia penal 
vulnera los derechos referidos. 

De haberse aplicado esa metodología, el artículo 39, párrafo tercero, impugnado debió ser reconocido 
como constitucional. El hecho de prever que no procede algún recurso en contra del auto que admita dicha 
acción, no deja en estado de indefensión a la persona afectada, ya que en el procedimiento se prevé la 
posibilidad de presentar pruebas, formular alegatos, pronunciarse en audiencia y apelar la decisión final. 

Referente a ello, en el ámbito internacional el derecho a un recurso se ha reconocido con claridad respecto 
de la sentencia condenatoria en materia penal. Sin embargo, ese derecho no se ha extendido a todas las 
materias y tampoco a todo tipo de resoluciones. Al respecto, el artículo 14.5 del Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos, cuyo tenor, en lo que interesa, es el siguiente. 

Artículo 14 

(…) 

5. Toda persona declarada culpable de un delito tendrá derecho a que el fallo condenatorio y la pena 
que se le haya impuesto sean sometidos a un tribunal superior, conforme a lo prescrito por la ley. 

Asimismo, resulta pertinente distinguir entre el derecho a un recuso en los juicios ordinarios, propio del 
debido proceso, reconocido en el artículo 8 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, del 
derecho a la protección judicial de los derechos humanos, previsto en el artículo 25 de ese mismo 
instrumento. Al respecto, en el caso Vélez Loor Vs. Panamá, la Corte Interamericana de Derechos Humanos 
estableció que los artículos 8.2 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos7 tienen distintos 
ámbitos de aplicación. 

En nuestro sistema jurídico, el primero está garantizado por los sistemas recursivos de los juicios 
ordinarios, en tanto que el segundo corresponde al juicio de amparo. Si bien ambos derechos participan de las 
exigencias de la tutela judicial, lo cierto es que tienen ámbitos de aplicación distintos. 

Tal distinción entre los recursos previstos en los procedimientos de ordinarios que deben respetar el 
derecho al debido proceso de la protección judicial de los derechos humanos, fue establecida por la Primera 
Sala de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, al emitir la jurisprudencia 1ª/J. 8/2020, de rubro 
“TUTELA JURISDICCIONAL EFECTIVA. DIFERENCIAS ENTRE EL DERECHO A RECURRIR UN FALLO 
ANTE UNA INSTANCIA SUPERIOR Y EL DE ACCEDER A UN RECURSO ADECUADO Y EFECTIVO”.8 

Estimo que esa precisión es relevante para distinguir el derecho a impugnar la legalidad de una resolución 
en cualquier procedimiento judicial de la exigencia del acceso al juicio de amparo para proteger derechos 
humanos. 

Desde esa perspectiva, el único supuesto en el que existe una exigencia constitucional y convencional 
para que el legislador establezca un recurso ordinario es el de la sentencia condenatoria en materia penal. En 
todos los demás casos, el legislador goza de libertad de configuración, para establecer el sistema recursivo y 
de medios de defensa ordinarios. 

En ese sentido, el Tribunal Pleno ya se ha pronunciado sobre la exigencia convencional del recurso de 
apelación contra las sentencias condenatorias en materia penal, pero ese criterio no es generalizable a toda 
resolución judicial; tal criterio se contiene en la jurisprudencia P./J. 1/2018 (10a.), de título y subtítulo: 
“APELACIÓN. EL ARTÍCULO 199, FRACCIÓN I, DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS PENALES DEL 

 
7 Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de noviembre de 2010. Serie C No. 218, § 123. 
8 Visible en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 74, Enero de 2020, Tomo I, página 589, registro: 
2021551, cuyo texto es el siguiente. “Si bien los derechos mencionados giran en torno al derecho fundamental de tutela jurisdiccional efectiva 
contenido en el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, debe tenerse presente que dichas prerrogativas son 
autónomas, con dimensiones y alcances propios que exigen desarrollos interpretativos individualizados que abonen en el entendimiento y 
configuración del núcleo esencial de cada derecho. Ahora bien, en cuanto al juicio de amparo, la Corte Interamericana ha establecido que 
éste se encuentra en el ámbito del artículo 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, "Pacto de San José", reconociéndolo, 
por su naturaleza, como el procedimiento judicial sencillo y breve que tiene por objeto la tutela de todos los derechos reconocidos por la 
Constitución y la Convención citada; el mismo Tribunal Interamericano precisó que el recurso consagrado en el aludido artículo 25 no es el 
recurso de apelación, el cual está previsto, en el artículo 8.2 h), del mismo tratado. Esta diferencia entre el derecho a la protección judicial y el 
derecho a la revisión, es de suma relevancia para entender cuándo se está en presencia del derecho a recurrir un fallo ante una instancia 
superior, en respeto al derecho al debido proceso, y cuándo se está ante la exigencia del derecho a un recurso que ampare derechos 
fundamentales de fuente nacional o convencional, por tanto, el juicio de amparo debe considerarse como un medio de defensa diseñado para 
proteger los derechos consagrados en la Constitución y la Convención Americana, y no como un mecanismo de segunda instancia, esto es, 
un recurso que sirve de margen para la revisión de una decisión en el marco de un proceso.” 
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ESTADO DE MORELOS, VIGENTE HASTA EL 30 DE ABRIL DE 2014, VIOLA EL DERECHO A RECURRIR 
SENTENCIAS CONDENATORIAS”.9 

No soslayo que, como se expresó en la sesión pública respectiva, la admisión de la acción de extinción de 
dominio puede tener efectos sobre los bienes de las personas; sin embargo, ello no es un motivo suficiente 
para determinar que el legislador se encuentre vinculado a hacer procedente el recurso de apelación en su 
contra. 

Tampoco puede actualizarse una vulneración al principio de igualdad, por establecer la procedencia de 
ese recurso sólo contra el desechamiento de la demanda, pero no contra su admisión. Lo anterior, pues se 
trata de dos supuestos distintos que no necesariamente requieren el mismo tratamiento. 

El primero pone fin al juicio; incluso contra la resolución que confirma el desechamiento procede el juicio 
de amparo directo, en términos del artículo 170, fracción I, de la Ley de Amparo. 

En cambio, la admisión incorrecta de la demanda genera una violación procesal que no impide la 
continuación del juicio, pero que podrá ser reparada en la sentencia definitiva, y en caso de tener una 
ejecución de imposible reparación en perjuicio del demandado, éste podrá promover el juicio de amparo 
indirecto, conforme a lo establecido en el artículo 107, fracción V, de la Ley de Amparo. Esto es, la admisión 
de la demanda en sí misma no causa una violación grave de imposible reparación, al grado de que deba 
preverse el recurso de apelación para impugnarlo. 

En esos términos, no son equiparables ni comparables ambas situaciones procesales, de manera que el 
legislador no se encuentra obligado a otorgarles el mismo tratamiento, a efecto de determinar su impugnación 
en la vía ordinaria. 

Por las razones anteriores, me pronuncié en contra de la propuesta presentada por el Ministro ponente y 
sostuve mi postura a favor de reconocer la validez de la disposición impugnada. 

Atentamente 

El Ministro, José Fernando Franco González Salas.- Firmado electrónicamente.- El Secretario General 
de Acuerdos, Rafael Coello Cetina.- Firmado electrónicamente. 

EL LICENCIADO RAFAEL COELLO CETINA, SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS DE LA SUPREMA CORTE 

DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, CERTIFICA: Que esta fotocopia constante de cuatro fojas útiles, concuerda fiel y 
exactamente con el original firmado electrónicamente del voto particular formulado por el señor Ministro José 
Fernando Franco González Salas, en relación con la sentencia de diez de septiembre de dos mil veinte, 
dictada por el Pleno de este Alto Tribunal en la acción de inconstitucionalidad 159/2017 y su acumulada 
160/2017, promovidas por la Procuraduría General de la República y por la Comisión Nacional de los 
Derechos Humanos. Se certifica con la finalidad de que se publique en el Diario Oficial de la Federación.- 
Ciudad de México, a cuatro de mayo de dos mil veintiuno.- Rúbrica. 

VOTO ACLARATORIO QUE FORMULA LA MINISTRA ANA MARGARITA RÍOS FARJAT EN LA ACCIÓN DE 

INCONSTITUCIONALIDAD 159/2017 Y SU ACUMULADA 160/2017 

El Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en sesión celebrada el diez de septiembre 

de dos mil veinte, resolvió la acción de inconstitucionalidad 159/2017 y su acumulada 160/2017, promovidas 

 
9 “Los artículos 14, numeral 5, del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y 8, numeral 2, inciso h), de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos, que integran el parámetro de regularidad constitucional, reconocen el derecho de los condenados por la comisión 
de un delito a recurrir el fallo ante un Juez superior. Como no se especifica que el derecho sea sólo de los sentenciados a una pena privativa 
de libertad, se debe concluir que es un derecho que asiste a todos los condenados, sin importar el tipo de sanción penal que les sea 
impuesta. Ahora bien, el artículo 199, fracción I, del Código de Procedimientos Penales del Estado de Morelos, vigente hasta el 30 de abril de 
2014, viola el derecho a recurrir sentencias condenatorias al impedir que sean apelables las sentencias en las que no se imponga una pena 
de prisión o que autoricen la sustitución de la pena privativa de libertad. No obsta a lo anterior, que en contra de estas sentencias proceda el 
juicio de amparo directo, porque éste no es un recurso ordinario, sino un juicio extraordinario de protección de derechos humanos, concebido 
para otros fines y con una función distinta”. Datos de publicación: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 50, 
Enero de 2018, Tomo I, página 5. Registro digital: 2015993. Precedente: Contradicción de tesis 190/2014. 30 de mayo de 2017. Unanimidad 
de diez votos de los Ministros Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, José Ramón Cossío Díaz, José Fernando Franco González Salas, Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Norma Lucía Piña Hernández, Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, Alberto Pérez 
Dayán y Luis María Aguilar Morales. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. 
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por la Procuraduría General de la República y la Comisión Nacional de los Derechos Humanos en contra de 

diversos preceptos de la Ley de Extinción de Dominio para la Ciudad de México1. 

Al analizar el considerando cuarto, denominado “Causas de improcedencia”, durante la sesión surgió el 

debate sobre si la acción de inconstitucionalidad debía sobreseerse, en virtud de la reforma de catorce de 

marzo de dos mil diecinueve a los artículos 22 y 73, fracción XXX, de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos y la emisión de la Ley Nacional de Extinción de Dominio. Lo anterior, al presuntamente 

verificarse una cesación de efectos, prevista como causal de improcedencia en el artículo 19, fracción V, en 

relación con el diverso 20, fracción II, ambos de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 

de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos2. 

La aludida reforma constitucional de dos mil diecinueve contiene un par de disposiciones transitorias del 

siguiente tenor: 

Tercero. La Ley Federal de Extinción de Dominio, Reglamentaria del artículo 22 de la 

Constitución Política los Estados Unidos Mexicanos, así como la legislación respectiva 

del ámbito local, seguirán en vigor hasta en tanto el Congreso de la Unión expida la 

legislación nacional única en materia de extinción de dominio que ordena el presente 

Decreto. 

Cuarto. Los procesos en materia de extinción de dominio iniciados con fundamento en 

la legislación federal y local referida en el artículo transitorio anterior, así como las 

sentencias dictadas con base en las mismas, no se verán afectados por la entrada en 

vigor del presente Decreto, y deberán concluirse y ejecutarse conforme al orden 

constitucional y legal vigente al momento de su inicio. 

Como puede observarse, el artículo tercero transitorio dice con claridad que las normas se mantendrían 

vigentes hasta en tanto el Congreso expidiera la legislación única en materia de extinción de dominio, cosa 

que sucedió el viernes nueve de agosto de dos mil diecinueve, al publicarse en el Diario Oficial de la 

Federación la Ley Nacional de Extinción de Dominio. 

El régimen transicional de la Constitución preveía también, en su artículo cuarto transitorio, que la nueva 

ley no afectaría los procesos en materia de extinción de dominio iniciados con las legislaciones anteriores, 

sino que éstos se continuarían y culminarían con el régimen legal y constitucional vigente al momento de su 

inicio. 

De esas consideraciones parecería desprenderse que esta acción de inconstitucionalidad, relativa a una 

ley que había quedado automáticamente abrogada al momento de expedirse la Ley General de Extinción de 

Dominio en dos mil diecinueve, debía sobreseerse. Es más, podría parecer que el considerando cuarto 

salvaguarda a cabalidad la certeza jurídica y la justicia constitucional de las personas que están ante procesos 

iniciados con la legislación recién abrogada; sin embargo, en mi opinión, esto no es del todo cierto, y la razón 

del presente voto aclaratorio es precisamente expresar las razones por las cuales considero que tales 

premisas son inexactas y que lastimarían los derechos de los justiciables. 

Las leyes anteriores en materia de extinción de dominio no han cesado sus efectos para las personas 

que tienen procesos iniciados durante la vigencia de éstas, así que, si bien se encuentran abrogadas, no por 

ello han dejado de ser susceptibles de ser revisadas a la luz de este medio de control abstracto. Así que, toda 

 
1 Publicada en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México el 17 de noviembre de 2017.  
2 Artículo 19. Las controversias constitucionales son improcedentes: […] 

V. Cuando hayan cesado los efectos de la norma general o acto materia de la controversia; […] 
Artículo 20. El sobreseimiento procederá en los casos siguientes: […] 

II. Cuando durante el juicio apareciere o sobreviniere alguna de las causas de improcedencia a que se refiere el artículo anterior; […].  
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vez que no han cesado del todo sus efectos, no se actualiza el supuesto de la fracción V del artículo 19 de la 

ley de la materia. 

Una cosa es que las normas estén abrogadas, y otra distinta es que sigan produciendo efectos en la 

esfera jurídica de las personas que llevan procedimientos conforme a éstas. La improcedencia prevista en la 

fracción V mencionada no se refiere a la abrogación de leyes generales, sino a la cesación de sus efectos. 

Aquí se siguen generando efectos, no importa si solo es para un sector de personas (los sujetos a la ley 

abrogada). 

Toda vez que se ha promovido una acción de inconstitucionalidad, ésta puede tener el efecto de modificar 

o enmendar ese cuadro jurídico que incide en los juicios preexistentes a efecto de que éstos no sean regidos 

bajo normas con vicios de inconstitucionalidad. 

Es una situación excepcional el hecho de que, durante el trámite de una acción de inconstitucionalidad, se 

hayan abrogado las normas controvertidas. Sin embargo, ello no implica que este Máximo Tribunal debe dejar 

de analizar el marco normativo impugnado, pues, toda vez que la propia Constitución lo ha mantenido vivo 

para procesos preexistentes, éste sigue siendo general para dichas personas y sigue produciendo efectos 

jurídicos para éstas. Siendo así, no han cesado sus efectos y esa es, justamente, la materia a analizar. 

De negarse el trámite de la acción de inconstitucionalidad, se incurriría en una interpretación 

excesivamente rigorista que permitiría vicios de inconstitucionalidad que afectarían a quienes son partes en 

juicios bajo esa regulación, y que entonces tendrían, en todo caso, la única opción de promover juicios de 

amparo, con los costos económicos y de tiempo que esto pudiera ocasionarles. La justicia en esos casos 

podría estar distorsionada. 

En el presente caso, por ejemplo, este Tribunal Pleno encontró inconstitucionales los artículos 2, fracción 

XVIII, y 5, párrafo segundo, de la Ley de Extinción de Dominio para la Ciudad de México. De haber 

interpretado de forma restrictiva la procedencia de la acción de inconstitucionalidad, se podría haber causado 

una afectación a los justiciables que son partes en procesos regidos con esa ley. Les habríamos arrojado a 

ellos la carga de impulsar el análisis constitucional de las normas, siendo que siguen teniendo derecho a que 

ese marco normativo sea revisado bajo un control abstracto de constitucionalidad que se presentó en tiempo y 

forma. 

Atentamente 

La Ministra, Ana Margarita Ríos Farjat.- Firmado electrónicamente.- El Secretario General de Acuerdos, 

Rafael Coello Cetina.- Firmado electrónicamente. 

EL LICENCIADO RAFAEL COELLO CETINA, SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS DE LA SUPREMA CORTE 

DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, CERTIFICA: Que esta fotocopia constante de dos fojas útiles, concuerda fiel y 

exactamente con el original firmado electrónicamente del voto aclaratorio formulado por la señora Ministra Ana 

Margarita Ríos Farjat, en relación con la sentencia de diez de septiembre de dos mil veinte, dictada por el 

Pleno de este Alto Tribunal en la acción de inconstitucionalidad 159/2017 y su acumulada 160/2017, 

promovidas por la Procuraduría General de la República y por la Comisión Nacional de los Derechos 

Humanos. Se certifica con la finalidad de que se publique en el Diario Oficial de la Federación.- Ciudad de 

México, a cuatro de mayo de dos mil veintiuno.- Rúbrica. 

VOTO ACLARATORIO 

QUE FORMULA EL MINISTRO JORGE MARIO PARDO REBOLLEDO EN LA ACCIÓN DE 
INCONSTITUCIONALIDAD 159/2017 Y SU ACUMULADA 160/2017 
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En sesión ordinaria que se celebró el diez de septiembre de dos mil veinte, el Pleno de este Alto Tribunal, 
al resolver el asunto, declaró procedente y parcialmente fundada la acción de inconstitucionalidad 159/2017, y 
procedente, pero infundada, la acción de inconstitucionalidad 160/2017; se desestimó la acción respecto de 
los artículos 4, párrafo quinto, y 39, párrafo tercero, en su porción normativa “Contra el auto que admita el 
ejercicio de la acción no procede recurso alguno, contra el que lo niegue”, de la Ley de Extinción de Dominio 
para la Ciudad de México, que se publicó en su Gaceta Oficial, el diecisiete de noviembre de dos mil 
diecisiete; y se declaró la invalidez de los artículos 2, fracción XVIII, y 5, párrafo segundo, del citado 
ordenamiento legal. 

Resolución que, al reflejar íntegramente las consideraciones vertidas y votadas, se comparte. 

A. No obstante lo anterior, cabe señalar que en el análisis sobre la procedencia de las acciones de 
inconstitucionalidad se destacó que las partes no hicieron valer causal alguna de improcedencia; ni 
oficiosamente se advirtió su actualización. 

Sin embargo, a mi parecer, las normas impugnadas dejaron de surtir efectos, al haber sido derogadas por 
la entrada en vigor de la Ley Nacional de Extinción de Dominio, el diez de agosto de dos mil diecinueve, y por 
tanto, la acción de inconstitucionalidad debió sobreseerse. 

En efecto, las normas impugnadas de la Ley de Extinción de Dominio para la Ciudad de México, se 
publicaron en su Gaceta Oficial, el diecisiete de noviembre de dos mil diecisiete; y por tanto, se construyeron 
de forma acorde y congruente con el marco constitucional y jurisprudencial que se encontraba vigente al 
momento de su creación. 

Es decir, al tenor del contenido del artículo 22 constitucional, vigente a partir del 27 de mayo de 2015;1 
que, al ser interpretado por la Primera Sala de esta Suprema Corte, se determinó que la autonomía que se 
pregonaba de esa figura jurídica respecto de la materia penal no era absoluta, sino relativa por la vinculación 
que desde su origen guardaban ambos procedimientos en relación con la acreditación del hecho ilícito, de 
forma que, por regla general, la acción de extinción de dominio estaba sujeta a que el juez de la causa penal 
hubiera emitido alguna decisión (en orden de aprehensión o comparecencia, auto de formal prisión o de 
sujeción a proceso) en la que se afirmara que los hechos consignados por el Ministerio Público acreditaban el 
cuerpo del delito de alguno de los ilícitos previstos en la fracción II, del precepto constitucional citado, para dar 
seguridad jurídica desde el inicio del juicio de extinción de dominio. 

Además, en esa época, de acuerdo con la fracción XXI, del artículo 73 de la Constitución Federal, según lo 
interpretó el Pleno de este Alto Tribunal, a partir de la acción de inconstitucionalidad 3/2015, la legislaturas de 
los Estados tenían facultades para legislar en materia de extinción de domino; bajo el argumento de que, si 
bien era cierto que el delito de delincuencia organizada era competencia federal, también era verdad que la 
extinción de dominio procedía respecto de delitos locales como el robo de vehículos, o de competencia 
concurrente, como el narcomenudeo, la trata de personas y el secuestro. Por tanto, las entidades federativas 
tenían competencia para legislar en materia de extinción de domino, siempre y cuando los procesos se 
relacionaran con esos ilícitos. 

En ese orden de ideas, en la medida en que las Legislaturas de los Estados tenían competencia para 
conocer de los delitos contra la salud, secuestro, robo de vehículos y trata de personas, con excepción del 
delito de delincuencia organizada, se entendía que también estaban facultadas para legislar en lo relativo a la 
figura de extinción de dominio, que si bien era autónoma de los procesos penales respectivos, guardaba 

 
1 “Artículo 22. Quedan prohibidas las penas de muerte, de mutilación, de infamia, la marca, los azotes, los palos, el tormento de cualquier 
especie, la multa excesiva, la confiscación de bienes y cualesquiera otras penas inusitadas y trascendentales. Toda pena deberá ser 
proporcional al delito que sancione y al bien jurídico afectado. 
No se considerará confiscación la aplicación de bienes de una persona cuando sea decretada para el pago de multas o impuestos, ni cuando 
la decrete una autoridad judicial para el pago de responsabilidad civil derivada de la comisión de un delito. Tampoco se considerará 
confiscación el decomiso que ordene la autoridad judicial de los bienes en caso de enriquecimiento ilícito en los términos del artículo 109, la 
aplicación a favor del Estado de bienes asegurados que causen abandono en los términos de las disposiciones aplicables, ni la de aquellos 
bienes cuyo dominio se declare extinto en sentencia. En el caso de extinción de dominio se establecerá un procedimiento que se regirá por 
las siguientes reglas: 
I. Será jurisdiccional y autónomo del de materia penal; 
(REFORMADO PRIMER PÁRRAFO, D.O.F. 27 DE MAYO DE 2015) 
II. Procederá en los casos de delincuencia organizada, delitos contra la salud, secuestro, robo de vehículos, trata de personas y 
enriquecimiento ilícito, respecto de los bienes siguientes: 
a) Aquellos que sean instrumento, objeto o producto del delito, aún cuando no se haya dictado la sentencia que determine la responsabilidad 
penal, pero existan elementos suficientes para determinar que el hecho ilícito sucedió. 
b) Aquellos que no sean instrumento, objeto o producto del delito, pero que hayan sido utilizados o destinados a ocultar o mezclar bienes 
producto del delito, siempre y cuando se reúnan los extremos del inciso anterior. 
c) Aquellos que estén siendo utilizados para la comisión de delitos por un tercero, si su dueño tuvo conocimiento de ello y no lo notificó a la 
autoridad o hizo algo para impedirlo. 
d) Aquellos que estén intitulados a nombre de terceros, pero existan suficientes elementos para determinar que son producto de delitos 
patrimoniales o de delincuencia organizada, y el acusado por estos delitos se comporte como dueño. 
III. Toda persona que se considere afectada podrá interponer los recursos respectivos para demostrar la procedencia lícita de los bienes y su 
actuación de buena fe, así como que estaba impedida para conocer la utilización ilícita de sus bienes”. 
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relación con los mismos, porque era su existencia la que justificaba el inicio de los procedimientos de 
extinción. 

Sin embargo, el contenido del artículo 22 constitucional se modificó en reforma de catorce de marzo de 
dos mil diecinueve2 con la finalidad de perfeccionar la figura de la extinción de dominio ante la falta de eficacia 
en su aplicación; para tales efectos, se le dotó de mayor operatividad y funcionalidad. 

Así, se precisó la naturaleza civil del procedimiento y su autonomía del procedimiento penal; se destacó 
que el procedimiento era sobre derechos reales o bienes incorporados al patrimonio de una persona y no 
sobre su eventual participación o responsabilidad en la comisión de ilícitos; se estableció la excepcionalidad 
de la figura a través de una enunciación limitada con relación a las investigaciones de ciertas conductas 
típicas: hechos de corrupción, delitos cometidos por servidores públicos, delincuencia organizada, robo de 
vehículos, recursos de procedencia ilícita, delitos contra la salud, secuestro, trata de personas, encubrimiento 
y delitos en materia de hidrocarburos, petroquímicos y petrolíferos; se preservó la previsión en el sentido de 
que toda persona que pudiera ser afectada por un procedimiento de extinción de dominio, tenía a su 
disposición recursos legales para acreditar la procedencia legítima de sus bienes; y se estableció que la 
acción de dominio era propia del Ministerio Público, y que en su ejercicio le prestaría auxilio las autoridades 
competentes de los distintos órdenes de gobierno. 

Y en el mismo Decreto de reforma de catorce de marzo de dos mil diecinueve también se reformó la 
fracción XXX del artículo 73 constitucional3 para establecer de manera expresa la facultad del Congreso de la 
Unión para legislar en exclusiva en materia de extinción de dominio. 

Además, en sus artículos transitorios,4 se le impuso la obligación de expedir la legislación nacional única 
en la materia, así como el régimen transitorio respectivo. 

En ese tenor, a partir del día siguiente a la publicación de dicha reforma constitucional, las legislaturas 
locales dejaron de tener competencia para legislar en materia de extinción de dominio; y para legislar sobre 
aspectos orgánicos complementarios a la materia, se debía estar a lo que dispusiera la ley única 
correspondiente. 

El Congreso de la Unión, en cumplimiento de su obligación, emitió la Ley Nacional de Extinción de 
Dominio, que se publicó en el Diario Oficial de la Federación, el nueve de agosto de dos mil diecinueve. 

Y de acuerdo con su régimen transitorio,5 la Ley Nacional de Extinción de Dominio entró en vigor al día 
siguiente de su publicación, es decir, el diez de agosto de ese mismo año; momento a partir del cual se 

 
2 “Artículo 22. Quedan prohibidas las penas de muerte, de mutilación, de infamia, la marca, los azotes, los palos, el tormento de cualquier 
especie, la multa excesiva, la confiscación de bienes y cualesquiera otras penas inusitadas y trascendentales. Toda pena deberá ser 
proporcional al delito que sancione y al bien jurídico afectado. 
(REFORMADO, D.O.F. 14 DE MARZO DE 2019) 
No se considerará confiscación la aplicación de bienes de una persona cuando sea decretada para el pago de multas o impuestos, ni cuando 
la decrete la autoridad judicial para el pago de responsabilidad civil derivada de la comisión de un delito. Tampoco se considerará 
confiscación el decomiso que ordene la autoridad judicial de los bienes en caso de enriquecimiento ilícito en los términos del artículo 109, la 
aplicación a favor del Estado de bienes asegurados que causen abandono en los términos de las disposiciones aplicables, ni de aquellos 
bienes cuyo dominio se declare extinto en sentencia. 
(ADICIONADO, D.O.F. 14 DE MARZO DE 2019) 
La acción de extinción de dominio se ejercitará por el Ministerio Público a través de un procedimiento jurisdiccional de naturaleza civil y 
autónomo del penal. Las autoridades competentes de los distintos órdenes de gobierno le prestarán auxilio en el cumplimiento de esta 
función. La ley establecerá los mecanismos para que las autoridades administren los bienes sujetos al proceso de extinción de dominio, 
incluidos sus productos, rendimientos, frutos y accesorios, para que la autoridad lleve a cabo su disposición, uso, usufructo, enajenación y 
monetización, atendiendo al interés público, y defina con criterios de oportunidad el destino y, en su caso, la destrucción de los mismos. 
(ADICIONADO, D.O.F. 14 DE MARZO DE 2019) 
Será procedente sobre bienes de carácter patrimonial cuya legítima procedencia no pueda acreditarse y se encuentren relacionados con las 
investigaciones derivadas de hechos de corrupción, encubrimiento, delitos cometidos por servidores públicos, delincuencia organizada, robo 
de vehículos, recursos de procedencia ilícita, delitos contra la salud, secuestro, extorsión, trata de personas y delitos en materia de 
hidrocarburos, petrolíferos y petroquímicos. 
(ADICIONADO, D.O.F. 14 DE MARZO DE 2019) 
A toda persona que se considere afectada, se le deberá garantizar el acceso a los medios de defensa adecuados para demostrar la 
procedencia legítima del bien sujeto al procedimiento”. 
3 “Artículo 73. El congreso tiene facultad: (…) 
XXX. Para expedir la legislación única en materia procesal civil y familiar, así como sobre extinción de dominio en los términos del artículo 22 
de esta Constitución, y (…)” 
4 “Primero. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 
Segundo. El Congreso de la Unión, en un plazo de 180 días posteriores al inicio de vigencia de este Decreto expedirá la legislación nacional 
única en materia de extinción de dominio. 
Tercero. La Ley Federal de Extinción de Dominio, Reglamentaria del artículo 22 de la Constitución Política (sic) los Estados Unidos 
Mexicanos, así como la legislación respectiva del ámbito local, seguirán en vigor hasta en tanto el Congreso de la Unión expida la legislación 
nacional única en materia de extinción de dominio que ordena el presente Decreto. 
Cuarto. Los procesos en materia de extinción de dominio iniciados con fundamento en la legislación federal y local referida en el artículo 
transitorio anterior, así como las sentencias dictadas con base en las mismas, no se verán afectados por la entrada en vigor del presente 
Decreto, y deberán concluirse y ejecutarse conforme al orden constitucional y legal vigente al momento de su inicio.” 
5 “Primero. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 
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abrogaron la Ley Federal de Extinción de Dominio, así como las leyes de extinción de dominio estatales y se 
derogaron todas las disposiciones legales, reglamentarias y administrativas que se opusieran a lo dispuesto 
en ese Decreto; por lo que se estableció un plazo no mayor de ciento ochenta días a partir de la entrada en 
vigor del Decreto (que feneció el catorce de enero de dos mil veinte) para que las legislaturas locales 
armonizaran su legislación. 

Además, se indicó que los procesos de extinción de dominio iniciados con las leyes de la materia entonces 
vigentes tendrían que concluirse y ejecutarse conforme a las mismas, así como que las sentencias dictadas 
con base en éstas surtirían todos sus efectos jurídicos, mientras que las investigaciones en preparación de la 
acción de extinción de dominio debían continuarse con la nueva Ley Nacional de Extinción de Dominio. 

Derivado de lo anterior, se pone de manifiesto que, si bien es verdad que las normas impugnadas se 
emitieron –el diecisiete de noviembre de dos mil diecisiete– en un momento en que el marco constitucional, 
legal y jurisprudencial, facultaba a los Estados para legislar en materia de extinción de dominio, no es menos 
cierto que esa facultad quedó superada a partir del quince de marzo de dos mil diecinueve, en que entró en 
vigor la reforma a los artículos 22 y 73, fracción XXX, de la Constitución Federal. 

Misma circunstancia por la que la Primera Sala de la Suprema Corte, al resolver la acción de 
inconstitucionalidad 49/2018,6 en sesión de veintiuno de noviembre de dos mil diecinueve;7 que se presentó 
bajo la ponencia de la Ministra Piña Hernández;8 así como la acción de inconstitucionalidad 14/2018,9 fallada 
en sesión de seis de febrero de dos mil veinte,10 que se presentó bajo mi ponencia; decretó el sobreseimiento 
de las respectivas acciones, en términos de la fracción II, del artículo 20 de la Ley Reglamentaria de las 
Fracciones I y II del Artículo 105 de la constitucional,11 al tener por acreditada la causal de improcedencia 
prevista en el artículo 19, fracción V, del mismo ordenamiento legal;12 es decir, por estimar que las 
correspondientes normas impugnadas dejaron de surtir efectos, al haber sido derogadas por la entrada en 
vigor de la Ley Nacional de Extinción de Dominio, el diez de agosto de dos mil diecinueve.13 

 
Segundo. A partir de la entrada en vigor del presente Decreto, se abroga la Ley Federal de Extinción de Dominio, Reglamentaria del artículo 
22 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como las leyes de extinción de dominio de las Entidades Federativas, y 
se derogan todas las disposiciones legales, reglamentarias y administrativas, que se opongan a lo dispuesto en el presente Decreto. 
Tercero. En un plazo que no excederá de ciento ochenta días contados a partir de la entrada en vigor del presente Decreto, las Legislaturas 
de las Entidades Federativas deberán armonizar su legislación respectiva con el presente Decreto. 
Cuarto. Los procesos en materia de extinción de dominio iniciados con fundamento en la Ley Federal de Extinción de Dominio, Reglamentaria 
del artículo 22 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en la legislación de las Entidades Federativas, deberán 
concluirse y ejecutarse conforme a la legislación vigente al momento de su inicio; las sentencias dictadas con base en los ordenamientos que 
dejarán de tener vigencia a la entrada del presente Decreto surtirán todos sus efectos jurídicos. Las investigaciones en preparación de la 
acción de extinción de dominio deberán continuarse con la presente Ley.” 
6 Promovida por el Subprocurador Jurídico y de Asuntos Internacionales de la Procuraduría General de la República, en contra el artículo 19 
Ter, fracción XXII, de la Ley Orgánica de la Institución del Ministerio Público del Estado de Tlaxcala, adicionado por decreto número 131, 
publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de Tlaxcala, el doce de abril de dos mil dieciocho, Tomo XCVII, Segunda Época, No. 
1 Extraordinario. 
7 Por mayoría de 3 votos de la Ministra Ponente, el Ministro Juan Luis González Alcántara Carrancá y Usted; en contra del voto del Ministro 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, y estando ausente el Ministro Luis María Aguilar Morales. 
8 Por mayoría de 3 votos de la Ministra Ponente, el Ministro Juan Luis González Alcántara Carrancá y Usted; en contra del voto del Ministro 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, y estando ausente el Ministro Luis María Aguilar Morales. 
9 Promovida por el Subprocurador Jurídico y de Asuntos Internacionales de la Procuraduría General de la República, en contra Artículo 35-
Ter, fracción XXIII, de la Ley Orgánica de la Fiscalía General del Estado de Veracruz, contenido en el Decreto 376, publicado en el periódico 
oficial de la entidad el veintiuno de diciembre de dos mil diecisiete. 
10 Por mayoría de cuatro votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández y Ana Margarita Ríos Farjat, así como del Ministro Juan Luis 
González Alcántara Carrancá y Usted; en contra del voto del Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
11 “Artículo 20. El sobreseimiento procederá en los casos siguientes: (…) 
II. Cuando durante el juicio apareciere o sobreviniere alguna de las causas de improcedencia a que se refiere el artículo anterior; (…)”.  
12 “Artículo 19. Las controversias constitucionales son improcedentes: (…) 
V. Cuando hayan cesado los efectos de la norma general o acto materia de la controversia; (…)”. 
13 A. Acción de Inconstitucionalidad 49/2018: 
“…la razón por la cual se afirma que la norma impugnada quedó derogada, obedece a que de acuerdo con el régimen transitorio de la Ley 
Nacional de Extinción de Dominio, a partir de su entrada en vigor –diez de agosto de dos mil diecinueve- quedaron derogadas todas las 
disposiciones legales, reglamentarias y administrativas que se opusieran a lo dispuesto en dicha ley.  
Ciertamente, la Ley Nacional de Extinción de dominio en sus artículos 1, fracción I, 2, fracciones VII, VIII, IX y XVI, 8, párrafo segundo, 240 y 
241, fracción I, establecen:  
‘Artículo 1. La presente Ley Nacional es reglamentaria del artículo 22 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en 
materia de extinción de dominio, acorde con la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional, la 
Convención de las Naciones Unidas Contra la Corrupción, la Convención de las Naciones Unidas contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y 
Sustancias Sicotrópicas y demás instrumentos internacionales que regulan el decomiso, en su vertiente civil que es la materia de esta Ley, 
vinculatorios para el Estado Mexicano. Sus disposiciones son de orden público e interés social y tiene por objeto regular: 
I. La extinción de dominio de Bienes a favor del Estado por conducto del Gobierno Federal y de las Entidades Federativas, según 
corresponda, en los términos de la presente Ley; (…)’ 
‘Artículo 2. Para efectos de esta Ley se entenderá por: (…) 
VII. Entidades Federativas: Las partes integrantes de la Federación a que se refiere el artículo 43 de la Constitución; 
VIII. Fiscal: La persona titular de la Fiscalía General de la República o de la Procuraduría General de Justicia o Fiscalía General de Justicia de 
las Entidades Federativas que correspondan; 
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IX. Fiscalía: La Fiscalía General de la República o, según sea el caso, la Procuraduría General de Justicia o la Fiscalía General de Justicia de 
las Entidades Federativas respectivas; 
XVI. Ministerio Público: El Ministerio Público de la Federación o el Ministerio Público de las Entidades Federativas; (…)’ 
‘Artículo 8. (…) 
El ejercicio de la acción de extinción de dominio corresponde al Ministerio Público. (…)’ 
‘Artículo 240. Las fiscalías contarán con unidades especializadas en materia de extinción de dominio, con el objeto de lograr una mayor 
eficiencia en los procedimientos de extinción de dominio de los Bienes destinados a estos. 
Dichas unidades contarán con agentes del Ministerio Público que investigaran, ejercitarán la acción de extinción de dominio e intervendrán en 
el procedimiento, en los términos de esta Ley, los demás ordenamientos legales aplicables y los acuerdos que emita la persona titular de la 
Fiscalía.’ 
‘Artículo 241. Las unidades especializadas tendrán por lo menos las siguientes atribuciones: 
I. Ejercer las facultades y obligaciones referidas en esta Ley para el Ministerio Público; (…)’. 
De la lectura de los preceptos aludidos, se aprecia que el ejercicio de la acción de extinción de dominio corresponde a los agentes del 
Ministerio Público adscritos a las unidades especializadas en materia de extinción de dominio de la Fiscalía General de la República o, según 
sea el caso, de la Procuraduría General de Justicia o de la Fiscalía General de Justicia de las Entidades Federativas.  
De manera que resulta claro que la norma impugnada se opone a la Ley Nacional de Extinción de Dominio en el aspecto apuntado, pues la 
primera, dota a la Fiscalía Especializada en Combate a la Corrupción, dependiente de la Procuraduría General de Justicia de esa Entidad 
Federativa, de la atribución de promover la extinción de dominio de bienes con las características ahí descritas; en tanto que la última, 
establece que corresponde el ejercicio de la acción de extinción de dominio a los agentes del Ministerio Público adscritos a las unidades 
especializadas en materia de extinción de dominio de la Procuraduría General de Justicia o la Fiscalía General de Justicia de las Entidades 
Federativas. 
Por lo tanto, como se adelantó, resulta que la porción normativa impugnada en esta instancia ha dejado de surtir efectos jurídicos, pues se 
actualiza la hipótesis que establece el artículo segundo transitorio de la Ley Nacional de Extinción de Dominio, consistente en que a partir de 
su entrada en vigor, esto es, el diez de agosto de dos mil diecinueve, quedaron derogadas todas las disposiciones legales, reglamentarias y 
administrativas, que se opongan a la misma.  
En consecuencia, al existir un acto legislativo por el que se derogó la norma impugnada por el accionante, esta Primera Sala considera que 
se actualiza la causa de improcedencia prevista en la fracción V del artículo 19, en relación con el diverso 65 de la Ley Reglamentaria de la 
materia; por lo que en términos del numeral 20, fracción II, de la ley aludida, procede el sobreseimiento de la presente acción de 
inconstitucionalidad.  
Lo anterior, además, porque la norma reclamada no tiene efectos retroactivos, ya que se refiere al procedimiento de extinción de dominio, el 
cual de conformidad con el artículo 22, párrafo tercero, constitucional, es de naturaleza civil y autónomo del penal, aunado a que, incluso, 
antes de que dicho precepto constitucional estableciera tal circunstancia, este Alto Tribunal determinó, como se precisó en el apartado 
respectivo, que si bien la extinción de dominio comparte una misma génesis con la materia penal, lo cierto es que se trata de un 
procedimiento diverso e independiente, que no se rige por las normas penales, ni puede ser catalogado como parte de la materia penal...”. 
B. Acción de Inconstitucionalidad 14/2018: 
‘…la razón por la cual se afirma que la norma impugnada quedó derogada, obedece a que de acuerdo con el régimen transitorio de la Ley 
Nacional de Extinción de Dominio, a partir de su entrada en vigor -diez de agosto de dos mil diecinueve- quedaron derogadas todas las 
disposiciones legales, reglamentarias y administrativas que se opusieran a lo dispuesto en dicha ley.  
La Ley Nacional de Extinción de dominio en sus artículos 1, fracción I, 2, fracciones VII, VIII, IX y XVI, 7°, 8°, párrafo segundo, 240 y 241, 
fracción I, establecen: 
‘Artículo 1. La presente Ley Nacional es reglamentaria del artículo 22 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en 
materia de extinción de dominio, acorde con la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional, la 
Convención de las Naciones Unidas Contra la Corrupción, la Convención de las Naciones Unidas contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y 
Sustancias Sicotrópicas y demás instrumentos internacionales que regulan el decomiso, en su vertiente civil que es la materia de esta Ley, 
vinculatorios para el Estado Mexicano. Sus disposiciones son de orden público e interés social y tiene por objeto regular: 
I. La extinción de dominio de Bienes a favor del Estado por conducto del Gobierno Federal y de las Entidades Federativas, según 
corresponda, en los términos de la presente Ley; (…)’ 
‘Artículo 2. Para efectos de esta Ley se entenderá por: (…) 
VII. Entidades Federativas: Las partes integrantes de la Federación a que se refiere el artículo 43 de la Constitución; 
VIII. Fiscal: La persona titular de la Fiscalía General de la República o de la Procuraduría General de Justicia o Fiscalía General de Justicia de 
las Entidades Federativas que correspondan; 
IX. Fiscalía: La Fiscalía General de la República o, según sea el caso, la Procuraduría General de Justicia o la Fiscalía General de Justicia de 
las Entidades Federativas respectivas; 
XVI. Ministerio Público: El Ministerio Público de la Federación o el Ministerio Público de las Entidades Federativas; (…)’ 
‘Artículo 7. La acción de extinción de dominio procederá sobre aquellos Bienes de carácter patrimonial cuya Legítima Procedencia no pueda 
acreditarse, en particular, Bienes que sean instrumento, objeto o producto de los hechos ilícitos, sin perjuicio del lugar de su realización, tales 
como: 
I. Bienes que provengan de la transformación o conversión, parcial o total, física o jurídica del producto, instrumentos u objeto material de 
hechos ilícitos a que se refiere el párrafo cuarto del artículo 22 de la Constitución; 
II. Bienes de procedencia lícita utilizados para ocultar otros Bienes de origen ilícito, o mezclados material o jurídicamente con Bienes de ilícita 
procedencia; 
III. Bienes respecto de los cuales el titular del bien no acredite la procedencia lícita de éstos; 
IV. Bienes de origen lícito cuyo valor sea equivalente a cualquiera de los Bienes descritos en las fracciones anteriores, cuando no sea posible 
su localización, identificación, incautación, aseguramiento o aprehensión material; 
V. Bienes utilizados para la comisión de hechos ilícitos por un tercero, si su dueño tuvo conocimiento de ello y no lo notificó a la autoridad por 
cualquier medio o tampoco hizo algo para impedirlo, y 
VI. Bienes que constituyan ingresos, rentas, productos, rendimientos, frutos, accesorios, ganancias y otros beneficios derivados de los Bienes 
a que se refieren las fracciones anteriores. 
Los derechos de posesión sobre Bienes que correspondan al régimen de propiedad ejidal o comunal, podrán ser objeto de extinción de 
dominio.’ 
‘Artículo 8. (…) 
El ejercicio de la acción de extinción de dominio corresponde al Ministerio Público. (…)’ 
‘Artículo 240. Las fiscalías contarán con unidades especializadas en materia de extinción de dominio, con el objeto de lograr una mayor 
eficiencia en los procedimientos de extinción de dominio de los Bienes destinados a estos. 
Dichas unidades contarán con agentes del Ministerio Público que investigaran, ejercitarán la acción de extinción de dominio e intervendrán en 
el procedimiento, en los términos de esta Ley, los demás ordenamientos legales aplicables y los acuerdos que emita la persona titular de la 
Fiscalía.’ 
‘Artículo 241. Las unidades especializadas tendrán por lo menos las siguientes atribuciones: 
I. Ejercer las facultades y obligaciones referidas en esta Ley para el Ministerio Público;  
II. Generar, recabar, analizar y consolidar información fiscal, patrimonial y financiera relacionada con hechos que pudieran estar vinculados 
con la comisión de algún delito; (…)’ 
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En ese orden de ideas, y en congruencia con la postura que sostuve en dichos precedentes, considero 
que lo procedente en derecho era declarar el sobreseimiento de las acciones de inconstitucionalidad 
acumuladas, en los términos expuestos en los párrafos anteriores. 

No obstante, en razón de que me veo obligado por la mayoría a votar a favor de la procedencia de las 
acciones de inconstitucionalidad acumuladas, es que formulo el presente voto aclaratorio, a efecto de fijar mi 
postura al respecto. 

B. En otro orden de ideas, en el apartado de la ejecutoria identificado como “CUESTIÓN PREVIA”, se 
destaca lo siguiente: 

I. En la acción de inconstitucionalidad 18/2010, el Pleno de la Suprema Corte reconoció que el Distrito 
Federal, hoy Ciudad de México, tenía competencia para legislar en torno a la figura de la extinción de dominio, 
prevista en el artículo 22 constitucional. 

II. En decreto que se publicó en el Diario Oficial de la Federación, de catorce de marzo de dos mil 
diecinueve, se reformó la fracción XXX, del artículo 73 de la Constitución Federal, a efecto de dotar al 
Congreso de la Unión de competencia exclusiva para expedir la legislación única sobre la materia de extinción 
de domino para fortalecer esa figura jurídica y que se garantizaran los principios de claridad y certeza a favor 
de quienes estuvieran sujetos a proceso de esa naturaleza. 

III. En el Diario Oficial de la Federación, de nueve de agosto de dos mil diecinueve, se publicó la Ley 
Nacional de Extinción de Dominio, en cuyo régimen transitorio se determinó, en lo conducente, que entraría 
en vigor el mismo día de su publicación, por lo que debían abrogarse las leyes federal y estatales que hasta 
entonces regían la materia; sin embargo, seguirían aplicándose en los procesos iniciados durante su vigencia. 

IV. No obstante que la competencia constitucional para legislar en materia de extinción de dominio 
corresponde al Congreso de la Unión, la Ley de Extinción de Dominio para la Ciudad de México se expidió 
con anterioridad a la entrada en vigor del ordenamiento nacional, por lo que seguía en vigor hasta que se 
concluyeran y ejecutaran los asuntos iniciados durante su vigencia. Por tanto, era factible analizar la 
regularidad constitucional de los preceptos cuestionados. 

Al respecto, en relación con la citada acción de inconstitucionalidad 18/2010, que sirvió de base para dar 
sustento a las consideraciones anteriores, no compartí el criterio mayoritario que sostuvo el Tribunal Pleno de 
la Suprema Corte,14 en el sentido de que la Asamblea Legislativa del Distrito Federal contaba con 
competencia para legislar en materia de extinción de dominio; e, incluso, formulé voto aclaratorio para 
justificar las razones de mi disenso.15 

 
De la lectura de los preceptos aludidos, se aprecia que el ejercicio de la acción de extinción de dominio corresponde a los agentes del 
Ministerio Público adscritos a las unidades especializadas en materia de extinción de dominio de la Fiscalía General de la República o, según 
sea el caso, de la Procuraduría General de Justicia o de la Fiscalía General de Justicia de las Entidades Federativas.  
Asimismo, se enuncia que la acción de extinción de dominio procederá sobre aquellos bienes de carácter patrimonial cuya legítima 
procedencia no pueda acreditarse, en particular, bienes que sean instrumento, objeto o producto de los hechos ilícitos, sin perjuicio del lugar 
de su realización; tales como, los que provengan de la transformación o conversión, parcial o total, física o jurídica del producto, instrumentos 
u objeto material de hechos ilícitos a que se refiere el párrafo cuarto del artículo 22 de la Constitución; de procedencia lícita utilizados para 
ocultar otros Bienes de origen ilícito, o mezclados material o jurídicamente con Bienes de ilícita procedencia; bienes respecto de los cuales el 
titular del bien no acredite la procedencia lícita de éstos; los de origen lícito cuando no sea posible su localización, identificación, incautación, 
aseguramiento o aprehensión material; así como los utilizados para la comisión de hechos ilícitos por un tercero, si su dueño tuvo 
conocimiento de ello y no lo notificó a la autoridad por cualquier medio o tampoco hizo algo para impedirlo, y los que constituyan ingresos, 
rentas, productos, rendimientos, frutos, accesorios, ganancias y otros beneficios derivados de los Bienes a que se refieren las fracciones 
anteriores. 
De manera que resulta claro que la norma impugnada se opone a la Ley Nacional de Extinción de Dominio en el aspecto apuntado, pues la 
primera dota a la Fiscalía Especializada en Combate a la Corrupción, dependiente de la Procuraduría General de Justicia de esa Entidad 
Federativa, la atribución de promover la extinción de dominio de bienes con las características ahí descritas; en tanto que la última, establece 
que corresponde el ejercicio de la acción de extinción de dominio a los agentes del Ministerio Público adscritos a las unidades especializadas 
en materia de extinción de dominio de la Procuraduría General de Justicia o la Fiscalía General de Justicia de las Entidades Federativas. 
Aunado a que el precepto impugnado, artículo 35 Ter, fracción XIII, de la Ley Orgánica de la Fiscalía General del Estado de Veracruz, no 
prevé todos los bienes respecto de los cuales procede la extinción de dominio, pues señala que solo procede en contra de los bienes de 
sentenciados o imputados. 
Por lo tanto, como se adelantó, resulta que la porción normativa impugnada en esta instancia ha dejado de surtir efectos jurídicos, pues se 
actualiza la hipótesis que establece el artículo segundo transitorio de la Ley Nacional de Extinción de Dominio, consistente en que a partir de 
su entrada en vigor, esto es, el diez de agosto de dos mil diecinueve, quedaron derogadas todas las disposiciones legales, reglamentarias y 
administrativas, que se opongan a la misma.  
En consecuencia, al existir un acto legislativo por el que se derogó la norma impugnada por el accionante, esta Primera Sala considera que 
se actualiza la causa de improcedencia prevista en la fracción V del artículo 19, en relación con el diverso 65 de la Ley Reglamentaria de la 
materia; por lo que en términos del numeral 20, fracción II, de la ley aludida, procede el sobreseimiento de la presente acción de 
inconstitucionalidad.  
Lo anterior, además, porque la norma reclamada no tiene efectos retroactivos, ya que se refiere al procedimiento de extinción de dominio, el 
cual, de conformidad con el artículo 22, párrafo tercero, constitucional, es de naturaleza civil y autónomo del penal, aunado a que -incluso- 
antes de que dicho precepto constitucional estableciera tal circunstancia, este Alto Tribunal determinó, como se precisó en el apartado 
respectivo, que si bien la extinción de dominio comparte una misma génesis con la materia penal, lo cierto es que se trata de un 
procedimiento diverso e independiente que no se rige por las normas penales, ni puede ser catalogado como parte de la materia penal.   
Similares consideraciones sostuvo esta Primera Sala al resolver la acción de inconstitucionalidad 49/2018…”. 
14 “Respecto del punto resolutivo segundo: 
“Se determinó que la Asamblea Legislativa del Distrito Federal tiene competencia para legislar en materia de extinción de dominio, por 
mayoría de siete votos de los señores Ministros Cossío Díaz, con precisiones en cuanto a la necesidad de analizar las particularidades de 
cada delito, Luna Ramos, Franco González Salas, con precisiones en cuanto a la necesidad de analizar los casos particulares, Zaldívar Lelo 
de Larrea, Aguilar Morales, Sánchez Cordero de García Villegas y Pérez Dayán. Los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, Pardo 
Rebolledo y Presidente Silva Meza votaron en contra. El señor Ministro Gutiérrez Ortiz Mena anunció voto particular. 
El señor Ministro Sergio A. Valls Hernández no asistió a la sesión de once de febrero de dos mil catorce previo aviso a la Presidencia”. 
15 En la sesión ordinaria celebrada el día dieciocho de febrero de dos mil catorce, el Pleno de este Alto Tribunal resolvió el asunto de 
referencia, declarando la validez de los artículos 25, último párrafo, 26 y 34, fracción I, de la Ley de Extinción de Dominio para el Distrito 
Federal.  
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Como una cuestión previa al análisis de fondo del asunto, el Tribunal Pleno resolvió que era necesario determinar si la Asamblea Legislativa 
del Distrito Federal tiene competencia para legislar en relación con la figura de extinción de dominio prevista en el artículo 22 de la 
Constitución Federal.  
En la votación correspondiente, siete ministros votaron a favor de la competencia de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal para legislar 
en materia de extinción de dominio, respecto de lo cual yo manifesté mi voto en contra.  
El presente voto aclaratorio lo dividiré en dos partes. En la primera, expondré las razones de mi disenso en torno a la competencia de la 
Asamblea Legislativa del Distrito Federal para legislar en materia de extinción de dominio. En la segunda parte, me apartaré de algunas de 
las consideraciones del estudio de fondo de la resolución que nos ocupa. 
I. Incompetencia de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal para legislar en materia de extinción de dominio.  
En mi opinión, la procedencia de la extinción de dominio requiere que el hecho ilícito del que el bien objeto de la acción, fue instrumento, 
objeto o producto, esté vinculado con la delincuencia organizada, atendiendo a la teleología de dicha institución, conforme lo que a 
continuación expongo: 
De la lectura de los procesos legislativos de reforma al artículo veintidós constitucional, que introdujeron la extinción de dominio, mediante 
decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el dieciocho de junio de dos mil ocho, se desprende que el Constituyente Permanente 
implementó un paquete de reformas constitucionales dirigidas a combatir cierto fenómeno de delincuencia, al que denominó indistintamente, 
como “crimen organizado”, “organizaciones delictivas”, y “delincuencia organizada”, y señaló que este fenómeno delincuencial ha rebasado la 
capacidad de respuesta de las autoridades, y ha alcanzado un alto grado de sofisticación, capacidad de operación, organización y 
equipamiento, haciendo más complejo su combate, y creando un alto impacto social por los delitos que comete y por su condición de 
amenaza en contra del Estado. 
Asimismo, se manifestó en cuanto a que los procesos penales vigentes no son eficaces para afectar a la delincuencia organizada en su 
patrimonio. Lo cual es indispensable para debilitar su estructura, aumentar sus costos, reducir sus ganancias, dificultar su operación, y 
afectarlo de manera frontal. 
Señaló que, por regla general, los bienes que las bandas criminales utilizan para la comisión de los delitos no están a nombre de los 
procesados, y aun cuando sea evidente que se utilizan como instrumento para el delito o que son producto de las operaciones delictivas, 
debido a esa falta de relación directa con los procesados, el Estado no puede allegarse de ellos.  
Por lo anterior, se consideró necesario introducir la “extinción de dominio”, como una figura jurídica novedosa, menos complicada en su 
aplicación, la cual no tuviera por objeto sancionar al responsable, sino que estuviera dirigida al apoderamiento de los bienes que las bandas 
criminales utilizan en la comisión de los delitos, para combatir de manera eficaz a la delincuencia organizada. 
En conclusión, la regulación de la figura de extinción de dominio tuvo por objeto adecuar las estructuras constitucionales y legales para 
combatir en forma eficaz al fenómeno delincuencial que se denominó como “delincuencia organizada”, al considerar que las figuras que 
existían con anterioridad eran insuficientes, como es el caso del aseguramiento, para el cual era necesario esperar la declaratoria de 
responsabilidad penal de los inculpados. 
El diseño de la estrategia para el combate del crimen organizado, es un eslabón en una cadena que el constituyente ha seguido tejiendo.  
En las reformas constitucionales de dos mil ocho, se partió entre otras cosas, de la necesidad de unificar la legislación respectiva, para que el 
Estado sea más eficaz en la definición de las conductas delictivas y en el diseño de herramientas para su combate.   
Al aprobar las reformas correspondientes, el Constituyente Permanente fue claro al establecer que se requería uniformidad en la legislación, 
así como en las estrategias y procedimientos a seguir, para lograr un combate eficaz a los delitos de que se trata. 
Con base en lo anterior, estimo necesario distinguir entre los conceptos “delincuencia organizada” lato sensu y strictu sensu. Bajo el primer 
aspecto (delincuencia organizada en sentido amplio), me refiero a la existencia de un fenómeno político criminógeno de carácter 
transnacional, el cual, al atacar no sólo a la sociedad, sino a la estructura misma del Estado, se ha hecho merecedor de un tratamiento 
especial e integral, conformado por los rubros de prevención, investigación, procesamiento y ejecución, así como el diseño de mecanismos y 
estrategias de política criminal encaminados hacia su erradicación. Muestra de ello, es la creación de la propia Ley Federal contra la 
Delincuencia Organizada, como una suerte de cuerpo normativo pluricomprensivo. Así, esta perspectiva amplia (lato sensu) del concepto 
delincuencia organizada, conforma propiamente una “materia” de regulación estatal con respecto a un fenómeno delincuencial de gran 
trascendencia.  
Frente a dicha postura, debe decirse que se erige igualmente una diversa postura restringida o limitada (strictu sensu) de la delincuencia 
organizada, la cual, hace referencia específica a su naturaleza de “tipo penal”, esto es, a su configuración dogmática como una conducta 
típica, antijurídica, culpable y punible, prevista en el artículo 16 constitucional, párrafo noveno y en la propia ley federal especial de la materia, 
en donde se define normativamente de la siguiente manera: 
“…Por delincuencia organizada se entiende una organización de hecho de tres o más personas, para cometer delitos en forma permanente o 
reiterada, en los términos de la ley de la materia…”. 
Dicho en otras palabras, considero que debemos partir de una diferenciación de la DELINCUENCIA ORGANIZADA como fenómeno 
criminógeno en nuestro país, frente al diverso concepto normativo de tipificación de conductas y modalidades penalmente sancionables. 
Partiendo de este sutil, pero importante punto de diferenciación, queda claro que las menciones hechas en los procesos legislativos de la 
figura de la “extinción de dominio”, NO deben estimarse limitadas a las conductas previstas en una ley penal formal y materialmente 
hablando, sino que lato sensu hacen referencia al diseño e implementación del régimen político criminal especial tendente al combate de 
dicho fenómeno delincuencial, partiendo desde la prevención del mismo, hasta la ejecución de las penas impuestas por la comisión de este 
particular género delictivo.  
Nuestra propia Constitución Federal reformada el dieciocho de junio de dos mil ocho, vigente para aquellas entidades que hubieren hecho la 
“Declaratoria” de aprobación e incorporación del régimen procesal de corte acusatorio y oral, está llena de ejemplos en torno a esta 
diferenciación del concepto de delincuencia organizada (lato y strictu sensu o bien, como “materia o tratamiento especial” y como figura 
dogmática jurídico penal). Tal es el caso de las figuras de imprescriptibilidad del Ius Puniendi en esa materia -investigación del delito-; la 
constitucionalización de los testigos protegidos y colaboradores -procesamiento del delito- o bien, la imposibilidad de purgar las penas 
impuestas cerca del domicilio de los sentenciados (ejecución de penas).  
En ese tenor, debe concluirse que el término “DELINCUENCIA ORGANIZADA” es pluriconceptual, puesto que, por una parte, se refiere al 
tipo penal establecido en la ley federal citada, y por otra parte, se refiere a la materia que tiene por objeto combatir al fenómeno delincuencial 
a que se ha referido el constituyente. 
Por consiguiente, si se toma en cuenta que la reforma constitucional que introdujo a la figura de la “extinción de dominio” formó parte de un 
paquete que –además de introducir el sistema penal acusatorio- incorporó un régimen especial para la regulación y tratamiento del fenómeno 
delictivo que el Constituyente Permanente denominó “delincuencia organizada”, debe considerarse precisamente, que la delincuencia 
organizada se configura como una materia específica, que engloba a la extinción de dominio. Dicho en otras palabras, si el fenómeno 
criminológico de la “delincuencia organizada” se erige como un género/continente con respecto del cual, el legislador constituyente pretendió 
implementar una serie de medidas o estrategias para su combate eficiente e integral, la figura de la EXTINCIÓN DE DOMINIO in examine, 
necesariamente es una especie/contenido de dicho fenómeno criminológico. 
De esta forma, respetuosamente me aparto de algunas afirmaciones realizadas por el Tribunal Pleno, las cuales, para efectos de determinar 
si la Asamblea Legislativa del Distrito Federal es o no competente para legislar en materia de extinción de dominio, parten de un análisis 
dogmático o tipológico de los delitos taxativamente contenidos en el propio artículo 22 constitucional (delincuencia organizada, contra la 
salud, secuestro, robo de vehículos o trata de personas), afirmando que con exclusión de la “delincuencia organizada” reitero, vista como una 
simple descripción típica federalizada, dicho órgano legislativo local –o el de cualquier otra entidad- si estaría facultado para legislar en 
materia de extinción de dominio.  
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Afirmación que respetuosamente NO comparto, pues esa visión reduccionista es contraria al espíritu del legislador constituyente no solo al 
incorporar al orden jurídico a la extinción de dominio, sino contraria a la teleología misma de la reforma constitucional del dieciocho de junio 
de dos mil ocho, en la cual, reitero, se pretendió implementar todo un sistema especial de tratamiento para dicho fenómeno criminológico, 
destacando entre esas medidas, la extinción de dominio. De ahí que bajo la división del concepto “delincuencia organizada” a que he hecho 
referencia, en su aspecto amplio o lato sensu, estimo que aparejada a la creación, implementación y operatividad de la extinción de dominio, 
necesariamente se encuentra aparejado el combate frontal y directo a la estructura económica de estas bandas criminales, con total y 
absoluta independencia de la específica tipología que se quiera adoptar (delincuencia organizada, contra la salud, secuestro, robo de 
vehículos o trata de personas), esto, al tratarse de un verdadero OBJETIVO CONSTITUCIONAL ESPECÍFICO y no así de una mera 
incorporación al texto constitucional de una definición dogmática, la cual, requiere para su consecución de varias herramientas legislativas 
integradas, cuya emisión encomendó el constituyente en forma expresa al Congreso de la Unión.  
El Pleno de este Alto Tribunal ya se ha pronunciado en cuanto a que la Constitución Federal atribuye en forma exclusiva a la Federación la 
potestad para legislar en materia de delincuencia organizada, a partir de la reforma a la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos publicada en el Diario Oficial de la Federación el dieciocho de junio de dos mil ocho, según se advierte del criterio de rubro: 
“DELINCUENCIA ORGANIZADA. EL CONGRESO DE LA UNIÓN Y LOS CONGRESOS LOCALES CONTABAN CON FACULTADES 
CONCURRENTES PARA LEGISLAR EN ESTA MATERIA (CON ANTERIORIDAD A LA REFORMA CONSTITUCIONAL DE 18 DE JUNIO 

DE 2008).15 
Por otra parte, la regla de competencia aplicable al Distrito Federal, que conforme lo dispuesto en el artículo 43 de nuestra Carta Magna, es 
una entidad federativa, parte integrante del Estado Federal Mexicano, pero se distingue por ser la sede de los Poderes de la Unión y Capital 
de los Estados Unidos Mexicanos, es que corresponde al Congreso de la Unión legislar en lo relativo al Distrito Federal, salvo en aquellas 
materias conferidas a la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, por delegación expresa; es decir, el cuerpo legislativo a nivel local 
correspondiente al Distrito Federal, sólo está facultado para legislar en aquellas materias que le han sido delegadas expresamente. 
Pues bien, el artículo 122 constitucional, apartado “C”, Base Primera, fracción V, enumera las facultades que han sido delegadas a la 
Asamblea Legislativa del Distrito Federal, dentro de las cuales se puede observar que sólo la referida en el inciso h) puede tener cierta 
vinculación con la figura de extinción de dominio, al establecer que dicha Asamblea puede legislar en las materias civil y penal. 
Sin embargo, si la delincuencia organizada es una materia especializada, no puede encuadrarse en el ramo del derecho penal ni en el del 
derecho civil. 
En efecto, la extinción de dominio es una figura jurídica híbrida, que conjuga elementos del derecho penal, del derecho civil y del derecho 
administrativo. 
Al respecto, conviene resaltar que el propio artículo 22 Constitucional que la regula, establece claramente que es un proceso jurisdiccional y 
“autónomo del de materia penal”, por lo cual no es dable pretender catalogarla como una figura de derecho penal.  
Además, la finalidad de la extinción de dominio es distinta a la de los procesos penales. Éstos tienen por objeto sancionar al responsable en 
la comisión de un delito, mediante diversos tipos de penas, la principal, la pena privativa de libertad; mientras que la extinción de dominio no 
está interesada en determinar quién es el responsable en la comisión de los delitos, sino en privar a la delincuencia organizada (como 
fenómeno social delincuencial) de sus bienes, y aplicarlos en favor del Estado. 
Por otra parte, si bien es cierto que la autonomía del proceso penal que le otorgó la Constitución a la acción de extinción de dominio, ha 
acercado su procedimiento a las reglas del proceso civil, no por ello puede afirmarse que se trata de una acción civil. 
La acción de extinción de dominio está necesariamente vinculada con la comisión de cinco tipos penales: delincuencia organizada, delitos 
contra la salud, secuestro, robo de vehículos y trata de personas.  
Esto es, su origen está intrínsecamente vinculado con el derecho penal, y su naturaleza sancionadora no es propia del derecho civil, que 
como base del derecho privado, tiene por objeto regular intereses particulares.  
En efecto, la acción de extinción de dominio sólo la puede ejercer el Estado, no es accesible a los particulares. Su objeto tampoco persigue 
intereses particulares, sino que por el contrario, persigue intereses de orden público.  
El ejercicio de la acción de extinción de dominio, no se puede equiparar al ejercicio de una acción civil, en la que sólo estén involucrados 
intereses particulares, porque al ejercerla, el Estado no pretende hacer valer un derecho patrimonial propio, sino que ejerce una función 
pública, de naturaleza confiscatoria. Su pretensión consiste en extinguir el derecho de propiedad del titular afectado, para apropiarse de la 
titularidad del bien objeto de la acción, para cumplir con una finalidad de orden público: debilitar a la delincuencia organizada en sus recursos 
económicos, y en caso de que el titular del bien haya sido un tercero con conocimiento del uso que la delincuencia organizada le estaba 
dando, sancionarlo por su negligencia en el cuidado de sus bienes, así como, destinar el bien a usos de utilidad pública.  
En este sentido, el hecho de que el procedimiento pueda seguirse conforme a las reglas de los procedimientos civiles, no significa que la 
extinción de dominio sea de naturaleza civil. 
Por último, el derecho administrativo tiene por objeto esencial regular las relaciones entre el Estado, como entidad soberana, y los 
particulares. Por ello, es en el marco del derecho administrativo que el Estado puede expropiar con fines de utilidad pública, y puede 
sancionar a los particulares cuando incurran en el incumplimiento de sus deberes, ya sea mediante la imposición de multas, la clausura de 
establecimientos, la terminación de permisos o concesiones, o la destitución e inhabilitación de funcionarios públicos, por mencionar sólo 
algunos ejemplos. 
En este sentido, podría afirmarse que la pretensión estatal al ejercer la acción de extinción de dominio, es muy similar a una de carácter 
administrativo; sin embargo, la extinción de dominio tampoco es puramente administrativa, porque no puede desvincularse de su relación con 
los tipos penales a los que se ha hecho referencia, ni tampoco puede desvincularse de su resultado, que consiste en la adquisición por parte 
del Estado, del derecho real de propiedad, como resultado de la sentencia que eventualmente le sea favorable. 
Por ello, se afirma que la extinción de dominio es una figura especializada, que involucra elementos del derecho penal, del derecho civil y del 
derecho administrativo, cuya esencia está dirigida a ser una herramienta eficaz en el combate a la delincuencia organizada. 
De manera que, no basta que la extinción de dominio contenga elementos del derecho civil y del derecho penal, y en consecuencia, se trate 
de una figura híbrida, para sostener la competencia de la Asamblea Legislativa para el Distrito Federal, puesto que, lo que determina su 
esencia no es que comparta elementos de estas disciplinas jurídicas, sino que forma parte de la “materia de delincuencia organizada”, 
respecto de la cual el Constituyente Permanente atribuyó facultades legislativas exclusivas expresas al Congreso de la Unión; lo que excluye 
la posibilidad de que se considere incluida dentro de las facultades de la Asamblea, ya que la Constitución no atribuye facultades 
concurrentes en la materia. 
Por lo anterior, considero que la Asamblea Legislativa para el Distrito Federal no cuenta con facultades para expedir la Ley de Extinción de 
Dominio para el Distrito Federal, la cual es competencia exclusiva del Congreso de la Unión, en los términos de la fracción XXI del artículo 73 
de la Constitución Federal, que lo faculta para legislar en materia de delincuencia organizada. 
Dicho criterio se refuerza si se toma en cuenta que la regulación de las figuras delictivas respecto las cuales resulta procedente la aplicación 
de la acción de “extinción de dominio” (específicamente delincuencia organizada, delitos contra la salud, secuestro y trata de personas), se 
encuentran reservadas para las autoridades legislativas federales. 
Por lo que respecta a las materias de secuestro y trata de personas, éstas a pesar de ser de “competencia concurrente” en su aplicación, 
tanto para la Federación, como para las entidades federativas, su regulación sustantiva se encuentra reservada para la autoridad legislativa 
federal –y no así local- al establecer que corresponde al Congreso de la Unión la expedición de las “Leyes Generales” para dicho efecto.  
Lo mismo acontece con la materia de los delitos contra la salud, pues el señalado artículo 73, dispone que “…El Congreso tiene facultad: 
XVI.- […] Para dictar leyes sobre […] salubridad general de la República…”, en ese sentido, derivado de la reforma a la Ley General de Salud, 
los delitos contra la salud desde el año dos mil ocho, son de “competencia concurrente” para su aplicación, empero, su regulación sustantiva 
no deja de ser federal, con base en lo establecido en la referida ley especial sanitaria.  
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No obstante, obligado por la mayoría, he votado a favor de la competencia estatal para legislar en materia 
de extinción de dominio; razón por la cual refrendo el voto aclaratorio que he externado anteriormente para 
fijar mi postura. 

Ello, como lo hice en sesión plenaria de uno de septiembre de dos mil veinte, al resolver la controversia 
constitucional 169/2017. 

Por las razones expuestas, es que respetuosamente me permito emitir el presente VOTO 
ACLARATORIO. 

El Ministro, Jorge Mario Pardo Rebolledo.- Firmado electrónicamente.- El Secretario General de 
Acuerdos, Lic. Rafael Coello Cetina.- Firmado electrónicamente. 

EL LICENCIADO RAFAEL COELLO CETINA, SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS DE LA SUPREMA CORTE 

DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, CERTIFICA: Que esta fotocopia constante de nueve fojas útiles, concuerda fiel y 
exactamente con el original firmado electrónicamente del voto aclaratorio formulado por el señor Ministro 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, en relación con la sentencia de diez de septiembre de dos mil veinte, dictada 
por el Pleno de este Alto Tribunal en la acción de inconstitucionalidad 159/2017 y su acumulada 160/2017, 
promovidas por la Procuraduría General de la República y por la Comisión Nacional de los Derechos 
Humanos. Se certifica con la finalidad de que se publique en el Diario Oficial de la Federación.- Ciudad de 
México, a cuatro de mayo de dos mil veintiuno.- Rúbrica. 

VOTO CONCURRENTE QUE FORMULA EL MINISTRO PRESIDENTE ARTURO ZALDÍVAR LELO DE LARREA EN 

LA ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 159/2017 Y SU ACUMULADA 160/2017, PROMOVIDAS POR LA 

PROCURADURÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA Y LA COMISIÓN NACIONAL DE LOS DERECHOS HUMANOS 

En sesión pública celebrada el diez de septiembre de dos mil veinte, el Pleno de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación resolvió la acción de inconstitucionalidad 84/2017 y su acumulada 160/2017, en la que 
se analizó la Ley de Extinción de Dominio para la Ciudad de México (abrogada) y, entre otras cuestiones, se 
declaró la invalidez del artículo 2, fracción XVIII,1 de dicha ley. 

En relación con dicho tema, en el Considerando Sexto, el Tribunal Pleno determinó, por unanimidad de 
votos, que la norma en cuestión invadía la competencia del Congreso de la Unión para legislar sobre el tipo y 
sanción del delito de trata de personas, al señalar que, para los efectos de la ley local, por trata de personas 
se entendería “el delito contemplado con esa denominación en los términos del Código Penal vigente en la 
Ciudad de México”. Ello, toda vez que a partir de la entrada en vigor de la Ley General para Prevenir, 
Sancionar, y Erradicar los Delitos en Materia de Trata de Personas y para la Protección y Asistencia  a las 

 
Asimismo, la Constitución prevé en forma expresa que la facultad para legislar en materia de “delincuencia organizada” corresponde en forma 
exclusiva al Congreso de la Unión, lo cual debe entenderse aplicable, tanto al tipo penal respectivo, como al fenómeno delictivo que se 
pretende combatir a través de la acción de extinción de dominio.  
Consecuentemente, podemos advertir que en cuatro de los cinco delitos, respecto los cuales, hoy en día resulta procedente la figura de la 
“extinción de dominio”, su regulación se encuentra expresamente reservada para la Federación.  
Ciertamente, la acción de extinción de dominio también procede en contra del delito de “robo de vehículos”, el cual no es de competencia 
exclusiva de la Federación. 
Sin embargo, dicha circunstancia no implica que las entidades federativas puedan legislar en materia de “extinción de dominio” respecto de 
los bienes involucrados en el robo de vehículos, puesto que, como lo anticipé, de la interpretación sistemática y teleológica de los artículos 22 
y 73, fracción XXI constitucionales, así como de los procesos legislativos de la reforma constitucional publicada el dieciocho de junio de dos 
mil ocho, se desprende que la intención del Constituyente al regular la materia de “extinción de dominio”, fue atacar de manera frontal a la 
delincuencia organizada para su combate eficaz. 
En este sentido, la extinción de dominio no es una sanción penal adicional a las penas que se contienen en la legislación penal respecto 
del delito de robo de vehículos, ni respecto de cualquier otro delito, porque no se trata de una sanción penal.  Se trata de un mecanismo ajeno 
e independiente del procedimiento penal, que no persigue castigar un delito específico, sino abatir la criminalidad de manera genérica. 
Por ello, no podría afirmarse válidamente, que por ser el robo de vehículos un delito del orden local, las legislaturas de las entidades 
federativas pueden legislar sobre extinción de dominio en relación con este delito en particular. 
Lo anterior, porque la ley penal y la ley que regula la extinción de dominio son legislaciones con objetos muy distintos.  Al legislar sobre 
extinción de dominio no se modifica la regulación de uno o varios delitos en particular, sino que cada uno de ellos tiene ya impresa su 
naturaleza, el diseño de su tipicidad, así como las consecuencias de derecho que corresponden a su comisión.   
Lo anterior, en mi opinión, significa que la comisión del delito de robo de vehículos en el Distrito Federal, puede detonar el que se ejerza la 
acción de extinción de dominio, siempre y cuando existan indicios suficientes de que el delito ha sido perpetrado por la “delincuencia 
organizada”, pues el ejercicio de esta acción debe ser excepcional, y únicamente emplearse como herramienta en el combate del fenómeno 
de la delincuencia organizada, y no para el combate de un robo de vehículos aislado. 
Por todo lo cual, si acorde a lo previsto en el artículo 73, fracción XXI, constitucional, corresponde en exclusiva al Congreso de la Unión 
legislar en materia de delincuencia organizada, reitero bajo una perspectiva lato sensu, consecuentemente debe considerarse que el diseño e 
incorporación de cualquier estrategia tendente a su combate, se trata de una facultad exclusiva de éste, por lo cual, concluyo que la 
Asamblea Legislativa del Distrito Federal NO es competente para legislar en dicha materia (…)”. 
1 Artículo 2. Para los efectos de la presente ley, se entenderá por: 
[…] 
XVIII. Trata de Personas: el delito contemplado con esa denominación en los términos del Código Penal vigente en la Ciudad de México; 
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Víctimas de estos Delitos, el quince de junio de dos mil doce, es ésta última la única que puede definir dicho 
delito. 

Adicionalmente, en este mismo considerando la sentencia se ocupó de definir cuál era el marco normativo 
aplicable en el caso, toda vez que en la especie se impugnaron normas de la Ley de Extinción de Dominio 
para la Ciudad de México, la cual fue publicada en noviembre de dos mil diecisiete, esto es, con anterioridad a 
la reforma constitucional al artículo 73, fracción XXX de dos mil diecinueve y de la entrada en vigor de Ley 
Nacional de Extinción de Dominio. Sobre este tema, el Tribunal concluyó que de conformidad con lo dispuesto 
por el artículo transitorio tercero2 de la citada reforma constitucional, la ley impugnada debía ser analizada 
conforme al marco constitucional vigente al momento de su expedición, es decir, conforme al texto 
constitucional anterior a la reforma constitucional de catorce de marzo de dos mil diecinueve. 

En este punto estuve de acuerdo con el sentido y las consideraciones de la sentencia, pues estimo que, 
efectivamente, (I) la constitucionalidad de las normas impugnadas en este caso debía estudiarse conforme al 
régimen constitucional en materia de extinción de dominio anterior a la reforma constitucional de catorce de 
marzo de dos mil diecinueve3, y (II) el artículo 2, fracción XVIII, de la ley local impugnada efectivamente 
desconoce la competencia del Congreso de la Unión para legislar en materia de trata de personas. 

No obstante, decidí formular el presente voto concurrente, pues considero necesario exponer algunos 
argumentos adicionales para sustentar ambas conclusiones. 

I. Marco constitucional aplicable 

 Como mencione, estoy de acuerdo en que la ley impugnada debe ser analizada a la luz del marco 
constitucional que regía la extinción de dominio antes de la reforma de catorce de marzo de dos mil 
diecinueve, pues la misma fue expedida con anterioridad a dicha reforma. Sin embargo, considero necesario 
hacer un par de precisiones al respecto. 

En primer lugar, considero que para justificar adecuadamente esta conclusión, en la sentencia se debió 
citar, además del artículo Tercero Transitorio, el artículo Cuarto Transitorio del Decreto de reforma de dos 
mil diecinueve, así como el artículo Cuarto Transitorio de la Ley Nacional de Extinción de Dominio. Lo 
anterior, pues es precisamente en dichos preceptos en donde se estableció que los procedimientos iniciados 
con base en las leyes expedidas con anterioridad a dicha reforma debían concluirse y ejecutarse conforme al 
orden constitucional y legal vigente al momento de su inicio. El contenido de dichos preceptos es el siguiente: 

Transitorios del Decreto de reforma constitucional de catorce de marzo de dos mil diecinueve 

Cuarto. Los procesos en materia de extinción de dominio iniciados con fundamento en la legislación 
federal y local referida en el artículo transitorio anterior, así como las sentencias dictadas con base 
en las mismas, no se verán afectados por la entrada en vigor del presente Decreto, y deberán 
concluirse y ejecutarse conforme al orden constitucional y legal vigente al momento de su inicio. 

Transitorios de Ley Nacional de Extinción de Dominio 

Cuarto. Los procesos en materia de extinción de dominio iniciados con fundamento en la Ley 
Federal de Extinción de Dominio, Reglamentaria del artículo 22 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos y en la legislación de las Entidades Federativas, deberán concluirse y 
ejecutarse conforme a la legislación vigente al momento de su inicio; las sentencias dictadas con 
base en los ordenamientos que dejarán de tener vigencia a la entrada del presente Decreto surtirán 
todos sus efectos jurídicos. Las investigaciones en preparación de la acción de extinción de dominio 
deberán continuarse con la presente Ley. 

Como puede observarse, el artículo Cuarto Transitorio del Decreto de reforma constitucional de catorce de 

marzo de dos mil diecinueve establece con toda claridad que los procesos en materia de extinción de dominio 

 
2 Tercero. La Ley Federal de Extinción de Dominio, Reglamentaria del artículo 22 de la Constitución Política los Estados Unidos Mexicanos, 
así como la legislación respectiva del ámbito local, seguirán en vigor hasta en tanto el Congreso de la Unión expida la legislación nacional 
única en materia de extinción de dominio que ordena el presente Decreto.  
3 La Ley de Extinción de Dominio para la Ciudad de México entró en vigor el cinco de diciembre de dos mil dieciocho, en virtud del artículo 
Tercero Transitorio del decreto de expedición de dicha Ley: “Tercero.- El presente decreto entrará en vigor el 5 de diciembre de 2018, de 
conformidad con lo establecido en el segundo párrafo del Artículo Transitorio Décimo Primero de la Constitución Política de la Ciudad de 
México, abrogándose en ese momento la Ley de Extinción de Dominio para el Distrito Federal, publicada en la Gaceta Oficial del Distrito 
Federal el 08 de diciembre de 2008”.  
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iniciados con fundamento en la legislación local vigente “hasta en tanto el Congreso de la Unión expida la 

legislación única” en la materia, así como las sentencias dictadas con base en las mismas, “no se verán 

afectados por la entrada en vigor del [Decreto], y deberán concluirse y ejecutarse conforme al orden 

constitucional y legal vigente al momento de su inicio” —lo cual es reiterado en los transitorios de la Ley 

Nacional de Extinción de Dominio—. 

Así pues, si se toma en consideración que por virtud del régimen transitorio de la citada reforma 

constitucional, las leyes federales y locales de extinción de dominio expedidas con anterioridad a la misma  —

como la que aquí se impugna— ya sólo resultan aplicables a los procesos iniciados con anterioridad a la 

expedición de la Ley Nacional de Extinción de Dominio4 (lo cual ocurrió el nueve de agosto de dos mil 

diecinueve), es evidente que su constitucionalidad no puede ser analizada conforme al texto 

constitucional reformado en dos mil diecinueve, pues de lo contrario se desconocería el mandato previsto 

en el artículo Cuarto Transitorio —el cual, como se dijo, ordena que tales procesos se concluyan y ejecuten 

conforme al orden constitucional y legal vigente al momento de su inicio, sin poder verse alterados por la 

reforma—. 

Por lo demás, es importante resaltar que esta no es la primera vez que la Suprema Corte se pronuncia 

sobre este tema. En efecto, en la controversia constitucional 169/20175 este Tribunal analizó una reforma a 

la Constitución de Nuevo León en materia de extinción de dominio, la cual también había expedida 

previamente a la reforma constitucional de dos mil diecinueve, y llegó a la misma conclusión que aquí se 

señala —esto es, que el parámetro de constitucionalidad aplicable debía ser vigente con anterioridad a la 

reforma de catorce de marzo de dos mil diecinueve— pero a partir precisamente de los artículos antes 

transcritos: 

“En los artículos transitorios de la reforma a la Constitución Federal de catorce de marzo de dos mil 

diecinueve se mandato que, hasta en tanto no se emitiera la ley nacional, seguiría vigente la Ley 

Federal de Extinción de Dominio y la legislación despectiva del ámbito local, así como que los 

procesos en materia de extinción de dominio iniciados con fundamento en la legislación federal y 

local (y las sentencias ya dictadas) no se verían afectados por la reforma constitucional y se 

concluirían y ejecutaran conforme al orden constitucional y legal vigente al momento de su inicio. 

La Ley Nacional de Extinción de Dominio se publicó el nueve de agosto de dos mil diecinueve, entró 

en vigor al día siguiente y en sus artículos transitorios segundo a cuarto se dispuso que: […] los 

procesos en materia de extinción de dominio iniciados con la ley federal y la legislación de las 

entidades federativas deberían concluirse y ejecutarse conforme a la legislación vigente al momento 

de su inicio y que las sentencias dictadas con la legislación abrogada surtirán todos sus efectos 

jurídicos. 

[…] Siendo que el parámetro de regularidad en la presente resolución debe ser el artículo 22 de la 

Constitución Federal, previo a su reforma de catorce de marzo de dos mil diecinueve, pues éste es el 

que ampara la regularidad material del precepto reclamado en términos del transcrito artículo cuarto 

transitorio constitucional.6 

En ese sentido, me parece que la conclusión a la que arribó el proyecto en este caso pudo haberse 

robustecido con las consideraciones de dicho precedente, lo que además habría dado mayor solidez y 

coherencia a la doctrina de este Alto Tribunal. 

En otro aspecto, la sentencia refiere en los párrafos 44 y 69 que la Ley impugnada se encontraba vigente 

en dos mil diecisiete, lo cual es inexacto. En efecto, si bien es cierto que la Ley de Extinción de Dominio para 

la Ciudad de México fue publicada el diecisiete de noviembre de dos mil diecisiete, en el artículo tercero 

transitorio del Decreto de expedición de la Ley se dispuso que ésta entraría en vigor hasta el cinco de 

 
4 Tercero. La Ley Federal de Extinción de Dominio, Reglamentaria del artículo 22 de la Constitución Política los Estados Unidos Mexicanos, 
así como la legislación respectiva del ámbito local, seguirán en vigor hasta en tanto el Congreso de la Unión expida la legislación nacional 
única en materia de extinción de dominio que ordena el presente Decreto. 
5 Resuelta el primero de septiembre de dos mil veinte, por unanimidad de diez votos.  
6 Párrafos 374 a 378 de la controversia constitucional 169/2017. 
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diciembre de dos mil dieciocho7. Con todo, considero que tal imprecisión no altera el sentido del fallo, ya que 

en cualquier caso se trata de una ley que entró en vigor con anterioridad a la reforma constitucional de catorce 

de marzo de dos mil diecinueve. 

II. Razones adicionales por las que el artículo 2, fracción XVIII, de la Ley de Extinción de Dominio 
para la Ciudad de México impugnado 

Como mencioné, estoy de acuerdo en que el artículo 2, fracción XVIII8, impugnado, invade la competencia 
del Congreso de la Unión para legislar en materia de trata de personas. Sin embargo, lo hago por las razones 
siguientes. 

Para empezar, es importante notar que el precepto impugnado no establece propiamente un tipo penal o 
la pena del delito de trata de personas, ni regula su investigación o procesamiento; aspectos que, por virtud de 
lo dispuesto en el artículo 73, fracción XXI, inciso a), de la Constitución y la Ley General para Prevenir, 
Sancionar, y Erradicar los Delitos en Materia de Trata de Personas y para la Protección y Asistencia a las 
Víctimas de estos Delitos, están reservados a la Federación9. Con todo, me parece que, al remitir al Código 
Penal vigente en la Ciudad de México para definir que se entenderá por “trata de personas” para efectos de la 
extinción de dominio, el Congreso de la Ciudad de México se arrogó una competencia que le 
corresponde en exclusiva al Congreso de la Unión. 

Efectivamente, desde mi punto de vista, la facultad exclusiva del Congreso de la Unión en esta materia no 
sólo impide a los Estados establecer delitos y sanciones en materia de trata de personas, sino que también 
les obliga a observar la tipificación penal de la Ley General para Prevenir, Sancionar, y Erradicar los 
Delitos en Materia de Trata de Personas y para la Protección y Asistencia a las Víctimas de estos Delitos a fin 
de determinar qué conductas o hechos ilícitos están sancionados penalmente bajo ese concepto para otros 
efectos, incluso no penales (tal y como sucedía en el caso de la extinción de dominio antes de la reforma de 
constitucional de dos mil diecinueve10). 

Así pues, el problema de la norma impugnada radica, a mi juicio, en que si bien no regula un aspecto 
directamente reservado a la Federación en materia de tipificación y sanción del delito de trata de personas  —
pues se refiere a la extinción de dominio—, la misma desconoce el régimen competencial previsto en el 
artículo 73, fracción XXI, inciso a), de la Constitución General, pues pierde de vista que a partir del quince 
de julio de dos mil once el único facultado para definir el tipo y las sanciones penales en dicha materia 
es el Congreso de la Unión. Es por esta razón que considero que la norma impugnada resultaba 
efectivamente inconstitucional. 

Por todas estas razones es que estuve de acuerdo con el sentido del fallo en este punto. 

El Ministro Presidente, Arturo Zaldívar Lelo de Larrea.- Firmado electrónicamente.- El Secretario General 
de Acuerdos, Rafael Coello Cetina.- Firmado electrónicamente. 

EL LICENCIADO RAFAEL COELLO CETINA, SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS DE LA SUPREMA CORTE 

DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, CERTIFICA: Que esta fotocopia constante de cinco fojas útiles, concuerda fiel y 
exactamente con el original firmado electrónicamente del voto concurrente formulado por el señor Ministro 
Presidente Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, en relación con la sentencia de diez de septiembre de dos mil 
veinte, dictada por el Pleno de este Alto Tribunal en la acción de inconstitucionalidad 159/2017 y su 
acumulada 160/2017, promovidas por la Procuraduría General de la República y por la Comisión Nacional de 
los Derechos Humanos. Se certifica con la finalidad de que se publique en el Diario Oficial de la Federación.- 
Ciudad de México, a cuatro de mayo de dos mil veintiuno.- Rúbrica. 

 
7 Tercero.- El presente decreto entrará en vigor el 5 de diciembre de 2018, de conformidad con lo establecido en el segundo párrafo del 
Artículo Transitorio Décimo Primero de la Constitución Política de la Ciudad de México, abrogándose en ese momento la Ley de Extinción de 
Dominio para el Distrito Federal, publicada en la Gaceta Oficial del Distrito Federal el 08 de diciembre de 2008.   
8 Artículo 2. Para los efectos de la presente ley, se entenderá por: 
[…] 
XVIII. Trata de Personas: el delito contemplado con esa denominación en los términos del Código Penal vigente en la Ciudad de México; 
9 Sobre este tema véase, entre otros, las acciones de inconstitucionalidad 26/2012, 54/2012, 12/2014, 1/2014 y 48/2015. 
10 Antes de la reforma constitucional de dos mil diecinueve, la extinción de dominio, si bien se consideraba una acción “autónoma” del 
derecho penal para efectos procesales, exigía la acreditación de un “hecho ilícito” conforme a su definición penal. Es decir, se requería 
comprobar al menos el “cuerpo del delito” conforme al tipo penal previsto en la legislación aplicable. Tesis 1a./J. 22/2015, de rubro: 
“EXTINCIÓN DE DOMINIO. POR REGLA GENERAL, LA ACCIÓN RELATIVA ESTÁ SUJETA A QUE EL JUEZ DE LA CAUSA PENAL 
EMITA ALGUNA DECISIÓN EN LA QUE AFIRME QUE LOS HECHOS CONSIGNADOS ACREDITAN EL CUERPO DEL DELITO DE 
ALGUNO DE LOS ILÍCITOS PREVISTOS EN EL ARTÍCULO 22, FRACCIÓN II, CONSTITUCIONAL.”  Consultable en el Semanario Judicial 
de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Tomo I, Abril de 2015, Pág. 344. Registro: 2008881 
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BANCO DE MEXICO 
TIPO de cambio para solventar obligaciones denominadas en moneda extranjera pagaderas en la República 
Mexicana. 

Al margen un logotipo, que dice: Banco de México.- “2021: Año de la Independencia”. 

TIPO DE CAMBIO PARA SOLVENTAR OBLIGACIONES DENOMINADAS EN MONEDA EXTRANJERA PAGADERAS EN 
LA REPÚBLICA MEXICANA 

El Banco de México, con fundamento en los artículos 8o. de la Ley Monetaria de los Estados Unidos 
Mexicanos; 35 de la Ley del Banco de México, así como 8o. y 10 del Reglamento Interior del Banco de 
México, y según lo previsto en el Capítulo V del Título Tercero de su Circular 3/2012, informa que el tipo de 
cambio obtenido el día de hoy fue de $19.8823 M.N. (diecinueve pesos con ocho mil ochocientos veintitrés 
diezmilésimos moneda nacional) por un dólar de los EE.UU.A. 

La equivalencia del peso mexicano con otras monedas extranjeras se calculará atendiendo a la cotización 
que rija para estas últimas contra el dólar de los EE.UU.A., en los mercados internacionales el día en que se 
haga el pago. Estas cotizaciones serán dadas a conocer, a solicitud de los interesados, por las instituciones 
de crédito del país. 

Atentamente, 

Ciudad de México, a 11 de junio de 2021.- BANCO DE MÉXICO: La Directora de Disposiciones de Banca 
Central, Lic. María Teresa Muñoz Arámburu.- Rúbrica.- El Subgerente de Cambios Nacionales, Lic. Carlos 
Miguel Vélez Martínez.- Rúbrica.- El Subgerente de Operaciones de Mercado, Lic. José Andrés Jiménez 
Guerra.- Rúbrica. 

 

 

TASAS de interés interbancarias de equilibrio. 

Al margen un logotipo, que dice: Banco de México.- “2021: Año de la Independencia”. 

TASAS DE INTERÉS INTERBANCARIAS DE EQUILIBRIO 

El Banco de México, con fundamento en los artículos 8o. y 10o. del Reglamento Interior del Banco de 
México y de conformidad con el procedimiento establecido en el Capítulo IV del Título Tercero de su Circular 
3/2012, informa que las Tasas de Interés Interbancarias de Equilibrio en moneda nacional (TIIE) a plazos de 
28 y 91 días obtenidas el día de hoy, fueron de 4.2850 y 4.2555 por ciento, respectivamente. 

Las citadas Tasas de Interés se calcularon con base en las cotizaciones presentadas por las siguientes 
instituciones de banca múltiple: Banco Santander S.A., HSBC México S.A., Banco Nacional de México S.A., 
Banca Mifel S.A., Banco Credit Suisse (México) S.A., ScotiaBank Inverlat S.A. y Banco Mercantil del Norte 
S.A. 

Ciudad de México, a 11 de junio de 2021.- BANCO DE MÉXICO: La Directora de Disposiciones de Banca 
Central, Lic. María Teresa Muñoz Arámburu.- Rúbrica.- El Subgerente de Cambios Nacionales, Lic. Carlos 
Miguel Vélez Martínez.- Rúbrica.- El Subgerente de Operaciones de Mercado, Lic. José Andrés Jiménez 
Guerra.- Rúbrica. 

 

 

TASA de interés interbancaria de equilibrio de fondeo a un día hábil bancario. 

Al margen un logotipo, que dice: Banco de México.- “2021: Año de la Independencia”. 

TASA DE INTERÉS INTERBANCARIA DE EQUILIBRIO DE FONDEO A UN DÍA HÁBIL BANCARIO 

El Banco de México, con fundamento en los artículos 8o. y 10o. del Reglamento Interior del Banco de 
México y de conformidad con el procedimiento establecido en el Capítulo IV del Título Tercero de su Circular 
3/2012, informa que la Tasa de Interés Interbancaria de Equilibrio (TIIE) de Fondeo a un día hábil bancario en 
moneda nacional determinada el día de hoy, fue de 3.98 por ciento. 

Ciudad de México, a 10 de junio de 2021.- BANCO DE MÉXICO: La Directora de Disposiciones de Banca 
Central, Lic. María Teresa Muñoz Arámburu.- Rúbrica.- El Subgerente de Cambios Nacionales, Lic. Carlos 
Miguel Vélez Martínez.- Rúbrica.- El Subgerente de Operaciones de Mercado, Lic. José Andrés Jiménez 
Guerra.- Rúbrica. 
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COSTO de captación a plazo de pasivos denominados en dólares de Estados Unidos de América, a cargo de las 
instituciones de banca múltiple del país (CCP-Dólares). 

Al margen un logotipo, que dice: Banco de México.- “2021: Año de la Independencia”. 

COSTO DE CAPTACIÓN A PLAZO DE PASIVOS DENOMINADOS EN DÓLARES DE ESTADOS  UNIDOS DE AMÉRICA, 

A CARGO DE LAS INSTITUCIONES DE BANCA MÚLTIPLE DEL PAÍS (CCP–Dólares) 

El Banco de México, con fundamento en los artículos 8o. y 10 del Reglamento Interior del Banco de 

México, y según lo dispuesto por su resolución publicada en el Diario Oficial de la Federación el 6 de mayo  de 

1996, informa que el costo de captación a plazo de pasivos denominados en dólares de Estados Unidos de 

América, a cargo de las instituciones de banca múltiple del país (CCP-Dólares), expresado en por ciento 

anual, fue de 4.02 (cuatro puntos y dos centésimas) en mayo de 2021. 

Ciudad de México, a 11 de junio de 2021.- BANCO DE MÉXICO: El Gerente de Información del Sistema 

Financiero, Dr. Mario Alberto Reyna Cerecero.- Rúbrica.- La Directora de Disposiciones de Banca Central, 

Lic. María Teresa Muñoz Arámburu.- Rúbrica. 
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INSTITUTO NACIONAL DE ESTADISTICA Y GEOGRAFIA 
CIRCULAR No. 905./01/2021 por la que se comunica a las dependencias y entidades de la Administración Pública 
Federal, a la Fiscalía General de la República, así como a las entidades federativas, a los municipios y a los entes 
públicos de unas y otros y a las personas de derecho público de carácter federal con autonomía derivada de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que deberán abstenerse de aceptar propuestas o celebrar 
contratos con la persona moral denominada Arplus, S.A. de C.V. 

Al margen sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Instituto Nacional de 
Estadística y Geografía.- Órgano Interno de Control.- Área de Responsabilidades. 

Circular N° 905./ 01 /2021 

Asunto: Se comunica inhabilitación 

Circular No. 905./ 01 /2021 por la que se comunica a las dependencias y entidades de la Administración 

Pública Federal, a la Fiscalía General de la República, así como a las entidades federativas, a los municipios y 

a los entes públicos de unas y otros y a las personas de derecho público de carácter federal con autonomía 

derivada de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que deberán abstenerse de aceptar 

propuestas o celebrar contratos con la persona moral denominada ARPLUS, S.A. DE C.V. 

OFICIALES MAYORES DE LAS DEPENDENCIAS Y EQUIVALENTES DE LAS ENTIDADES DE LA ADMINISTRACIÓN 

PÚBLICA FEDERAL, A LA FISCALÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA, A LOS GOBIERNOS DE LAS ENTIDADES 

FEDERATIVAS, DE LOS MUNICIPIOS, Y DE LOS ENTES PÚBLICOS DE UNAS Y OTROS, Y A LAS PERSONAS DE 

DERECHO PÚBLICO DE CARÁCTER FEDERAL CON AUTONOMÍA DERIVADA DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA 

DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. 

PRESENTES. 

Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 26 apartado B y 134 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos; 91 párrafos primero, segundo y cuarto fracción XI de la Ley del Sistema Nacional 

de Información Estadística y Geográfica; 8 y 9 primer párrafo de la Ley Federal de Procedimiento 

Administrativo; 1, 81 primer párrafo, 83 primer párrafo, 225 primero, tercero y cuarto párrafos, 226 primer 

párrafo y fracción I, y 229 de las Normas en materia de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las 

mismas del Instituto Nacional de Estadística y Geografía, publicadas en el Diario Oficial de la Federación el 

cinco de octubre de dos mil doce, cuya última reforma se publicó en el aludido medio de comunicación oficial 

el veintiocho de mayo de dos mil dieciocho, 47 primero y segundo párrafos, 48 primero, segundo y tercer 

párrafos, fracción III inciso b), 48 Bis último párrafo y 49 fracción II inciso l) del Reglamento Interior del Instituto 

Nacional de Estadística y Geografía, publicado en el Diario Oficial de la Federación el treinta y uno de marzo 

de dos mil nueve, reformado por última ocasión mediante acuerdo publicado en el mismo órgano oficial de 

difusión el veinticinco de noviembre de dos mil veinte, me permito informar que: 

En cumplimiento a lo ordenado en los resolutivos Primero y Quinto de la resolución de fecha veinticuatro 

de mayo de dos mil veintiuno, dictada en el expediente número INEGI.OIC5.03/8/2020, mediante la cual se 

resolvió el procedimiento de sanción instruido en contra de la persona moral denominada ARPLUS, S.A. DE 

C.V., a partir del día siguiente de que se publique la presente Circular en el Diario Oficial de la Federación, y 

por el plazo de TRES MESES deberán abstenerse de recibir propuestas o celebrar contrato u órdenes de 

trabajo alguno con el referido proveedor de manera directa o por interpósita persona, sobre las materias de 
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obra pública y servicios relacionados con las mismas a que se refieren la Ley de Obras Públicas y Servicios 

Relacionados con las Mismas; las Normas en materia de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las 

mismas del Instituto Nacional de Estadística y Geografía; y las disposiciones aplicables a las demás personas 

de derecho público de carácter federal con autonomía derivada de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, en cumplimiento a los criterios establecidos en el artículo 134 de la Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos. 

En virtud de lo expresado en el párrafo anterior, los contratos adjudicados y los que actualmente se tengan 

formalizados con el mencionado infractor, no quedarán comprendidos en la aplicación de la presente Circular. 

Las entidades federativas, los municipios, y entes públicos de unas y otros, y personas de derecho público de 

carácter federal con autonomía derivada de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos deberán 

cumplir con lo señalado en esta Circular cuando las obras públicas y los servicios relacionados con las 

mismas que contraten se realicen con cargo total o parcial a fondos federales, conforme a los convenios que 

celebren con el Ejecutivo Federal. 

En el entendido de que, si al día en que se cumpla el plazo de inhabilitación arriba mencionado, la persona 

moral denominada ARPLUS, S.A. DE C.V., no ha pagado la multa impuesta en términos del primer párrafo 

del artículo 225 de las Normas en materia de Obras Públicas y Servicios relacionados con las mismas del 

Instituto Nacional de Estadística y Geografía, la inhabilitación subsistirá hasta que se realice el pago 

correspondiente, lo anterior con fundamento en el antepenúltimo párrafo del artículo 226 de las referidas 

Normas. Para cualquier consulta pública relacionada con la sanción impuesta podrá ingresar a la siguiente 

dirección electrónica: http://www3.inegi.org.mx/sistemas/ci/relps o para aclaración se ponen a disposición los 

números de teléfono 800 4902000 o 449 1492700 extensión 4638, así como la cuenta de correo electrónico 

hugo.gutiérrez@inegi.org.mx. 

Atentamente. 

Aguascalientes, Ags., a 24 de mayo de 2021.- El Titular, Lic. Francisco Hugo Gutiérrez Dávila.- Rúbrica. 
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